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SENADO DE PUERTO RICO 
DIARIO DE SESIONES 

PROCEDIMIENTOS Y DEBATES DE LA  
DECIMOSEPTIMA ASAMBLEA LEGISLATIVA 

SEPTIMA SESION ORDINARIA 

AÑO 2016 

VOL. LXIV San Juan, Puerto Rico Martes, 5 de abril de 2016 Núm. 18 

A las doce y treinta y nueve minutos de la mañana (12:39 a.m.) de este día, martes, 5 de abril 

de 2016, el Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Eduardo Bhatia Gautier. 

 

ASISTENCIA 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, Ángel R. 

Martínez Santiago, José R. Nadal Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, 

Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, 

Carmelo J. Ríos Santiago, Luis D. Rivera Filomeno, Thomas Rivera Schatz, Pedro A. Rodríguez 

González, Ángel M. Rodríguez Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón 

Ruiz Nieves, María de L. Santiago Negrón, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Jorge I. Suárez 

Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo A. Bhatia 

Gautier, Presidente. 

 

RECESO 

 

SR. PRESIDENTE: Siendo las doce y treinta y nueve de la mañana (12:39 a.m.) del día 5 de 

abril de 2016, el Senado de Puerto Rico reanuda sus trabajos. 

Señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente, para beneficio de los compañeros y compañeras 

que nos escuchan en sus oficinas, ha sido radicado en la Secretaría de este Cuerpo el Proyecto del 

Senado 1591.  El Proyecto del Senado 1591 es el proyecto que estaremos discutiendo en los 

próximos minutos, tan pronto se reanuden los trabajos con los compañeros Portavoces y las distintas 

Delegaciones.  Nos proponemos, señor Presidente, pasar juicio sobre esa medida y de tener los votos 

necesarios aprobar la misma en la mañana de hoy. 

Eso es lo que hemos programado, dándole un espacio, si usted lo permite, señor Presidente, 

de diez (10) minutos para que los compañeros Portavoces y las Delegaciones puedan regresar aquí 

al… 

SR. PRESIDENTE: Antes de ir a ese momento, señor Portavoz, creo que procede 

simplemente seguir el orden para recibir el proyecto. 

SR. MARTINEZ SANTIAGO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador… 

SR. MARTINEZ SANTIAGO: Para que tan pronto tengan el proyecto, que pueda facilitar 

copia a la Delegación. 
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SR. PRESIDENTE: Así es, así se hará. 

Señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: Ha sido circulado un Segundo Orden de los Asuntos, Presidente, 

solicitamos que se proceda con el mismo. 

SR. PRESIDENTE: Que se proceda. 

 

SEGUNDO ORDEN DE LOS ASUNTOS 

(Lunes, 4 de abril de 2016) 

 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES, 

ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes, 

Especiales y Conjuntas:  

 

De la Comisión de Gobierno, Eficiencia Gubernamental e Innovación Económica, un 

informe, proponiendo la aprobación de la R. C. del S. 641, con enmiendas, según el entirillado 

electrónico que se acompaña. 

De la Comisión de lo Jurídico, Seguridad y Veteranos, un informe, proponiendo la 

aprobación del P. del S. 1277, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 

De la Comisión de lo Jurídico, Seguridad y Veteranos, un segundo informe, proponiendo la 

aprobación del P. del S. 512, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 

De la Comisión de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Transportación, un informe, 

proponiendo que sea confirmado por el Senado el nombramiento del señor José E. Arrillaga García, 

para Miembro de la Junta Examinadora de Evaluadores Profesionales de Bienes Raíces. 

 

SR. TORRES TORRES: Para que se den por recibidos los Informes Positivos. 

SR. PRESIDENTE: Se dan por recibidos. 

 

RELACION DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Proyectos de Ley, Resoluciones Conjuntas y 

Resoluciones del Senado radicados y referidos a Comisiones por el señor Presidente, cuya lectura se 

prescinde a moción del señor Aníbal J. Torres Torres: 

 

PROYECTOS DEL SENADO 

 

P. del S. 1587 

Por el señor Ruiz Nieves: 

 

“Para declarar oficialmente el “Medio Maratón Guatibirí del Otoao”, con sede en el Municipio de 

Utuado, como un evento deportivo de interés público general en Puerto Rico; designar una 

asignación anual no menor de veinticinco mil (25,000.00) dólares; disponer sobre el uso de los 

fondos; establecer un mecanismo para rendir el informe de gastos; y para otros fines.” 

(TURISMO, CULTURA, RECREACIÓN Y DEPORTES Y GLOBALIZACIÓN; Y DE 

HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 
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P. del S. 1588 

Por el señor Bhatia Gautier:  

 

“Para enmendar  el  Artículo 3 de la Ley Núm. 2 de 7 de noviembre de 1975, según enmendada, 

conocida como "Ley de Certificados de Necesidad y Conveniencia", a fin de agilizar el proceso para 

expedir o denegar certificados de necesidad y conveniencia modificando los términos de presentación 

de evidencia de titularidad o compromiso de arrendamiento cuando el local o lugar donde se propone 

establecer el servicio de salud no sea propiedad del solicitante.” 

(SALUD Y NUTRICIÓN) 

 

P. del S. 1589 

Por el señor Bhatia Gautier: 

 

“Para enmendar el Artículo 3, enmendar el inciso B y añadir un nuevo inciso C al Artículo 6 así 

como enmendar el primer párrafo del Artículo 11 de la Ley 206-2003, según enmendada, a los fines 

de incluir al Fideicomiso de Conservación de Puerto Rico como posible adquirente de los terrenos 

que comprende el Antiguo Acueducto Histórico de San Juan; definir las actividades permitidas en 

dichos terrenos; designar un representante del Fideicomiso en la Comisión Especial; y para otros 

fines relacionados.” 

(ASUNTOS ENERGÉTICOS Y RECURSOS DE AGUA) 

 

P. del S. 1590 

Por el señor Vargas Morales: 

 

“Para enmendar el Artículo 6.001 de la Ley 81-1991, según enmendada, conocida como “Ley de 

Municipios Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991”, a los fines de facultar a los 

municipios, en virtud de los incisos (p) e (y) del Artículo 2.001 de la Ley, a formar parte de un 

consorcio o en la alternativa a crear una alianza de dos (2) o más municipios para establecer una Oficina 

de Secretaría Municipal, Oficina de Finanzas Municipales, Oficina de Administración de Recursos 

Humanos y/o la Oficina de Asuntos Legales; y  para otros fines.” 

(AUTONOMÍA MUNICIPAL, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN) 

 

*P. del S. 1591  

Por los señores Bhatia Gautier, Dalmau Santiago, Torres Torres; la señora López León; los señores 

Fas Alzamora, Nadal Power, Rosa Rodríguez; la señora González López; los señores Nieves Pérez, 

Pereira Castillo, Rivera Filomeno, Rodríguez González, Rodríguez Otero, Rodríguez Valle, Ruiz 

Nieves, Suárez Cáceres, Tirado Rivera y Vargas Morales: 

 

“Para crear la “Ley de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera de Puerto Rico”; para 

disponer la declaración de un estado de emergencia fiscal por la Asamblea Legislativa; para 

instaurar los procesos de declaración, establecimiento y condiciones del periodo de emergencia, 

según definido por esta Ley, para el Banco o cualquier otra entidad gubernamental, según definidos 

ambos términos por esta Ley, y disponer las facultades del Gobernador del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; para realizar enmiendas a la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento 

para Puerto Rico, Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, a los fines de 
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reenumerar los Artículos 12 al 21 como Artículos 15 al 24, y añadir nuevos Artículos 12 y 13, para 

modificar el proceso de nombramiento de un síndico; para añadir un nuevo Artículo 14 a la Ley 

Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, a los fines de permitir la organización y operación de 

un banco puente; para enmendar la Cuarta Parte del Artículo 2 de la Ley Núm. 17 de 23 de 

septiembre de 1948, supra, para modificar las disposiciones en torno a las subsidiarias del Banco 

Gubernamental de Fomento para Puerto Rico; para enmendar el Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 

24 de julio de 1985, según enmendada, correspondiente a la Ley Orgánica del Banco de Desarrollo 

Económico para Puerto Rico a los fines de modificar las disposiciones sobre el nombramiento de un 

síndico; y para otros fines relacionados.” 

(HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 

 

*Administración 

 

RESOLUCIONES CONJUNTAS DEL SENADO 

 

R. C. del S. 700 

Por el señor Fas Alzamora: 

 

“Para re-asignar al Municipio de San Germán, la cantidad de ciento veinte mil (120,000) dólares, 

provenientes de la R. C. Núm. 1096 del 5 de agosto de 2004; para la adquisición de edificio ubicado 

en la calle 13 Número 375 en el Barrio Sabana Eneas de dicho municipio; y a su vez la 

Administración Municipal de San Germán será dueña en pleno dominio de la propiedad y podrá 

disponer del usufructo de la misma si así lo decide.” 

(HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 

 

 

R. C. del S. 701 

Por el señor Pereira Castillo: 

 

“Para designar con el nombre de “Angel Rafael Díaz Colón” a la Escuela Segunda Unidad Saltos 

Cabra en el Municipio de Orocovis y para otros fines relacionados.” 

(GOBIERNO, EFICIENCIA GUBERNAMENTAL E INNOVACIÓN ECONÓMICA) 

 

 

RESOLUCIONES DEL SENADO 

 

R. del S. 1375 

Por el señor Pérez Rosa: 

 

“Para ordenar a las comisiones de Recursos Naturales y Ambientales y de Infraestructura, Desarrollo 

Urbano y Transportación del Senado de Puerto Rico realice una investigación sobre el alegado 

dragado que se está realizando por parte de una cantera que afecta los cimientos del puente 

localizado en la Carretera 6685, kilómetros 4 en dirección al Sector Montebello de Manatí a Ciales.”  

(REGLAS, CALENDARIO Y ASUNTOS INTERNOS) 
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R. del S. 1376 

Por la señora Santiago Negrón y el señor Ríos Santiago: 

 

“Para ordenar a las Comisiones de Recursos Naturales y Ambientales; y de Agricultura, Seguridad 

Alimentaria, Sustentabilidad de la Montaña y de la Región Sur del Senado de Puerto Rico, que 

realice una investigación abarcadora sobre la intención del Departamento de Agricultura de desalojar 

a la Asociación de Pescadores Raúl Maldonado, Inc. de la Playa de Salinas de las facilidades 

pesqueras que actualmente ocupan.” 

(REGLAS, CALENDARIO Y ASUNTOS INTERNOS) 

 

La Secretaría da cuenta e informa que han sido recibidos de la Cámara de Representantes y 

referidos a Comisión por el señor Presidente, el siguiente Proyecto de Ley y Resolución Conjunta: 

 

PROYECTO DE LA CÁMARA 

 

P. DE LA C. 2679 

Por el señor Hernández Alfonzo:  

 

“Para adoptar la nueva “Ley de Pesca del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de 

establecer la nueva política pública que regirá la actividad de la pesca, establecer los mecanismos 

que faciliten la implementación de las disposiciones de esta Ley y los reglamentos promulgados a 

instancias de la misma; derogar la Ley 278-1998, según enmendada, conocida como la “Ley de 

Pesquerías de Puerto Rico”, y la Ley 115-1997, conocida como la “Ley para la Promoción y el 

Desarrollo de la Pesca Deportiva y Recreacional de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados.” 

(AGRICULTURA, SEGURIDAD ALIMENTARIA, SUSTENTABILIDAD DE LA MONTAÑA Y 

DE LA REGIÓN SUR) 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA DE LA CÁMARA 

 

R. C. de la C. 856 

Por el señor Perelló Borrás:  

 

“Para reasignar al Municipio de Utuado, la cantidad de ciento sesenta mil novecientos cuarenta y 

seis (160,946) dólares, provenientes del inciso (a), Apartado 37, Sección 1 de la Resolución 

Conjunta 95-2013; para ser utilizados según se desglosa en la Sección 1 de esta Resolución 

Conjunta; y para autorizar el pareo de los fondos reasignados.” 

(HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 

 

MENSAJES Y COMUNICACIONES DETRÁMITE LEGISLATIVO 

 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite 

Legislativo:  

 

De la Secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes informando 

que el Senado ha convenido conferenciar respecto a las diferencias surgidas en torno al P. de la C. 
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2689, en la cual serán sus representantes los senadores Nadal Power, Nieves Pérez, Suárez Cáceres, 

Seilhamer Rodríguez y la senadora Santiago Negrón. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, informando que dicho 

Cuerpo Legislativo no acepta las enmiendas introducidas por el Senado al P. de la C. 1297 y solicita 

conferencia, en la cual serán sus representantes las señoras López de Arrarás, Pacheco Irigoyen, el 

señor Hernández López, la señora González Colón y el señor Pérez Ortiz.  

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, informando que dicho 

Cuerpo Legislativo no acepta las enmiendas introducidas por el Senado al P. de la C. 2262 y solicita 

conferencia, en la cual serán sus representantes el señor Aponte Dalmau, la señora López de Arrarás, 

el señor Hernández López, la señora González Colón, y el señor Soto Torres. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, dos comunicaciones informando que dicho 

Cuerpo Legislativo ha aprobado los P. del S. 1310 y 1458, con enmiendas. 

 

SR. TORRES TORRES: Para que se den por recibidos también los Mensajes y 

Comunicaciones, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se dan por recibidos. 

Próximo asunto. 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente, hemos recibido comunicación de la Secretaria de 

Representantes, informando que dicho Cuerpo Legislativo no acepta las enmiendas que se 

introdujeron al Proyecto de la Cámara 1297 y solicitan conferenciar.  Solicitamos que la Presidencia 

designe el Comité de Conferencia para intervenir en las discrepancias surgidas en el Proyecto de la 

Cámara 1297. 

SR. PRESIDENTE: El Senado de Puerto Rico recibe la notificación de la Cámara de 

Representantes y procede a nombrar un Comité de Conferencia para el Proyecto de la Cámara 1297, 

y nombra al senador Pedro Rodríguez González, al senador José Luis Dalmau Santiago, senador 

Jorge Suárez Cáceres, al senador Larry Seilhamer Rodríguez y a la senadora María de Lourdes 

Santiago Negrón, como miembros del Comité de Conferencia al Proyecto de la Cámara 1297.  Que 

se informe a los Senadores. 

SR. TORRES TORRES: La misma acción, Presidente, pedimos en el caso del Proyecto de la 

Cámara 2262.  Los compañeros de la Cámara no aceptan las enmiendas introducidas por el Senado.  

Solicitamos Su Señoría designe el Comité de Conferencia. 

SR. PRESIDENTE: El Senado de Puerto Rico recibe la notificación de la Cámara de 

Representantes e inmediatamente nombra un Comité de Conferencia para el Proyecto de la Cámara 

2262.  Senador Ramón Luis Nieves Pérez, senador Miguel Pereira Castillo, senador Jorge Suárez 

Cáceres, senador Larry Seilhamer Rodríguez, senadora María de Lourdes Santiago Negrón. 

Próximo asunto. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, la Secretaria de la Cámara de Representantes nos 

informa que dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado los Proyectos del Senado 1310 y 1458, ambos 

los aprobaron con enmiendas.  Solicitamos concurrir con las enmiendas de la Cámara y que se 

incluyan en el Calendario. 

SR. PRESIDENTE: Vamos uno a la vez, señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: El primero sería el Proyecto del Senado 1310, para que se concurra, 

Presidente, y se incluya en el Calendario. 

SR. PRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción?  No habiendo objeción, se concurre. 

Próximo asunto. 

SR. TORRES TORRES: La misma acción en el Proyecto del Senado 1458. 
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SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, se concurre y que se vaya al 

Calendario de Votación Final. 

- - - - 

 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de la siguiente Moción 

Escrita: 

 

La senadora Mari Tere González López, ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Senadora que suscribe, muy respetuosamente, solicita al Augusto Cuerpo del Senado del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, que le autorice a ser autora del Proyecto del Senado 1560.” 

 

SR. TORRES TORRES: Para que se autorice la petición de la compañera, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 

Próximo asunto. 

- - - - 

 
Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta del siguiente Informe:  

 

Del Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias surgidas en torno 

al P. del S. 1495, un informe, proponiendo que dicho proyecto de ley sea aprobado con enmiendas, 

tomando como base el texto enrolado, según el entirillado electrónico que se acompaña. 

 

SR. TORRES TORRES: Solicitamos que el Informe del Comité de Conferencia se incluya, 

señor Presidente, en el Calendario de Ordenes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 

 

PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO, 

NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 

 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Comunicaciones:  

 

De la licenciada Carmen M. Graulau Serrano, Administradora, Administración de Servicios 

de Salud Mental y Contra la Adicción, una comunicación, sometiendo el informe requerido en la 

Ley 66-2014. 

 

SR. TORRES TORRES: Presidente, para que se reciban las Peticiones. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

Próximo asunto. 

SR. TORRES TORRES: Vamos a solicitar, Presidente, aclarar una moción que aprobamos 

en la pasada sesión.  En este caso es una moción presentada por el compañero Fas Alzamora, 

solicitando se le concediera sesenta (60) días de prórroga en varias medidas legislativas.  Se otorgó 

la prórroga solicitada de sesenta (60) días.  Solicitamos, señor Presidente, que se enmiende la 

moción presentada por el compañero Fas Alzamora, toda vez que estamos a menos de sesenta (60) 

días de terminar el Calendario de esta Sesión y que se le otorguen treinta (30) días a la Comisión de 

Turismo, para el trámite de estas medidas. 
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SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aclara que son treinta (30) días y no sesenta (60) 

días para la petición del senador Fas Alzamora. 

Próximo asunto. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos se informe al Cuerpo y se autorice la 

cancelación de la vista pública programada para mañana martes, 5 de abril de 2016, hoy martes, 5 de 

abril de 2016, a las diez de la mañana (10:00 a.m.) de la Comisión de Recursos Naturales. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente informado al Cuerpo, se cancela la vista pública. 

Próximo asunto. 

 

MOCIONES 

 

Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza o Pésame 

Anejo A 

 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, 

Reconocimiento, Júbilo, Tristeza o Pésame: 

 

Moción Núm. 6494  

Por el señor Nieves Pérez: 

 

“Para que el Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico envíe un mensaje de felicitación a la 

planificadora urbana y financiera María Judith Oquendo Delgado, por su destacada carrera 

profesional y por ser homenajeada en el Sexagésimo Segundo Aniversario del Club de Esposos y 

Esposas del Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico.” 

 

Moción Núm. 6495  

Por la señora Santiago Negrón: 

 

“Para que el Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico envíe un mensaje de pésame ante el 

fallecimiento de doña Nieves Padilla Caballero, patriota cabal y educadora ejemplar.” 

 

Moción Núm. 6496  

Por el señor Rodríguez González: 

 

“Para que el Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico envíe un mensaje de pésame a los 

familiares de la señora Carmen Rosa García, ante la pérdida de una gran mujer que vivió su días al 

servicio de Dios, junto a todos sus seres queridos.” 

 

Moción Núm. 6497  

Por el señor Fas Alzamora:  

 

“Para que el Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico envíe un mensaje de felicitación y 

reconocimiento a todos los maestros y profesionales de la Educación Física, por motivo del Día 

Mundial de la Actividad Física, que se celebra el 6 de abril de cada año.” 
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SR. TORRES TORRES: Solicitamos, señor Presidente, se aprueben las Mociones incluidas 

en el Anejo A. 

SR. VICEPRESIDENTE: Si no hay objeción, así se aprueba. 

Próximo asunto. 

 

ASUNTOS PENDIENTES 

 

SR. TORRES TORRES: Para que permanezcan como Asuntos Pendientes. 

SR. VICEPRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

Próximo asunto. 

(Los Asuntos Pendientes son los siguientes: P. del S. 1131; P. de la C. 2025). 

 

CALENDARIO DE ORDENES ESPECIALES DEL DIA 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Ordenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 

de Conferencia en torno al Proyecto del Senado 1495: 

 

“INFORME DE CONFERENCIA 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO  

Y A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES: 

Vuestro Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias surgidas en 

relación al P. del S. 1495, titulado: 

 

“Para enmendar los Artículos 2, 5, 6 y 8, y añadir un nuevo Artículo 7A, a la  Ley 107-2014, 

conocida como “Ley del Programa de Parques Nacionales de Puerto Rico”, a los fines de facultar al 

Secretario del Departamento de Recreación y Deportes a entrar en acuerdos de manejo conjunto y 

convenios de delegación de competencias para la operación y mantenimiento de las instalaciones del 

Programa de Parques Nacionales y establecer sus limitaciones; crear el “Fondo para la Masificación 

del Deporte en Puerto Rico”, determinar la Junta para la Administración del Fondo que lo dirigirá, 

así como sus funciones, deberes y obligaciones, fuentes de ingresos, usos permitidos y otras 

facultades; facultar al Secretario a establecer una tarifa o canon especial por el uso de cualquiera de 

las instalaciones del “Programa de Parques Nacionales”; eximir al Departamento de Recreación y 

Deportes de la aplicación de las disposiciones del Artículo 24(b) de la Ley 272-2003, según 

enmendada, conocida como “Ley del Impuesto sobre el Canon por Ocupación de Habitación del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados.” 

 

Tiene el honor de proponer su aprobación tomando como base el texto enrolado con las 

enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que le acompaña.  

 

Respetuosamente sometido, 

SENADO DE PUERTO RICO: CÁMARA DE REPRESENTANTES: 

(Fdo.) (Fdo.) 

Antonio J. Fas Alzamora Ramón L. Cruz Burgos 
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(Fdo.) (Fdo.) 

Ángel M. Rodríguez Otero Luis R. Ortiz Lugo 

(Fdo.) (Fdo.) 

Jorge I. Suarez Cáceres Carlos M. Hernández López 

(.) (.) 

Lawrence N. Seilhamer Rodríguez Jenniffer A. González Colón 

(.) (.) 

María de L. Santiago Negrón Waldemar Quiles Rodríguez” 

 

“(ENTIRILLADO ELECTRÓNICO) 

(P. del S. 1495) 

(Conferencia) 

LEY 

Para enmendar los Artículos 2, 5, 6 y 8, y añadir un nuevo Artículo 7A 25A, a la  Ley 107-

2014, conocida como “Ley del Programa de Parques Nacionales de Puerto Rico”,; añadir un nuevo 

Artículo 8, renumerar el actual Artículo 8 como Artículo 9 y a su vez enmendar dicho nuevo 

Artículo 9, y renumerar los actuales Artículos 9 al 31 como los Artículos 10 al 32 respectivamente, 

de la Ley 8-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento de 

Recreación y Deportes”; a los fines de facultar al Secretario del Departamento de Recreación y 

Deportes a entrar en acuerdos de manejo conjunto y convenios de delegación de competencias para 

la operación y mantenimiento de las instalaciones del Programa de Parques Nacionales y establecer 

sus limitaciones; crear el “Fondo para la Masificación del Deporte en Puerto Rico”, determinar la 

Junta para la Administración del Fondo que lo dirigirá, así como sus funciones, deberes y 

obligaciones, fuentes de ingresos, usos permitidos y otras facultades; facultar al Secretario a 

establecer una tarifa o canon especial por el uso de cualquiera de las instalaciones del “Programa de 

Parques Nacionales”; eximir al Departamento de Recreación y Deportes de la aplicación de las 

disposiciones del Artículo 24(b) de la Ley 272-2003, según enmendada, conocida como “Ley del 

Impuesto sobre el Canon por Ocupación de Habitación del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”; 

y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 8-2004, según enmendada, conocida como "Ley Orgánica del Departamento de 

Recreación y Deportes", reestructuró el Departamento de Recreación y Deportes (en adelante, 

“Departamento”) y estableció la política pública respecto a la recreación y los deportes en el Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico. Esta agencia tiene como misión promover la participación de la 

comunidad, considerando a las personas y organizaciones socios en la gestión gubernamental, para 

desarrollar la recreación y el deporte de forma organizada, planificada y participativa, atendiendo los 

intereses y las necesidades específicas de las comunidades. 

Por otro lado, la Ley 107-2014, la cual deroga la Ley Núm. 114 de 13 de junio de 1961, 

según enmendada, conocida como "Ley de la Compañía de Parques Nacionales", creó el Programa 

de Parques Nacionales de Puerto Rico, adscrito al Departamento de Recreación y Deportes, esto 

último como parte del esfuerzo del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de ajustar el 

tamaño del aparato gubernamental a la realidad fiscal y de gerencia gubernamental de este momento 

histórico que vive el País.  De esta forma se viabiliza el uso eficiente de recursos del Gobierno 

mediante mecanismos ágiles e innovadores que contribuyan al mejoramiento de la calidad de vida de 
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los puertorriqueños, así como el desarrollo económico y social del País, entre otros objetivos 

deseados.  

Esta medida especifica y aclara la facultad del Secretario del Departamento en cuanto a 

alentar y persuadir al capital privado o público a desarrollar cualquier proyecto o actividad que 

fomente el uso de las instalaciones recreativas del Programa para el público en general, sin que eso 

constituya, de manera alguna, la transferencia de titularidad de los Parques Nacionales, la cual está 

prohibida por la Ley 9-2001.   

Por otro lado, esta Ley  crea el “Fondo para la Masificación del Deporte en Puerto Rico”, el 

cual estará adscrito al Departamento bajo la tutela de una Junta de Directores y cuyo manejo se 

dispondrá bajo reglamento.  El mencionado fondo especial se nutrirá, en buena medida, de una 

porción de lo recaudado por cualquier tarifa o canon especial aplicable al precio de entrada y uso de 

las instalaciones que componen el Sistema de Parques Nacionales a establecerse mediante Orden 

Administrativa, sean éstas administradas totalmente por el Departamento u operadas por entidad 

pública o privada, mediante acuerdo de manejo conjunto o por convenio de operación o 

mantenimiento.   

El mecanismo de recaudo aquí propuesto para nutrir el fondo especial está protegido por el 

inciso 19 del Artículo 6 de la antes citada Ley 8-2004, la cual faculta al Secretario a “cobrar por el 

acceso o uso de sus recursos o instalaciones”.  Es importante aclarar que  la implantación de 

cualquier tarifa o canon especial por el uso de las instalaciones del Sistema de Parques Nacionales 

no constituye una acción restrictiva al uso y disfrute de los Parques Nacionales, los cuales gozan de 

unas tarifas sumamente razonables para el Pueblo.  Por el contrario, ello busca un objetivo dual de 

continuar brindando el acceso a nuestro País de más y mejores servicios, tanto en el componente 

deportivo como en el componente de recreación ciudadana, a través del Programa de Parques 

Nacionales. 

Es por ello que esta Asamblea Legislativa entiende necesario y meritorio la creación  de 

dicho fondo para promover el deporte a nivel nacional y al mismo tiempo garantizar el mejor 

disfrute de nuestros Parques Nacionales.  

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Se enmienda el Artículo 2 de la Ley 107-2014, según enmendada, para que lea 

como sigue: 

“Artículo 2.- Definiciones. 

Los siguientes términos, usados en el contexto de esta Ley, significarán lo siguiente: 

(a) … 

(b) … 

… 

(f) … 

(g) “Manejo Conjunto”- Significa la co-administración o manejo de cualquiera de las 

facilidades o instalaciones del Programa de Parques Nacionales, conjuntamente entre 

el Departamento y las entidades, corporaciones y organizaciones tanto estatales, 

públicas, municipales  y/u organizaciones o privadas, con o sin fines de lucro. 

(h) “Convenios de Delegación de Competencias”- Significa los acuerdos que conlleven 

la delegación de tareas, trabajos o proyectos a entidades, corporaciones y 

organizaciones tanto estatales, públicas, municipales  y/u organizaciones o privadas, 

con o sin fines de lucro, debidamente organizadas de conformidad con la Ley que, de 

ordinario, son de la responsabilidad del Departamento, con el propósito de alentar y 
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persuadir al capital privado o público a establecer y mantener en operación dichos 

parques, proyectos o actividades.” 

Artículo 2.- Se enmienda el Artículo 5 de la Ley 107-2014, según enmendada, para que lea 

como sigue: 

“Artículo 5.- Facultades y deberes del Secretario de Recreación y Deportes respecto al 

Programa de Parques Nacionales. 

El Secretario brindará el apoyo administrativo y fiscal necesario para la operación del 

Programa. El Secretario supervisará la operación del Programa, determinará su organización interna 

que, como mínimo, lo compondrán las unidades de Reservaciones, Mercadeo, Superintendencias, 

Fondos Federales y Finanzas; y estará facultado para aprobar los reglamentos que contendrán los 

criterios y normas que regirán las funciones del mismo, quedando vigentes aquéllos existentes que 

tengan una función cónsona con esta reorganización. En la administración y consecución de los fines 

del Programa, el Secretario gozará de las facultades y deberes que le han sido delegadas en lo que no 

sea incompatible con lo dispuesto en esta Ley o cualquier ley o documento que rija el Sistema de 

Parques Nacionales, así como el Fideicomiso de Parques Nacionales.  El Secretario designará un 

funcionario dentro del servicio de confianza, quien será el State Liaison Officer (SLO), quien lo 

asistirá en la ejecución e implementación del Programa. No obstante, ello no podrá implicar que se 

delegue en tal funcionario la facultad de despedir o nombrar personal, o de aprobar reglamentación.  

De conformidad con lo dispuesto en el párrafo anterior y con lo ya establecido en la Ley 8-

2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento de Recreación y 

Deportes”, se faculta al Secretario del Departamento a entrar en convenios, a modo de contrato, con 

aquellas entidades, corporaciones y organizaciones tanto estatales, públicas, municipales  y/u 

organizaciones o privadas, con o sin fines de lucro, con capacidad física y gerencial para la 

administración y custodia conjunta de las instalaciones del Programa de Parques Nacionales, o la 

operación o mantenimiento de las mismas.  Dichos convenios no implican, de ninguna manera, el 

traspaso de la titularidad de los Parques Nacionales, según lo prohíbe el Artículo 9 de la Ley 9-2001, 

según enmendada. Cualquier convenio o acuerdo en contrario a esta prohibición será nulo. 

Todo proponente interesado en contratar con el Departamento para un acuerdo de manejo 

conjunto, contrato de arrendamiento o delegación parcial o total de operación de instalaciones del 

Programa de Parques Nacionales bajo esta Ley, vendrá obligado a cumplir con aquellos requisitos 

que se dispongan por las leyes aplicables, por el reglamento a aprobarse para estos fines y/o en la 

solicitud de propuesta, en caso de que sea el curso a seguir por el Departamento. 

El Secretario, previa evaluación y recomendación de la Junta para la Administración del 

Fondo para la Masificación del Deporte, identificará y determinará aquellas instalaciones y servicios 

que, a su juicio, justifiquen la otorgación, ya sea de acuerdos de manejo conjunto o convenios de 

delegación de competencias. Disponiéndose que, independientemente del tipo de acuerdo o 

convenio otorgado, el Secretario se asegurará de velar por el cumplimiento con las leyes del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico y del Gobierno de Estados Unidos de América en cuanto al uso y 

disfrute público para el cual se destinaron las instalaciones, de la protección de los recursos naturales 

y arquitectónicos dentro de los mismos, así como las leyes, reglamentos laborales y convenios 

colectivos vigentes, en cuanto a los empleados del Departamento destacados en esas instalaciones.”  

Artículo 3. - Se enmienda el Artículo 6 de la Ley 107-2014, según enmendada, para que lea 

como sigue:  

“Artículo 6. - Fondo del Programa de Parques Nacionales.     

El dinero obtenido mediante las rentas, tarifas o precios a cobrarse por efectos o servicios 

prestados por el Programa, así como por la operación, administración y disposición de los Parques 
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Nacionales y cualquier otro ingreso generado por las propiedades bajo la autoridad del Programa, se 

mantendrán bajo la administración del Programa de Parques Nacionales, que podrá recibir cualquier 

otro dinero del sector privado o público que le sean delegados.  Estas cantidades, así como cualquier 

otro recurso que ingrese a este Fondo, serán utilizadas para sufragar los gastos de promoción y 

funcionamiento del Programa.   

Las cuentas del Programa con cargo al Fondo se llevarán en tal forma que apropiadamente 

puedan segregarse hasta donde sea aconsejable en relación con las diferentes clases de actividades 

del Programa. El Contralor de Puerto Rico, o su representante, examinará cada tres (3) años las 

cuentas y los libros del Programa con cargo al Fondo, incluyendo sus préstamos, ingresos, 

desembolsos, contratos, arrendamientos, fondos en acumulación, inversiones y cualesquiera otras 

materias que se relacionen con su situación económica e informará respecto a las mismas al 

Gobernador, al Secretario de Recreación y Deportes y a la Asamblea Legislativa de Puerto Rico. 

Queda facultado el Secretario, en virtud del poder delegado en el inciso 19 del Artículo 6 de 

la Ley 8-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento de Recreación y 

Deportes”, previa evaluación y recomendación de la Junta para la Administración del Fondo para la 

Masificación del Deporte, para implantar mediante Orden Administrativa, y cobrar, una tarifa o 

canon especial, el cual no excederá de un por ciento (1%) mayor al porciento establecido para los 

Paradores de Puerto Rico en el Artículo 24, inciso (b), de la Ley 272-2003, según enmendada, 

conocida como “Ley del Impuesto sobre el Canon por Ocupación de Habitación del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico”; esto será por el uso de cualquiera de las instalaciones del Programa de 

Parques Nacionales.  El Secretario, en el proceso de determinar la tarifa o canon especial aplicable, 

velará en todo momento por que el mismo sea uno razonable y asequible para la ciudadanía.  

Disponiéndose que, en el caso de las instalaciones del Programa de Parques Nacionales operadas por 

el Departamento, la Junta, luego de evaluar las necesidades de las instalaciones del Programa de 

Parques Nacionales, recomendará al Secretario el porcentaje de lo recaudado como resultado del 

cobro del canon especial que será destinado al Fondo del Programa de Parques Nacionales y el 

porcentaje que será destinado al “Fondo Especial de Masificación del Deporte en Puerto Rico”. 

De otra parte, en el caso de aquellas instalaciones cuya gerencia o administración haya sido 

delegada mediante acuerdo de manejo conjunto, contrato de arrendamiento, administración u otro 

tipo de contratación aceptado por Ley, el Secretario cobrará al operador el canon especial y la 

totalidad del mismo será depositado en el “Fondo Especial para la Masificación del Deporte en 

Puerto Rico” a crearse por Ley.” 

Artículo 4.- Se añade un nuevo Artículo 25A a la Ley 107-2014, para que lea como sigue: 

“Artículo 25A.- Manejo de Personal en casos de Manejo Conjunto o Convenios de 

Delegación de Competencias 

Al momento que se concrete un acuerdo de manejo conjunto o convenio de delegación para 

la operación y mantenimiento de las instalaciones, los empleados de carrera y/o regulares podrán  

permanecer como empleados del Departamento o pasar a ser empleados de la entidad 

gubernamental, municipal  u organización privada, con o sin fines de lucro, “bona-fide”, con la que 

se haya realizado contrato, bajo los términos que estos nuevos operadores establezcan. El Secretario 

tendrá la facultad y discreción de asignar a los empleados que permanezcan adscritos al 

Departamento a cualquiera de las áreas del Departamento, que así lo requieran conforme las 

necesidades del servicio. Los empleados de carrera y/o regulares asignados a otras áreas del 

Departamento tendrán un sueldo y beneficios similares, pero no inferiores a los que disfrutan. 

El Secretario debe notificar por escrito al empleado cuando vaya a ser transferido a las 

instalaciones del Programa de Parques Nacionales sujetas a acuerdos de manejo conjunto o 
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convenios de delegación de competencias creadas por esta Ley. Cualquier reclamación de 

administración de recursos humanos o asuntos laborales que tengan los empleados del Departamento 

por las acciones ejecutadas por el Secretario en el ejercicio e implementación de esta Ley, serán 

resueltas conforme a los procesos administrativos de revisión establecidos en el convenio colectivo 

vigente o el Plan de Reorganización Núm. 2 de 26 de julio de 2010, conocido como el “Plan de 

Reorganización de la Comisión Apelativa del Servicio Público”, según corresponda. La notificación 

del Secretario debe disponer los términos del derecho apelativos del empleado conforme a las 

disposiciones de la legislación o convenio colectivo aplicable. 

Las disposiciones de esta Ley no podrán ser utilizadas como fundamento para el despido de 

ningún empleado o empleada con un puesto regular o de carrera, ni podrán interpretarse como un 

requerimiento o fundamento para la reducción o aumento del sueldo y beneficios marginales que 

están recibiendo.  

El Departamento reconocerá al (los) sindicato(s) que representen a los empleados. El 

Departamento asumirá el (los) convenio(s) colectivo(s) vigente(s) a ese momento y hasta la 

terminación de los mismos, excepto por negociación entre las partes, lo cual deberá constar por 

escrito conforme a las disposiciones legales que sean aplicables.  

Disponiéndose que en los casos en que los términos de este Artículo sean contrarios o estén 

en conflicto con los términos del Artículo 25 de esta Ley 107-2014 y la Ley 66-2014, según 

enmendada, mejor conocida como la “Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, prevalecerá lo dispuesto sobre la materia en 

dichas leyes hasta culminada su vigencia. 

Nada de lo dispuesto en esta Ley se entenderá en menoscabo de los derechos y remedios 

disponibles en ley y reglamentación a los empleados del Programa de Parques Nacionales de Puerto 

Rico.” 

Artículo 45.- Se añade un nuevo Artículo 7A 8 a la Ley 8-2004, según enmendada, para que 

lea como sigue: 

“Artículo 7A 8.- Se crea la Junta para la Administración del Fondo para la Masificación del 

Deporte en Puerto Rico: 

La Junta estará integrada por el Secretario del Departamento de Recreación y Deportes, 

quien será su Presidente; otros tres (3) miembros del Gabinete nombrados por el Gobernador; dos 

(2) ciudadanos en representación del interés público, quienes serán nombrados por el Gobernador 

con el consejo y consentimiento del Senado y quienes deberán ser personas de comprobado interés, 

conocimiento y experiencia en la filosofía, práctica y gerencia del deporte; y un (1) representante del 

Sindicato que represente a los empleados del Departamento. 

Los nombramientos de los miembros del interés público de la Junta se harán por el término 

de cuatro (4) años, disponiéndose que los primeros nombramientos a efectuarse bajo esta Ley se 

harán de forma escalonada, a saber: un miembro por el término de cuatro (4) años, uno por el 

término de cinco (5) años y uno por un término de seis (6) años. 

La Junta de Directores tendrá entre sus funciones asesorar al Secretario en la implantación de 

la política pública y la planificación estratégica del Fondo de Masificación del Deporte, así como 

evaluar y recomendar al Secretario toda propuesta para acuerdos de manejo conjunto o convenios de 

delegación de competencias de servicios, tanto en instalaciones del Sistema de Parques Nacionales, 

como en las instalaciones deportivas bajo la jurisdicción del Departamento. La Junta de Directores, 

mediante reglamento a adoptarse, extenderá ayudas de financiamiento para entidades deportivas sin 

fines de lucro con propósitos afines a los establecidos en los programas deportivos adscritos al 

Departamento y establecidos en esta Ley. 
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La Junta se reunirá por lo menos una vez al mes, y una mayoría simple de sus miembros 

constituirá quórum para sus deliberaciones y determinaciones. El Secretario podrá citar a más 

reuniones según estime necesario. 

Los miembros de la Junta de Directores no obtendrán remuneración alguna por ser miembro.  

Esto no exime de cualquier remuneración por concepto de dietas, viajes o cualquier otro reembolso 

de gastos que la Junta pueda autorizar mediante reglamento para los dos (2) ciudadanos en 

representación del interés público.” 

Artículo 56.- Se enmienda renumera el actual Artículo 98 de la Ley 8-2004, según 

enmendada, como Artículo 9 y a su vez se enmienda dicho Artículo, para que lea como sigue: 

“Artículo 89.- Fondos Especiales 

(a) … 

(b) … 

(c) Fondo para la Masificación del Deporte en Puerto Rico. 

1. Se crea en los libros del Departamento de Hacienda de Puerto Rico un fondo 

que se denominará “Fondo Especial para la Masificación del Deporte en 

Puerto Rico”, adscrito y administrado por el Departamento.  El Fondo será 

administrado por el Secretario del Departamento de Recreación y Deportes, 

previa aprobación de una Junta de Directores a crearse, para los únicos fines 

de financiar e incentivar el desarrollo del deporte y la recreación en Puerto 

Rico, a través de los programas establecidos en el Departamento, de acuerdo 

al reglamento que a tales fines adopte dicha Junta. 

2. El Fondo se nutrirá de las siguientes asignaciones económicas:  

(i) Las asignaciones de la Asamblea Legislativa y otros ingresos por 

concepto de donativos realizados específicamente para el Fondo, para 

el desarrollo y financiamiento de toda actividad recreativa y deportiva 

regulada por el Departamento de Recreación y Deportes. 

(ii) Donativos de empresas, agrupaciones, instituciones sin fines de lucro, 

sociedades y entidades corporativas del sector privado, de los 

ciudadanos en particular, así como de entidades gubernamentales, 

federales, estatales y municipales.  

(iii) Un porcentaje de lo recaudado por cualquier tarifa o canon especial 

que el Secretario del Departamento de Recreación y Deportes, a su 

discreción, establezca sobre la tarifa básica por el uso de las 

instalaciones del Programa de Parques Nacionales bajo administración 

del Departamento y a establecerse por Orden Administrativa del 

Secretario. 

(iv) La totalidad de lo recaudado por cualquier tarifa o canon especial que 

el Secretario del Departamento, a su discreción y por Orden 

Administrativa, establezca sobre la tarifa básica por el uso de aquellas 

instalaciones del Programa de Parques Nacionales cuya gerencia o 

administración haya sido delegada a una entidad privada o 

gubernamental mediante acuerdo de manejo conjunto, contrato de 

arrendamiento, administración u otro tipo de contratación aceptado por 

Ley. 
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(v) Los intereses que se generen por concepto de inversiones con cargo al 

dinero del Fondo. 

(vi) Cualquier otra fuente identificada por el Secretario.  

3. El fondo financiará, fomentará, desarrollará y estimulará toda actividad 

relativa al Programa de Promoción y Fomento del Deporte y sus componentes 

existentes y futuros, así como todo programa de recreación administrado o 

promovido por el Departamento, conforme a las condiciones que fije 

mediante reglamento la Junta de Directores. 

4. A fines de la aplicación y administración de este Fondo Especial; en adición a 

cualesquiera otros deberes y poderes establecidos en esta Ley, se le faculta al 

Secretario para establecer mediante reglamento: 

(i) determinar, tasar, imponer, recaudar, fiscalizar, reglamentar y 

distribuir la tarifa o canon especial dispuesto; 

(ii) fiscalizar, reglamentar, investigar, intervenir y sancionar a las personas 

que estén sujetas a las disposiciones de esta Ley; 

(iii) imponer multas administrativas y otras sanciones al amparo de esta 

Ley; 

(iv) conducir investigaciones e intervenciones para requerir cualquier clase 

de información que sea necesaria para el adecuado cumplimiento de 

sus facultades y para ordenar que se realice cualquier acto en 

cumplimiento de las disposiciones de esta Ley; 

(v) examinar y retener por el tiempo que sea necesario cualesquiera 

récords, documentos, locales, predios o cualquier otro material 

relacionado con transacciones, negocios, ocupaciones o actividades 

sujetas a la tarifa o canon especial; 

(vi) certificar Declaraciones, y otros documentos relacionados con la 

administración y aplicación de esta Ley; 

(vii) redactar, aprobar y adoptar cualesquiera reglas y reglamentos que 

fueren necesarios para la administración y aplicación de esta Ley, 

conforme las disposiciones de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 

1988, según enmendada, conocida como la "Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme"; 

(viii) delegar a cualquier oficial, funcionario o empleado del Departamento 

aquellas facultades y deberes que estime necesarios y convenientes 

para desempeñar cualquier función o autoridad que le confiera esta 

Ley; 

(ix) nombrar oficiales examinadores para atender vistas administrativas 

sobre este particular, quienes tendrán la facultad de emitir órdenes y 

resoluciones. Las funciones y procedimientos adjudicativos aplicables 

a estos examinadores serán establecidos por el Departamento mediante 

reglamentación aprobada al efecto. 

(d)… El remanente de los fondos que al 30 de junio de cada año no haya sido utilizado y 

obligado para los propósitos dispuestos, será reprogramado en el mismo Fondo para 

el próximo año fiscal.” 

Artículo 7.- Se renumera los actuales Artículos 9 al 31 de la Ley 8-2004, según enmendada, 

como los Artículos 10 al 32, respectivamente. 
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Artículo 6.- Se añade un nuevo Artículo 8A a la Ley 8-2004, según enmendada, para que lea 

como sigue: 

“Artículo 8A.- Manejo de Personal 

Al momento que se concrete un acuerdo de manejo conjunto o convenio de delegación para 

la operación y mantenimiento de las instalaciones, los empleados de carrera y/o regulares podrán  

permanecer como empleados del Departamento o pasar a ser empleados de la entidad 

gubernamental, municipal  u organización privada, con o sin fines de lucro “bona-fide” con la que se 

haya realizado contrato, bajo los términos que estos nuevos operadores establezcan. El Secretario 

tendrá la facultad y discreción de asignar a los empleados que permanezcan adscritos al 

Departamento a cualquiera de las áreas del Departamento, que así lo requieran conforme las 

necesidades del servicio. Los empleados de carrera y/o regulares asignados a otras áreas del 

Departamento tendrán un sueldo y beneficios similares pero no inferiores a los que disfrutan. 

El Secretario debe notificar por escrito al empleado cuando vaya a ser transferido a las 

instalaciones del Programa de Parques Nacionales sujetas a acuerdos de manejo conjunto o 

convenios de delegación de competencias creadas por esta Ley. Cualquier reclamación de 

administración de recursos humanos o asuntos laborales que tengan los empleados del Departamento 

por las acciones ejecutadas por el Secretario en el ejercicio e implementación de esta Ley, serán 

resueltas conforme a los procesos administrativos de revisión establecidos en el convenio colectivo 

vigente o el Plan de Reorganización Núm. 2 de 26 de julio de 2010, conocido como el “Plan de 

Reorganización de la Comisión Apelativa del Servicio Público”, según corresponda. La notificación 

del Secretario debe disponer los términos del derecho apelativos del empleado conforme a las 

disposiciones de la legislación o convenio colectivo aplicable. 

Las disposiciones de esta Ley no podrán ser utilizadas como fundamento para el despido de 

ningún empleado o empleada con un puesto regular o de carrera, ni podrán interpretarse como un 

requerimiento o fundamento para la reducción o aumento del sueldo y beneficios marginales que 

están recibiendo.  

El Departamento reconocerá al (los) sindicato(s) que representen a los empleados. El 

Departamento asumirá el (los) convenio(s) colectivo vigente a ese momento y hasta la terminación 

de los mismos, excepto por negociación entre las partes, lo cual deberá constar por escrito conforme 

a las disposiciones legales que sean aplicables.  

Disponiéndose que en los casos en que los términos de esta Ley sean contrarios o estén en 

conflicto con los términos de la Ley 107-2014, conocida como la “Ley del Programa de Parques 

Nacionales de Puerto Rico” y la Ley 66-2014, según enmendada, mejor conocida como la “Ley 

Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico”, prevalecerá lo dispuesto sobre la materia en dichas leyes hasta culminada su vigencia.” 

Nada de lo dispuesto en esta Ley se entenderá en menoscabo de los derechos y remedios 

disponibles en ley y reglamentación a los empleados del Programa de Parques Nacionales de Puerto 

Rico. 

Artículo 78.- Mediante esta Ley se exime al Departamento de Recreación y Deportes de lo 

establecido en el Artículo 24, inciso (b) de la Ley 272-2003, según enmendada, conocida como “Ley 

del Impuesto sobre el Canon por Ocupación de Habitación del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico”.  

Artículo 89.- Cláusula de Salvedad 

Si cualquier disposición de esta Ley fuera declarada inconstitucional o nula, en todo o en 

parte, por un Tribunal con competencia, la sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará ni 
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invalidará el resto de esta Ley.  El efecto de dicha sentencia quedará limitado al párrafo, inciso o 

artículo de la misma que así hubiese sido declarado inconstitucional. 

Artículo 910.- Vigencia 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 

SR. TORRES TORRES: Para que se apruebe el Informe del Comité de Conferencia, señor 

Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

- - - - 

 

SR. TORRES TORRES: Solicitamos un receso en Sala de diez (10) minutos, señor 

Presidente… 

SR. PRESIDENTE: De diez (10) minutos. 

SR. TORRES TORRES:…para pedir a los compañeros Portavoces y a los miembros de las 

Delegaciones que pasen al Hemiciclo;  diez (10) minutos, Presidente, de receso. 

SR. PRESIDENTE: Siendo las doce y cuarenta y seis (12:46) el Senado recesa por diez (10) 

minutos exactamente, nueve minutos con cincuenta y nueve segundos (9:59) para que los Portavoces 

puedan conversar y determinar qué procede en los próximos minutos. 

Receso del Senado en Sala. 

 

RECESO 

 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 

Quiero, antes de… 

Señor Portavoz, quiero agradecer a todos los compañeros Senadores, sé la hora que es, sé el 

desprendimiento enorme de todos los compañeros Senadores a esta hora estar aquí en el Senado y se 

los agradezco profundamente. 

 

RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

(Martes, 5 de abril de 2016) 

 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Proyectos de Ley, Resoluciones Conjuntas y 

Resoluciones del Senado radicados y referidos a Comisiones por el señor Presidente, cuya lectura se 

prescinde a moción del señor Aníbal J. Torres Torres: 

 

PROYECTOS DEL SENADO 

 

P. del S. 1587 

Por el señor Ruiz Nieves: 

 

“Para declarar oficialmente el “Medio Maratón Guatibirí del Otoao”, con sede en el Municipio de 

Utuado, como un evento deportivo de interés público general en Puerto Rico; designar una 

asignación anual no menor de veinticinco mil (25,000.00) dólares; disponer sobre el uso de los 

fondos; establecer un mecanismo para rendir el informe de gastos; y para otros fines.” 

(TURISMO, CULTURA, RECREACIÓN Y DEPORTES Y GLOBALIZACIÓN; Y DE 

HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 
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P. del S. 1588 

Por el señor Bhatia Gautier:  

 

“Para enmendar  el  Artículo 3 de la Ley Núm. 2 de 7 de noviembre de 1975, según enmendada, 

conocida como "Ley de Certificados de Necesidad y Conveniencia", a fin de agilizar el proceso para 

expedir o denegar certificados de necesidad y conveniencia modificando los términos de presentación 

de evidencia de titularidad o compromiso de arrendamiento cuando el local o lugar donde se propone 

establecer el servicio de salud no sea propiedad del solicitante.” 

(SALUD Y NUTRICIÓN) 

 

P. del S. 1589 

Por el señor Bhatia Gautier: 

 

“Para enmendar el Artículo 3, enmendar el inciso B y añadir un nuevo inciso C al Artículo 6 así 

como enmendar el primer párrafo del Artículo 11 de la Ley 206-2003, según enmendada, a los fines 

de incluir al Fideicomiso de Conservación de Puerto Rico como posible adquirente de los terrenos 

que comprende el Antiguo Acueducto Histórico de San Juan; definir las actividades permitidas en 

dichos terrenos; designar un representante del Fideicomiso en la Comisión Especial; y para otros 

fines relacionados.” 

(ASUNTOS ENERGÉTICOS Y RECURSOS DE AGUA) 

 

P. del S. 1590 

Por el señor Vargas Morales: 

 

“Para enmendar el Artículo 6.001 de la Ley 81-1991, según enmendada, conocida como “Ley de 

Municipios Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991”, a los fines de facultar a los 

municipios, en virtud de los incisos (p) e (y) del Artículo 2.001 de la Ley, a formar parte de un 

consorcio o en la alternativa a crear una alianza de dos (2) o más municipios para establecer una Oficina 

de Secretaría Municipal, Oficina de Finanzas Municipales, Oficina de Administración de Recursos 

Humanos y/o la Oficina de Asuntos Legales; y  para otros fines.” 

(AUTONOMÍA MUNICIPAL, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN) 

 

*P. del S. 1591  

Por los señores Bhatia Gautier, Dalmau Santiago, Torres Torres; la señora López León; los señores 

Fas Alzamora, Nadal Power, Rosa Rodríguez; la señora González López; los señores Nieves Pérez, 

Pereira Castillo, Rivera Filomeno, Rodríguez González, Rodríguez Otero, Rodríguez Valle, Ruiz 

Nieves, Suárez Cáceres, Tirado Rivera y Vargas Morales: 

 

“Para crear la “Ley de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera de Puerto Rico”; para 

disponer la declaración de un estado de emergencia fiscal por la Asamblea Legislativa; para 

instaurar los procesos de declaración, establecimiento y condiciones del periodo de emergencia, 

según definido por esta Ley, para el Banco o cualquier otra entidad gubernamental, según definidos 

ambos términos por esta Ley, y disponer las facultades del Gobernador del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; para realizar enmiendas a la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento 

para Puerto Rico, Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, a los fines de 
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reenumerar los Artículos 12 al 21 como Artículos 15 al 24, y añadir nuevos Artículos 12 y 13, para 

modificar el proceso de nombramiento de un síndico; para añadir un nuevo Artículo 14 a la Ley 

Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, a los fines de permitir la organización y operación de 

un banco puente; para enmendar la Cuarta Parte del Artículo 2 de la Ley Núm. 17 de 23 de 

septiembre de 1948, supra, para modificar las disposiciones en torno a las subsidiarias del Banco 

Gubernamental de Fomento para Puerto Rico; para enmendar el Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 

24 de julio de 1985, según enmendada, correspondiente a la Ley Orgánica del Banco de Desarrollo 

Económico para Puerto Rico a los fines de modificar las disposiciones sobre el nombramiento de un 

síndico; y para otros fines relacionados.” 

(HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 

 

*Administración 

 

RESOLUCIONES CONJUNTAS DEL SENADO 

 

R. C. del S. 700 

Por el señor Fas Alzamora: 

 

“Para re-asignar al Municipio de San Germán, la cantidad de ciento veinte mil (120,000) dólares, 

provenientes de la R. C. Núm. 1096 del 5 de agosto de 2004; para la adquisición de edificio ubicado 

en la calle 13 Número 375 en el Barrio Sabana Eneas de dicho municipio; y a su vez la 

Administración Municipal de San Germán será dueña en pleno dominio de la propiedad y podrá 

disponer del usufructo de la misma si así lo decide.” 

(HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 

 

 

R. C. del S. 701 

Por el señor Pereira Castillo: 

 

“Para designar con el nombre de “Angel Rafael Díaz Colón” a la Escuela Segunda Unidad Saltos 

Cabra en el Municipio de Orocovis y para otros fines relacionados.” 

(GOBIERNO, EFICIENCIA GUBERNAMENTAL E INNOVACIÓN ECONÓMICA) 

 

 

RESOLUCIONES DEL SENADO 

 

R. del S. 1375 

Por el señor Pérez Rosa: 

 

“Para ordenar a las comisiones de Recursos Naturales y Ambientales y de Infraestructura, Desarrollo 

Urbano y Transportación del Senado de Puerto Rico realice una investigación sobre el alegado 

dragado que se está realizando por parte de una cantera que afecta los cimientos del puente 

localizado en la Carretera 6685, kilómetros 4 en dirección al Sector Montebello de Manatí a Ciales.”  

(REGLAS, CALENDARIO Y ASUNTOS INTERNOS) 
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R. del S. 1376 

Por la señora Santiago Negrón y el señor Ríos Santiago: 

 

“Para ordenar a las Comisiones de Recursos Naturales y Ambientales; y de Agricultura, Seguridad 

Alimentaria, Sustentabilidad de la Montaña y de la Región Sur del Senado de Puerto Rico, que 

realice una investigación abarcadora sobre la intención del Departamento de Agricultura de desalojar 

a la Asociación de Pescadores Raúl Maldonado, Inc. de la Playa de Salinas de las facilidades 

pesqueras que actualmente ocupan.” 

(REGLAS, CALENDARIO Y ASUNTOS INTERNOS) 

 

La Secretaría da cuenta e informa que han sido recibidos de la Cámara de Representantes y 

referidos a Comisión por el señor Presidente los siguientes Proyecto de Ley y Resolución Conjunta: 

 

PROYECTO DE LA CÁMARA 

 

P. DE LA C. 2679 

Por el señor Hernández Alfonzo:  

 

“Para adoptar la nueva “Ley de Pesca del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de 

establecer la nueva política pública que regirá la actividad de la pesca, establecer los mecanismos 

que faciliten la implementación de las disposiciones de esta Ley y los reglamentos promulgados a 

instancias de la misma; derogar la Ley 278-1998, según enmendada, conocida como la “Ley de 

Pesquerías de Puerto Rico”, y la Ley 115-1997, conocida como la “Ley para la Promoción y el 

Desarrollo de la Pesca Deportiva y Recreacional de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados.” 

(AGRICULTURA, SEGURIDAD ALIMENTARIA, SUSTENTABILIDAD DE LA MONTAÑA Y 

DE LA REGIÓN SUR) 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA DE LA CÁMARA 

 

R. C. de la C. 856 

Por el señor Perelló Borrás:  

 

“Para reasignar al Municipio de Utuado, la cantidad de ciento sesenta mil novecientos cuarenta y 

seis (160,946) dólares, provenientes del inciso (a), Apartado 37, Sección 1 de la Resolución 

Conjunta 95-2013; para ser utilizados según se desglosa en la Sección 1 de esta Resolución 

Conjunta; y para autorizar el pareo de los fondos reasignados.” 

(HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS) 

 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente, previo al receso, se leyó y se aprobó en el turno 

de Lectura, se hizo referencia a la Primera Lectura del 4 de abril de 2016, debió haber sido la 

Primera Lectura, la leída y aprobada, del 5 de abril de 2016, para que conste en el récord legislativo. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente corregido, señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos regresar al turno de Aprobación del Acta. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
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APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 

SR. TORRES TORRES: Vamos a solicitar, Presidente, que se apruebe el Acta 

correspondiente al jueves, 31 de marzo de 2016. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. TORRES TORRES: Breve receso en Sala. 

SR. PRESIDENTE: Breve receso aquí mismo en Sala. 

 

RECESO 

 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 

Señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos regresar al turno de Mociones. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, regresamos al turno de Mociones. 

 

MOCIONES 

 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos al amparo de la Sección 32.3 del 

Reglamento del Senado el descargue del Proyecto del Senado 1591, relevando a la Comisión de 

Hacienda y Finanzas Públicas del trámite de dicha medida y que se incluya en el Calendario de 

Ordenes Especiales. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. TORRES TORRES: Solicitamos se [llame] lea la medida, Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Que se [llame] lea la medida. 

 

CALENDARIO DE LECTURA 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1591, el 

cual fue descargado de la Comisión de Hacienda y Finanzas Públicas: 

 

“LEY 

Para crear la “Ley de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera de Puerto Rico”; 

para disponer la declaración de un estado de emergencia fiscal por la Asamblea Legislativa; para 

instaurar los procesos de declaración, establecimiento y condiciones del periodo de emergencia, 

según definido por esta Ley, para el Banco o cualquier otra entidad gubernamental, según definidos 

ambos términos por esta Ley, y disponer las facultades del Gobernador del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; para realizar enmiendas a la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento 

para Puerto Rico, Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, a los fines de 

reenumerar los Artículos 12 al 21 como Artículos 15 al 24, y añadir nuevos Artículos 12 y 13, para 

modificar el proceso de nombramiento de un síndico; para añadir un nuevo Artículo 14 a la Ley 

Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, a los fines de permitir la organización y operación de 

un banco puente; para enmendar la Cuarta Parte del Artículo 2 de la Ley Núm. 17 de 23 de 

septiembre de 1948, supra, para modificar las disposiciones en torno a las subsidiarias del Banco 

Gubernamental de Fomento para Puerto Rico; para enmendar el Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 

24 de julio de 1985, según enmendada, correspondiente a la Ley Orgánica del Banco de Desarrollo 
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Económico para Puerto Rico a los fines de modificar las disposiciones sobre el nombramiento de un 

síndico; y para otros fines relacionados.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

A. Introducción 

La crisis fiscal del Gobierno de Puerto Rico ha llegado al momento más crítico en la historia. 

No obstante las medidas abarcadoras y sin precedente que ha puesto en vigor esta Administración en 

los pasados tres (3) años para reencaminar al Estado Libre Asociado de Puerto Rico (el “ELA” o 

“Puerto Rico”) hacia la recuperación económica y la sostenibilidad fiscal, la falta de acceso a los 

mercados de capital, el elevado nivel de deuda, y el deteriorado clima económico que persiste, han 

llevado a las finanzas del Gobierno de Puerto Rico a un punto de inflexión. Esta Administración ha 

realizado múltiples esfuerzos para continuar con el pago de las obligaciones generales del ELA, así 

como del pago de las deudas de otras instrumentalidades, mientras se continuaban brindando 

servicios esenciales.  Sin embargo, la escasez en los recursos y la limitada liquidez, amenazan con 

obligar al Gobierno de Puerto Rico a tener que escoger entre honrar compromisos con nuestros 

acreedores o continuar proveyendo servicios básicos y esenciales al pueblo de Puerto Rico. 

La obligación primordial de todo gobierno es, en primer lugar, su deber para con el pueblo a 

quien sirve y a quien responde.  Por ende, la obligación legal y moral del ELA de proveer para el 

bienestar del pueblo de Puerto Rico, es, necesariamente, de primer rango y superior a cualquier otra.  

Según se ha divulgado en numerosos informes, en los próximos meses vencen obligaciones de pago 

sustanciales y onerosas, tanto para el ELA como para el Banco Gubernamental de Fomento para 

Puerto Rico (“BGF”). Ante esta coyuntura histórica, en la cual el Gobierno del Estado Libre 

Asociado no cuenta con recursos suficientes para cumplir con el servicio de la deuda tal y como está 

pactado y, además, continuar proveyendo servicios esenciales a la ciudadanía, el ELA necesita 

herramientas para ejercer su poder de razón de estado para proteger la vida, salud, y el bienestar del 

pueblo de Puerto Rico. 

 

B. Medidas de Reforma Fiscal 

La prioridad de esta Administración ha sido atender la crisis fiscal y económica de Puerto 

Rico. Una vez da inicio el cuatrienio, tomamos medidas contundentes para, corregir problemas 

estructurales que drenaban las finanzas del ELA, detener las prácticas fiscales erradas del pasado; y 

allegar el financiamiento necesario para lograr la sostenibilidad fiscal del ELA. Hemos emprendido 

estos esfuerzos trabajando de cerca con la gerencia del BGF; agente fiscal, ente depositario y 

financiero del ELA, que también ha implantado varias medidas importantes para paliar sus propios 

problemas de liquidez. 

Ante la necesidad inminente de una fuente de financiamiento, en marzo del 2014 el ELA 

emitió $3.5 mil millones en bonos de obligación general.  No obstante, plenamente conscientes de 

que para lograr una solución sostenible y permanente a los problemas financieros del Gobierno de 

Puerto Rico se tenía que dejar atrás el financiamiento de déficits recurrentes, el producto de esta 

emisión se utilizó para el pago de ciertas obligaciones ya comprometidas, y para proveerle al ELA 

una fuente de financiamiento interino mientras nos dábamos a la tarea de implementar una serie de 

reformas fiscales, mientras, a su vez, otras medidas estructurales ya instauradas generaban 

resultados. 

Igualmente, y con el fin de aumentar los recaudos del fisco, aumentamos la tasa del Impuesto 

Sobre Ventas y Uso de un siete por ciento (7%) a un once punto cinco por ciento (11.5%) a través de 
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la aprobación de la Ley 72-2015. Por otra parte, y con el fin de encontrar una solución a uno de los 

problemas más apremiantes del BGF, y que más entorpecen su gestión como proveedor de 

financiamiento al ELA, aprobamos un aumento al arbitrio sobre el crudo a través de la 

implementación de la Ley 1-2015. La medida cedió estos nuevos recaudos a la Autoridad para el 

Financiamiento de la Infraestructura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico  (“AFI”), y autorizó 

a esta a emitir bonos con el fin de utilizar el producto de la venta de dichos bonos para asumir y 

repagar la deuda de $2.2 mil millones de la Autoridad de Carreteras y Transportación (“ACT”) con 

el BGF, y para la cual no existía una fuente de pago. 

Vale la pena recalcar que la deuda de la ACT con el BGF es el resultado de prácticas 

irresponsables del pasado - particularmente durante el periodo comprendido entre el 2009 y el 2012 - 

cuando el BGF otorgaba financiamientos al ELA y sus instrumentalidades, sin fuentes de repago 

fijas y comprometidas.  

Además, la derogación de la Sección 936 dio paso a la pérdida de una de las fuentes de 

financiamiento más importantes para el BGF dado a que las empresas elegibles bajo la Sección 936 

tenían que mantener cierto porcentaje de sus depósitos con el Banco. La conclusión de su 

eliminación gradual durante un periodo de diez (10) años resultó en una profunda trasformación en 

la estructura de financiamiento del BGF. Asimismo, contribuyó a la pérdida de miles de empleos en 

la manufactura, provocando efectos catastróficos a la economía del ELA. Consecuentemente, el 

BGF se vio  obligado a buscar a otras fuentes de fondos para continuar proveyendo financiamiento 

al ELA y sus instrumentalidades. Más aun, durante la segunda fase de la eliminación gradual durante 

diez (10) años de la Sección 936 (2001-2006), el BGF comenzó a depender cada vez más de un 

robusto programa de pagarés (promissory notes) como una fuente clave de financiación, habilitado 

por la excelente calificación crediticia del BGF y del ELA. A medida que el ELA y, posteriormente, 

el BGF, comenzaron a experimentar las primeras degradaciones de la calificación de su crédito entre 

los años 2004 y 2006, la viabilidad del programa de pagarés del BGF peligró, por lo tanto, dejando a 

este una vez más sin una fuente clave de financiación para continuar ejerciendo su rol de agente 

financiero del ELA. Así las cosas, en el 2006, el BGF emitió su primera serie de notas cuya cantidad 

entonces aumentó drásticamente durante los años 2009 al 2012. La administración de turno durante 

ese cuatrienio aumentó la deuda pendiente del BGF a un total de  $5.6 mil millones para el 30 de 

junio de 2012. Para agravar el cuadro del agente fiscal, la hoja de balance del BGF durante ese 

período quedó seriamente comprometida, pues el Banco dio un sinnúmero de préstamos a largo 

plazo – con términos de vencimiento de más de veinte (20) años - mientras que las notas emitidas 

durante ese mismo período todas cuentan con vencimientos de entre cinco (5) a quince (15) años. En 

otras palabras, el BGF asumió, del 2009 al 2012 una serie de obligaciones a mediano plazo, 

pero postergó el recibo de sus ingresos para el futuro lejano, creando un desbalance dramático 

entre sus activos y pasivos. 
No obstante ya la incertidumbre en los mercados, y la degradación de varios créditos del 

ELA por parte de Moody’s Investor Services, aumentaron drásticamente la prima de riesgo de la 

transacción y provocó que los inversores que potencialmente hubieran comprado notas exigieran 

condiciones sumamente onerosas e irrazonables como condición para participar de la transacción. 

En fin, no obstante el repago de la deuda de la ACT con BGF hubiera fortalecido la situación 

financiera y la liquidez del BGF, las condiciones del mercado no eran favorables y el ELA tomó la 

decisión responsable de no acceder a una transacción de financiamiento irrazonable que hubiera 

resultado excesivamente onerosa para Puerto Rico.  

Además de ésta y las otras medidas de recaudos implantadas, y del intento de acceder a los 

mercados de financiamiento, con la aprobación de las Leyes 3-2013 y 160-2013, esta 
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Administración ya había encaminado reformas estructurales comprensivas para atender los déficits 

actuariales históricos de los sistemas de retiro de nuestros empleados públicos y de los maestros del 

sistema de educación pública. Esta Asamblea Legislativa aprobó, además, la Ley Especial de 

Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico - Ley 

66-2014 – a través de la cual  se introdujeron recortes profundos y abarcadores en el gasto público 

del ELA y todas sus instrumentalidades, y logró  ahorros para el erario, sin recurrir al despido de 

empleados público. Poco después, y conscientes del impacto que podría tener sobre el gobierno 

central y la capacidad del Gobierno de Puerto Rico de brindar servicios esenciales la onerosa y 

sustancial deuda de nuestras corporaciones públicas, aprobamos la Ley 71-2014, conocida como la 

Ley para el Cumplimento con las Deudas y para la Recuperación de las Corporaciones Públicas de 

Puerto Rico. La Ley para el Cumplimento con las Deudas y para la Recuperación de las 

Corporaciones Públicas de Puerto Rico provee un andamiaje jurídico para la reestructuración de las 

deudas de nuestras corporaciones públicas, donde se respetan los derechos de nuestros acreedores, y 

se garantiza que los servicios esenciales que proveen nuestras corporaciones públicas - algunos tan 

vitales como el agua y la luz eléctrica - no queden interrumpidos. 

 

C. El Informe Krueger, el Plan de Ajuste Fiscal y Crecimiento Económico, y la 

Reestructuración de la Deuda 

Tomada la decisión de terminar con la práctica errada e insostenible de financiar déficits 

recurrentemente, el ELA le encomendó a la ex Economista Jefa del Banco Mundial y Sub-Directora 

del Fondo Monetario Internacional, la Dra. Anne Krueger, que llevara a cabo un estudio abarcador 

sobre la situación fiscal y económica de Puerto Rico. La Dra. Krueger y su equipo de economistas 

de renombre mundial produjeron su informe, Puerto Rico: A Way Forward (“Informe Krueger”), 

que retrata el alcance de los problemas fiscales y económicos de Puerto Rico y traza un camino 

hacia adelante. 

El Informe Krueger sostiene tres conclusiones fundamentales. En primer lugar, concluyó que 

los problemas fiscales y económicos de Puerto Rico son de naturaleza estructural - y no cíclica - y 

por ende, solo lograremos corregirlos con medidas estructurales abarcadoras. En segundo lugar, 

concluyó que el Gobierno de Puerto Rico históricamente subestimaba el verdadero déficit del Fondo 

General, pues no tomaba en cuenta las inversiones de mejoras capitales, y los déficits de otras 

entidades del Gobierno que, aunque debieran ser independientes en términos fiscales, el ELA las 

sostiene con sus recaudos.  Por ende, el verdadero déficit del ELA es mucho mayor al que 

históricamente se estimaba. En tercer lugar, y más importante aún, el Informe Krueger concluye que 

la deuda de Puerto Rico es insostenible sin un crecimiento económico robusto. El Informe Krueger 

además contiene los lineamientos generales de las reformas que el ELA debería implementar para 

encaminar a Puerto Rico hacia la recuperación económica. 

Ante los hallazgos y recomendaciones plasmadas en el Informe Krueger, el 29 de junio de 

2015, el Gobernador, Hon. Alejandro García Padilla, declaró que la deuda de Puerto Rico es 

impagable y que esta Administración emprendería la reestructuración de nuestra deuda a través de 

un proceso de intercambio consensuado con nuestros acreedores. Poco después, el Gobernador creó 

el Grupo de Trabajo Para la Recuperación Fiscal y Económica de Puerto Rico (el “Grupo de 

Trabajo”) a través de la Orden Ejecutiva OE 2015-022, y les ordenó componer el Plan de Ajuste 

Fiscal y Crecimiento Económico de Puerto Rico, con las medidas económicas y fiscales indicadas 

para devolver a Puerto Rico a la sustentabilidad fiscal y al crecimiento económico (“Plan”). 

Así las cosas, el 9 de septiembre de 2015, el Grupo de Trabajo publicó el Plan. El Plan 

proveyó un programa comprehensivo, con reformas fiscales y económicas abarcadoras diseñadas 
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para despertar y avivar el crecimiento económico, institucionalizar la disciplina fiscal a través del 

ELA y sus instrumentalidades, y recuperar la credibilidad financiera del ELA. 

El Grupo de Trabajo comenzó poco después con la implantación de las medidas del Plan, y 

contamos con que la iniciativa rinda frutos en el futuro.  Por otro lado, las conversaciones con 

nuestros acreedores han comenzado, propuestas en camino a restructurar la deuda del Estado Libre 

Asociado han sido presentadas, y las negociaciones continúan. 

 

D. Medidas Extraordinarias y de Emergencia 

A través de los últimos tres (3) años, y además de reformas estructurales, el ELA también ha 

recurrido a un sinnúmero de medidas extraordinarias de preservación de liquidez y manejo de 

efectivo con el fin de asegurar la provisión de servicios a la ciudadanía y de proveer tiempo para que 

las reformas estructurales ya encaminadas rindan fruto. Entre estas medidas extraordinarias, están: 1) 

financiamientos a corto plazo (Tax and Revenue Anticipation Notes o TRANs, por sus siglas en 

inglés) de entidades del sector público (de parte de la Corporación del Fondo del Seguro del Estado 

(“Fondo”), la Administración de Compensaciones por Accidentes de Automóviles y el Seguro de 

Incapacidad No Ocupacional Temporero); 2) el recibo de dividendos especiales de entidades del 

sector público de parte del Fondo; 3) que el Departamento de Hacienda exigiera al Sistema de Retiro 

de los Empleados del ELA y al Sistema de Retiro para Maestros el adelanto de los fondos necesarios 

para el pago de pensiones, en lugar de los reembolsos habituales realizados por los Sistemas de 

Retiro a Hacienda; 4) la suspensión durante el año fiscal 2016 del envío de fondos al Fondo de 

Redención de la Deuda Estatal, según exige la Ley Núm. 39 de 13 de mayo de 1976, según 

enmendada, para el pago de los bonos de obligaciones generales; 5) el retraso en el pago de las 

deudas de suplidores y de las cantidades adeudadas a las corporaciones públicas; 6) el aplazamiento 

en el desembolso de ciertas asignaciones presupuestarias; 7) el retraso en el pago de reintegros a 

contribuyentes; por mencionar algunas. 

Además, y entre las medidas extraordinarias más contundentes que ha tomado esta 

Administración, el 30 de noviembre de 2015, el Gobernador emitió la Orden Ejecutiva OE-2015-046 

conforme a la Sección 8 del Artículo VI de la Constitución del ELA.  Dicha orden redirigió ciertas 

fuentes de recaudos asignadas para el pago de las obligaciones de AFI, ACT, la Autoridad 

Metropolitana de Autobuses y la Autoridad del Distrito del Centro de Convenciones, ya que dichos 

recursos son “recursos disponibles” conforme a la Sección 8 del Artículo VI de la Constitución del 

ELA, hacia el pago de obligaciones generales.  

Por su parte, el BGF también ha tomado medidas extraordinarias con el fin de preservar sus 

activos, optimizar el manejo de efectivo, continuar con sus funciones y cumplir con sus propias 

obligaciones. No obstante, estas medidas de emergencia que han implantado el ELA y el BGF son 

de carácter extraordinario, no recurrentes, insostenibles a largo plazo, y sus efectos han llegado al 

límite. 

 

E. La Necesidad de Una Moratoria 

Las conversaciones con nuestros acreedores continúan. Por su parte, el BGF también negocia 

con sus propios acreedores la posibilidad de llegar a un acuerdo sobre el pago de sus notas. 

Guardamos la esperanza de que llegaremos a un acuerdo que salvaguarde los derechos de nuestros 

acreedores, y reduzca el pago del servicio de la deuda del ELA a una cantidad sostenible. 

Por otro lado, hemos litigado con esmero y hasta el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, 

la constitucionalidad de la Quiebra Criolla. El caso está sometido, y confiamos en que el Tribunal 

fallará a favor nuestro y encontrará que la Quiebra Criolla no es contraria a la Constitución de 
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Estados Unidos, y que el Congreso no pudo haberle arrebatado a Puerto Rico los beneficios del 

Capítulo 9 del Código de Quiebras y, a la vez, prohibirnos disponer sobre nuestro propio régimen de 

reestructuración de las deudas de nuestras corporaciones públicas para así garantizar que el 

Gobierno pueda continuar brindado servicios esenciales a la ciudadanía. 

Además, estamos inmersos en el proceso político federal, trabajando de cerca con nuestros 

aliados en el Congreso y en la Casa Blanca con la meta de que el gobierno federal provea a Puerto 

Rico un mecanismo de reestructuración de deuda por vía de legislación federal. Han surgido varias 

propuestas, y no obstante que nuestros acreedores cabildean activamente por sus propios intereses, 

esperamos que el Congreso atienda la crisis fiscal de Puerto Rico con templanza y equidad. 

No obstante el progreso realizado en nuestros esfuerzos, se trata de procesos inherentemente 

lentos, y Puerto Rico necesita remedios contundentes e inmediatos. Tanto el ELA como el BGF, 

enfrentarán pagos de servicio de deuda sustanciales en el futuro cercano. Para el 1 de mayo de 2016, 

el BGF debe responder por un pago de principal de $400 millones de notas del BGF. No obstante, 

para el 1 de abril de 2016 el BGF solo contaba con $562 millones. Pero más importante aún, poco 

después, el 1 de julio de 2016 el ELA enfrenta un pago de $780 millones de obligaciones generales. 

El Gobierno de Puerto Rico y el BGF probablemente no contarán con los recursos suficientes como 

para responder con sus respectivos pagos sin poner en riesgo la habilidad del Gobierno de Puerto 

Rico de proveer servicios esenciales a la ciudadanía. Los salarios de nuestros policías, bomberos y 

otros trabajadores de auxilio; los fondos necesarios para operar nuestras facilidades de salud pública 

y para proveer instrucción y alimento a nuestros niños; y la habilidad de nuestras corporaciones 

públicas de proveer servicios esenciales tan vitales como agua y luz eléctrica, quedarían 

comprometidas.  

El momento histórico exige de esta Asamblea Legislativa que actuemos para proteger la 

vida, la salud y el bienestar del pueblo de Puerto Rico, y otorguemos al Ejecutivo el poder de 

declarar una moratoria sobre las deudas del ELA y sus instrumentalidades, como ejercicio del poder 

de razón de estado del ELA. 

 

F. El Poder de Razón de Estado del ELA, y Base Legal para la Moratoria 
El poder de razón de estado del ELA emana directamente de la Sección 19, del Artículo II de 

la Constitución del ELA, que provee sobre la “facultad de la Asamblea Legislativa para aprobar 

leyes en protección de la vida, la salud y el bienestar del pueblo.”  Ciertamente, el poder inherente 

del ELA de legislar para la protección y el bienestar la ciudadanía es abarcador. Domínguez Castro 

v. E.L.A., 178 D.P.R. 1 (2010).  Y entre los poderes inherentes del estado de legislar para el 

bienestar general de sus ciudadanos, está el poder de suspender pagos y extender el vencimiento de 

las obligaciones del gobierno y sus instrumentalidades, con el fin de aliviar una crisis fiscal o 

financiera, y evitar una crisis humanitaria. Ropico, Inc. v. City of New York, 425 F. Supp. 970 

(S.D.N.Y 1976). 

Por tanto, y conforme al poder de razón de estado del ELA, esta Asamblea Legislativa ha 

resuelto otorgar al Gobernador el poder de declarar una situación de emergencia para el ELA y sus 

instrumentalidades, y declarar una moratoria sobre el pago de sus respectivas obligaciones. La Ley 

de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera de Puerto Rico (“Ley”), le brinda al 

gobernador las herramientas necesarias dentro de los límites de nuestro marco legal y nuestra 

Constitución, para permitirle al ELA y sus instrumentalidades continuar brindando servicios 

esenciales a los residentes de Puerto Rico mientras se atiende la necesidad critica de implementar 

reformas estructurales, reformas fiscales y restructurar la deuda. 
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Las medidas establecidas en esta Ley son estrictamente limitadas para cumplir con el 

propósito público primordial de asegurar la salud, la seguridad y el bienestar del pueblo de Puerto 

Rico; evitar un mayor deterioro de la crisis humanitaria en Puerto Rico; y son las alternativas menos 

onerosas para lograr este propósito. La Ley provee medidas de moratoria que son de naturaleza 

temporera y sólo aplican si hay una determinación por el Gobernador que justifican la invocación de 

las disposiciones de la Ley a los fines de proteger la salud, la seguridad y el bienestar de los 

residentes del ELA. Además, tales medidas (incluyendo la suspensión de pleitos de los acreedores) 

se invocan de manera individual, es decir, entidad-por-entidad y, salvo una especificación por el 

Gobernador mediante Orden Ejecutiva de obligaciones categorizadas como obligaciones 

enumeradas, según definidas por esta Ley, se afectaría solamente a ciertas obligaciones de deuda 

financiera que advengan pagaderas durante un período temporero. 

Además, las medidas establecidas en la Ley se hacen con el debido respeto a los derechos de 

los acreedores de Puerto Rico. La Ley no provee una composición o liquidación de las deudas; al 

contrario, todos los derechos y prioridades se conservan, y cualquier cantidad no pagada de las 

obligaciones del ELA y sus instrumentalidades no se perdonan y continúan siendo pagaderas al final 

de cualquier periodo de moratoria, como se establece en la Ley y en la manera permitida por otra ley 

aplicable. Además, la Ley respeta las prioridades constitucionales mediante el establecimiento de 

criterios mínimos para el pago de la deuda pública del ELA que pueda convertirse pagadera durante 

la moratoria temporera. La Ley también provee el reconocimiento bona fide de los derechos de 

propiedad y permite el acceso a los acreedores a protecciones adecuadas o, en el caso de una 

expropiación, un mecanismo de justa compensación y reparación. Esta Asamblea Legislativa 

reconoce, además, que las medidas establecidas en esta Ley, al concederle al ELA la capacidad de 

estabilizar y hacer crecer la economía de Puerto Rico, evitando al mismo tiempo el cúmulo 

desmesurado de litigios, representan la mejor oportunidad para que los acreedores del ELA puedan 

recuperar sus inversiones. Por ende, la Ley sólo pretende capacitar al ELA para retrasar el pago de 

ciertas obligaciones al mismo tiempo que protege los derechos de los acreedores, y ejerce su deber 

ineludible de proteger a los ciudadanos de Puerto Rico. 

Por otro lado, además de autorizar la declaración de una moratoria, y según detalla el 

resumen a continuación, la Ley provee remedios para atender la situación crítica del BGF.  En 

términos generales, la Ley moderniza las disposiciones de sindicatura de su ley orgánica, y autoriza 

la creación de un banco puente, cuyo fin sería preservar la liquidez y activos para el beneficio del 

ELA, mientras facilita la transformación del BGF en una entidad más moderna y especializada en 

agencia fiscal. Finalmente, la Ley provee para la creación de una subsidiaria del BGF 

específicamente diseñada para tomar mando de los esfuerzos de restructuración. 

Esta Ley es la culminación de años de intentos por parte de esta Administración para evitar 

una catástrofe económica y humanitaria. Pese a que tales intentos han contribuido de manera 

significativa a los esfuerzos de recuperación fiscal del ELA  y a retrasar sus nocivos efectos en 

nuestra ciudadanía, es evidente para esta Asamblea Legislativa que tales medidas ya no son 

suficientes. Al mismo tiempo, el ELA y sus instrumentalidades, incluyendo el BGF, encaran pagos 

del servicio de la deuda en el futuro inmediato y Puerto Rico no será capaz de hacer dichos pagos sin 

dejar de ofrecer servicios esenciales. Como consecuencia, Puerto Rico se sitúa en el precipicio de 

una fase desastrosa de impagos desordenados, múltiples litigios, y mayor declive económico, ya que 

nuestros recursos cada vez se dedican en mayor proporción a la defensa de litigios en lugar de pagar 

por los servicios públicos esenciales. A tales efectos, es de suma importancia proveer al Gobierno el 

marco legal para superar este periodo de emergencia fiscal, por lo cual somos del entendimiento de 
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esta Ley establece dicho marco legal comprensivo de medidas  razonables, necesarias y 

estrictamente adaptadas para atajar la emergencia fiscal y humanitaria que Puerto Rico enfrenta. 

 

G. Resumen de la Ley 

La Ley tiene tres objetivos principales.  El primer objetivo se atiende en el Capítulo 2 de la 

Ley, el cual autoriza al Gobernador a: (i) declarar—en algún momento en el futuro—una moratoria 

temporera para los pagos del servicio de deuda del Estado Libre Asociado, el BGF, el Banco de 

Desarrollo Económico para Puerto Rico (“BDE”), o cualqueira de las demás instrumentalidades 

gubernamentales de Puerto Rico; y (ii) suspender los remedios de los acreedores que pudiesen surgir 

como resultado de la moratoria.  El segundo objetivo se atiende en los Capítulos 3 y 4 de la Ley, los 

cuales enmiendan a la Ley Orgánica del BGF para proporcionarle al BGF opciones y herramientas 

que pudiese necesitar—en algún momento en el futuro—para enfrentar una sindicatura.  Estas 

enmiendas: (a) modernizan las disposiciones de la Ley Orgánica del BGF sobre el nombramiento de 

un síndico para el BGF, (b) autorizan la creación de un banco “puente” temporero para llevar a cabo 

ciertas funciones del BGF y para honrar depósitos,  y (c) permiten que el BGF cree una nueva 

subsidiaria que pueda asumir las funciones de agente fiscal, asesor financiero y agente informativo 

del BGF, así como facilitar el esfuerzo de restructuración.  El tercer objetivo se atiende en el 

Capítulo 6 de la Ley, lo cual enmienda a la Ley Orgánica del BDE para proporcionarle una 

modernización a las disposiciones sobre el nombramiento de un síndico. 

 

Resumen del Capítulo 1 de la Ley 

El Capítulo 1 de la Ley establece las disposiciones generales de la Ley. Entre estas 

disposiciones están aquellas relacionadas con la declaración de un periodo de emergencia, 

definiciones, así como la autorización para la contratación de empleados por varias entidades 

gubernamentales. El Capítulo 1 también establece inmunidades para aquellas personas que actúen de 

conformidad con la Ley, al estipular que ninguna persona (incluyendo cualquier, director, 

funcionario, empleado, contratista, agente o representante) estará sujeto a responsabilidad alguna por 

aquellas acciones u omisiones de buena fe de acuerdo con esta Ley. 

 

Resumen del Capítulo 2 de la Ley  

El Capítulo 2 autoriza al Gobernador a declarar una moratoria y suspender los remedios de 

los acreedores con respecto a las obligaciones de las entidades gubernamentales sujetas a dicha 

moratoria. También establece condiciones para la declaración de una moratoria por parte del 

gobierno y establece protecciones para los acreedores, tales como la preservación de garantías y 

colateral utilizados para garantizar diversas obligaciones. 

Las disposiciones de la Ley que autorizan al Gobernador a declarar una moratoria entran en 

vigor inmediatamente después de la aprobación de la Ley y vencen el 31 de enero de 2017. El 

periodo durante el cual se puede declarar una moratoria se define como el “periodo cubierto” y está 

sujeto a una prórroga de dos meses a discreción del Gobernador. Las disposiciones sobre moratoria 

clasifican a las diversas entidades de Puerto Rico (incluyendo al mismo Estado Libre Asociado) en 

dos categorías, debido a que la Ley trata a éstas de manera distinta:  (i) el “Banco”, el cual se define 

como BGF y/o el BDE; y (ii) “entidades gubernamentales”, lo que incluye al mismo Estado Libre 

Asociado, así como a las demás entidades gubernamentales de Puerto Rico con endeudamiento 

significativo (estén o no cubiertas por el Plan de Crecimiento Económico y Fiscal preparado por el 

Grupo de Trabajo para la Recuperación Fiscal y Económica de Puerto Rico).    
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El Gobernador tiene el poder de declarar, mediante una orden ejecutiva, cuya orden puede 

ser cancelada por el Gobernador, emergencias con respecto a cualquier entidad gubernamental 

durante el “periodo cubierto”, según definido por esta Ley.  El periodo después de que se haya hecho 

tal declaración con respecto a una entidad gubernamental, se le conoce como el “periodo de 

emergencia”, según definido por esa Ley, el cual, con respecto a todas las entidades, termina el 

último día del periodo cubierto. La declaración del Gobernador de un periodo de emergencia 

convierte las obligaciones de servicio de deuda de dicha entidad gubernamenta en “obligaciones 

cubiertas”, según definidas por esta Ley. La orden ejecutiva del Gobernador también puede 

identificar obligaciones adicionales, ya sea específicamente o por categoría, tal como aquellas 

obligaciones de instrumentos derivativos (derivatives) como obligaciones cubiertas. Si lo dispone 

una orden ejecutiva, no podrán hacerse pagos de obligaciones cubiertas durante el periodo de 

emergencia y las obligaciones cubiertas serán pagaderas el último día del periodo cubierto en la 

medida en que, de otro modo, hubiesen sido pagaderas antes o durante el periodo cubierto. 

Durante el periodo de emergencia para el Banco, según este término se define en la Ley, se 

suspenderán los pleitos contra el Banco relacionados con las obligaciones cubiertas, y, en cualquier 

momento durante el periodo cubierto, el Gobernador tendrá potestad para adoptar cualquier y toda 

medida razonable y necesaria para permitirle al Banco continuar realizando sus operaciones. La 

definición de la frase “razonable y necesaria” incluye, entre otras cosas, la exención de requisitos 

sobre reservas de depósito, la suspensión de pagos de cartas de crédito y extensión de crédito, la 

prohibición de desembolsos de préstamos, así como la facultad para restringir solicitudes de retiro de 

depósitos a menos que dichos fondos vayan a ser utilizados para brindar servicios esenciales.  

Durante el periodo de emergencia para una entidad gubernamental, incluyendo el mismo Estado 

Libre Asociado, se suspenden los pleitos contra dicha entidad gubernamental y el Gobernador podrá 

tomar cualquier y toda acción que sea: (a) razonable y necesaria para preservar la capacidad del 

Estado Libre Asociado de continuar brindando servicios esenciales, o (b) razonable y necesaria para 

proteger la salud, la seguridad y el bienestar de los residentes del Estado Libre Asociado. Estas 

acciones incluyen la posibilidad de expropiar propiedad de manera permitida constitucionalmente.   

La Ley también contempla que las obligaciones cubiertas recibirán pagos de intereses o 

devengarán intereses durante el periodo cubierto de la siguiente manera: 

 

“Deuda pública” 

(buena fe y 

crédito,  protegida 

por la 

Constitución) 

Si una obligación de intereses del Banco o de una entidad gubernamental 

está garantizada por el Estado Libre Asociado, o si es una obligación de 

intereses del Estado Libre Asociado para la cual la buena fe y el crédito del 

Estado Libre Asociado está pignorada, se pagará dicha obligación en su 

totalidad hasta el 1 de julio de 2016 si adviene pagadera. Comenzando el 1 

de julio de 2016, obligaciones de intereses que constituyan deuda pública se 

pagarán en la cantidad determinada por el Gobernador, luego de consultar 

con el Secretario de Hacienda, cuya cantidad debe ser consistente con la 

Constitución. No se pagarán obligaciones de deuda pública que consistan en 

obligaciones de principal (asumiendo que no hayan recursos disponibles 

para cubrir dichos pagos) u obligaciones enumeradas pagaderas en o antes 

del 1 de julio de 2016, según definidas en esta Ley. 
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Depósitos del 

Banco 

Los depósitos del Banco devengarán intereses de la siguiente manera: los 

depósitos a plazo fijo devengará intereses a la tasa contractual hasta su 

vencimiento y los depósitos que podrían retirarse en cualquier momento, y 

los de plazo fijo después de su vencimiento, devengarán intereses a una tasa 

equivalente a la tasa de interés promedio que reciban los tenedores de las 

obligaciones de principal del Banco que no se hayan pagado. 

Obligaciones de 

Principal e 

Intereses 

(excepto deuda 

pública) 

No se harán pagos de principal durante el periodo de emergencia a menos 

que el emisor ya tenga fondos depositados con un fiduciario (o agente de 

pago) para hacer dicho pago; el principal que esté vencido y exigible 

devengará intereses a la tasa contractual. El principal y los intereses 

devengados sobre principal serán pagaderos, en la medida que sea permitido 

bajo la ley aplicable, al final del periodo de emergencia para el Banco o la 

entidad gubernamental, si dichos pagos vencen durante el periodo de 

emergencia, a menos que ocurra una reestructuración voluntaria o se adopte 

otra ley. Si no se pagan intereses durante el periodo cubierto, dichos intereses 

se acumularán a la tasa contractual. Los intereses acumulados serán pagados 

al final del periodo de emergencia para el Banco o la entidad gubernamental 

si dicho pago vence durante el periodo de emergencia, a menos que una 

reestructuración voluntaria se haya concretado o se adopte otra ley. 

Obligaciones 

enumeradas 

(excluyendo deuda 

pública) 

Las obligaciones enumeradas devengaran intereses sólo si tienen derecho al 

mismo bajo sus respectivos acuerdos. 

 

Bajo ciertas circunstancias, la Ley dispone para que se provea lo que se conoce como 

“protección adecuada”, a aquellos acreedores que tengan algún derecho real o garantía con respecto 

a algún pago atrasado del servicio de deuda. 

 

Resumen de los Capítulos 3 y  4 de la Ley  

Los Capítulos 3 y 4 de la Ley contienen enmiendas a la Ley Orgánica del BGF que consisten 

en actualizar las disposiciones relacionadas al nombramiento de un síndico (Capítulo 3), así como 

disposiciones sobre la creación de un banco puente y procedimientos relacionados a esto (Capítulo 

4), cuyo propósito es proporcionar una alternativa a la liquidación del BGF y a una sindicatura según 

las leyes existentes. Con respecto a las disposiciones sobre sindicatura, el Capítulo 3 de la Ley 

reemplazaría las disposiciones obsoletas sobre sindicatura que se encuentran actualmente en la Ley 

Orgánica del BGF mediante el establecimiento de una serie de reglas más adecuadas para afrontar 

los retos que actualmente enfrenta el BGF por medio de la modificación del proceso del 

nombramiento de un síndico, la clarificación de las facultades de la sindicatura y el establecimiento 

de prioridades de gastos y reclamaciones no garantizadas en una sindicatura. La prioridad de los 

bonistas y los depositantes permanecerá igual que bajo las leyes existentes. Con respecto a las 

disposiciones sobre el banco puente, el Capítulo 4 de la Ley permite la creación de un banco puente, 

el cual podría asumir ciertas responsabilidades del Banco, incluyendo depósitos, y continuar 

determinadas funciones existentes del BGF. Aquellas obligaciones que el banco puente no asuma 

permanecerán en el antiguo BGF, pero todos los acreedores tendrán derecho a recibir la cantidad que 

dichos acreedores hubiesen recibido si se hubiese liquidado el BGF en la fecha del nombramiento 

del síndico.  
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Resumen del Capítulo 5  

El Capítulo 5 reemplazaría disposiciones obsoletas sobre sindicatura que se encuentran 

actualmente en la Ley Orgánica del BDE mediante la modificación del proceso de nombramiento de 

un síndico, la clarificación de las facultades de la sindicatura y el establecimiento de prioridades de 

gastos y reclamaciones no garantizadas en una sindicatura. Las enmiendas propuestas son 

consistentes con las enmiendas propuestas para el BGF. 

 

Resumen del Capítulo 6 

El Capítulo 6 de la Ley crea una nueva instrumentalidad llamada la “Autoridad de Asesoría 

Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico”, la cual estará estructurada como una corporación 

pública e instrumentalidad pública independiente del Estado Libre Asociado con una junta de 

directores compuesta de un miembro nombrado por el Gobernador. La Autoridad se crea con el 

propósito de actuar como agente fiscal, asesor financiero y agente informativo del Estado Libre 

Asociado y sus corporaciones públicas, instrumentalidades, comisiones, autoridades, municipios y 

subdivisiones políticas y para asistir a dichas entidades a enfrentar la grave emergencia fiscal por la 

que atraviesa el Estado Libre Asociado. La Autoridad también supervisará los asuntos relacionados a 

la restructuración o el ajuste de una obligación cubierta y coordinará e implantará medidas de 

contingencia para dichas obligaciones cubiertas.  

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

CAPÍTULO 1. Disposiciones Generales 

Artículo 101. Título Corto 

Esta Ley se conocerá y podrá ser citada como la “Ley de Moratoria de Emergencia y 

Rehabilitación Financiera de Puerto Rico”. 

Artículo 102. Declaración de Estado de Emergencia 

Por la presente se determina y declara que la grave emergencia que ha identificado y 

declarado la Asamblea Legislativa en numerosas ocasiones ha empeorado dramáticamente, lo que 

requiere que esta tome medidas adicionales, en el ejercicio del poder de razón de estado, para 

salvaguardar la salud, seguridad y el bienestar público de los residentes del Estado Libre Asociado. 

La Asamblea Legislativa consistentemente ha tratado de evitar, a través de la aprobación de diversas 

legislaciones, la emergencia fiscal en la que Puerto Rico se encuentra. Estos esfuerzos incluyen la 

Ley Núm. 3-2013 (reformando el Sistema de Retiro); Ley Núm. 160-2013 (reformando el Sistema 

de Retiro de Maestros); Ley Núm. 66-2014 (implantando medidas operacionales y fiscales 

especiales para reducir el déficit y atender la emergencia fiscal); Ley Núm. 71-2014 (proveyéndole a 

ciertas instrumentalidades del Estado Libre Asociado de Puerto Rico un mecanismo ordenado de 

reestructuración); Ley Núm. 1-2015 (incrementando el impuesto sobre ventas y uso e implantando 

medidas de recaudos adicionales); por mencionar algunas.  

Pero, a pesar de estos esfuerzos, la emergencia fiscal que enfrenta Puerto Rico continúa y, de 

hecho, se ha tornado más crítica. Hoy día, no solamente el Banco Gubernamental de Fomento para 

Puerto Rico está amenazado por un incumplimiento desordenado del pago de sus obligaciones en 

circulación, sino que otras entidades gubernamentales del Estado Libre Asociado también están 

amenazados ante la posibilidad de un incumplimiento desordenado del pago de sus respectivas 

obligaciones. Además, a esto se añade el hecho de que el Congreso de los Estados Unidos no ha 

actuado para proveerle a Puerto Rico un régimen ordenado para restructurar la deuda del Estado 

Libre Asociado y sus instrumentalidades, lo que nos deja a la merced de la incertidumbre y el caos. 
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El pueblo de Puerto Rico se enfrenta a una crisis humanitaria nunca antes experimentada en Puerto 

Rico o en cualquier lugar de los Estados Unidos. Simple y llanamente, la grave emergencia fiscal 

que enfrenta nuestro País atenta contra la capacidad de Puerto Rico de honrar sus obligaciones 

pendientes de pago, y proteger la salud, seguridad y el bienestar público de sus residentes. No 

obstante lo anterior, nosotros, como Gobierno, tenemos el deber de actuar responsablemente, en el 

ejercicio de nuestro poder de razón de estado, para proveer servicios gubernamentales esenciales y 

salvaguardar los intereses de todas las partes involucradas, incluyendo los acreedores.  

La Asamblea Legislativa por la presente, determina que es insostenible pedirle al Gobierno 

del Estado Libre Asociado, a sus instrumentalidades y a los residentes de Puerto Rico, que continúen 

asumiendo por sí solos la carga de la grave emergencia fiscal por la cual atraviesa Puerto Rico. El 

impacto negativo agregado que esto acarrearía en nuestra economía perjudicaría a todas las partes 

involucradas, incluyendo a los acreedores. Consecuentemente, se debe autorizar e instruir al 

Gobernador de Puerto Rico a cumplir con su deber de salvaguardar la salud, seguridad y el bienestar 

público de los residentes del Estado Libre Asociado, otorgándole poderes de emergencia para 

declarar una moratoria temporera en los pagos del servicio de la deuda. Esta medida contribuirá de 

forma positiva a la capacidad fiscal del Estado Libre Asociado y de las otras entidades 

gubernamentales de honrar sus obligaciones pendientes de pago. De lo contrario, los posibles efectos 

adversos que tendría el permitirle a los acreedores ejercer sus remedios legales, perturbarían 

indudablemente la salud, seguridad y el bienestar público de los residentes del Estado Libre 

Asociado. Asimismo, esto podría menoscabar más aun la habilidad de los acreedores a recuperar sus 

reclamaciones.  

Artículo 103. Definiciones  

Las siguientes palabras y términos, cuando se usen o se haga referencia a ellos en los 

capítulos 1, 2, 6 y 7 de esta Ley, tendrán los significados que se establecen a continuación: 

a) “AAA” - significa la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico.  

b) “AEE” - significa la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico.  

c) “ACT” - significa la Autoridad de Carreteras y Transportación de Puerto Rico.  

d)  “ADCC” - significa la Autoridad del Distrito del Centro de Convenciones.  

e) “AEP” - significa la Autoridad de Edificios Públicos de Puerto Rico. 

f) “AFI” - significa la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura de Puerto 

Rico.  

g) “AFICA” - significa la Autoridad para el Financiamiento de Facilidades Industriales, 

Turísticas, Educativas, Médicas y de Control Ambiental. 

h) “AFM” - significa la Agencia de Financiamiento Municipal de Puerto Rico. 

i) “AFV” - significa la Autoridad para el Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico. 

j) “AMA” - significa la Autoridad Metropolitana de Autobuses.   

k) “Autoridad” – significa la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de 

Puerto Rico.  

l) “Banco” - significa uno de los siguientes, o ambos, si aplica – 

i. Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, y para propósitos del 

Artículo 201(b)(i) y (ii) de esta Ley, también incluirá sus empleados, 

funcionarios, directores, agentes y asesores profesionales; y 

ii. Banco de Desarrollo Económico para Puerto Rico, y para propósitos del 

Artículo 201(b)(i) y (ii) de esta Ley, también incluirá sus empleados, 

funcionarios, directores, agentes y asesores profesionales. 
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m) “COFINA” -  significa la Corporación del Fondo del Interés Apremiante de Puerto 

Rico.  

n) “Depositante” - significa cualquier persona, o representante autorizado de la misma, 

que sea principal o beneficiario de cualquier cuenta que contenga depósitos en poder 

del Banco. 

o) “Depósito” -  significa fondos en custodia del Banco clasificados como depósitos por 

el Banco. 

p) “Deuda pública” - cualquier obligación o evidencia de deuda del Estado Libre 

Asociado, o una entidad gubernamental, emitida o garantizada por el Estado Libre 

Asociado de conformidad con la autoridad provista en la Sección 2 del Artículo VI de 

la Constitución del Estado Libre Asociado, para el pago de las cuales se ha empeñado 

la buena fe, el crédito y poder de imponer contribuciones del Estado Libre Asociado. 

q) “Entidad gubernamental” - significa cualquiera de las siguientes entidades -   

i. AFICA; AMA; cada Banco, ADCC; Fideicomiso de Niños; COFINA; Estado 

Libre Asociado; Sistema de Retiro; AFV; ACT; AFM; AEP; PFC; PRASA; 

PREPA; PRIDCO; AFI; y UPR; y 

ii. los empleados, funcionarios, directores, agentes, o profesionales de cualquier 

entidad gubernamental incluida en la cláusula (i) arriba, solamente en aquellos 

casos en que el término se utiliza en los Artículos 201(b)(i) y (ii) de esta Ley. 

r) “Estado Libre Asociado” - significa el Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  

s) “Fideicomiso de Niños” - significa la entidad sin fines de lucro creada por el Estado 

Libre Asociado mediante la Ley Núm. 173-1999, según enmendada, conocida como 

“Ley del Fideicomiso de los Niños”.  

t) “Gobernador” - significa el Gobernador del Estado Libre Asociado. 

u) “Instrumento de deuda” - incluye cualquier documento u otro instrumento para, 

utilizado con relación a, o relacionado a:  

i. cualquier obligación de pagar el principal de, la prima de, si alguna, cualquier 

interés, penalidad, reembolso, indemnización, cargo, gasto o cualquier otra 

cantidad relacionada a cualquier endeudamiento, y cualquier otra obligación, 

sea contingente o no,  

a. por dinero tomado a préstamo, 

b. evidenciado por bonos, pagarés, fideicomisos (“indentures”), notas, 

resoluciones, cualquier contrato de préstamo o financiamiento, valores 

o cualquier instrumento similar o   

c. por una carta de crédito o fianza de cumplimiento;  

ii. cualquier obligación contingente respecto de, o relacionadas con, cualquier 

pasivo de la clase descrito en la cláusula anterior (i), incluyendo, pero sin 

limitarse a, cualquier garantía de tal responsabilidad y de cualquier acuerdo de 

reembolso con respecto a una póliza de seguro que cubra dicha obligación;  

iii. cualquier obligación con relación a alguna aceptación bancaria (“banker’s 

acceptance”);  

iv. cualquier obligación con relación a un acuerdo de intercambio de tasas de 

interés, contrato derivado o acuerdo relacionado, contrato de cobertura 

(“hedge agreement”), contrato de valores, contrato de entrega futura 

(“forward”), acuerdo de recompra, opción, promesa (“warrant”), contrato de 

materia prima (“commodity”) u otro instrumento similar; 
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v. cualquier aplazamiento, renovación, extensión y reembolso de, o enmiendas, 

modificaciones o suplementos a, cualquier obligación de los tipos descritos en 

las clausulas (i) a (iv); 

vi. cualquier obligación que surja de cualquier sentencia relacionada a cualquier 

obligación del tipo que se describe anteriormente en clausulas (i) a (iv); o 

vii. cualquier obligación que surja de una obligación de asegurar relacionada a 

cualquier obligación del tipo descrito en este Artículo. 

v) “Junta” o “Junta de Directores” - significa la Junta de Directores del Banco y la 

Autoridad.  

w) “Ley” - significa esta Ley de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera 

de Puerto Rico. 

x) “Obligación cubierta” - significa (1) cualquier obligación de principal, obligación de 

intereses u obligación enumerada de una entidad gubernamental, pagadera durante el 

periodo de emergencia con respecto al Banco o una entidad gubernamental; (2) 

cualquier obligación que resulte de, o esté relacionada con, la garantía, extendida por 

una entidad gubernamental, de cualquier obligación de otra entidad que sea pagadera 

o advenga pagadera durante el periodo de emergencia y; (3) si lo provee la orden 

emitida según la sección 201(c) de esta Ley, la transferencia de, o la obligación de 

transferir, fondos antes de, o en la fecha que vence, cualquier obligación identificada 

en las cláusulas (1) y (2), si se declara en un estado de emergencia para una entidad 

gubernamental, según sea el caso, por orden ejecutiva del Gobernador, según 

enmendada de tiempo en tiempo y según lo contempla el Artículo 201(a) de esta Ley 

pero no incluirá -  

i. cualquier obligación de un asegurador de pagar bajo cualquier póliza 

relacionada a cualquier obligación de principal cubierta u obligación de 

intereses cubierta que hubiese vencido según los términos de cualquier ley o 

documento si esta Ley no se hubiese aprobado;  

ii. cualquier obligación (o parte de), a menos que se disponga lo contrario en una 

orden ejecutiva, cuyo pago pueda hacerse sólo de dinero que en la fecha de 

que Ley entre en vigor esté depositado con un fiduciario u otro custodio para 

el pago de dicha obligación antes del comienzo del periodo de emergencia 

para el deudor de dicha obligación y cuyo dinero esté pignorado para el 

propósito principal de pagar dicha obligación (o parte de) cuando sea 

pagadera;  

iii. cualquier obligación de AFICA, con la excepción de Educational Facilities 

Revenue Bonds, 2000 Series A (Educational Plaza Project), emitidos bajo el 

acuerdo de fideicomiso fechado 1 de diciembre de 2000, según enmendado, 

entre The Bank of New York Mellon, como fiduciario, y AFICA; y  

iv. cualquier obligación del banco puente creado bajo el capítulo 4 de esta Ley.  

y) “Obligación de intereses” - significa cualquier obligación que surja bajo, o que esté 

relacionada con, el pago de intereses sobre cualquier instrumento de deuda, pero no 

incluirá ninguna obligación de intereses determinada e identificada por el 

Gobernador, en su única discreción, mediante una orden ejecutiva, según enmendada 

de tiempo en tiempo, emitida bajo el Artículo 201(a) de esta Ley, según enmendada, 

como excluida de una obligación de intereses para los fines de esta Ley. 
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z) “Obligación de principal”- significa cualquier obligación que surja bajo, o que esté 

relacionada con, el pago de principal de cualquier instrumento de deuda, pero no 

incluirá ninguna obligación de principal determinada e identificada por el 

Gobernador, en su única discreción, mediante una orden ejecutiva, según enmendada 

de tiempo en tiempo, emitida bajo el Artículo 201(a) de esta Ley, como excluida de 

considerarse  una obligación de principal para los fines de esta Ley.  

aa) “Obligación enumerada” - significa cualquier obligación que aparezca 

específicamente o se identifique por categoría en una orden ejecutiva, según 

enmendada de tiempo en tiempo, emitida conforme al Artículo 201(a) de esta Ley, 

que, ya sea contingente o no contingente, sea exigible o no, surja de cualquier 

contrato o acuerdo, incluyendo cualquier instrumento financiero, instrumento de 

deuda o arrendamiento no expirado, cualquier obligación de pago del principal de, 

prima de, en tal caso, interés sobre, sanciones, reembolsos o indemnización 

equivalente, honorarios, gastos u otros importes correspondientes a cualquier deuda, 

cualquier obligación, contingente o no, y cualquier otro acuerdo o instrumento que 

contemple cantidades o beneficios debidos por el Banco o una entidad gubernamental 

a cualquier persona; disponiéndose que una “obligación enumerada” no incluirá 

ninguna obligación de principal ni obligación de intereses del Banco o dicha entidad 

gubernamental. 

bb) “Pago mínimo de deuda pública”- significa, con respecto a una obligación cubierta 

que sea una obligación de intereses de deuda pública -  

i. una cantidad determinada por el Gobernador, luego de consultar con el 

Secretario de Hacienda, consistente con la Constitución del Estado Libre 

Asociado, cuya cantidad puede ser calculada como la diferencia entre la 

cantidad de recursos disponibles proyectados para el periodo de emergencia 

aplicable y los gastos proyectados para los servicios públicos esenciales 

durante dicho periodo, aplicados proporcionalmente a todos los tenedores de 

obligaciones cubiertas que sean obligaciones de intereses de deuda pública 

que sean pagaderas o que se proyecta serán pagaderas y exigibles durante el 

periodo de emergencia aplicable (excluyendo las cantidades diferidas o 

acumuladas que serán pagaderas el último día de dicho periodo de emergencia 

como resultado de esta Ley); disponiéndose que el pago mínimo de deuda 

pública en esta cláusula (i) no deberá exceder los recursos disponibles del 

Estado Libre Asociado que estén disponibles para hacer dicho pago, 

incluyendo aquellos recursos sujetos a cualquier orden ejecutiva o ley 

aplicable que desvíe dichos recursos disponibles para el pago de la deuda 

pública; y 

ii. el monto completo de dicha obligación si dicha obligación vence antes del 1 

de julio de 2016. 

cc) “Periodo de emergencia” - significa, con respecto a cualquier entidad gubernamental, 

el periodo que comienza en la fecha que designe el Gobernador en una orden 

ejecutiva, según enmendada de tiempo en tiempo, emitida bajo el Artículo 201(a) de 

esta Ley con respecto a una entidad gubernamental, y que termina el último día del 

periodo cubierto.  
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dd) “Periodo cubierto” - significa el periodo que comienza inmediatamente luego de que 

esta Ley entre en vigor y termina el 31 de enero de 2017, cuyo periodo puede 

extenderse mediante orden ejecutiva del Gobernador por no más de dos (2) meses. 

ee) “Persona” - significa cualquier persona natural o jurídica, incluyendo, pero sin 

limitarse a, cualquier agencia gubernamental, departamento, instrumentalidad, 

corporación pública, municipio, junta, oficina, comisión o dependencia o cualquier 

persona pública o privada, empresa, asociación, sociedad, compañía, sociedad de 

responsabilidad limitada, asociación, o corporación, organizada y existente bajo las 

leyes del Estado Libre Asociado, los Estados Unidos de América o cualquiera de sus 

estados, o de cualquier país extranjero, o cualquier combinación de los anteriores. 

ff) “PFC” - significa la Corporación para el Financiamiento Público de Puerto Rico. 

gg) “PRIDCO” - significa la Compañía de Fomento Industrial de Puerto Rico.  

hh) “Recursos disponibles” - tiene el significado dado a dicho término para propósitos de 

la Sección 8 del Artículo VI de la Constitución del Estado Libre Asociado. 

ii) “Sistema de Retiro” - significa el Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y sus Instrumentalidades.  

jj) “UPR” - significa la Universidad de Puerto Rico.  

Artículo 104. Relación con las Disposiciones Constitucionales; Supremacía Sobre Otras 

Leyes  
Esta Ley ha sido promulgada de acuerdo a y de conformidad con el poder de razón de estado 

del Estado Libre Asociado. En caso de que las disposiciones de esta Ley estén en conflicto con las 

disposiciones de cualquier otra ley, las disposiciones de esta Ley prevalecerán. 

Artículo 105. Inmunidades 

(a) A menos que se pruebe mediante sentencia final e inapelable que ha incurrido en 

negligencia crasa que conlleve una indiferencia temeraria hacia sus deberes, ninguna 

persona tendrá responsabilidad civil, criminal o de otro tipo hacia entidad o persona 

alguna y, sin necesidad de notificación u orden adicional, serán exonerados de 

acciones u omisiones en su capacidad y dentro de su autoridad en conexión con, en 

relación con, que surjan bajo, o según permitido por esta Ley, ni por cualquier 

transferencia, venta o cesión de activos o retiro de fondos aprobado o ejecutado por 

una entidad gubernamental antes o después de la aprobación de esta Ley si dicha 

transferencia, venta, cesión o retiro de depósitos u otros fondos, como sea aplicable, 

se declara por un tribunal en violación de esta Ley, la Ley Núm. 17 de 23 de 

septiembre de 1948, según enmendada, o las secciones 1243, 1244 o 1249 del Código 

Civil de Puerto Rico o alguna otra disposición análoga o similar.  

(b) Cualquier acción presentada por negligencia crasa será desestimada con perjuicio si: 

(i) un demandado, como oficial, director, miembro de comité o profesional produce 

documentos que demuestren, con relación a cualquier acto u omisión objeto de la 

demanda, que dicho demandado recibió información sobre los hechos relevantes, 

participó en persona o por teléfono y deliberó de buena fe (ii) o si las acciones u 

omisiones que son la base de la demanda, acusación o información no violan 

claramente un deber establecido del cual una persona razonable tendría notificación 

clara bajo las circunstancias particulares. 
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Artículo 106. Contratación de Empleados del Gobierno y Profesionales; Exención de 

Otras Leyes 

a. En cualquier momento durante el periodo de emergencia, las siguientes leyes o 

disposiciones de las mismas no aplicarán a la contratación temporera o permanente, 

por parte del Gobernador, el Departamento de Hacienda, AFI,  cualquier subsidiaria 

del Banco y/o la Autoridad, de cualquier empleado del Banco o cualquier otra entidad 

gubernamental, para trabajar en la Oficina del Gobernador, el Departamento de 

Hacienda, AFI, cualquier subsidiaria del Banco y/o la Autoridad en temas 

relacionados a la restructuración de cualquier obligación cubierta o el ajuste de 

cualquier obligación cubierta, o en transacciones de manejo de responsabilidad para 

las obligaciones cubiertas, manejo de los asuntos fiscales del Estado Libre Asociado 

o cualquier entidad gubernamental, o cualquier tema que de otra manera se relacione 

a las funciones u operaciones hechas o llevadas a cabo por el Banco de acuerdo a la 

Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, o la Ley Núm. 272 de 

15 de mayo de 1945, según enmendada:  

i. Ley Núm. 184-2004, según enmendada, conocida como “Ley para la 

Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico”; 

ii. Ley Núm. 197-2002, según enmendada, conocida como “Ley del Proceso de 

la Transición del Gobierno”;  

iii. Artículos 6 al 11 de la Ley Núm. 66-2014, según enmendada, conocida como 

“Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico”;  

iv. incisos (b) y (c) del Artículo 4.6 de la Ley Núm. 1-2012, según enmendada, 

conocida como “Ley de Ética Gubernamental de Puerto Rico de 2011”;  

v. Ley Núm. 103-2006, según enmendada, conocida como “Ley para implantar 

la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”; 

vi. Ley Núm. 164 de 23 de julio de 1974, según enmendada, conocida como “Ley 

de la Administración de Servicios Generales”; y 

vii. Artículo 2.001 de la Ley Núm. 78-2001, según enmendada, conocida como la 

“Ley Electoral del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”. 

b. El Gobernador, el Departamento de Hacienda, AFI, cualquier subsidiaria de cualquier 

Banco y/o la Autoridad podrá contratar con, retener a, u honrar obligaciones bajo y/o 

asumir contratos del Banco con consultores y empleados esenciales, incluyendo 

asesores legales y financieros, aunque los salarios y los honorarios hayan sido 

incurridos antes de la fecha de dicha asunción, para asesorar al Gobernador, al Banco 

o a cualquier entidad gubernamental en asuntos relacionados con la reestructuración o 

el ajuste de cualquier obligación cubierta, implantar planes de contingencia para las 

obligaciones cubiertas o para la administración de los asuntos fiscales del Estado 

Libre Asociado y de cualquier entidad gubernamental, o cualquier otro tema 

relacionado con las funciones y operaciones realizadas o llevadas a cabo por el Banco 

bajo a la Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, o la Ley Núm. 272 de 15 

de mayo de 1945, según enmendada. El Gobernador, el Departamento de Hacienda, 

AFI, cualquier subsidiaria del Banco y/o la Autoridad, según sea aplicable, deberá 

someter a la Oficina de Gerencia y Presupuesto un estimado del total de costos y 
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gastos relacionados con los contratos y obligaciones que incurrirá o asumirá de 

acuerdo con esta sección para el remanente del año fiscal 2016.  El Secretario de 

Hacienda y el Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto están ordenados a 

identificar, del año fiscal 2016, los fondos necesarios para cubrir dichos gastos y/o 

para transferir a AFI, cualquier subsidiaria del Banco y/o suficientes fondos para 

cubrir dichos gastos.  Comenzando con el año fiscal 2017, dichos gastos serán 

pagados mediante asignaciones hechas por la Asamblea Legislativa. 

Artículo 107. Idioma Que Prevalece 

Esta Ley se adoptará en español y en inglés. Si en la interpretación o aplicación de esta Ley 

surgiere algún conflicto entre el texto en inglés y el texto en español, prevalecerá el texto en inglés.  

Artículo 108. Prioridad de Servicios Esenciales 

La Asamblea Legislativa encuentra que, dada la crisis fiscal por la que atraviesa el Estado 

Libre Asociado, durante este periodo de emergencia el Gobernador debe darle prioridad a los 

servicios esenciales sobre el pago de la deuda no sólo para proveer para la salud, seguridad y 

bienestar de los residentes del Estado Libre Asociado pero también para evitar una contracción 

económica adicional y la crisis fiscal y humanitaria que en última instancia materialmente 

empeoraría el recobro de los acreedores de los bonos de Puerto Rico. 

Capítulo 2. Moratoria para Entidades Gubernamentales 

Artículo 201. Declaración para Comenzar un Periodo de Emergencia y Moratoria para 

Cualquier Entidad Gubernamental; Facultades del Gobernador 

a. Consistente con el Artículo 108, la Legislatura por la presente instruye al Gobernador 

a dar prioridad al pago de servicios esenciales sobre las obligaciones cubiertas para 

proteger la salud, seguridad y el bienestar de los residentes del Estado Libre Asociado 

durante el periodo cubierto, según definido en esta Ley, y al Gobernador por la 

presente se le da el poder de, mediante orden ejecutiva, declarar un estado de 

emergencia para el Banco o una  entidad gubernamental e identificar obligaciones 

enumeradas del Banco o cualquier entidad gubernamental y, si la orden ejecutiva así 

lo dispone, no se harán pagos de una obligación cubierta del Banco o dicha entidad 

gubernamental fuera de lo que disponen los Artículos 202 y 204 de esta Ley durante 

el periodo de emergencia para el Banco o dicha entidad gubernamental.  Cualquier 

orden ejecutiva emitida bajo este inciso podrá ser cancelada o modificada en 

cualquier momento por el Gobernador.  

b. Durante el periodo de emergencia para cualquier entidad gubernamental —  

i. no se tomará acción alguna, y no se comenzará o continuará reclamación o 

procedimiento alguno, incluyendo la expedición de emplazamientos en 

ninguna corte de ninguna jurisdicción, que pueda resultar en— 

A.  el recobro de, o en una sentencia o ejecución contra dicha entidad 

gubernamental con relación a cualquier obligación cubierta, o 

cualquier fondo, propiedad, cuenta por cobrar o ingresos de éstos; 

B. una orden, sentencia, gravamen, derecho de compensación, derecho de 

embargo o contrarreclamación con relación a cualquier obligación 

cubierta en contra de dicha entidad gubernamental o la deuda u 

obligación evidenciada por ésta;  

C. la aplicación de cualquier fondo, propiedad, cuenta por cobrar o 

ingreso de dicha entidad gubernamental con relación a cualquier 
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obligación cubierta de dicha entidad gubernamental, o la deuda y 

obligación evidenciada por ésta;  

ii. ninguna entidad o persona que tenga cualquier reclamación o derecho 

(incluyendo derechos de beneficiarios o derechos cedibles), y ningún 

fiduciario, agente de colateral, agente fiscal, compañía de seguro o institución 

financiera que reciba y mantenga fondos de dicha entidad gubernamental, 

podrá ejercer remedio alguno, incluyendo cualquier derecho de aceleración o 

terminación, derecho de compensación, derecho de embargo o 

contrarreclamación con relación a cualquier obligación cubierta de dicha 

entidad gubernamental, bajo cualquier contrato o ley aplicable como resultado 

de -  

A. el impago de cualquier obligación que surja bajo o relacionada con 

cualquier obligación cubierta de dicha entidad gubernamental; 

B. el incumplimiento con cualquier condición o pacto bajo o relacionado 

con cualquier obligación cubierta de dicha entidad gubernamental;  

C. la vigencia de cualquier derecho que estuviere condicionado a la 

situación financiera de, o al comienzo de un procedimiento de 

reestructuración, insolvencia, quiebra u otro procedimiento, o al 

establecimiento de una moratoria por o para dicha entidad 

gubernamental, incluyendo un incumplimiento o evento de 

incumplimiento bajo cualquier contrato; o  

D. la presentación o aprobación de esta Ley o cualquier ley similar, 

incluyendo legislación para establecer una moratoria;  

iii. ningún contrato del cual dicha entidad gubernamental sea parte podrá ser 

terminado o modificado, y ningún derecho u obligación bajo dicho contrato 

podrá ser terminado o modificado en cualquier momento durante el periodo 

de emergencia únicamente por razón de que alguna disposición de dicho 

contrato está condicionada a— 

A. la insolvencia o situación financiera de dicha entidad gubernamental; 

B. el comienzo de una restructuración, insolvencia, quiebra u otro 

procedimiento, o una moratoria por dicha entidad gubernamental; o  

C. un incumplimiento bajo un contrato separado que se deba a, o surja 

por razón de, o como resultado de alguno de los eventos o asuntos 

incluidos en los incisos (ii)(A), (ii)(B), (ii)(C), o (ii)(D) de este 

Artículo; y 

iv. no obstante las disposiciones de los incisos (i), (ii) y (iii) anteriores, el 

Gobernador podrá tomar toda acción razonable y necesaria para preservar la 

capacidad del Estado Libre Asociado para continuar brindando servicios 

públicos esenciales y podrá tomar cualquier y toda acción razonable y 

necesaria para proteger la salud, la seguridad y el bienestar de los residentes 

del Estado Libre Asociado, incluyendo, sin limitación, expropiar derechos 

de propiedad relacionados a una entidad cubierta de una manera permitida 

constitucionalmente de acuerdo a los poderes del Estado Libre Asociado, 

disponiéndose que, si alguna propiedad es expropiada según esta Ley, se 

podrán solicitar justa compensación o cualquier otro remedio en el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan, no obstante cualquier otra 
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disposición o esta sección de esta Ley. Con excepción de los Artículos 3 y 

3(a) y el requisito del Artículo 5(a) de que se depositen fondos en el tribunal 

antes de adquirir título y posesión de la propiedad que se está expropiando, 

las disposiciones de la Ley General de Expropiaciones de 12 de marzo de 

1903, según enmendada, aplicarán a las expropiaciones bajo este artículo.  

c. Cualquier acto que se determine que viole el subinciso (b) de este Artículo será nulo 

y castigable por desacato.  Cualquier persona o entidad que viole este Artículo podrá 

ser responsable ante el Banco o dicha entidad gubernamental por los daños, costos, y 

honorarios de abogados incurridos por el Gobernador, el Banco o dicha entidad 

gubernamental en defensa contra acciones tomadas en violación de este Artículo, y 

por daños punitivos en el caso de infracciones intencionales o a sabiendas y, si se 

determina que ha habido una violación de este Artículo, el Tribunal podrá ordenar los 

remedios adicionales que entienda adecuados. 

d. Si así los ordena el Gobernador durante el periodo de emergencia creado por este 

Artículo, las siguientes obligaciones podrán ser suspendidas o modificadas, como sea 

aplicable, hasta el final del periodo cubierto, sin necesidad de otra legislación,--  

i. cualquier obligación estatutaria u otra obligación  para asignar dinero para 

pagar o garantizar cualquier obligación cubierta o solicitar la inclusión en el 

presupuesto del Estado Libre Asociado de una asignación para pagar o 

garantizar cualquier obligación (o de tomar cualquier acción para cumplir con 

la misma); 

ii. cualquier obligación estatutaria u otra obligación para transferir dinero (o su 

equivalente), para pagar o garantizar cualquier obligación cubierta (o de tomar 

cualquier acción para cumplir con la misma); 

iii. cualquier obligación estatutaria u otra obligación para compensar los ingresos 

utilizados para pagar o cubrir, directa o indirectamente, una obligación 

cubierta, que normalmente hubiesen sido utilizados o efectuados para pagar o 

garantizar cualquier obligación cubierta (o de tomar cualquier acción para 

cumplir con la misma); o 

iv. cualquier obligación estatutaria u otra obligación  para garantizar el pago de 

una obligación cubierta como si ésta Ley no estuviese promulgada (o de tomar 

cualquier acción para cumplir con la misma). 

e. Durante el periodo cubierto, a pesar de lo que dispone el Artículo 4(c) de la Ley 

Núm. 147 de 18 de junio de 1980, según enmendada, denominada como “Ley 

Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto”, el Gobernador puede darle mayor 

prioridad a los servicios y gastos descritos en el Artículo 4(c)(3) de dicha ley que la 

prioridad que tendrían de conformidad con el Artículo 4(c).  

f. Nada en este artículo se interpretará o construirá como limitando la autoridad de 

cualquier agencia o unidad gubernamental de instar o continuar cualquier 

procedimiento regulatorio para hacer cumplir los poderes de razón de estado o 

regulatorios de dicha agencia o unidad gubernamental relacionados a una obligación 

cubierta.  

Artículo 202. Condiciones del Periodo de Emergencia; Pago o Acumulación de Intereses 

a. Si lo dispone un orden ejecutiva, según enmendada de tiempo en tiempo, emitida de 

acuerdo al Artículo 201(a) de esta Ley, durante el periodo de emergencia creado para 

cualquier entidad gubernamental por este Capítulo,— 
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i. tenedores de una obligación cubierta de dicha entidad gubernamental—  

A. que sea una obligación de intereses de deuda pública, recibirán el pago 

mínimo de deuda pública;  

B. que no sea deuda pública, pero sea una obligación de intereses, tienen 

derecho a acumular intereses sobre la porción que no se haya pagado a 

una tasa igual a su tasa contractual de intereses, cuyos intereses 

devengados y no pagados serán pagaderos al final del periodo 

cubierto; y  

C. que sea una obligación de principal, tienen derecho a acumular 

intereses sobre la porción que no se haya pagado de dicha obligación 

de principal a una tasa igual a su tasa contractual de intereses, cuyo 

principal no pagado e intereses devengados y no pagados serán 

pagaderos al final del periodo cubierto, en la medida en que lo 

permitan las leyes aplicables; 

ii. una obligación enumerada devengará intereses según establecido en cualquier 

acuerdo o contrato aplicable. 

b. No obstante cualquier otra disposición de este Artículo, ningún tenedor de una 

obligación cubierta que no sea de deuda pública recibirá un pago proveniente de 

recursos disponibles, excepto cuando se requiera por este Artículo, si cualquier parte 

de la obligación que es de deuda pública permanece pendiente, y sin pagar. 

c. A menos que una orden ejecutiva, según enmendada de tiempo en tiempo, emitida de 

acuerdo al Artículo 201(a) de esta Ley disponga lo contrario, o a menos que de otra 

manera se pague antes del final del periodo cubierto, cualquier pago respecto a 

cualquier obligación cubierta del Banco o cualquier entidad gubernamental que venza 

antes o durante el periodo de emergencia para el Banco o cualquier entidad 

gubernamental para la cual se haya declarado un periodo de emergencia, incluyendo 

un pago de intereses devengados, derivados o que surjan de, o estén relacionados con, 

el incumplimiento del pago de dicha obligación, (independientemente de si surge o 

resulta de una garantía, obligación de reembolso, indemnización u otra obligación o 

compromiso del Banco o cualquier entidad gubernamental), a menos que se disponga 

lo contrario en esta Ley, será pagadero en la medida provista en esta Ley en el último 

día del periodo de emergencia del Banco o cualquier entidad gubernamental.  

d. Los requisitos para pagar intereses de acuerdo a los subincisos (a) y (b) de este 

Artículo no se aplicará al pago de ninguna porción de una obligación cubierta que no 

sea deuda pública y cuyo pago – 

i. esté sujeto a la asignación de fondos por la Asamblea Legislativa para realizar 

dicho pago; y 

ii. se realice únicamente de recursos disponibles que hayan sido desviados de 

acuerdo a una orden ejecutiva y ley aplicable para el pago de la deuda pública, 

si cualquier porción de cualquier obligación que constituya deuda pública está 

vencida y no ha sido satisfecha. 

e. No obstante cualquier otra disposición de esta Ley, un tenedor de cualquier 

obligación cubierta tiene derecho a solicitar una orden judicial del Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, proveyendo notificación escrita a 

cualquier entidad gubernamental con treinta (30) días de anticipación para exigir el 

cumplimiento de las disposiciones este Artículo, a menos que dicha orden ponga en 
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peligro irrazonable la salud, seguridad y el bienestar público de los residentes del 

Estado Libre Asociado. 

Artículo 203. Medidas de Emergencia en el Banco; Depósitos; Retiros Permitidos Y 

Prohibidos 

a. En cualquier momento durante el periodo cubierto, e independientemente de si el 

Banco tiene obligaciones cubiertas, el Gobernador está autorizado a tomar cualquier y 

toda acción que sea razonable y necesaria para permitir que el Banco continúe 

realizando sus operaciones.  

b. Para propósitos de este Artículo, acciones “razonables y necesarias” podrán incluir, 

pero sin limitarse a, lo siguiente -  

i. estableciendo condiciones o restricciones sobre las operaciones de los 

negocios del Banco, incluyendo eximir del cumplimiento con requisitos 

establecidos por otras leyes aplicables, en todo o en parte, incluyendo los que 

requieren que el Banco mantenga una reserva de depósitos por encima de 

cierto límite;  

ii. ordenando la limitación de cualquier pago de cualquier obligación según los 

términos que el Gobernador establezca para manejar la necesidades de 

liquidez del Banco o facilitarle al Banco el poder realizar sus operaciones;  

iii. suspendiendo – 

A. pagos de cualquier obligación garantizada por el Banco; 

B. pagos bajo cualquier carta de crédito (letter of credit); y 

C. cualquier obligación o compromiso de prestar o proveer dinero o 

crédito. 

iv. tomando cualquier acción con respecto al Banco de conformidad con la Ley 

Núm. 17 del 23 de septiembre de 1948, supra; y 

v. delegando autoridad al Banco, su Junta o sus empleados para tomar acción de 

acuerdo a este Artículo.  

c. Si se impone cualquier restricción a los desembolsos por el Banco de acuerdo al 

subinciso (a) de éste Artículo - 

i. el Banco no podrá desembolsar préstamo alguno, a menos que sea autorizado 

por el Gobernador;  

ii. el Banco honrará las solicitudes de retiro o transferencia de cualquier 

depósito, incluyendo mediante cheque o de cualquier otra manera, hechas por 

una agencia, corporación pública o instrumentalidad del Estado Libre 

Asociado (con excepción de aquellas enumeradas en el subiciso (c)(iii) de este 

inciso) según lo autorice el Gobernador de tiempo en tiempo y al otorgar 

dicha autorización, el Gobernador deberá tomar en consideración los fondos 

disponibles y la necesidad de sufragar la prestación de servicios esenciales por 

dicho depositante según demostrado por una certificación conjunta de la 

Oficina de Gerencia y Presupuesto y el Secretario de Hacienda que establezca 

que es necesario honrar dicha solicitud con respecto a dicho depósito, para 

garantizar la prestación de servicios esenciales específicamente identificados 

por una entidad gubernamental, disponiéndose que al certificar dicha petición 

de retiro, la Oficina de Gerencia y Presupuesto y el Secretario de Hacienda 

podrá disminuir la cantidad de cualquier solicitud a una cantidad considerada 

necesaria para sufragar los servicios esenciales; y 
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iii. Sujeto a la disponibilidad de fondos y la cantidad agregada de desembolsos 

establecida por el Gobernador, el Banco honrará cualquier solicitud de retiro o 

transferencia de depósitos o cualquier solicitud de honrar un cheque de un 

municipio, la Rama Judicial, la UPR, la Asamblea Legislativa o sus 

dependencias, la Oficina del Contralor, la Oficina del Contralor Electoral, la 

Comisión Estatal de Elecciones, la Oficina de Ética Gubernamental, la 

Oficina del Fiscal Especial Independiente; disponiéndose, sin embargo, que 

un oficial autorizado de dicho municipio o entidad enumerada deberá 

certificar y someter documentación que pruebe que dichos fondos se utilizarán 

para el pago de servicios esenciales. 

el Banco honrará  

d. Durante el periodo cubierto, los depósitos devengarán intereses a una tasa— 

i. igual a la tasa contractual, pero sólo si la capacidad para retirar los depósitos 

de dicho depositante está limitada por otras leyes o por contrato y no 

solamente por esta Ley; o 

ii. igual a la tasa promedio de interés sobre las obligaciones de principal 

pendientes del Banco si— 

A. dichos depósitos podrían retirarse en cualquier momento a no ser por 

esta Ley; o 

B. dichos depósitos podrían retirarse durante el periodo de emergencia a 

no ser por esta Ley.     

e. Salvo lo dispuesto en el inciso (f) de este Artículo, de imponérsele cualquier 

restricción a los desembolsos del Banco conforme a éste Artículo, cualquier cantidad 

desembolsada a un acreedor luego de que dicha restricción se imponga, deberá ser 

restada de la cantidad de cualquier distribución que dicho acreedor pudiera recibir a 

partir del primer día de dicha restricción, si el Banco se liquida posteriormente o si se 

coloca en sindicatura.  

f. Desembolsos por el Banco antes o durante del periodo cubierto que se hagan durante 

el curso normal de los negocios, incluyendo para costear gastos de la naturaleza 

descrita en el Artículo 12 subinciso (A)(2) o (3) de la Ley Núm. 17 de septiembre 23, 

1948, según enmendada por esta Ley, o para pagar por los bienes y servicios 

proveídos al Banco, en cada caso estarán, para evitar cualquier duda, exentos del 

Artículo 14 de la Ley Núm. 17 de septiembre 23, 1948, según enmendada 

(renumerada como el Artículo 17 de acuerdo al Artículo 302 de esta Ley). 

g. Cualquier y toda medida tomada bajo los Artículos 201, 202 y 203 de esta Ley 

expirará al final del periodo cubierto. 

h. Cualquier persona que deliberadamente haga un cheque para retirar todo o una parte 

sustancial del balance de sus depósitos en violación a esta sección será culpable de un 

delito grave que podrá ser sancionado con prisión de hasta un (1) año o con una multa 

no menor de veinticinco mil dólares ($25,000). 

i. Se autoriza al Secretario de Hacienda del Estado Libre Asociado y el Director de la 

Oficina de Gerencia y Presupuesto a identificar, a partir del presupuesto del Fondo 

General para año fiscal 2016, los fondos necesarios para cubrir las necesidades 

gubernamentales esenciales que de otro modo hubieran sido financiadas durante el 

año fiscal 2016 de los desembolsos de préstamos del BGF sujetos a las restricciones 

incluidas en el Articulo 203(c) (i). de esta Ley. 



Martes, 5 de abril de 2016 Núm. 18 

 

 

37377 

j. Se ordena al Secretario de Hacienda del Estado Libre Asociado y al Director de la 

Oficina de Gerencia y Presupuesto a identificar, del presupuesto del Fondo General 

para el año fiscal 2016, $2,000,000 para sufragar los costos de la Comisión para la 

Auditoría Integral del Crédito Público creada por la Ley Num. 97 del 2015.  

Artículo 204. Colateral, Gravámenes, y Prioridades Preservadas; No Menoscabo; 

Remedios 

a. Si una obligación cubierta que venció o hubiese vencido antes o durante el periodo de 

emergencia vence al final del periodo cubierto como resultado de esta Ley, y salvo 

que ocurra una expropiación de acuerdo con esta Ley, nada en esta Ley se 

interpretará como que limita los derechos de un tenedor a la colateral, garantía o 

gravamen que respalde dicha obligación, y nada en este Capítulo autoriza a cualquier 

entidad gubernamental a menoscabar obligación alguna tras la objeción de un 

acreedor. 

b. A menos que se haya expropiado propiedad de acuerdo a esta Ley, después de una 

petición de parte con interés y después de haberse enviado notificación y celebrado 

una vista, el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, podrá otorgar 

a una parte con interés o derecho de propiedad, en la medida en que se requiera por 

derecho constitucional aplicable, protección adecuada para cualquier gravamen u otro 

interés propietario de dicha parte interesada de acciones tomadas o no tomadas según 

lo dispone esta Ley; disponiéndose que, nada de lo contenido en esta Ley impedirá 

que una entidad gubernamental argumente a favor de la abstención del tribunal, según 

aplique, o requiera a un tribunal proveer protección adecuada si dicha protección no 

se requiere constitucionalmente.  

c. Cuando el derecho o  interés de una persona sobre una propiedad goza de un derecho 

a protección adecuada, la misma se proveerá de cualquier manera razonable, 

incluyendo–  

i. pago en efectivo o pagos periódicos en efectivo;  

ii. gravamen o gravámenes sustitutos (sobre ingresos futuros u otros); o  

iii. en cada caso, únicamente si esta Ley resulta en una disminución en el valor 

del derecho de dicha entidad en la propiedad sujeta al gravamen que tenía al 

comienzo del periodo de emergencia de acuerdo a esta Ley.  

d. Sin limitar el inciso (b) de este Artículo, la protección adecuada para el interés de una 

entidad en colateral en efectivo, incluyendo ingresos del deudor elegible o el 

peticionario, según sea el caso, puede incluir una prenda de los ingresos futuros (neto 

de gastos ordinarios, operacionales u otros gastos incurridos por la entidad 

gubernamental bajo esta Ley) de dicha entidad gubernamental si–  

i. ordenar el cumplimiento del derecho de dicha persona en ese momento podría 

menoscabar sustancialmente la habilidad de dicha entidad gubernamental de 

descargar su función pública;  

ii. no hay alternativa práctica disponible para cumplir con dicha función pública 

a la luz de la situación; y   

iii. la generación de ingresos netos futuros para repagar las reclamaciones 

garantizadas de dicha entidad depende del desempeño corriente y continuo de 

sus funciones públicas y los ingresos netos futuros mejorarán como resultado 

del uso corriente de colateral en efectivo o ingresos para evitar un menoscabo 

corriente de funciones públicas.  
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e. Sin limitación de los incisos (c) y (d) de este Artículo, una entidad gubernamental 

puede resarcirse de, o utilizar, propiedad que respalde un derecho de una entidad para 

cubrir los costos y gastos razonables y necesarios para preservar, o disponer de, dicha 

propiedad hasta la cantidad del beneficio a dicha entidad, incluyendo el pago de 

gastos incurridos por el deudor elegible o el peticionario conforme a, o para adelantar 

los propósitos de, esta Ley. 

Artículo 205. Periodos Prescriptivos No Transcurrirán Durante el Periodo de 

Emergencia Para una Entidad Gubernamental 

Cualquier acción que, a no ser por la promulgación de esta Ley, hubiese sido sostenible 

contra una entidad gubernamental en cualquier momento durante el periodo de emergencia para el 

Banco o para dicha entidad gubernamental, no prescribirá por ninguna disposición de ley de Puerto 

Rico, ni por defensa de incuria, hasta transcurrido un año luego de que expire el periodo de 

emergencia. Este Artículo no deberá entenderse como que reduce el periodo dentro del cual podrá 

comenzarse cualquier acción. 

Artículo 206. Emisión De Deuda Por una Entidad Gubernamental 
a. Nada de lo contenido en esta Ley se interpretará como que prohíbe o impide que una 

entidad gubernamental emita instrumentos de deuda u otra evidencia de 

endeudamiento a los acreedores de obligaciones cubiertas que consientan a ello, en 

pago, renovación o refinanciamiento de o a cambio de la obligación cubierta de dicho 

acreedor bajo términos que de otra manera estuviesen en cumplimiento con esta Ley 

o cualquier ley aplicable. 

CAPÍTULO 3. ENMIENDAS A LA LEY ORGÁNICA DEL BGF RELACIONADAS A LA 

SINDICATURA 

Artículo 301. Enmiendas Al Artículo 11 De La Ley Núm. 17  

Se enmienda el Artículo 11 de la Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, para que 

lea como sigue:  

“Artículo 11. Nombramiento y poderes de un síndico. 

(A) La Junta de Directores del Banco o el Secretario de Hacienda de Puerto Rico 

tendrán autoridad para recomendarle al Gobernador la designación de un síndico 

para el Banco si la Junta de Directores del Banco o el Secretario de Hacienda de 

Puerto Rico determina que (1) los activos del Banco son menores que sus 

obligaciones a sus acreedores; (2) el Banco es incapaz de pagar sus deudas a su 

vencimiento en el curso ordinario de los negocios (3) el Banco está operando de 

manera insegura o inapropiada para desempeñar sus funciones estatutarias; o (4) el 

Banco ha incurrido o es probable que incurra en pérdidas que agotarán todo o 

sustancialmente todo su capital, y no hay una expectativa razonable de que el Banco 

llegue a estar adecuadamente capitalizado. 

(B) Tras recibir una recomendación conforme al inciso (A), el Gobernador podrá (1) 

designar, o solicitarle al Secretario de Hacienda de Puerto Rico que designe, un  

síndico para el Banco; (2) designar a otra entidad, ya sea una entidad privada o 

instrumentalidad gubernamental existente o nueva, después de consultar con el 

Secretario de Justicia, para que asuma las responsabilidades de pago y funciones 

depositarias del Banco; y (3) designar Juntas de Directores nuevas, y si es necesario, 

de cualquiera de las subsidiarias directas o indirectas o afiliadas que podrán haber 

tenido la misma Junta de Directores del Banco. En el ejercicio de la discreción del 
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Gobernador o del Secretario de Hacienda de Puerto Rico, cualquier persona podrá 

ser nombrada síndico.   

(C) Excepto en la medida que se pruebe mediante sentencia final y firme que la persona 

haya incurrido en conducta dolosa para beneficio propio o en negligencia crasa que 

conlleve una indiferencia temeraria de sus deberes y la omisión de llevarlos a cabo, 

los miembros de la Junta de Directores y los funcionarios del Banco, el banco puente 

y cualquier subsidiaria del Banco, cualquier empleado, agente del Banco, el banco 

puente o cualquier subsidiaria del Banco, cualquier síndico o aquellas personas 

privadas o entidades contratadas, designadas o empleadas por dicho  síndico no 

tendrán responsabilidad personal hacia ninguna entidad y, sin necesidad de 

notificación u orden adicional, serán exonerados de responsabilidad por acciones u 

omisiones de buena fe en su capacidad, y dentro de su autoridad bajo esta Ley. 

Cualquier reclamación contra una persona o entidad enumerada en este inciso con 

relación a sus actos u omisiones relacionados a, o que surjan de, esta Ley deberá 

presentarse en el Tribunal de Primera Instancia de Puerto Rico, Sala Superior de 

San Juan.   

(D) Inmediatamente después de la designación de un síndico, dicho síndico adquirirá (1) 

todos los derechos, títulos, poderes y privilegios del Banco y de cualquier titular de 

cuenta, depositante, oficial o director del Banco con relación al Banco y a los activos 

del Banco, con poder absoluto para realizar todos los actos y ejecutar en nombre y 

en representación del Banco todas las funciones, incluyendo, sin limitación, otorgar 

escrituras, recibos y otros documentos; y (2) título sobre los libros, récords y activos 

de cualquier sindico anterior o cualquier otro custodio legal del Banco.  

(E) Inmediatamente después de la designación de un síndico, dicho síndico podrá (1) 

hacerse cargo de y operar los activos del Banco con todos los poderes de los 

directores y oficiales del Banco, incluyendo el poder de emplear y utilizar el sello del 

Banco y llevar acabo todo negocio del Banco; (2) recaudar todas las obligaciones y 

dinero adeudado al Banco, incluyendo, sin limitación, llevar a cabo todos los actos 

necesarios para obtener pago de cualquier dinero adeudado por cualquier deudor 

del Banco o su patrimonio, para evidenciar, establecer prioridad y reclamar en la 

quiebra, insolvencia o embargo de cualquier deudor del Banco cualquier balance 

contra cualquier patrimonio y para recibir pagos en cualquier procedimiento por 

dinero adeudado al Banco; (3) vender, transferir y comprometer cualquier activo, 

pasivo, derecho, poder u obligación del Banco, a través de subasta pública o 

contrato privado, sin necesidad de aprobación alguna, cesión o consentimiento con 

relación a dicha transferencia y sin pago de ninguna tarifa, cargo, sello, 

comprobante de inscripción u otro comprobante; (4) elaborar, aceptar, realizar, 

comprometer, terminar y endosar cualquier letra de cambio, pagaré u otro 

documento u obligación del Banco en nombre y en representación del Banco; (5) 

proveer o facilitar a través de garantías o de otra manera el financiamiento 

necesario para cumplir los propósitos y ejercer los poderes autorizados por esta Ley; 

(6) retener, nombrar y contratar los servicios de personas y entidades privadas, bajo 

aquellos términos y condiciones que el síndico apruebe, para ayudar al  síndico en el 

desempeño de las responsabilidades bajo esta Ley, y dichas personas o entidades 

privadas tendrán el pleno recurso de los poderes y derechos del síndico, según sea el 

caso, en la manera en que lo ordene, limite o dirija el síndico; (7) demandar y ser 
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demandado, salvo en la medida en la que esto se limite en esta Ley, y realizar en 

nombre del Banco todas las funciones de éste que sean consistentes con la 

designación del síndico; (8) según sea apropiado, preservar y conservar los activos y 

la propiedad del Banco; (9) pagar todas las reclamaciones y obligaciones válidas del 

Banco de acuerdo con las disposiciones y limitaciones de esta Ley; (10) investigar e 

instar toda reclamación o acción judicial y cobrar las sentencias de las 

reclamaciones en contra de personas que puedan ser responsables por los daños y 

las pérdidas del Banco por negligencia o alguna otra falta; (11) ejercer todos los 

derechos y autorizaciones expresamente concedidos bajo esta Ley al síndico, 

respectivamente, y aquellos poderes incidentales que sean necesarios para llevar a 

cabo los poderes concedidos; y (12) tomar cualquier acción autorizada por esta 

sección que el síndico entienda está en los mejores intereses del Banco o sus 

depositantes y acreedores.  

(F) El síndico:  

(1) podrá colocar al Banco en liquidación y proceder a vender los activos del 

Banco, teniendo en cuenta las funciones y responsabilidades del Banco.  

(2) podrá permitir, rechazar o de alguna otra manera hacer determinaciones 

sobre reclamaciones conforme a los requisitos de este Artículo.  

(3) deberá (i) publicar sin demora en un periódico de circulación nacional, en un 

periódico de circulación local y en el portal electrónico del Banco un aviso 

general a los acreedores del Banco y enviará por correo una notificación a 

los acreedores que aparezcan en los récords del Banco para que presenten 

sus reclamaciones al síndico, junto con evidencia de éstas, en o antes de la 

fecha especificada en la notificación, la cual deberá ser al menos noventa 

(90) días después de la publicación de dicha notificación; (ii) publicar otra 

notificación aproximadamente treinta (30) días después de la publicación 

bajo la cláusula (i); y (iii) si se descubriese el nombre y la dirección de un 

acreedor que no esté identificado en los récords del Banco, se deberá enviar 

notificación a dicho acreedor dentro de los treinta (30) días de dicho 

descubrimiento.  

(4) determinará si permitirá o no la reclamación y notificará al reclamante, por 

correo a la dirección identificada en la reclamación, de cualquier decisión 

del síndico sobre dicha reclamación, estableciendo las razones para 

cualquier denegatoria de la reclamación y los procedimientos disponibles 

para revisión adicional, no más de ciento ochenta (180) días después de la 

fecha en la que se presentó la reclamación al síndico. Dicho periodo podrá 

extenderse a través de un acuerdo escrito entre el reclamante y el síndico.  

(5) podrá solicitarle al Secretario de Hacienda de Puerto Rico que organice  un 

banco puente conforme al Artículo 14 de esta Ley. 

(6) podrá crear una o más subsidiarias de conformidad con el Artículo 2 de ésta 

Ley, a asumir cualquiera de las funciones del Banco, fuera de las 

responsabilidades de pago y funciones depositarias del Banco. 

(7) no tendrá que prestar fianza y podrá designar a un agente o agentes para 

asistirle en sus deberes como síndico. El síndico fijará los honorarios, la 

compensación y los gastos de liquidación, los cuales podrán ser pagados por 

éste de los fondos que estén en su posesión como síndico. 
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(G) Si el síndico deniega una reclamación o parte de ella, o si el síndico no toma una 

decisión dentro de los ciento ochenta (180) días desde que se presenta cualquier 

reclamación y no ha habido una extensión de dicho término, el reclamante podrá 

presentar una acción judicial con relación a dicha reclamación (o continuar una 

acción iniciada antes de la designación del síndico) en la Sala de Cumplimiento con 

las Deudas y para la Recuperación de las Corporaciones Públicas creada por la Ley 

71-2014, y si dicha sala no está operando, el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan, dentro de los sesenta (60) días de la desestimación de toda o 

cualquier parte de la reclamación o la expiración del término de ciento ochenta 

(180) días para la determinación de las reclamaciones. Si el reclamante no presenta 

una acción judicial sobre su reclamación (o no continúa una acción iniciada antes de 

la designación del síndico) dentro de dicho término, se entenderá abandonada la 

reclamación (salvo cualquier parte de la reclamación que haya sido permitida por el 

síndico), y tal abandono será final y el reclamante no tendrá derechos o remedios 

adicionales con relación a dicha reclamación. Ningún tribunal tendrá jurisdicción 

para tomar alguna acción, y ningún reclamante podrá continuar alguna acción 

judicial pendiente contra el Banco en sindicatura, hasta que el reclamante haya 

agotado todos los remedios especificados en esta sección. Una vez se hayan agotado 

todos los remedios antes mencionados, cualquier acción judicial con relación a dicho 

reclamo debe radicarse o continuarse dentro de sesenta (60) días y, de no radicarse 

dentro de dicho periodo, el reclamante no tendrá más derechos o remedios con 

relación a dicha reclamación y ningún tribunal tendrá jurisdicción.   

(H) Cada persona que tenga una reclamación contra el Banco o la sindicatura no deberá 

recibir, en ningún caso, pago o propiedad con un valor menor a la cantidad que el 

acreedor hubiese tenido derecho a recibir si el Banco se hubiese liquidado en la 

fecha de la designación del síndico, y la máxima responsabilidad a cualquier 

persona que tenga una reclamación contra el Banco o el síndico o la sindicatura 

deberá ser igual que la cantidad que dicho acreedor hubiese recibido si el Banco se 

hubiese liquidado en la fecha de la designación del síndico. 

(I) El síndico deberá pagar todas las obligaciones válidas del Banco de acuerdo con las 

disposiciones y limitaciones de esta Ley.   

(J) El derecho a ceder o transferir conferido en los Artículos 11 al 14 de esta Ley 

reemplazará todos los demás derechos e intereses, incluyendo, sin limitación, los 

derechos a consentir u objetar a dicha transferencia o cesión que pudieran tener 

otras partes bajo contratos de empleo, arrendamientos, cobros, hipotecas, 

“indentures” u otros acuerdos en los que el Banco pueda haber participado previo a 

la designación del  síndico. Todo funcionario público que tenga el poder de aceptar y 

registrar o modificar cualquier entrada en cualquier registro relacionado a la 

transferencia o cesión de un activo o pasivo debe, previa solicitud del  síndico, 

cesionario u otra persona, hacer todo lo necesario bajo las leyes para completar el 

registro de la cesión o transferencia.  

(K) Una vez designado un síndico para el Banco, dicho síndico podrá solicitar una 

paralización de cualquier acción o procedimiento judicial o administrativo en el que 

el Banco sea o se convierta en parte por un periodo que no excederá noventa (90) 

días. El tribunal o ente administrativo que reciba una solicitud de cualquier  síndico 

para la paralización de cualquier acción o procedimiento judicial o administrativo 
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de conformidad con este párrafo deberá conceder dicha paralización con relación a 

todas las partes.  

(L) Salvo lo que se dispone en esta Ley, ningún tribunal, funcionario, empleado o 

departamento del Estado Libre Asociado de Puerto Rico podrá tomar acción alguna, 

excepto a solicitud del síndico, para restringir o afectar el ejercicio de los poderes y 

funciones del  síndico. Salvo lo que se dispone en esta Ley, el remedio exclusivo en 

cualquier acción judicial en contra de la sindicatura o el Banco bajo sindicatura, 

será daños compensatorios, los cuales no incluirán daños punitivos o ejemplares, 

daños por pérdida de oportunidad o ganancia o daños por sufrimiento o angustias.   

(M) Una vez designado un síndico para el Banco, éste tendrá discreción para utilizar los 

servicios de aquellos empleados del Banco que sean necesarios para llevar a cabo 

sus funciones y facultades autorizadas por esta Ley y, en ese sentido, podrá 

suspender temporeramente toda cláusula, precepto y/o disposición aplicable a dichos 

empleados y/o puestos del Banco contenidas en leyes, convenios colectivos, 

acuerdos, acuerdos suplementarios, políticas, manuales de empleo, cartas circulares, 

cartas contractuales, addenda, certificaciones, reglamentos, reglas y condiciones de 

empleo, cartas normativas, planes de clasificación y/o planes de retribución, 

referentes a toda y cualquier condición de empleo, siempre y cuando a dichos 

empleados no se le reduzca el sueldo o sus beneficios marginales.  El síndico también 

podrá ordenar, efectuar o solicitar destaques y/o traslados de los empleados del 

Banco a otras agencias o entidades existentes o creadas por ésta y/o cualquier 

legislación, incluyendo a cualquier subsidiaria del Banco o a un banco puente 

creado al amparo del Artículo 14 de esta Ley.  En el caso de liquidación del Banco, 

el síndico también podrá efectuar cesantías.  De los empleados del Banco ser 

permanentemente transferidos a una agencia existente, sus términos y condiciones de 

empleo quedarán modificados para ajustarse a cualquier ley, reglamento y/o 

convenio que atienda la retribución y clasificación de los empleados de la agencia a 

la cual ha sido trasferido. En todo caso, se respetarán los términos y condiciones de 

empleo vigentes al momento de la designación del síndico, incluyendo, los derechos, 

privilegios, obligaciones y antigüedad, adquiridos bajo las leyes, convenios de 

negociación colectiva y reglamentos de personal en vigor, sujeto a las 

modificaciones contenidas en la Ley 66-2014 mientras ésta continúe en vigor.  

También en todo caso se garantizará que se satisfaga a todos los empleados 

cualesquiera salarios, sueldos o comisiones, incluyendo pago por concepto de 

vacaciones, mesada y licencia por enfermedad u otros beneficios de empleo similares 

adquiridos previo a la designación del síndico, conforme a las políticas de empleo 

del Banco o las leyes aplicables.  La transferencia de empleados a un banco puente 

se regirá, además, por las disposiciones incluidas en el Artículo 14 de esta Ley. 

(N) Para propósitos de interpretar los Artículos 11 al 14 de esta Ley, un tribunal debe 

considerar, en la medida en que sea aplicable, jurisprudencia interpretativa del 

Título 12 del Código de los Estados Unidos.” 

Artículo 302. Nuevos Artículos 12 a 21 De La Ley Núm. 17  

Se reenumeran los Artículos 12 al 21 de la Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, 

como Artículos 15 al 24, y se añaden nuevos Artículos 12 al 13, que leerán como sigue: 
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“Artículo 12. Prioridad de gastos y reclamaciones no garantizadas en sindicatura. 

A. Las reclamaciones no garantizadas contra el Banco o el síndico del Banco bajo esta 

Ley que hayan sido debidamente evidenciadas a satisfacción del síndico deberán ser 

pagadas en el siguiente orden de prioridad:  

(1) Gastos administrativos del síndico.  

(2) Salarios, sueldos o comisiones, incluyendo pago por concepto de vacaciones, 

mesada y licencia por enfermedad u otros beneficios de empleo similares 

adquiridos por un individuo previo a la designación del síndico, conforme a 

las políticas de empleo del Banco o las leyes aplicables.  

(3) Contribuciones adeudadas a planes de beneficio de empleados relacionadas a 

servicios prestados previo a la fecha la designación del síndico.  

(4) Cualquier saldo pendiente de pago por dinero en posesión del Banco en sus 

cuentas de depósito para crédito del depositante y cualquier otra obligación 

general o preferente del Banco (que no sea una de las obligaciones que se 

describen en el inciso (5)). 

(5) Cualquier obligación que sea subordinada a los acreedores generales por 

medio de ley  o contrato. 

(B) Este Artículo no afectará los créditos colateralizados o gravámenes sobre activos o 

bienes en posesión del Banco, y dichos créditos colateralizados o gravámenes sobre 

activos o bienes deberán ser pagados de la colateral o del valor realizado de la 

colateral. En la medida en la que la colateral sea insuficiente para satisfacer la 

reclamación, la diferencia entre la reclamación y el valor realizado de la colateral 

deberá ser pagada de acuerdo con este Artículo.  

(C) No obstante cualquier otra disposición de esta Ley o de la Ley de Moratoria de 

Emergencia y la Rehabilitación Financiera de Puerto Rico, cualquier obligación o 

compromiso de prestar o proveer dinero o crédito, un depositante o síndico puede 

compensar o canjear el monto de su depósito contra cualquier saldo pendiente de un 

préstamo con el Banco como pago completo y final de tal obligación hasta la 

cantidad del depósito.  

(D) La prioridad por gastos administrativos, según esta frase se utiliza en el inciso (A), 

incluirá, (i) aquellas obligaciones incurridas por el Banco previo a la designación 

del síndico relacionadas a bienes y servicios provistos al Banco previo a dicha 

designación, con excepción de reclamaciones individuales en exceso de una cantidad 

a ser determinada por el síndico en su discreción razonable, (ii) aquellas 

obligaciones incurridas por el Banco luego de la designación del síndico 

relacionadas a bienes y servicios provistos al Banco luego de dicha designación y 

(iii) cualquier otra obligación que el síndico determine sea apropiada para facilitar 

la resolución ordenada del Banco.  

(E) El Secretario de Hacienda, luego de haber consultado con el síndico y el 

Gobernador, tendrá el poder de renunciar a, reducir, subordinar, o asignar 

cualquier reclamación de una unidad gubernamental excepto si dicha unidad 

gubernamental es un municipio, sin embargo,  cualquier porción de la reclamación 

que ha sido asignada de acuerdo con esta subsección no podrá ser compensada por 

el cesionario según dispuesto en la subsección (C) de esta sección. 
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Artículo 13. Disposiciones Relacionadas a Contratos Celebrados antes del Nombramiento 

del  Síndico. 

B. Salvo por lo que se dispone en este Artículo, el síndico podrá exigir el cumplimiento 

de cualquier contrato o acuerdo celebrado por el Banco a pesar de que el mismo 

contenga alguna disposición contractual que provea para la terminación, 

incumplimiento, aceleración o ejercicio de algún otro derecho como resultado de, o 

por razón de, la insolvencia o la designación de un síndico a medida que sea 

necesario para una administración ordenada y/o una liquidación de los asuntos del 

Banco.  

C. Además de cualquier otro derecho que el síndico pueda tener, el síndico, en el 

ejercicio de sus poderes de administrar y liquidar el Banco, puede anular o repudiar 

cualquier contrato o arrendamiento (1) del cual el Banco sea una parte; (2) si, a 

discreción del síndico, sería oneroso continuar el cumplimiento de dicho contrato; y 

(3) si, a discreción del síndico, la anulación o repudiación de dicho contrato o 

arrendamiento fomentaría la administración ordenada y/o una liquidación de los 

asuntos del Banco.  

D. El síndico designado debe determinar si ejercerá o no los derechos de repudiación 

bajo esta sección dentro de los ciento ochenta (180) días de su designación.  

E. La responsabilidad de la sindicatura por la anulación o repudiación de cualquier 

contrato bajo el inciso (B) debe estar (1) limitada a daños compensatorios directos 

reales y (2) determinada a la fecha de la designación del síndico. Para propósitos de 

este inciso, la frase “daños compensatorios directos reales” no incluye daños 

punitivos o ejemplares, daños por pérdida de oportunidad o ganancia o daños por 

sufrimiento o angustias. 

F. Ninguna persona podrá ejercer un derecho o poder para terminar, acelerar o 

declarar un incumplimiento bajo un contrato del cual el Banco sea parte (y no 

exigible será disposición alguna de cualquiera de dichos contratos que provea para 

dicho incumplimiento, terminación o ejecución) o para obtener la posesión o ejercer 

control sobre una propiedad del Banco o afectar algún derecho contractual del 

Banco y el síndico podrá exigir el cumplimiento de cualquier contrato a pesar de 

cualquier disposición del contrato que provea para la terminación, incumplimiento, 

aceleración o ejercicio de derechos por, o exclusivamente por razón de la 

insolvencia, la condición financiera, la designación o el ejercicio de los derechos o 

poderes de un síndico, o la transferencia de cualquier operación, activo o pasivo del 

Banco a un banco puente o a cualquier otra persona o entidad; disponiéndose, sin 

embargo, que ninguna disposición de esta sección deberá interpretarse como que 

impide o afecta cualquier derecho del síndico a exigir el cumplimiento de, o a 

recuperar bajo, un contrato de seguro de responsabilidad de un director o 

funcionario o una fianza de una institución financiera bajo alguna otra ley aplicable.  

(F) Ninguna persona podrá ejercer ningún derecho o poder para terminar, acelerar o 

declarar un incumplimiento bajo cualquier contrato del cual el Banco sea parte (y no 

será exigible disposición alguna de cualquiera de dichos contratos que provea para 

dicho incumplimiento, terminación o ejecución) o para obtener posesión o ejercer 

control sobre cualquier propiedad del Banco o afectar cualquier derecho contractual 

del Banco, sin el consentimiento del síndico del Banco dentro de los primeros 
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noventa (90) días de la designación de dicho síndico; disponiéndose, sin embargo, 

que ninguna disposición de este párrafo será aplicable a un contrato de seguro de 

responsabilidad de directores o funcionarios o a una fianza de una institución 

financiera ni se interpretará como que le permite al síndico incumplir con alguna 

disposición de alguno de dichos contratos que de otra manera fuese válida.” 

CAPÍTULO 4. ENMIENDAS A LA LEY ORGÁNICA DEL BGF RELACIONADAS AL 

PODER DE ORGANIZAR Y OPERAR UN BANCO PUENTE 

Artículo 401. Nuevo Artículo 14 De La Ley Núm. 17 

Se añade un Artículo 14 a la Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, 

que leerá como sigue: 

“Artículo 14.  Poder para organizar y operar un Banco Puente. 

G.  Una vez se designe un síndico para el Banco, el Secretario de Hacienda de Puerto 

Rico tendrá facultad para, a su discreción, organizar un banco temporero, al cual se 

le referirá como “Banco Puente”, para asistir al síndico a llevar a cabo sus 

funciones y obligaciones. Dicho banco se organizará conforme a una Resolución de 

Constitución aprobada por el Secretario de Hacienda de Puerto Rico, la cual deberá 

radicarse en el Departamento de Estado. El banco puente se organizará en la fecha 

que se presente la Resolución de Constitución en el Departamento de Estado.  El 

Departamento de Estado procederá a registrar el banco puente como una institución 

bancaria. Cualquier enmienda a la Resolución de Constitución será también 

presentada en el Departamento de Estado.  La fecha de vigencia será la fecha de 

presentación.  

H. Un banco puente organizado bajo este Artículo tendrá (1) los poderes, beneficios y 

atributos establecidos en el Artículo 2 de esta Ley y las exenciones contributivas que 

contempla el Articulo 5 de esta Ley y (2) aquellos poderes, derechos, funciones y 

responsabilidades conferidos, y las limitaciones impuesta, al Banco por esta Ley, y 

por cualquier otra ley federal o del Estado Libre Asociado, salvo en la medida en la 

que el Secretario de Hacienda de Puerto Rico, en la Resolución de Constitución del 

banco puente, limite los poderes, beneficios, atributos, derechos, funciones, 

responsabilidades y limitaciones establecidos en los subincisos (1) y (2). Las 

disposiciones de la Ley Núm. 55 de 12 de mayo de 1933, según enmendada, conocida 

como “Ley de Bancos de Puerto Rico”, no aplicarán al banco puente. Dicho banco 

puente estará bajo la administración de una junta de directores, que inicialmente 

será la Junta de Directores del Banco y posteriormente, o luego de producirse una 

vacante, será nombrada de la misma manera que los miembros de la Junta de 

Directores del Banco eran nombrados de acuerdo a esta Ley. En la medida que el 

síndico le transfiera al banco puente cualquiera de las subsidiarias del Banco cuya 

Junta de Directores es la misma que la del Banco, la Junta de Directores de dicha 

subsidiaria será luego de dicha transferencia la misma que la del banco puente.  Si el 

banco puente dejase de existir, los miembros de la Junta de Directores de cualquier 

subsidiaria sobreviviente serán nombrados de la misma manera que los miembros de 

la Junta de Directores del Banco eran nombrados de acuerdo a esta Ley. El nombre 

del banco puente se especificará en la Resolución de Constitución.  Para evitar 

cualquier duda, se aclara que cuando se organice un banco puente, cualquier 

referencia al Banco en cualquier ley del Estado Libre Asociado, se entenderá que se 

refiere o aplica a dicho banco puente, según sea el caso, pero en ninguna 
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circunstancia el banco puente será responsable por cualquier responsabilidad del 

Banco a menos que el banco puente expresamente asuma dicha obligación. El 

Secretario de Hacienda podrá incluir en la Resolución de Constitución una 

disposición donde cualquiera de todas de las subsidiarias y afiliadas del Banco se 

convertirá una subsidiaria o una afiliada del banco puente. 

I. El síndico podrá transferir cualquier o todo de los poderes, derechos, funciones y 

deberes del Banco y cualquier propiedad, intereses contractuales u operacionales o 

relaciones entre el Banco y sus subsidiarias y afiliadas del banco puente, según se 

determine que sea apropiado. 

J. Al transferir activos y pasivos a un banco puente y llevar a cabo sus operaciones, el 

síndico podrá ejercer todos los derechos otorgados al síndico y no estará sujeto a 

limitación alguna sobre la transferencia de activos o deberes establecida en esta Ley 

al hacerse tal transferencia.    

K. El banco puente podrá (1) asumir aquellas responsabilidades del Banco, incluyendo 

depósitos, que el síndico pueda, a su discreción, determinar sean apropiados; (2) 

adquirir aquellos activos incluyendo activos asociados con fideicomisos del Banco 

que el síndico, a su discreción, determine sean apropiados; (3) asumir dichos 

derechos, títulos, poderes, privilegios, intereses o autoridades del Banco con 

respecto a sus subsidiarias o afiliadas cuyas subsidiarias o afiliadas tendrán a partir 

de ese momento todos los derechos, títulos, poderes, privilegios, intereses o 

autoridades que ellos gozaban el día que fueron transferidos al banco puente, y (4) 

realizar cualquier otra acción temporera que el Secretario de Hacienda, a su 

discreción, recomiende de acuerdo con esta sección. Dicho banco puente no estará 

sujeto a cualquier requisito que le requiera mantener reservas de depósitos sobre 

cierto nivel según lo disponga alguna ley aplicable y, en la medida que un requisito 

de reserva podría aplicarse al banco puente, el Secretario de Hacienda tendrá 

potestad para renunciar a este requisito cuando conceda permiso para organizar 

dicho banco puente.  

L. El Síndico ordenará la transferencia de todo el personal de carrera, transitorio y/o 

de confianza que trabaje en el Banco al banco puente y dichos empleados se 

convertirán en empleados del banco puente. Esta trasferencia de empleados se hará 

respetando los términos y condiciones de empleo vigentes al momento de la 

designación del síndico, incluyendo, los derechos, privilegios, obligaciones y 

antigüedad, adquiridos bajo las leyes, convenios de negociación colectiva y 

reglamentos de personal en vigor, sujeto a las modificaciones contenidas en la Ley 

66-2014, según enmendada, mientras esta continúe en vigor. Ninguna de las 

disposiciones de esta Ley afectará el derecho constitucional a la negociación 

colectiva que han disfrutado los empleados del Banco, ni los derechos, beneficios y 

privilegios adquiridos por virtud de los convenios colectivos. El banco puente 

reconocerá las uniones que representan a los empleados unionados del Banco 

transferidos a un banco puente y asumirá los convenios de negociación colectiva 

aplicables vigentes a la fecha. Se garantizarán también aquellos derechos 

relacionados a pensiones o a un sistema de retiro al cual puedan estar afiliados o del 

cual sean miembros a la fecha de efectividad de esta Ley.  El banco puente vendrá 

obligado a satisfacer a todos los empleados cualesquiera salarios, sueldos o 

comisiones, incluyendo pago por concepto de vacaciones, mesada y licencia por 
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enfermedad u otros beneficios de empleo similares adquiridos previo a la 

designación del síndico, conforme a las políticas de empleo del Banco o las leyes 

aplicables. 

M. El banco puente, y cada una de sus subsidiarias, será una instrumentalidad pública y 

corporación pública independiente del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, con 

existencia legal separada, autonomía fiscal y administrativa, e independencia del 

Estado Libre Asociado.  

N. Un banco puente se tratará como un banco en incumplimiento en aquellas ocasiones 

y para aquellos propósitos que el síndico del Banco, a su discreción, determine, y no 

será tratado como si estuviera insolvente o en un estado de impago.  

O. El Secretario de Hacienda de Puerto Rico podrá proveer fondos en nombre del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, garantías bajo la Ley Núm. 12 de 9 de mayo 

de 1975, según enmendada, o cualquier otro apoyo adecuado para facilitar el 

funcionamiento y los negocios del banco puente y cualquier de sus subsidiarias de 

conformidad con las facultades provistas en esta Ley, y facilitar cualquier 

transacción del banco puente descrita en este Artículo o facilitar la adquisición o 

transferencia de cualquier función o activo, o la asunción de cualquier pasivo, del 

Banco o del banco puente según se dispone en esta Ley.   

P. El síndico del Banco puede transferir cualquier operación, activo o pasivo del Banco 

incluyendo cualquier operación, activo o pasivo asociado con fideicomisos al banco 

puente de acuerdo con, y sujeto a, las restricciones de los incisos (A) al (D) de este 

Artículo 14. En cualquier momento después del establecimiento del banco puente, el 

síndico podrá  transferir cualquier operación, activo o pasivo del Banco o del banco 

puente y tomar cualquier otra acción que entienda, a su discreción, apropiada, de 

acuerdo con, y sujeto a, las restricciones de los incisos (A) al (D) de este Artículo 14. 

La transferencia de cualquier operación, activo o pasivo a un banco puente será 

efectiva sin necesidad de ninguna aprobación adicional bajo las leyes del Estado 

Libre Asociado, cesión o consentimiento con respecto a éstas. Se podrán transferir 

activos a un banco puente a cambio de la obligación de dicho banco de pagar, a 

través de un periodo de tiempo, con intereses a la tasa de interés legal aplicable, una 

cantidad determinada por el síndico, cuya cantidad no podrá ser menor a la cantidad 

que los acreedores del Banco, cuyas obligaciones no fueron asumidas por el banco 

puente, hubieran recibido por el valor de los activos transferidos al banco puente, 

luego de tomar en consideración el beneficio que reciban los acreedores del Banco 

tras la asunción por el banco puente de las obligaciones del Banco, como si el Banco 

se hubiese liquidado en la fecha de la designación del síndico (“Valor de 

Liquidación Neto”). A petición del banco puente, cualquier acción judicial de la cual 

un banco puente advenga parte en virtud de la adquisición de cualquier activo o 

asunción de cualquier pasivo del Banco se paralizará por un periodo de no más de 

90 días (o un periodo más corto o largo con el consentimiento de todas las partes). 

El síndico determinará el Valor de Liquidación Neto tomando el promedio de dos 

estimados de dicho valor preparados por dos expertos en valoración a los que se les 

haya provisto acceso completo a los récords del Banco y tiempo razonable para 

determinar el Valor de Liquidación Neto probable, neto de gastos, que se pudiera 

obtener de los activos del Banco si estos se vendieran con una cantidad razonable de 

mercadeo dentro de 90 días del comienzo de la sindicatura; disponiéndose, sin 
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embargo, que si el estimado más alto del Valor de Liquidación Neto es más de 20% 

más alto que el estimado más bajo, el síndico debe contratar a un tercer experto en 

valoración independiente para que prepare un estimado adicional, teniendo acceso a 

los récords del Banco por un periodo de tiempo razonable, y el Valor de Liquidación 

Neto debe ser el promedio de los dos estimados más altos. Si un acreedor cuestiona 

el Valor de Liquidación Neto en un procedimiento judicial, se creará  una presunción 

rebatible de que el Valor de Liquidación Neto es correcto.   

Q. Ningún banco puente que el Secretario de Hacienda organice como parte de la 

resolución o reestructuración del Banco, y ningún cesionario ulterior de todas o 

parte de las operaciones, activos o pasivos del Banco, será una entidad sucesora del 

Banco ni estará sujeto a ninguna responsabilidad derivada de las operaciones del 

Banco antes de la designación del síndico, salvo por lo acordado contractualmente 

entre el banco puente y el síndico, según sea el caso.  

R. Sujeto a los incisos (M) y (P), la carta constitucional de un banco puente expirará 

dos (2) años después de su aprobación o en cualquier fecha anterior que el 

Secretario de Hacienda establezca. El Secretario de Hacienda puede, a su 

discreción, extender la condición de un banco puente como tal por no más de tres (3) 

periodos adicionales de un (1) año cada uno. La terminación de la carta 

constitucional para el banco puente no afectará ninguna de sus subsidiarias y 

afiliadas, y cada una permanecerá como corporación pública e independientes, salvo 

que se establezca lo contrario por el Secretario de Hacienda, cuyas juntas de 

directores serán nombradas de la misma manera que la junta de directores del 

Banco fue nombrada.  

S. El Secretario de Hacienda podrá modificar la carta constitucional del banco puente 

para reflejar la terminación de la condición del banco puente como tal y proveer que 

el banco puente deberá ser un banco nuevo, tras lo cual el banco puente tendrá todos 

los derechos, poderes o privilegios aplicables bajo sus documentos constitutivos y las 

leyes del Estado Libre Asociado. Con relación a esto, el Secretario de Hacienda de 

Puerto Rico podrá tomar aquellos pasos que sean necesarios y convenientes para 

reincorporar al banco puente bajo las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico e, independientemente de lo que disponga cualquier otra ley del Estado Libre 

Asociado, tal entidad se considerará que adquiere por operación de ley todos 

aquellos derechos, títulos, poderes e intereses del banco puente establecidos en su 

carta constitucional.  

T.  El banco puente podrá tomar cualquier y toda acción que sea razonable y necesaria 

para permitir que el banco puente continúe realizando sus operaciones regulares y 

cumpla con sus deberes legales, incluyendo, pero sin limitarse a, lo siguiente — 

(1) estableciendo condiciones o restricciones sobre las operaciones del banco 

puente, incluyendo eximir del cumplimiento con requisitos establecidos por 

otras leyes aplicables, en todo o en parte, incluyendo los que requieren que el 

banco puente mantenga una reserva de depósitos por encima de cierto límite;  

(2) limitando o condicionando el desembolso de préstamos; 

(3) limitando o condicionando retiros o transferencias de depósitos según los 

términos que disponga el banco puente para atender las necesidades de 

liquidez del banco puente y facilitar la habilidad del banco puente a realizar 

sus operaciones normalmente; y   
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(4) limitando o suspendiendo–– 

pagos de cualquier obligación; 

pagos sobre cualquier carta de crédito (letter of credit); y 

cualquier obligación o compromiso de prestar o proveer dinero o crédito. 

U.  Por la presente se autoriza al Gobernador, a su discreción, tendrá la autoridad de 

eximir a una o más entidades gubernamentales de los requisitos del Artículo 1 de la 

Ley Núm. 24-2014, particularmente aquellos requisitos relacionados al depósito de 

los fondos de estas entidades gubernamentales con el Banco, con respecto al banco 

puente organizado según dispone esta Ley. 

V. No obstante cualquier otra disposición de las leyes del Estado Libre Asociado, si la 

condición del banco puente como tal no ha terminado de conformidad con la 

subsección (L) o (M), (1) la Junta de Directores, con la aprobación del Secretario de 

Hacienda de Puerto Rico podrá disolver el banco puente conforme a este inciso en 

cualquier momento y (2) la junta de directores del banco puente, con la autorización 

del Secretario de Hacienda deberá comenzar inmediatamente procedimientos de 

liquidación de conformidad con este párrafo tras la expiración del periodo de dos (2) 

años a parir de la fecha de la organización del banco puente, o cualquier extensión 

de este término de conformidad con el inciso (M). El Secretario de Hacienda podrá 

designar un síndico para un banco puente si determina que dicha acción facilita la 

liquidación final del banco puente o del banco bajo sindicatura. El síndico de un 

banco puente deberá liquidar los asuntos del banco puente de conformidad con las 

disposiciones aplicables a la resolución del Banco bajo esta Ley. Con relación a 

cualquier banco puente, el síndico tendrá todos los derechos, poderes y privilegios y 

llevará a cabo las responsabilidades relacionadas al ejercicio de dichos derechos, 

deberes, poderes o privilegios otorgados por la ley al síndico del Banco bajo esta 

Ley e, independientemente de cualquier otra disposición de ley del Estado Libre 

Asociado, en el ejercicio de dichos derechos, poderes y privilegios, el síndico no 

estará sujeto a la dirección o supervisión de ninguna agencia del Estado Libre 

Asociado, con excepción de lo que se provee para un síndico del Banco en esta Ley.” 

CAPÍTULO 5. ENMIENDAS A LA LEY ORGÁNICA DEL BDE RELACIONADAS A LA 

SINDICATURA 

Artículo 501. Enmiendas al Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 24 de julio de 1985 

Se enmienda el Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 24 de julio de 1985, según enmendada, 

para que lea en su totalidad como sigue:  

“Artículo 11. Nombramiento y poderes de un síndico. 

(A) La Junta de Directores del Banco o el Secretario de Hacienda de Puerto Rico 

tendrán autoridad para recomendarle al Gobernador la designación de un síndico 

para el Banco si la Junta de Directores del Banco o el Secretario de Hacienda de 

Puerto Rico determina que (1) los activos del Banco son menores que sus 

obligaciones a sus acreedores; (2) el Banco es incapaz de pagar sus deudas a su 

vencimiento en el curso ordinario de los negocios; (3) el Banco está operando de 

manera insegura o inapropiada para desempeñar sus funciones estatutarias; o (4) el 

Banco ha incurrido o es probable que incurra en pérdidas que agotarán todo o 

sustancialmente todo su capital, y no hay una expectativa razonable de que el Banco 

llegue a estar adecuadamente capitalizado. 
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(B) Tras recibir una recomendación conforme al inciso (A), el Gobernador podrá (1) 

designar, o solicitarle al Secretario de Hacienda de Puerto Rico que designe, un  

síndico para el Banco; (2) designar a otra entidad, ya sea una entidad privada o 

instrumentalidad gubernamental existente o nueva, después de consultar con el 

Secretario de Justicia, para asumir las responsabilidades de pago y funciones 

depositarias del Banco; y (3) designar Juntas de Directores nuevas, y si es necesario, 

de cualquiera de las subsidiarias directas o indirectas o afiliadas que podrán haber 

tenido la misma Junta de Directores del Banco. En el ejercicio de la discreción del 

Gobernador o del Secretario de Hacienda de Puerto Rico, cualquier persona podrá 

ser nombrada  síndico.   

(C) Excepto en la medida que se pruebe mediante sentencia final y firme que la persona 

haya incurrido en conducta dolosa para beneficio propio o en negligencia crasa que 

conlleve una indiferencia temeraria de sus deberes y la omisión de llevarlos a cabo, 

los miembros de la Junta de Directores y los funcionarios del Banco y cualquier 

subsidiaria del Banco, cualquier empleado, agente del Banco o cualquier subsidiaria 

del Banco, cualquier síndico o aquellas personas privadas o entidades contratadas, 

designadas o empleadas por dicho  síndico no tendrán responsabilidad personal 

hacia ninguna entidad y, sin necesidad de notificación u orden adicional, serán 

exonerados de responsabilidad por acciones u omisiones de buena fe en su 

capacidad, y dentro de su autoridad bajo esta Ley. Cualquier reclamación contra 

una persona o entidad enumerada en este inciso con relación a sus actos u omisiones 

relacionados a, o que surjan de, esta Ley deberá presentarse en el Tribunal de 

Primera Instancia de Puerto Rico, Sala de San Juan.   

(D) Inmediatamente después de la designación de un síndico, dicho síndico adquirirá (1) 

todos los derechos, títulos, poderes y privilegios del Banco y de cualquier titular de 

cuenta, depositante, oficial o director del Banco con relación al Banco y a los activos 

del Banco, con poder absoluto para realizar todos los actos y ejecutar en nombre y 

en representación del Banco todas las funciones, incluyendo, sin limitación, otorgar 

escrituras, recibos y otros documentos; y (2) título sobre los libros, récords y activos 

de cualquier sindico anterior o cualquier otro custodio legal del Banco.  

(E) Inmediatamente después de la designación de un síndico, dicho síndico podrá (1) 

hacerse cargo de y operar los activos del Banco con todos los poderes de los 

directores y oficiales del Banco, incluyendo el poder de emplear y utilizar el sello del 

Banco y llevar acabo todo negocio del Banco; (2) recaudar todas las obligaciones y 

dinero adeudado al Banco, incluyendo, sin limitación, llevar a cabo todos los actos 

necesarios para obtener pago de cualquier dinero adeudado por cualquier deudor 

del Banco o su patrimonio, para evidenciar, establecer prioridad y reclamar en la 

quiebra, insolvencia o embargo de cualquier deudor del Banco cualquier balance 

contra cualquier patrimonio y para recibir pagos en cualquier procedimiento por 

dinero adeudado al Banco; (3) vender, transferir y comprometer cualquier activo, 

pasivo, derecho, poder u obligación del Banco, a través de subasta pública o 

contrato privado, sin necesidad de aprobación alguna, cesión o consentimiento con 

relación a dicha transferencia y sin pago de ninguna tarifa, cargo, sello, 

comprobante de inscripción u otro comprobante; (4) elaborar, aceptar, realizar, 

comprometer, terminar y endosar cualquier letra de cambio, pagaré u otro 

documento u obligación del Banco en nombre y en representación del Banco; (5) 
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proveer o facilitar a través de garantías o de otra manera el financiamiento 

necesario para cumplir los propósitos y ejercer los poderes autorizados por esta Ley; 

(6) retener, nombrar y contratar los servicios de personas y entidades privadas, bajo 

aquellos términos y condiciones que el síndico apruebe, para ayudar al  síndico en el 

desempeño de las responsabilidades bajo esta Ley, y dichas personas o entidades 

privadas tendrán el pleno recurso de los poderes y derechos del síndico, según sea el 

caso, en la manera en que lo ordene, limite o dirija el síndico; (7) demandar y ser 

demandado, salvo en la medida en la que esto se limite en esta Ley, y realizar en 

nombre del Banco todas las funciones de éste que sean consistentes con la 

designación del síndico; (8) según sea apropiado, preservar y conservar los activos y 

la propiedad del Banco; (9) pagar todas las reclamaciones y obligaciones válidas del 

Banco de acuerdo con las disposiciones y limitaciones de esta Ley; (10) investigar e 

instar toda reclamación o acción judicial y cobrar las sentencias de las 

reclamaciones en contra de personas que puedan ser responsables por los daños y 

las pérdidas del Banco por negligencia o alguna otra falta; (11) ejercer todos los 

derechos y autorizaciones expresamente concedidos bajo esta Ley al síndico, 

respectivamente, y aquellos poderes incidentales que sean necesarios para llevar a 

cabo los poderes concedidos; y (12) tomar cualquier acción autorizada por esta 

sección que el síndico entienda está en los mejores intereses del Banco o sus 

depositantes y acreedores.  

(F) El síndico:  

(1) podrá colocar al Banco en liquidación y proceder a vender los activos del 

Banco, teniendo en cuenta las funciones y responsabilidades del Banco.  

(2) podrá permitir, rechazar o de alguna otra manera hacer determinaciones 

sobre reclamaciones conforme a los requisitos de este Artículo.  

(3) deberá (i) publicar sin demora en un periódico de circulación nacional, en un 

periódico de circulación local y en el portal electrónico del Banco un aviso 

general a los acreedores del Banco y enviará por correo una notificación a 

los acreedores que aparezcan en los récords del Banco para que presenten 

sus reclamaciones al síndico, junto con evidencia de éstas, en o antes de la 

fecha especificada en la notificación, la cual deberá ser al menos noventa 

(90) días después de la publicación de dicha notificación; (ii) publicar otra 

notificación aproximadamente treinta (30) días después de la publicación 

bajo la cláusula (i); y (iii) si se descubriese el nombre y la dirección de un 

acreedor que no esté identificado en los récords del Banco, se deberá enviar 

notificación a dicho acreedor dentro de los treinta (30) días de dicho 

descubrimiento.  

(4) determinará si permitirá o no la reclamación y notificará al reclamante, por 

correo a la dirección identificada en la reclamación, de cualquier decisión 

del síndico sobre dicha reclamación, estableciendo las razones para 

cualquier denegatoria de la reclamación y los procedimientos disponibles 

para revisión adicional, no más de ciento ochenta (180) días después de la 

fecha en la que se presentó la reclamación al síndico. Dicho periodo podrá 

extenderse a través de un acuerdo escrito entre el reclamante y el síndico.  

(5) no tendrá que prestar fianza y podrá designar a un agente o agentes para 

asistirle en sus deberes como síndico. El síndico fijará los honorarios, la 
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compensación y los gastos de liquidación, los cuales podrán ser pagados por 

éste de los fondos que estén en su posesión como síndico. 

(G) Si el síndico deniega una reclamación o parte de ella, o si el síndico no toma una 

decisión dentro de los ciento ochenta (180) días desde que se presenta cualquier 

reclamación y no ha habido una extensión de dicho término, el reclamante podrá 

presentar una acción judicial con relación a dicha reclamación (o continuar una 

acción iniciada antes de la designación del síndico) en la Sala de Cumplimiento con 

las Deudas y para la Recuperación de las Corporaciones Públicas creada por la Ley 

71-2014, y si dicha sala no está operando, el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

San Juan, dentro de los sesenta (60) días de la desestimación de toda o cualquier 

parte de la reclamación o la expiración del término de ciento ochenta (180) días 

para la determinación de las reclamaciones. Si el reclamante no presenta una acción 

judicial sobre su reclamación (o no continúa una acción iniciada antes de la 

designación del síndico) dentro de dicho término, se entenderá abandonada la 

reclamación (salvo cualquier parte de la reclamación que haya sido permitida por el 

síndico), y tal abandono será final y el reclamante no tendrá derechos o remedios 

adicionales con relación a dicha reclamación. Ningún tribunal tendrá jurisdicción 

para tomar alguna acción, y ningún reclamante podrá continuar alguna acción 

judicial pendiente contra el Banco en sindicatura, hasta que el reclamante haya 

agotado todos los remedios especificados en esta sección. Una vez se hayan agotado 

todos los remedios antes mencionados, cualquier acción judicial con relación a dicho 

reclamo debe radicarse o continuarse dentro de sesenta (60) días y, de no radicarse 

dentro de dicho periodo, el reclamante no tendrá más derechos o remedios con 

relación a dicha reclamación y ningún tribunal tendrá jurisdicción.   

(H) Cada persona que tenga una reclamación contra el Banco o la sindicatura no deberá 

recibir, en ningún caso, pago o propiedad con un valor menor a la cantidad que el 

acreedor hubiese tenido derecho a recibir si el Banco se hubiese liquidado en la 

fecha de la designación del síndico, y la máxima responsabilidad a cualquier 

persona que tenga una reclamación contra el Banco o el síndico o la sindicatura 

deberá ser igual que la cantidad que dicho acreedor hubiese recibido si el Banco se 

hubiese liquidado en la fecha de la designación del síndico. 

(I) El síndico deberá pagar todas las obligaciones válidas del Banco de acuerdo con las 

disposiciones y limitaciones de esta Ley.   

(J) El derecho a ceder o transferir conferido en los Artículos 11 al 13 de esta Ley 

reemplazará todos los demás derechos e intereses, incluyendo, sin limitación, los 

derechos a consentir u objetar a dicha transferencia o cesión que pudieran tener 

otras partes bajo contratos de empleo, arrendamientos, cobros, hipotecas, 

“indentures” u otros acuerdos en los que el Banco pueda haber participado previo a 

la designación del  síndico. Todo funcionario público que tenga el poder de aceptar y 

registrar o modificar cualquier entrada en cualquier registro relacionado a la 

transferencia o cesión de un activo o pasivo debe, previa solicitud del  síndico, 

cesionario u otra persona, hacer todo lo necesario bajo las leyes para completar el 

registro de la cesión o transferencia.  

(K) Una vez designado un síndico para el Banco, dicho síndico podrá solicitar una 

paralización de cualquier acción o procedimiento judicial o administrativo en el que 

el Banco sea o se convierta en parte por un periodo que no excederá noventa (90) 
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días. El tribunal o ente administrativo que reciba una solicitud de cualquier  síndico 

para la paralización de cualquier acción o procedimiento judicial o administrativo 

de conformidad con este párrafo deberá conceder dicha paralización con relación a 

todas las partes.  

(L) Salvo lo que se dispone en esta Ley, ningún tribunal, funcionario, empleado o 

departamento del Estado Libre Asociado de Puerto Rico podrá tomar acción alguna, 

excepto a solicitud del síndico, para restringir o afectar el ejercicio de los poderes y 

funciones del  síndico. Salvo lo que se dispone en esta Ley, el remedio exclusivo en 

cualquier acción judicial en contra de la sindicatura o el Banco bajo sindicatura, 

será daños compensatorios, los cuales no incluirán daños punitivos o ejemplares, 

daños por pérdida de oportunidad o ganancia o daños por sufrimiento o angustias.   

(M) Una vez designado un síndico para el Banco, éste tendrá discreción para utilizar los 

servicios de aquellos empleados del Banco que sean necesarios para llevar a cabo 

sus funciones y facultades autorizadas por esta Ley y, en ese sentido, podrá 

suspender temporeramente toda cláusula, precepto y/o disposición aplicable a dichos 

empleados y/o puestos del Banco contenidas en leyes, convenios colectivos, 

acuerdos, acuerdos suplementarios, políticas, manuales de empleo, cartas circulares, 

cartas contractuales, addenda, certificaciones, reglamentos, reglas y condiciones de 

empleo, cartas normativas, planes de clasificación y/o planes de retribución, 

referentes a toda y cualquier condición de empleo, siempre y cuando a dichos 

empleados no se le reduzca el sueldo o sus beneficios marginales.  El síndico también 

podrá ordenar, efectuar o solicitar destaques y/o traslados de los empleados del 

Banco a otras agencias o entidades existentes o creadas por ésta y/o cualquier 

legislación, incluyendo a cualquier subsidiaria del Banco.  En el caso de liquidación 

del Banco, el síndico también podrá efectuar cesantías.  De los empleados del Banco 

ser permanentemente transferidos a una agencia existente, sus términos y 

condiciones de empleo quedarán modificados para ajustarse a cualquier ley, 

reglamento y/o convenio que atienda la retribución y clasificación de los empleados 

de la agencia a la cual ha sido trasferido. En todo caso, se respetarán los términos y 

condiciones de empleo vigentes al momento de la designación del síndico, 

incluyendo, los derechos, privilegios, obligaciones y antigüedad, adquiridos bajo las 

leyes, convenios de negociación colectiva y reglamentos de personal en vigor, sujeto 

a las modificaciones contenidas en la Ley 66-2014 mientras ésta continúe en vigor.  

También en todo caso se garantizará que se satisfaga a todos los empleados 

cualesquiera salarios, sueldos o comisiones, incluyendo pago por concepto de 

vacaciones, mesada y licencia por enfermedad u otros beneficios de empleo similares 

adquiridos previo a la designación del síndico, conforme a las políticas de empleo 

del Banco o las leyes aplicables.   

(N) Para propósitos de interpretar los Artículos 11 al 13 de esta Ley, un tribunal debe 

considerar, en la medida en que sea aplicable, jurisprudencia interpretativa del 

Título 12 del Código de los Estados Unidos.” 

Artículo 502. Nuevos Artículos 12 al 25 de la Ley Núm. 22 del 24 de julio de 1985  

Se reenumeran los Artículos 12 al 23 de la Ley Núm. 22 del 24 de julio de 1985, según 

enmendados, como Artículos 14 al 25, y se añaden nuevos Artículos 12 al 13, que leerán en su 

totalidad como sigue: 
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“Artículo 12. Prioridad de gastos y reclamaciones no garantizadas en sindicatura. 

A. Las reclamaciones no garantizadas contra el Banco o el síndico del Banco bajo esta 

Ley que hayan sido debidamente evidenciadas a satisfacción del síndico deberán ser 

pagadas en el siguiente orden de prioridad:  

(1) Gastos administrativos del síndico.  

(2) Salarios, sueldos o comisiones, incluyendo pago por concepto de vacaciones, 

mesada y licencia por enfermedad u otros beneficios de empleo similares 

adquiridos por un individuo previo a la designación del síndico, conforme a 

las políticas de empleo del Banco o las leyes aplicables.  

(3) Contribuciones adeudadas a planes de beneficio de empleados relacionadas a 

servicios prestados previo a la fecha la designación del síndico.  

(4) Cualquier saldo pendiente de pago por dinero en posesión del Banco en sus 

cuentas de depósito para crédito del depositante y cualquier otra obligación 

general o preferente del Banco (que no sea una de las obligaciones que se 

describen en el inciso (5)). 

(5) Cualquier obligación que sea subordinada a los acreedores generales por 

medio de ley  o contrato. 

(B) Este Artículo no afectará los créditos colateralizados o gravámenes sobre activos o 

bienes en posesión del Banco, y dichos créditos colateralizados o gravámenes sobre 

activos o bienes deberán ser pagados de la colateral o del valor realizado de la 

colateral. En la medida en la que la colateral sea insuficiente para satisfacer la 

reclamación, la diferencia entre la reclamación y el valor realizado de la colateral 

deberá ser pagada de acuerdo con este Artículo.  

(C) No obstante cualquier otra disposición de esta Ley o de la Ley de Moratoria de 

Emergencia y la Rehabilitación Financiera de Puerto Rico, cualquier obligación o 

compromiso de prestar o proveer dinero o crédito, un depositante o síndico puede 

compensar o canjear el monto de su depósito contra cualquier saldo pendiente de un 

préstamo con el Banco como pago completo y final de tal obligación hasta la 

cantidad del depósito.  

(D) La prioridad por gastos administrativos, según esta frase se utiliza en el inciso (A), 

incluirá, (i) aquellas obligaciones incurridas por el Banco previo a la designación 

del síndico relacionadas a bienes y servicios provistos al Banco previo a dicha 

designación, con excepción de reclamaciones individuales en exceso de una cantidad 

a ser determinada por el síndico a su discreción razonable, (ii) aquellas obligaciones 

incurridas por el Banco luego de la designación del síndico relacionadas a bienes y 

servicios provistos al Banco luego de dicha designación y (iii) cualquier otra 

obligación que el síndico determine sea apropiada para facilitar la resolución 

ordenada del Banco.  

(E) El Secretario de Hacienda, luego de haber consultado con el síndico y el 

Gobernador, tendrá el poder de renunciar a, reducir, subordinar, o asignar 

cualquier reclamación de una unidad gubernamental excepto si dicha unidad 

gubernamental es un municipio, sin embargo,  cualquier porción de la reclamación 

que ha sido asignada de acuerdo con esta subsección no podrá ser compensada por 

el cesionario según dispuesto en la subsección (C) de esta sección. 
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Artículo 13. Disposiciones Relacionadas a Contratos Celebrados antes del Nombramiento 

del  Síndico. 

A. Salvo por lo que se dispone en este Artículo, el síndico podrá exigir el cumplimiento 

de cualquier contrato o acuerdo celebrado por el Banco a pesar de que el mismo 

contenga alguna disposición contractual que provea para la terminación, 

incumplimiento, aceleración o ejercicio de algún otro derecho como resultado de, o 

por razón de, la insolvencia o la designación de un síndico a medida que sea 

necesario para una administración ordenada y/o una liquidación de los asuntos del 

Banco.  

B. Además de cualquier otro derecho que el síndico pueda tener, el síndico, en el 

ejercicio de sus poderes de administrar y liquidar el Banco, puede anular o repudiar 

cualquier contrato o arrendamiento (1) del cual el Banco sea una parte; (2) si, a 

discreción del síndico, sería oneroso continuar el cumplimiento de dicho contrato; y 

(3) si, a discreción del síndico, la anulación o repudiación de dicho contrato o 

arrendamiento fomentaría la administración ordenada y/o una liquidación de los 

asuntos del Banco.  

C. El síndico designado debe determinar si ejercerá o no los derechos de repudiación 

bajo esta sección dentro de los 180 días de su designación.  

D. La responsabilidad de la sindicatura por la anulación o repudiación de cualquier 

contrato bajo el inciso (B) debe estar (1) limitada a daños compensatorios directos 

reales y (2) determinada a la fecha de la designación del síndico. Para propósitos de 

este inciso, la frase “daños compensatorios directos reales” no incluye daños 

punitivos o ejemplares, daños por pérdida de oportunidad o ganancia o daños por 

sufrimiento o angustias. 

E. Ninguna persona podrá ejercer un derecho o poder para terminar, acelerar o 

declarar un incumplimiento bajo un contrato del cual el Banco sea parte (y no 

exigible será disposición alguna de cualquiera de dichos contratos que provea para 

dicho incumplimiento, terminación o ejecución) o para obtener la posesión o ejercer 

control sobre una propiedad del Banco o afectar algún derecho contractual del 

Banco y el síndico podrá exigir el cumplimiento de cualquier contrato a pesar de 

cualquier disposición del contrato que provea para la terminación, incumplimiento, 

aceleración o ejercicio de derechos por, o exclusivamente por razón de la 

insolvencia, la condición financiera, la designación o el ejercicio de los derechos o 

poderes de un síndico, o la transferencia de cualquier operación, activo o pasivo del 

Banco a cualquier otra persona o entidad; disponiéndose, sin embargo, que ninguna 

disposición de esta sección deberá interpretarse como que impide o afecta cualquier 

derecho del síndico a exigir el cumplimiento de, o a recuperar bajo, un contrato de 

seguro de responsabilidad de un director o funcionario o una fianza de una 

institución financiera bajo alguna otra ley aplicable. 

(F) Ninguna persona podrá ejercer ningún derecho o poder para terminar, acelerar o 

declarar un incumplimiento bajo cualquier contrato del cual el Banco sea parte (y no 

será exigible disposición alguna de cualquiera de dichos contratos que provea para 

dicho incumplimiento, terminación o ejecución) o para obtener posesión o ejercer 

control sobre cualquier propiedad del Banco o afectar cualquier derecho contractual 

del Banco, sin el consentimiento del síndico del Banco dentro de los primeros 90 días 
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de la designación de dicho síndico; disponiéndose, sin embargo, que ninguna 

disposición de este párrafo será aplicable a un contrato de seguro de 

responsabilidad de directores o funcionarios o a una fianza de una institución 

financiera ni se interpretará como que le permite al síndico incumplir con alguna 

disposición de alguno de dichos contratos que de otra manera fuese válida.  

CAPÍTULO 6.  LA AUTORIDAD DE ASESORÍA FINANCIERA Y AGENCIA FISCAL 

DE PUERTO RICO 

ARTÍCULO 601. ESTABLECIMIENTO 

Por la presente se crea la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico, 

que será una corporación pública e instrumentalidad del gobierno, con existencia legal, fiscal y 

autonomía administrativa separada, e independiente del Estado Libre Asociado.  

ARTÍCULO 602. PROPÓSITOS, FACULTADES Y PODERES DE LA 

AUTORIDAD 

a. La Autoridad es creada con el propósito de que actúe como agente fiscal, asesor 

financiero y agente informativo del Estado Libre Asociado y sus corporaciones 

públicas, instrumentalidades, comisiones, autoridades municipios y subdivisiones 

políticas y asistir tales entidades en confrontar la grave crisis fiscal y emergencia 

económica que Puerto Rico atraviesa.  

b. Todas las funciones relacionadas a agencia fiscal, asesoría financiera, y agente 

informativo del Banco se transfieren a la Autoridad, incluyendo todos aquellos 

poderes y responsabilidades bajo la Ley Núm. 272 de 15 de mayo de 1945, según 

enmendada.  A menos que sean asumidos de acuerdo al artículo 108(b) de esta Ley, 

la Autoridad deberá supervisar todos los asuntos relacionados con la reestructuración 

o ajuste de cualquier obligación incluida, o planes de contingencia para cualquier 

obligación incluida. Así mismo, la Autoridad asumirá, y se convertirá en parte en, 

cualquier y todos los contratos entre el Banco y cualquier asesor, incluyendo los 

asesores legales y financieros, aunque los salarios y los honorarios hayan sido 

incurridos antes de la fecha de dicha asunción, relacionados con la reestructuración o 

ajuste de las obligaciones incluidas. Cualquier referencia en alguna ley del Estado 

Libre Asociado al Banco en su carácter de agente fiscal y asesor financiero del Estado 

Libre Asociado y sus instrumentalidades se entenderá que se refiere y aplica a la 

Autoridad una vez entre en vigor esta Ley. 

c. Con el fin de lograr estos propósitos, se le confiere a la Autoridad, y ésta tendrá y 

podrá ejercer, todos los derechos y poderes que sean necesarios o convenientes para 

llevar a cabo dichos propósitos, incluyendo, pero sin limitar la generalidad de lo 

anterior, los siguientes–– 

(i) adoptar, cambiar y usar un sello corporativo que será reconocido por las 

cortes; 

(ii) formular, adoptar, enmendar y derogar estatutos para la administración de sus 

asuntos corporativos y aquellas normas, reglas y reglamentos que fueren 

necesarios o pertinentes para ejercitar y desempeñar sus funciones, poderes y 

deberes; 

(iii) tener dominio completo sobre todas sus propiedades; 

(iv) determinar el carácter y la necesidad de todos sus gastos, y el modo cómo los 

mismos deberán incurrirse, autorizarse y pagarse, sin tomar en consideración 

cualquier disposición de ley que regule los gastos de fondos públicos y tal 
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determinación será final y definitiva para con todos los funcionarios del 

Estado Libre Asociado, pero deberá adoptar reglas para el uso y desembolso 

de sus fondos y estará sujeta a la intervención de la Oficina del Contralor de 

Puerto Rico 

(v) demandar y ser demandada bajo su propio nombre, querellarse y defenderse 

en todos los tribunales de justicia y cuerpos administrativos y participar en 

procedimientos de arbitraje comercial; 

(vi) negociar y otorgar, con cualquier persona, incluyendo cualquier agencia 

gubernamental, federal o estatal, todo tipo de contrato, incluyendo todos 

aquellos instrumentos y acuerdos necesarios o convenientes para ejercer los 

poderes y funciones conferidos a la Autoridad por esta Ley; 

(vii) adquirir cualquier propiedad mediante cualquier forma legal; 

(viii) nombrar y destituir aquellos funcionarios, agentes, o empleados y conferirles 

aquellas facultades, imponerles aquellos deberes y fijarles, cambiarles y 

pagarles aquella compensación que la Autoridad determine;   

(ix) aceptar donaciones de cualquier persona, y utilizar el producto de 

cualesquiera de dichas donaciones para cualquier fin corporativo; 

(x) procurar seguros contra pérdidas en las cantidades y con los aseguradores que 

considere deseable, cuyo seguro podría incluir, sin que se entienda como una 

limitación, seguro contra responsabilidad civil de directores, oficiales, agentes 

y empleados; 

(xi) asumir cualquier y todo contrato del Banco o su sucesor y cualquier 

responsabilidad relacionada a dichos contratos; 

(xii) facultad de cobrar y recolectar cargos relacionados a su función como agente 

fiscal; 

(xiii) ejercer todos aquellos otros poderes corporativos no incompatibles con los 

aquí expresados que por las leyes de Puerto Rico se confieren a las 

corporaciones privadas, y ejercer todos esos poderes, dentro y fuera de Puerto 

Rico, en la misma extensión que lo haría o podría hacerlo una persona natural; 

y 

(xiv) realizar todos los actos o medidas necesarias o convenientes para llevar a cabo 

los poderes que se le confieren por esta Ley o por cualquier otra ley de la 

Asamblea Legislativa de Puerto Rico o del Congreso de los Estados Unidos. 

ARTÍCULO 603. JUNTA DE DIRECTORES 

a. La Autoridad será dirigida por una junta integrada por el Director Ejecutivo de la 

Autoridad, quien será su único miembro y servirá a voluntad del Gobernador y podrá 

ser removido o reemplazado por el Gobernador en cualquier momento, con o sin 

causa. 

b. El único miembro de la Junta fungirá como presidente y secretario de la Junta. 

c. La Junta también podrá designar comités para atender cualquier asunto que la Junta 

pueda atender, siempre y cuando la mayoría de los miembros designados de dichos 

comités sean independientes. 

d. Salvo que el reglamento de la Autoridad lo prohíba o lo restrinja, cualquier acción 

necesaria o permitida en cualquier reunión de la Junta o cualquier comité de la Junta, 

será autorizada sin que medie una reunión, siempre y cuando todos los miembros de 

la Junta o comité de la Junta, según sea el caso, den su consentimiento escrito a dicha 
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acción.  En tal caso, el documento escrito constará en las actas de la Junta o comité de 

la Junta, según sea el caso.  Salvo que el reglamento de la Autoridad provea otra cosa, 

los miembros de la Junta o de cualquier comité de la Junta podrán participar en 

cualquier reunión de la Junta o de cualquier comité de ésta, respectivamente, 

mediante conferencia telefónica, u otro medio de comunicación, a través del cual 

todas las personas participantes en la reunión puedan escucharse simultáneamente.  

La participación de cualquier miembro de la Junta o cualquier comité de ésta en la 

forma antes descrita constituirá asistencia a dicha reunión. 

e. El miembro de la Junta no recibirá compensación por sus servicios. Un miembro de 

la Junta tendrá derecho a que se le reembolsen los gastos de viajes necesariamente 

incurridos para el desempeño de sus funciones oficiales de acuerdo a los reglamentos 

aplicables del Departamento de Hacienda. 

f. La Junta tendrá, sin que se entienda como una limitación, los siguientes deberes y 

facultades––   

(i) establecer la política general de la Autoridad para cumplir con los objetivos de 

esta Ley; 

(ii) autorizar el plan de trabajo y el presupuesto anual de la Autoridad; 

(iii) adoptar y aprobar reglas y reglamentos que rijan su funcionamiento interno, 

así como aquéllos que sean necesarios para desempeñar las facultades y 

poderes que le han sido conferidas bajo esta Ley; 

(iv) requerir de cualquier funcionario o empleado de la Autoridad los informes y 

datos estadísticos que entienda necesarios; 

(v) en la medida que la Junta de Supervisión Fiscal y Recuperación Económica de 

Puerto Rico no se haya constituido constituida, para validar o seleccionar el 

asesor independiente que validará las proyecciones de ingresos del Estado 

Libre Asociado para cualquier año fiscal antes de que dichas proyecciones 

sean sometidas a la Asamblea Legislativa como parte de presupuesto del 

Estado Libre Asociado de acuerdo al Artículo 4(a) de la Ley Núm. 147 de 18 

de junio de 1980, según enmendada; 

(vi) emitir citaciones requiriendo la comparecencia y el testimonio de testigos y la 

producción de cualquier evidencia para recopilar información relacionada a 

un asunto que se encuentre bajo su jurisdicción. Si cualquier persona se 

rehusare a cumplir con un requerimiento hecho por la Autoridad, la Autoridad 

podrá solicitar una orden judicial ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de San Juan, para requerir a esa persona a comparecer ante la Autoridad para 

testificar, producir evidencia, o ambos, con relación al asunto bajo su 

consideración, cuyos requerimientos deberán ser notificados de la misma 

manera en la que éstos se notificarían bajo las reglas de procedimiento civil 

aplicables. 

(vii) promulgar normas para proteger la confidencialidad de la información y los 

documentos que se le entreguen de acuerdo con las leyes y la jurisprudencia 

vigente sobre la materia en el Estado Libre Asociado, cuyo acto de proveer 

información o documentos a solicitud de la Autoridad no se interpretará como 

una renuncia a una reclamación de confidencialidad, de cualquier persona 

natural o jurídica, con relación a la información o el documento entregado. 
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(viii) delegar en cualquier comité de la Junta o en el Director Ejecutivo cualesquiera 

de los poderes y facultades que tiene la Junta bajo esta Ley;  y  

(ix) tomar todas aquellas acciones que considere conveniente o necesarias para 

llevar a cabo los propósitos de la Autoridad según las disposiciones de esta 

Ley.  

ARTÍCULO 604. DIRECTOR EJECUTIVO 

a. La Autoridad funcionará bajo la dirección de un Director Ejecutivo, quien será 

nombrado por el Gobernador.  El Gobernador establecerá los deberes y poderes del 

Director Ejecutivo de acuerdo con las disposiciones de esta Ley y determinara su 

compensación.  Sus funciones serán, sin que constituya una limitación, las siguientes: 

(i) ser el principal oficial ejecutivo de la Autoridad; 

(ii) preparar y presentar a la Junta el plan de trabajo y el presupuesto anual de la 

Autoridad; 

(iii) autorizar y supervisar cualquier contrato que sea necesario para el 

funcionamiento de la Autoridad sujeto a las normas que establezca la Junta; 

(iv) establecer, organizar, dirigir y supervisar la estructura administrativa de la 

Autoridad; 

(v) contratar personal y profesionales, incluyendo asesores legales, consultores 

financieros, y economistas, bajo términos razonables y según determine la 

Autoridad, para ayudar al Director Ejecutivo en el ejercicio de las funciones 

de la Autoridad; 

(vi) establecer los niveles de funcionamiento de las operaciones de la Autoridad, 

incluyendo el poder de reclutar y contratar a cualquiera de los funcionarios y 

empleados bajo su supervisión, sujeto a las normas que establezca la Junta; y 

(vii) desempeñar todas aquellas otras funciones que le sean asignadas por la Junta. 

ARTÍCULO 605. FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS 

a. El personal de la Autoridad quedará excluido de la Ley Número 5 de 14 de octubre de 

1975, según enmendada, conocida como “Ley de Personal del Servicio Público de 

Puerto Rico”.  Los nombramientos, despidos, ascensos, traslados, ceses, reposiciones, 

suspensiones, licencias y cambios de categoría, remuneración o título de los 

funcionarios y empleados de la Autoridad se harán y permitirán como dispongan las 

normas y reglamentos que prescriba la Junta, las que deberán ser consistentes con los 

principios de mérito establecidos en la Ley de Personal del Servicio Público de 

Puerto Rico. 

b. El Director Ejecutivo y los funcionarios y empleados de la Autoridad tendrán derecho 

al reembolso de los gastos necesarios de viaje, o a las dietas correspondientes, que 

sean autorizados o aprobados de acuerdo con los reglamentos adoptados por la Junta 

para la Autoridad. 

 

 

 

ARTÍCULO 606. INMUNIDAD 

En ausencia de prueba clara y convincente de negligencia crasa que conlleve una indiferencia 

temeraria hacia sus deberes o la omisión de llevarlos a cabo, los miembros de la Junta, oficiales y 

empleados de la Autoridad no tendrán responsabilidad personal civil hacia ninguna persona y serán 

indemnizados por la Autoridad y exonerados de responsabilidad civil por acciones u omisiones de 
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buena fe, en su capacidad y dentro de su autoridad.  Cualquier acción civil presentada ante un 

tribunal en la que se alegue la existencia de negligencia crasa deberá ser desestimada con perjuicio si 

el demandado produce documentos que demuestren que recibió información sobre los hechos 

relevantes, participó en persona o por teléfono y deliberó de buena fe o recibió y confió en el 

asesoramiento de expertos respecto a cualquier acción u omisión que sea base para la demanda.  

ARTÍCULO 607. COLABORACIÓN ENTRE ENTIDADES 

GUBERNAMENTALES 

La Autoridad podrá solicitar a cualquiera de las siguientes entidades, o a cualquier sucesor 

del mismo, apoyo administrativo y tales servicios estadísticos y profesionales razonablemente 

necesarios para que la Autoridad para llevar a cabo sus responsabilidades bajo esta Ley: el Banco, el 

Departamento de Hacienda, la Oficina de Gerencia y Presupuesto, el Departamento de Desarrollo 

Económico y Comercio de Puerto Rico, el Instituto de Estadísticas y cualquier otra entidad 

gubernamental. En la medida de lo posible, la Autoridad reembolsará a estas entidades para tales 

servicios. 

ARTÍCULO 608. EXENCIÓN DE OTRAS LEYES 

La Autoridad gozara de las mismas exenciones de la aplicación de ciertas leyes que 

actualmente tiene el Banco.  

ARTÍCULO 609. EMPLEADOS DEL BANCO 

En la medida en que la Autoridad determine, a su discreción, asumir la totalidad o parte de 

los empleados permanentes, temporeros y/o no-unionados del Banco, dichos empleados pasarán a 

ser empleados de la Autoridad.  Esta transferencia de empleados se efectuara mientras se honran los 

términos y condiciones de empleo efectivos a la fecha de la transferencia a la Autoridad, incluyendo 

los derechos, privilegio, obligaciones y antigüedad, adquiridos bajo las leyes aplicables, convenios 

colectivos y los reglamentos vigentes de personal, sujeto a las modificaciones provistas por la Ley 

66-2014 mientras la misma continúe vigente.  Ninguna de las disposiciones de este capítulo afectara 

el derecho constitucional de negociación colectiva que tienen los empleados del Banco, ni los 

derechos, beneficios y privilegios adquiridos por virtud de cualquier convenio colectivo.  La 

Autoridad reconocerá los sindicatos que representan a los trabajadores sindicalizados del Banco 

transferidos a la Autoridad y asumirá los convenios colectivos en vigor en dicha fecha. Los derechos 

con relación a cualquier sistema de pensión o retiro a las que pueden estar afiliados a, o miembros 

de, la fecha de vigencia de esta Ley también están garantizados.  La Autoridad estará obligada a 

satisfacer los salarios, compensación, comisión, incluyendo pagos relacionados a vacaciones, 

licencias y días de enfermedad o cualquier otro beneficio de empleo adquirido antes de la 

transferencia a la Autoridad, conforme las políticas aplicables del Banco o cualquier ley aplicable. 

ARTÍCULO 610. TÉRMINOS DE LA EXISTENCIA DE LA AUTORIDAD 

La Autoridad existirá en perpetuidad, a menos que se termine mediante legislación.  

Capítulo 7. Separabilidad y Vigencia 

Artículo 701. Separabilidad  

Esta Ley deberá ser interpretada de forma tal que pueda mantener su validez, en la medida en 

que esto sea posible, conforme a la Constitución del Estado Libre Asociado y la Constitución de los 

Estados Unidos. Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, Artículo, disposición, sección, inciso, o 

parte de esta Ley fuese declarado inconstitucional por un tribunal con jurisdicción, la orden emitida 

por dicho tribunal a esos efectos no afectará ni invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha 

orden estará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, Artículo, disposición, sección, inciso o parte 

de esta Ley declarada inconstitucional y solamente con respecto a la aplicación del mismo o la 

misma sobre la obligación cubierta sujeta a dicha controversia. 
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Artículo 702. Vigencia 

Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

 

Parte II – English Version of the Puerto Rico Emergency Moratorium and Financial Rehabilitation 

Act  

A. Introduction 

The fiscal situation of the Government of Puerto Rico is more dire than at any other point in 

its history.  Notwithstanding bold, unprecedented and comprehensive efforts that this Administration 

has put in place during the last three years to return the Commonwealth of Puerto Rico 

(“Commonwealth”) to a path of economic recovery and fiscal sustainability, the lack of access to the 

capital markets, high levels of indebtedness and relentless economic headwinds have brought the 

Government of Puerto Rico’s fiscal crisis to a perilous tipping point.  This Administration has 

endeavored to marshal the means to meet debt service payments on its General Obligation bonds (as 

well as the obligations of other Commonwealth instrumentalities), while providing essential 

services. However, depleted resources and strained liquidity threaten to bind the Commonwealth to a 

choice between honoring its commitments to bondholders or continuing to provide the residents of 

Puerto Rico with essential services.   

All governments are morally and legally indebted, first and foremost, to the people they 

serve and to whom they are accountable.  The Commonwealth’s obligation to the well-being of its 

people thus, necessarily, takes precedence over all others.  Substantial payment obligations of the 

Commonwealth and the Government Development Bank for Puerto Rico (“GDB”) will come due in 

the following months, as has been made public before.  In light of this juncture, in which the 

Government of Puerto Rico does not have sufficient resources to comply with debt service 

obligations as originally scheduled and, additionally, to continue providing essential services to the 

people, the Commonwealth needs tools to exercise its police powers in order to protect the health, 

safety and welfare of the people of Puerto Rico. 

 

B. Fiscal Reform Efforts 

The priority of this Administration has been to address Puerto Rico’s fiscal and economic 

crisis.  From inauguration day, this Administration has taken robust measures to correct decades-old 

problems that had been draining the Commonwealth’s finances, to phase out deeply flawed 

historical fiscal practices, and to secure the necessary financing needs for Puerto Rico’s fiscal 

sustainability.  These efforts have been undertaken hand-in-hand with the management of GDB, the 

Commonwealth’s fiscal agent, depositor, and historically, its lender of last resort, which has also 

adamantly endeavored to manage its own liquidity constraints. 

In March of 2014, the Commonwealth issued $3.5 billion in General Obligation bonds due to 

a pressing need to secure financing.  The proceeds of this issuance would provide the 

Commonwealth with financing as much-needed structural efforts at fiscal reform took place.  Well 

aware that, in order to achieve a sustainable, long-term solution to the Government of Puerto Rico’s 

financial problems, we had to abandon the recurring practice of deficit financing, the proceeds of 

this issuance were nonetheless used to pay several outstanding obligations and to provide financing 

while the Administration implemented several fiscal reform measures, and while a number of other 

structural changes already in place generated results. 

Likewise, in order to bolster central government revenues, this government passed Act 72-

2015, which increased the Sales and Use Tax from 7% to 11.5%.  Additionally on the revenue side, 
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and in order to tackle one of the more pressing issues facing GDB, Act 1-2015 increased the crude 

oil excise tax.  The new revenues were assigned to the Puerto Rico Infrastructure Financing 

Authority (“PRIFA”), allowing it market access, and the proceeds were pledged to a future bond 

issuance towards the payment of the Puerto Rico Highways and Transportation Authority’s (“HTA”) 

outstanding debt of $2.2 billion held by GDB, for which there was no payment source.  HTA’s 

indebtedness to GDB originated as a result of the unsound past practice – particularly from 2009 to 

2012 – of GDB providing financing to the Commonwealth’s instrumentalities without securing a 

clear and dependable source of repayment.   

Additionally, the repeal of Section 936 led to a significant loss of a key funding source for 

GDB since depositaries of Section 936-funds were required to keep a certain percentage of their 

Section 936 deposits in GDB.  The completion of the 10-year phase out period of Section 936 led to 

a profound transformation in GDB’s funding structure. It likewise led to the loss of thousands of 

manufacturing jobs with catastrophic effects to the Commonwealth’s economy.  Consequently, GDB 

was forced to turn to other sources of funds in order to continue providing financing to the 

Commonwealth and its instrumentalities. Throughout the second-half of the Section 936 phase-out 

period (2001-2006), GDB relied on a robust commercial paper program as a key source of financing, 

enabled by the Commonwealth’s and GDB’s excellent credit rating. As the Commonwealth and, 

subsequently the GDB, began experiencing the first credit rating downgrades between 2004 and 

2006, the viability of the Bank’s commercial paper program was put in jeopardy, hence leaving the 

Bank, once again, without a key source of funding to continue acting as financing agent of the 

Commonwealth. Therefore, in 2006, GDB issued its first series of notes, which then increased 

dramatically thereafter from 2009 to 2012.  The administration in office during that four-year period 

brought GDB’s outstanding debt to $5.6 billion by June 30, 2012.  To make matters worse, GDB’s 

balance sheet was severely compromised during that period, since GDB made a series of long-term 

loans – including some with maturities over 20 years – while the notes issued during the same period 

had short-term bullet maturities of between 5 and 15 years.  In other words, between 2009 and 2012, 

GDB incurred a series of medium-term debt obligations but set the receipt of income on its loans to 

long-term maturities, therefore creating a dramatic imbalance between its assets and liabilities. 

Notwithstanding the Legislative Assembly’s approval of the measure, and PRIFA’s and 

GDB’s attempt to place an issuance of PRIFA bonds, by that time market uncertainty and Moody’s 

Investor Service’s downgrading of several of the Commonwealth’s outstanding credits had 

dramatically increased the risk premium on the issuance of PRIFA bonds, and led potential investors 

to require burdensome and unreasonable concessions as a condition to participate in the deal.  

Consequently, notwithstanding the fact that the repayment of HTA’s debt would have dramatically 

strengthened GDB’s balance sheet and liquidity, market conditions were simply not favorable, and 

the Commonwealth made the responsible decision to forego what would have been an extremely 

onerous transaction. 

In addition to these and other revenue measures already put in place, through Acts 3-2013 

and 160-2013, and an attempt to access the capital markets, this Administration has also begun to 

implement comprehensive structural reforms to address and stabilize the historic actuarial deficits of 

Puerto Rico’s public employee and teacher’s pension systems, respectively.  This Legislative 

Assembly also enacted the Puerto Rico Special Fiscal and Operational Sustainability Act – Act 66-

2014 – which introduced profound cuts in central government and public corporation expenditures, 

and resulted in hundreds of millions of dollars in savings for the Commonwealth without resorting to 

laying off public employees.  Shortly thereafter, and wary of the effect that the debt load of the 

Commonwealth’s public corporations would have on the central government, and on the 
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Government of Puerto Rico’s ability to provide essential services, this Legislative Assembly enacted 

Act 71-2014, the Puerto Rico Public Corporation Debt Enforcement and Recovery Act.  Act 71-

2014, known as the “Recovery Act,” provides a legal framework for restructuring the debts of our 

public corporations – with due regard to the rights of creditors – while also ensuring that vital public 

services, such as clean water and electricity, are not interrupted due to debilitating debt loads. 

 

C. The Krueger Report, the Fiscal and Economic Growth Plan, and Debt Restructuring Efforts 

Having made the responsible decision to cease the flawed and unsustainable practice of 

deficit financing, the Commonwealth commissioned former World Bank Chief Economist and 

former deputy director of the International Monetary Fund, Dr. Anne Krueger, to conduct a 

comprehensive study of Puerto Rico’s fiscal and economic outlook.  Dr. Krueger and her team of 

renowned economists produced their report, Puerto Rico: A Way Forward (the “Krueger Report”), 

which laid bare the extent of the Commonwealth’s fiscal and economic problems, and traced a path 

to recovery.   

The Krueger Report arrived at a number of fundamental conclusions.  First, it concluded that 

Puerto Rico’s fiscal and economic problems are structural in nature, and can thus only be 

meaningfully addressed by further comprehensive structural reforms.  Second, it concluded that the 

Government of Puerto Rico had historically underestimated General Fund deficits by leaving out 

capital expenditures as well as the deficits of other government component units that are regularly 

and ultimately financed by the central government. Accordingly, the true General Fund deficit was 

in fact much greater than had been estimated before.  Third, and most importantly, the Krueger 

Report concluded that the Commonwealth’s debt load is unsustainable without significant economic 

growth. 

Based in part on the findings and recommendations of the Krueger Report, on June 29, 2015 

Governor García Padilla publicly declared that the Commonwealth’s debt is unpayable, and that our 

Administration would seek to restructure the Commonwealth’s debt by way of a voluntary exchange 

process with our creditors.  Accordingly, shortly thereafter, Governor García Padilla issued 

Executive Order OE–2015-022, creating the Working Group for the Fiscal and Economic Recovery 

of Puerto Rico (the “Working Group”), and ordered the drafting of the Puerto Rico Fiscal and 

Economic Growth Plan (the “Plan”), which would outline the structural measures needed for Puerto 

Rico to return to a path of economic growth and fiscal sustainability. 

Thereafter, the Working Group published the Plan on September 9, 2015. The Plan set forth 

a comprehensive program with fiscal and economic measures designed to ignite growth, implement 

sound fiscal policy throughout the Commonwealth, and restore financial credibility to Puerto Rico.  

Also, as an important negotiation tool, it provides our creditors with assurances that the 

Commonwealth will be able to meet its debt service commitments in the future. 

Implementation of many of the measures in the Plan has begun and are projected to bear fruit 

in the future.  Likewise, discussions with our creditors are also well underway, proposals toward 

restructuring the Commonwealth’s debt have been presented, and negotiations are active and 

ongoing. 

 

D. Extraordinary and Emergency Financial Management Measures 

Throughout the last three years, the Commonwealth has implemented several additional 

extraordinary liquidity preservation and cash management measures with the aim of preserving the 

government’s ability to render essential services, while allowing time for both the fiscal reforms 

already implemented and the Plan measures to take effect, and also time for negotiations with our 
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creditors to bear fruit.  These extraordinary measures include the following: (1) the Commonwealth 

received short-term financing from Tax and Revenue Anticipation Notes issued by three public 

corporations; (2) the Commonwealth received special dividends from public sector entities; (3) the 

Department of the Treasury required the public employees’ and teachers’ retirement systems to 

advance the amounts due to pensioners, as opposed to the traditional payment mechanism whereby 

Treasury would advance pension payments and have the retirement systems reimburse the central 

government at a later date; (4) set asides for the payment of general obligation bonds were 

suspended during fiscal year 2016; (5) payments due to private sector providers were delayed; (6) 

the disbursement of certain budgetary appropriations was delayed; and (7) tax refunds owed to 

citizens were delayed, to mention a few. 

Furthermore, and notable amongst the extraordinary measures employed by the 

Commonwealth, the Governor issued Executive Order OE-2015-046 on November 30, 2015, 

pursuant to Section 8, Article VI of the Commonwealth’s Constitution.  This order redirected 

revenue streams pledged to the payment of debts of PRIFA, HTA, the Puerto Rico Convention 

Center District Authority, and the Metropolitan Bus Authority which are “available resources” for 

purposes of Section 8, Article VI, towards the payment of general obligation debt. 

Concurrently, GDB has taken its own set of extraordinary cash management measures in 

order to preserve and maximize liquidity for the central government, and to preserve its own 

functions and meet its own obligations.  Nonetheless, the measures employed by both GDB and the 

Commonwealth are temporary, one-off and extraordinary in nature, and not sustainable in the long 

term, and their effects are quickly waning. 

 

E. Need for a Moratorium 

Restructuring negotiations are ongoing with our creditors.  GDB has also engaged its own 

noteholders over the possibility of reaching an agreement in the near future.  We are hopeful that an 

agreement will be reached that will bring the Commonwealth’s debt service within reasonable and 

sustainable bounds, and with due regard to the rights of our creditors. 

We are also actively engaged in litigation over the constitutionality of the Recovery Act 

before the United States Supreme Court.  The case has been argued and submitted, and we are 

confident the Court will find our arguments persuasive, that the Recovery Act is within the limits of 

the U.S. Constitution, and that Congress could not have intended to strip Puerto Rico of the benefits 

of Chapter 9 of the U.S. Bankruptcy Code, while also prohibiting Puerto Rico from passing the 

Recovery Act pursuant to its police powers to keep and maintain its fiscal house in order, and to 

preserve its ability to continue providing essential services to the people.  

We are also actively engaged in the federal political process, working together closely with 

our allies in the U.S. Congress and the White House in the hopes that the U.S. government will 

provide Puerto Rico with a debt restructuring mechanism by way of federal legislation.  A number 

of draft bills have been proposed, and though our creditors are lobbying for their own interests, we 

are hopeful that Congress will address our debt crisis in a fair and equitable manner. 

Notwithstanding progress on many fronts, Puerto Rico is in need of immediate relief. The 

Commonwealth and GDB face formidable debt-service obligations in the very near future.  On May 

1, 2016, GDB is due to make a principal payment of $400 million on GDB notes, but as of April 1, 

2016, GDB’s liquidity nevertheless stood at only $562 million.  More importantly, the 

Commonwealth faces its own debt service payment on its general obligation debt of $780 million 

shortly thereafter on July 1, 2016.  Neither the Government of Puerto Rico nor GDB may have 

sufficient resources to make their respective payments without potentially jeopardizing the 
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Commonwealth’s ability to provide essential services.  The wages of police officers, firemen and 

other emergency management workers, the funds needed to operate our public health facilities and 

to provide our schoolchildren with meals during the school day, and our public utilities’ ability to 

provide power and water, all hang in the balance.  

The time has come for this Legislative Assembly to act to protect the safety and welfare of 

the people of Puerto Rico, and empower the executive to declare a moratorium on the government’s 

debts, should the Governor deem it a necessary exercise of this Government’s police powers. 

 

F. The Commonwealth’s Police Powers and Legal Basis for a Moratorium 

The Commonwealth’s police powers derive directly from Article II, Section 19 of the 

Constitution of the Commonwealth of Puerto Rico, which states that “[t]he power of the Legislative 

Assembly to enact laws for the protection of the life, health, and general welfare of the people shall 

likewise not be construed restrictively.”  Thus, the Commonwealth wields inherent and broad 

powers to legislate for the protection of the general welfare of its cit izens.  Domínguez Castro v. 

E.L.A., 178 D.P.R. 1 (2010).  Amongst the inherent powers of a sovereign to legislate for the 

general welfare of its citizens lies the power to suspend payments and extend due dates and 

maturities on the obligations of the state and its instrumentalities, in order to address a fiscal or 

financial crisis or avert a humanitarian disaster.  Ropico, Inc. v. City of New York, 425 F. Supp. 970 

(S.D.N.Y. 1976).   

Accordingly, pursuant to the Commonwealth’s police powers, we the Legislat ive Assembly 

of the Commonwealth of Puerto Rico have resolved to provide the Governor with powers to declare 

a state of emergency for the Commonwealth and its instrumentalities, including GDB, and declare a 

moratorium on the payment of certain obligations of those entities.  Known as the Puerto Rico 

Emergency Moratorium and Financial Rehabilitation Act (the “Act”), it empowers the Governor 

with narrowly tailored authority, within the bounds of our body of laws and our Constitution, to 

enable the Commonwealth and its instrumentalities to continue providing essential services to Puerto 

Rico’s residents while addressing the critical need for structural and fiscal reform and debt 

restructuring.   

The measures prescribed herein are narrowly tailored to meet the paramount public purpose 

of securing the health, safety and welfare of the people of Puerto Rico and averting the further 

deterioration of the humanitarian crisis in Puerto Rico, and are the least burdensome of alternatives 

to accomplish this purpose.   The Act provides for moratorium measures that are temporary in nature 

and only apply upon a finding by the Governor that invoking the provisions of the Act is necessary 

to provide for the health, safety and welfare of the residents of the Commonwealth.  Further, such 

measures (including the stay on creditor actions) are invoked on an entity-by-entity basis and, 

without a specification by the Governor of further enumerated obligations, only affect limited 

financial indebtedness obligations coming due during a temporary period.    

In addition, the measures set forth in the Act are crafted with due regard to the rights of 

Puerto Rico’s creditors.  The Act does not provide for a composition or discharge of debts; instead, 

all claims and priorities are preserved, and any unpaid amounts on the obligations of the 

Commonwealth and its instrumentalities are not forgiven and instead are payable, as set forth in the 

Act, at the end of any moratorium period to the extent permitted by otherwise applicable law.  

 Further, the Act respects Constitutional priorities by establishing minimum criteria for the payment 

of the Commonwealth’s public debt that may come due during the temporary moratorium period.  

The Act also provides for the recognition of bona fides property rights and allows creditors access to 

adequate protection or, in the event of an expropriation, a mechanism to seek just compensation and 
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redress.  This Legislative Assembly further recognizes that the measures set forth in this Act, by 

affording the Commonwealth the ability to stabilize and grow the Puerto Rican economy while 

avoiding a morass of litigation, represent the best chance for the Commonwealth’s creditors to 

recover their investments.  Accordingly, the Act seeks only to empower the Commonwealth to delay 

payment on certain obligations while protecting creditor rights, and serves its utmost duty to protect 

the citizens of Puerto Rico. 

Additionally, beyond providing for a moratorium alone, and as described in the summary 

below, the Act addresses GDB’s critical situation by modernizing the receivership provisions of its 

organic act and providing for the authorization to create a bridge bank for GDB, in order to preserve 

liquidity and valuable assets for the benefit of the Commonwealth and to ease the transition of GDB 

into a more modern entity.  Finally, the Act provides for the creation of an authority specifically 

designed to take charge of the Commonwealth’s restructuring efforts. 

This Act is the culmination of years of attempts by this Administration to forestall an 

economic and humanitarian catastrophe; while such attempts have contributed meaningfully to 

improving the fiscal position of the Commonwealth, it has become evident to this Legislative 

Assembly that such measures are no longer sufficient. At the same time, the Commonwealth and its 

instrumentalities, including GDB, face looming debt service payments in the immediate future, 

payments that Puerto Rico will not be able to make while still providing for essential services.  As a 

consequence, Puerto Rico stands at the precipice of a disastrous phase of disorderly payment 

defaults, multiple litigations, and further economic decline as our dwindling resources are devoted to 

litigation defense instead of paying for essential public services. It is therefore of utmost importance 

to provide the government with the legal framework to weather this extremely difficult period, and 

this Act establishes a comprehensive framework of measures that this Legislative Assembly deems 

reasonable, necessary and narrowly tailored in light of the fiscal and humanitarian emergency that 

Puerto Rico faces. 

 

G. Summary of the Act   

The Act’s has four primary objectives.  The first objective is contained in Chapter 2 of the 

Act, which authorizes the Governor to (i) declare—at some point in the future—a moratorium on 

debt service payments for a temporary period for the Commonwealth, GDB, the Economic 

Development Bank for Puerto Rico (“EDB”), or any of the remaining government instrumentalities 

of Puerto Rico, and (ii) stay creditor remedies that may result from the moratorium.  The second 

objective is contained in Chapters 3 and 4 of the Act, which amend GDB’s Enabling Act to give 

GDB options and tools that it may need—at some point in the future—to address its own resolution.  

These amendments (a) modernize GDB’s Organic Act related to a receivership for GDB, and (b) 

authorize the creation of a temporary “bridge” bank to carry on certain of GDB’s functions and 

honor deposits. The third objective is contained in Chapter 5 of the Act, which amends the Enabling 

Act of the EDB to modernize its receivership provisions.  The fourth objective is contained in 

Chapter 6 to create a new fiscal agency and financial authority. 

 

Summary of Chapter 1 of the Act 

Chapter 1 of the Act establishes the general provisions of the law.  These provisions include 

those related to a declaration of a state of emergency, key definitions, and authorization for certain 

governmental units to hire employees.  Chapter 1 also establishes immunities for persons acting in 

furtherance of this Act by providing that no person (including any person, director, officer, 
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employee, contractor, agent, or representatives) shall have any liability for actions taken, or not 

taken, in good faith in furtherance of this Act. 

 

Summary of Chapter 2 of the Act  

Chapter 2 authorizes the Governor to declare a moratorium and stay creditor remedies with 

respect to obligations of the government entities covered by the moratorium.  It also provides 

conditions on the government’s use of a moratorium and provides protections for creditors, such as 

preserving security interests and collateral used to secure various obligations. 

The provisions of the Act authorizing the Governor to declare a moratorium go into effect 

immediately upon its enactment, and they generally expire on January 31, 2017.  The period during 

which a moratorium may be declared is defined as the “covered period,” and it is subject to a two-

month extension by the Governor.  The moratorium provisions classify the various Puerto Rico 

entities (including the Commonwealth itself) into the following two categories because the Act treats 

the creditors thereof slightly differently:  (i) the “Bank,” which is defined as GDB and/or the EDB, 

and (ii) “government entities,” which includes the Commonwealth itself and the remaining 

government entities and public corporations with significant indebtedness in Puerto Rico (regardless 

of whether they are covered by the Fiscal and Economic Growth Plan issued by the Working Group 

of the Fiscal and Economic Recovery of Puerto Rico).    

The Governor has the power to declare, by executive order, which order may be terminated 

by the Governor, an emergency with respect to the Bank and/or any government entity during the 

covered period.  The period after such a declaration has been made is known as, with respect to such 

Bank or government entity, the “emergency period,” and the emergency period for all entities ends 

on the last day of the covered period.  The Governor’s declaration of an emergency can render the 

debt service obligations of the Bank or such government entity, as applicable, as “covered 

obligations.”  The Governor’s declaration can also identify additional obligations specifically or by 

category—such as obligations related to derivatives—to be “covered obligations.”  If so provided in 

an executive order, payments on covered obligations may not be made during the emergency period, 

and covered obligations will be due on the last day of the covered period to the extent they are 

otherwise due before or during the covered period. 

During the emergency period for the Bank, legal actions in respect of covered obligations are 

stayed, and at any time during the covered period, the Governor may take any and all actions 

reasonable and necessary to allow the Bank to continue performing its operations.  The term 

“reasonable and necessary” is defined to include, among other things, easing restrictions on deposit 

reserves, suspending payments on letters of credit and extending credit, prohibiting disbursements of 

loans, and refusing to honor withdrawal requests unless the funds will be used for essential services.  

During the emergency period for a government entity, including the Commonwealth itself, legal 

actions in respect of covered obligations are stayed, and the Governor may take any and all actions 

that are (i) reasonable and necessary to preserve the Commonwealth’s ability to continue providing 

essential public services, or (ii) necessary to provide for the health, safety and welfare of the 

residents of the Commonwealth.  These actions include the ability to expropriate property in a 

constitutionally permitted manner through eminent domain. 

The Act also contemplates that covered obligations (whether of the Bank or other government 

entities) will either be paid interest or accrue interest during the covered period as follows: 
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“Public Debt” 

(full faith and credit 

debt protected by the 

Constitution) 

If an interest obligation of the Bank or a government entity is guaranteed 

by the Commonwealth, or if the interest obligation is a full faith and 

credit obligation of the Commonwealth, then such interest obligation 

will be paid in full if due prior to July 1, 2016. Starting July 1, 2016, 

interest obligations that are public debt will be paid at an amount 

determined by the Governor after consultation with the Secretary of the 

Treasury that is consistent with the Constitution.  There is no payment if 

the public debt obligation is for principal or if it is an enumerated 

obligation and it became due on or after July 1, 2016. 

Bank Deposits  For deposits of the Bank, interest will accrue based on the nature of the 

deposits as follows: for time deposits, interest will accrue at the 

contractual rate until maturity and for deposits that could otherwise be 

withdrawn at any time, and after maturity for time deposits, interest will 

accrue at a rate that is the average rate of interest received by holders of 

the Bank’s unpaid principal obligations. 

Principal and Interest 

obligations 

(excluding public debt) 

There will be no payment of principal during the emergency period 

unless the issuer already has funds on deposit with a trustee (or paying 

agent) to make such payment; unpaid principal will accrue interest at the 

contractual rate. Payment of principal and accrued interest on principal 

will be paid, to the extent permitted by applicable law, at the end of the 

emergency period for the Bank or government entity, if such payments 

become due during the emergency period, unless a voluntary 

restructuring or other statute is enacted.  If interest is not paid during the 

covered period, it will accrue at the contractual rate.  Payment of 

accrued interest will be paid, to the extent permitted by applicable law, 

at the end of the emergency period for the Bank or government entity if 

such payments become due during the emergency period unless a 

voluntary restructuring has occurred or another statute is enacted. 

Enumerated 

obligations  

(excluding public debt) 

Enumerated obligations may accrue interest if entitled to under any 

applicable agreement.   

 

Under certain circumstances, the Act provides something called “adequate protection” to creditors 

that have a legitimate security or property interest with respect to any delayed debt service payment.   

 

Summary of Chapters 3 and 4 of the Act  

Chapters 3 and 4 of the Act contain amendments to GDB’s Enabling Act consisting of 

updated receivership provisions (Chapter 3) and bridge bank provisions and related procedures 

(Chapter 4) that are intended to provide an alternative to GDB’s liquidation and resolution under 

existing law.  With respect to the receivership provisions, Chapter 3 of the Act would replace the 

outdated receivership provisions currently found in GDB’s Enabling Act by establishing a set of 

rules better suited to confront the challenges currently faced by GDB by modifying the process for 

the appointment of a receiver, clarifying the receiver’s powers, and establishing priorities of 

expenses and unsecured claims in a receivership.  The priority of bondholders and depositors will 

remain the same as they do under existing law.  With respect to the bridge bank provisions, Chapter 

4 of the Act allows for the creation of a bridge bank, which could assume certain liabilities of the 
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Bank, including deposits, and continue certain of the existing functions of GDB.  Creditor claims 

that are not assumed by the bridge bank would remain at the old GDB, but all creditors shall be 

entitled to receive something known as a “net liquidation amount,” which is the amount such 

creditors would have received if GDB were liquidated.  

 

Summary of Chapter 5  

Chapter 5 of the Act would replace the outdated receivership provisions currently found in 

the EDB Enabling Act by modifying the process for the appointment of a receiver, clarifying the 

receiver’s powers, and establishing priority of expenses and unsecured claims in a receivership.  The 

amendments are intended to bring EDB’s receivership provisions closer in line to the substantially 

similar amendments being proposed for GDB. 

 

Summary of Chapter 6  
Chapter 6 of the Act creates a new instrumentality called the “Puerto Rico Fiscal Agency and 

Financial Advisory Authority,” and it will be structured as an independent public corporation and 

public instrumentality of the Commonwealth with a board of directors composed of one appointed 

by the Governor.  The Authority is created for the purpose of acting as fiscal agent, financial advisor 

and reporting agent of the Commonwealth and its public corporations, instrumentalities, 

commissions, authorities, municipalities and political subdivisions and to assist such entities in 

confronting the grave fiscal and economic emergency that the Commonwealth is currently 

experiencing.  The Authority will also oversee all matters related to the restructuring or adjustment 

of any covered obligation, or otherwise coordinate and implement liability management transactions 

for any covered obligation. 
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BE IT ENACTED BY THE LEGISLATIVE ASSEMBLY OF PUERTO RICO: 

General Provisions 

ARTÍCULO 611. SHORT TITLE 

This Act shall be known and may be cited as the “Puerto Rico Emergency Moratorium and 

Rehabilitation Act.” 

ARTÍCULO 612. DECLARATION OF STATE OF EMERGENCY  

It is hereby found and declared that the grave public emergency identified and declared to 

exist by the Legislative Assembly on numerous occasions has worsened dramatically, requiring 

additional measures to be taken by the Legislative Assembly, in the further exercise of its police 

powers, to provide for the health, safety and welfare of the residents of the Commonwealth.  The 

Legislative Assembly has consistently sought to avert the fiscal emergency in which Puerto Rico 

currently finds itself through the enactment of a diverse set of legislative measures.  These efforts 

include Act 3-2013 (reforming the ERS), Act 160-2013 (reforming the Teachers Retirement 

System), Act 66-2014 (implementing special fiscal and operational measures to reduce the deficit 

and address the fiscal emergency), Act 71-2014 (providing certain of Puerto Rico’s instrumentalities 

with an orderly debt restructuring mechanism), and Act 1-2015 (increasing the sales and use tax 

surcharge and implementing additional revenue raising measures), to name a few.   

However, despite these efforts, Puerto Rico’s fiscal emergency continues and indeed has 

become more desperate.  Today, not only is the Bank threatened with a disorderly default on its 

outstanding obligations, but other government entities of Puerto Rico are similarly threatened by the 

prospect of a disorderly default on their respective obligations.  In addition, adding further obstacles, 

failure by the United States Congress to provide Puerto Rico with an orderly regime to restructure 

the outstanding debt of the Commonwealth and its instrumentalities leaves Puerto Rico at the mercy 

of uncertainty and chaos.  The people of Puerto Rico are faced with a humanitarian crisis never 

before experienced in Puerto Rico, or elsewhere in the United States.  Simply and plainly, the grave 

fiscal emergency now facing Puerto Rico threatens its ability to honor its outstanding obligations 

while protecting the health, safety and welfare of the inhabitants of Puerto Rico.  But we, as a 

Government, have a duty to act responsibly, in the exercise of our police powers, to provide 

essential government services and safeguard the interests of all of the Commonwealth’s 

stakeholders, including its creditors.   

The Legislative Assembly hereby finds that asking the Commonwealth government, its 

instrumentalities, and the inhabitants of Puerto Rico to continue shouldering by themselves the 

burdens of the Governor of Puerto Rico’s grave fiscal emergency is unsustainable and would further 

damage the economy of Puerto Rico to the detriment of every stakeholder of the Commonwealth, 

including its creditors.  The Governor of Puerto Rico must also be authorized and directed to honor 

his duty to provide for the health, safety and welfare of the residents of the Commonwealth by 

granting him emergency police powers under this Act to declare a temporary moratorium of debt 

payments.  These measures will positively enhance the Commonwealth’s and the other government 

entities’ ability to honor their outstanding debt obligations.  Otherwise, the potential catastrophic 

effects of allowing creditors to exercise their enforcement remedies would undeniably harm the 

health, safety and welfare of the residents of the Commonwealth.  Likewise, it could further impair 

creditors’ ability to recover on their claims.   

ARTÍCULO 613. DEFINITIONS  

The following words and terms, when used in chapters 1, 2, 6, and 7 of this Act shall have 

the meaning stated below: 
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a. “Act” shall mean this Puerto Rico Emergency Moratorium and Rehabilitation Act. 

b. “AFICA” shall mean the Puerto Rico Industrial, Tourist, Educational, Medical and 

Environmental Control Facilities Financing Authority. 

c. “AMA” shall mean the Metropolitan Bus Authority. 

d. “Authority” shall mean the Fiscal Agency and Financial Advisory Authority. 

e.  “Available resources” shall have the meaning given to such term for purposes of 

Section 8 of Article VI of the Constitution of the Commonwealth. 

f. “Bank” shall mean either or both of— 

(i) the Government Development Bank for Puerto Rico, and for the purpose of 

section 201(b)(i) and (ii) of this Act, it shall also include its employees, 

officers, directors, agents, and professional advisors; and 

(ii) the Economic Development Bank for Puerto Rico, and for the purpose of 

section 201(b)(i) and (ii) of this Act, it shall also include its employees, 

officers, directors, agents, and professional advisors. 

g. “Board” shall mean the Board of Directors of each Bank and the Authority. 

h. “CCDA” shall mean the Puerto Rico Convention Center District Authority. 

i. “Children’s Trust” shall mean the not-for-profit entity created by the Commonwealth 

pursuant to the Children’s Trust Law, Act No. 173-1999, as amended. 

j. “COFINA” shall mean the Puerto Rico Sales Tax Financing Corporation. 

k. “Commonwealth” means the Commonwealth of Puerto Rico.  

l. “Covered obligation” shall mean (1) any interest obligation, principal obligation or 

enumerated obligation of a government entity that is due or becomes due during the 

emergency period in respect of such government entity, (2) any obligation arising or 

resulting from, or related to, the guarantee by by such government entity of any 

obligation of another entity that is due or becomes due during the emergency period, 

and (3) if provided for in an order issued pursuant under section 201(c) of this Act, 

the transfer of, or obligation to transfer, funds required to be made in advance of, or 

on the due date of, any obligation identified in the preceding clauses (1) and (2), if, 

and in each case, such government entity, as applicable, is declared to be in a state of 

emergency by an executive order of the Governor as contemplated in section 201(a) 

of this Act, as may be amended from time to time, but shall not include— 

(i) any obligation of an insurer to pay on any policy related to any interest 

obligation, principal obligation or enumerated obligation that would have 

come due as provided for in any law or document as if this Act had not been 

enacted; 

(ii) any obligation (or portion thereof), unless otherwise provided in such 

executive order, the payment of which can be made solely from money that 

has been deposited with a trustee or other custodian prior to the 

commencement of the emergency period for such obligor, which money is 

pledged for the sole purpose of paying such obligation (or portion thereof) 

when it becomes due;  

(iii) any obligation of AFICA, with the exception of the Educational Facilities 

Revenue Bonds, 2000 Series A (Educational Plaza Project) issued pursuant to 

a trust agreement, dated as of December 1, 2000, as amended, by and between 

The Bank of New York Mellon, as trustee, and AFICA; and 

(iv) any obligation of a bridge bank created under chapter 4 of this Act.  
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m. “Covered period” means the period beginning immediately upon the effectiveness of 

this Act through and including January 31, 2017, which period may be extended by 

executive order of the Governor for not more than two months. 

n. “Debt instrument” shall include any document or instrument for, used in connection 

with, or related to: 

(i) any obligation to pay the principal of, premium of, if any, interest on, 

penalties, reimbursement or indemnification amounts, fees, expenses, or other 

amounts relating to any indebtedness, and any other liability, contingent or 

otherwise,  

(A) for borrowed money,  

(B) evidenced by bonds, debentures, indentures, notes, resolutions, credit 

agreements, trade finance agreements, trade finance facility 

agreements, securities, or similar instruments, or 

(C) for any letter of credit or performance bond; 

(ii) any contingent obligation in respect of or related to any liability of the kind 

described in the preceding clause (i), including, but not limited to, any 

guaranty of such liability and any reimbursement agreement in respect of an 

insurance policy covering such liability; 

(iii) any obligation in respect of bankers’ acceptances; 

(iv) any obligation in respect of a swap agreement, derivative contract or related 

agreement, hedge agreement, securities contract, forward contract, repurchase 

agreement, option, warrant, commodities contract, or similar document; 

(v) any and all deferrals, renewals, extensions, and refunding of, or amendments, 

modifications, or supplements to, any liability of the kind described in any of 

the preceding clauses (i) through (iv); 

(vi) any liability arising out of any judgment relating to any liability of the kind 

described in any of the preceding clauses (i) through (v); or 

(vii) any liability arising from an obligation of insurance relating to any liability of 

a kind described in this section. 

o. “Depositor” shall mean any person, or authorized representative thereof, who is the 

primary or beneficial owner of any account containing deposits held by the Bank.  

p. “Deposit” shall mean funds held by the Bank that are classified by such Bank as 

deposits.  

q. “Emergency period”, in respect of any government entity, shall mean the period 

beginning on the date designated by the Governor in an executive order, as may be 

amended from time to time, issued pursuant to section 201(a) of this Act, with respect 

to such government entity and ending on the last day of the covered period.  

r. “Enumerated obligation” shall mean any obligation specifically listed or identified by 

category in an executive order, as may be amended from time to time, issued pursuant 

to section 201(a) of this Act, which obligation (whether contingent or non-contingent, 

due or not due) may arise from any contract or agreement, including any financial 

instrument, debt instrument or unexpired lease, any obligation to pay the principal of, 

premium of, if any, penalties, reimbursement or indemnification amounts, fees, 

expenses, or other amounts relating to any indebtedness, any other liability, 

contingent or otherwise, and any other agreement or instrument providing for 

amounts or benefits due by a government entity to any person, provided that an 
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“enumerated obligation” shall not include any principal obligation or interest 

obligation due by such government entity.  

s. “ERS” shall mean the Employees Retirement System of the Government of the 

Commonwealth of Puerto Rico and its Instrumentalities. 

t. “Government entity” shall mean any of the following— 

(i) AFICA, AMA, each Bank, CCDA, Children’s Trust, COFINA, the 

Commonwealth, ERS, HFA, HTA, MFA, PBA, PFC, PRASA, PREPA, 

PRIDCO, PRIFA, and UPR; and  

(ii) the employees, officers, directors, agents, or professionals of any government 

entity listed in the preceding clause (i) when the term is used in section 

201(b)(i) and (ii) of this Act.  

u. “Governor” shall mean the Governor of the Commonwealth.  

v. “HFA” shall mean the Puerto Rico Housing Finance Authority. 

w. “HTA” shall mean the Puerto Rico Highways and Transportation Authority. 

x. “Interest obligation” shall mean any obligation arising under or related to the 

payment of interest on any debt instrument but shall not include any interest 

obligation determined by the Governor, in his sole discretion, and identified in an 

executive order, as may be amended from time to time, issued pursuant to section 

201(a) of this Act, as not being an interest obligation for the purposes of this Act.   

y. “Minimum public debt payment” shall mean, with respect to a covered obligation that 

is public debt and an interest obligation— 

(i) an amount determined by the Governor that is consistent with the Constitution 

of the Commonwealth, after consultation with the Secretary of the Treasury, 

which amount may be calculated as the difference between the amount of 

available resources projected for the applicable emergency period and the 

projected expenses for essential public services during such period, applied 

pro rata to all holders of covered obligations that are interest obligations that 

constitute public debt that are due and payable (or projected to become due 

and payable) during the applicable emergency period (excluding any deferred 

or accrued amounts that will be paid on the last day of such emergency period 

as a result of this Act), provided that the minimum public debt payment in this 

clause (i) need not be paid all at once if such amount exceeds the available 

resources of the Commonwealth that are available to make such payment, 

including those subject to an executive order or applicable law that diverts 

such available resources towards the payment of public debt; and  

(ii) the full amount of such obligation if such obligation is due prior to June 30, 

2016. 

z. “MFA” shall mean the Puerto Rico Municipal Finance Agency.   

aa. “PBA” shall mean the Puerto Rico Public Buildings Authority. 

bb. “Person” shall mean any natural person or legal entity, including, but not limited to, 

any government agency, department, instrumentality, public corporation, 

municipality, board, office, committee or dependency or any public or private 

individual, firm, partnership, stock company, limited liability company, association or 

corporation organized and existing under the laws of the Commonwealth, the United 

States of America or any of its states, or of any foreign country, or any combination 

of the above. 



Martes, 5 de abril de 2016 Núm. 18 

 

 

37416 

cc. “PFC” shall mean the Puerto Rico Public Finance Corporation. 

dd. “PRASA” shall mean the Puerto Rico Aqueduct and Sewer Authority. 

ee. “PREPA” shall mean the Puerto Rico Electric Power Authority. 

ff. “PRIDCO” shall mean Puerto Rico Industrial Development Company. 

gg. “PRIFA” shall mean the Puerto Rico Infrastructure Financing Authority. 

hh. “Principal obligation” shall mean any obligation arising under or related to the 

payment of principal of any debt instrument but shall not include any principal 

obligation determined by the Governor, in his sole discretion, and identified in an 

executive order, as may be amended from time to time, issued pursuant to section 

201(a) of this Act, as not being a principal obligation for the purposes of this Act.   

ii. “Public debt” shall mean any obligation or evidence of indebtedness of the 

Commonwealth, or a government entity, that is issued or guaranteed by the 

Commonwealth pursuant to the authority provided in Section 2 of Article VI of the 

Constitution of the Commonwealth, for the payment of which the good faith, credit 

and taxing power of the Commonwealth shall have been pledged. 

jj. “UPR” shall mean the University of Puerto Rico. 

ARTÍCULO 614. RELATION TO CONSTITUTIONAL PROVISIONS; 

SUPREMACY OVER OTHER LAWS  

This Act has been enacted pursuant to and in accordance with the police powers of the 

Commonwealth of Puerto Rico.  In the event that the provisions of this Act are in conflict with the 

provisions of any other law, the provisions of this Act shall prevail. 

ARTÍCULO 615. IMMUNITIES   

a. Except to the extent proven by final and unappealable judgment to have engaged in 

willful misconduct for personal gain or gross negligence comprising reckless 

disregard of applicable duties, no person shall have any liability, civil, criminal, or 

otherwise, for, and without further notice or order shall be exonerated from, actions 

taken or not taken in their capacity, and within their authority in connection with, 

related to, or arising under, or as permitted under this Act, nor for any transfer, sale or 

assignment of assets or withdrawal of funds approved or executed by any government 

entity prior to or after the enactment of this Act if any such transfer, sale, assignment 

or withdrawal of deposits or other funds, as applicable, is found by a court to be in 

violation of this Act or Act No. 17 of September 23, 1948, as amended, sections 

1243, 1244 and 1249 of the Civil Code of Puerto Rico, or any other similar or 

analogous law or provision. 

b. Any action brought for gross negligence shall be dismissed with prejudice if: (i) a 

defendant, as an official, officer, director, committee member, or professional 

produces documents showing in respect of whatever acts or omissions form the basis 

of the complaint, such defendant received or relied on the advice of experts or was 

advised of relevant facts, participated in person or by phone, and deliberated in good 

faith; or (ii) the acts or omissions that form the basis of the complaint, indictment, or 

information do not clearly violate an established duty of which a reasonable person 

would have clear notice under the particular circumstances. 

ARTÍCULO 616.  HIRING OF GOVERNMENT WORKERS AND PROFESSIONAL 

PERSONS; EXEMPTION FROM OTHER LAWS  

a. At any time during an emergency period, the following acts or provisions thereof 

shall not apply to the hiring by the Governor, the Department of the Treasury, 
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PRIFA, any subsidiary of the Bank, and/or the Authority, on a temporary or 

permanent basis, of any individual that is employed by the Bank or any other 

government entity to work in the Governor’s office, the Department of the Treasury, 

PRIFA, any subsidiary of the Bank, and/or the Authority on matters related to the 

restructuring of any covered obligation or adjusting of any covered obligation, 

implementing liability management transactions for covered obligations, managing 

the fiscal affairs of the Commonwealth or any government entity, or any matters 

otherwise related to functions or operations performed or carried out by the Bank 

under Act No. 17 of September 23, 1948, as amended, or Act No. 272 of May 15, 

1945, as amended— 

(i) the “Public Service Human Resources Administration Act of the 

Commonwealth of Puerto Rico,” Act No. 184-2004, as amended; 

(ii) the “Act to Regulate the Transition Process of the Government of Puerto 

Rico,” Act No. 197-2002, as amended; 

(iii) Articles 6 through 11 of Act 66-2014, known as the “Fiscal Sustainability 

Act”;  

(iv) items (b) and (c) of Article 4.6 of Act No. 1-2012, as amended, known as the 

“Puerto Rico Government Ethics Act of 2011”;  

(v) the “Commonwealth of Puerto Rico Government Fiscal Reform Act of 2006”, 

Act No. 103-2006, as amended; 

(vi) Act No. 164 of July 23, 1974, as amended, known as the “General Services 

Administration Act”; and 

(vii) Article 2.001 of Act 78-2001, as amended, known as the “Commonwealth of 

Puerto Rico Electoral Law.” 

b. The Governor, the Department of the Treasury, PRIFA, any subsidiary of the Bank, 

and/or the Authority may employ, retain, or honor existing obligations under and/or 

assume existing contracts of the Bank with consultants and essential employees, 

including legal and financial advisors, whether or not the salaries or fees were 

incurred prior to the date of such assumption, to advise the Governor, the Bank or any 

government entity on matters related to restructuring or adjusting any covered 

obligation, implementing liability management transactions for covered obligations, 

managing the fiscal affairs of the Commonwealth and any government entity, or any 

matters otherwise related to functions or operations performed or carried out by the 

Bank under Act No. 17 of September 23, 1948, as amended, or Act No. 272 of May 

15, 1945, as amended.  The Governor, the Department of the Treasury, PRIFA, any 

subsidiary of the Bank, and/or the Authority, as applicable, shall submit to the Office 

of Management and Budget an estimate of the total costs and expenses related to the 

contracts and obligations to be incurred or assumed pursuant to this section for the 

remainder of this fiscal year 2016.  The Secretary of the Treasury and the Director of 

the Office of Management and Budget are hereby directed to identify from the fiscal 

year 2016 budget the funds necessary to cover such expenses and/or to transfer to 

PRIFA, any subsidiary of the Bank, or the Authority sufficient funds to cover such 

expenses.  Beginning in fiscal year 2017, such expenses shall be paid from 

appropriations made by the Legislative Assembly. 
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ARTÍCULO 617. LANGUAGE CONFLICT 

a. This Act shall be adopted both in English and Spanish.  If in the interpretation or 

application of this Act any conflict arises as between the English and Spanish texts, 

the English text shall govern. 

ARTÍCULO 618. PRIORITIZATION OF ESSENTIAL SERVICES 

It is the Legislative Assembly’s finding that, given the Commonwealth’s ongoing fiscal 

crisis, during this extraordinary emergency period the Government should prioritize the payment of 

essential services over debt service not only to provide for the health, safety and welfare of the 

residents of the Commonwealth but also to avoid a further economic downturn and fiscal and 

humanitarian crisis that would ultimately materially worsen the creditor’s recovery on their Puerto 

Rico bonds. 

CAPÍTULO 7 MORATORIUM FOR GOVERNMENT ENTITIES   

ARTÍCULO 701. DECLARATION COMMENCING EMERGENCY PERIOD AND 

MORATORIUM FOR ANY GOVERNMENT ENTITY; POWERS OF THE GOVERNOR 

a. Consistent with Section 108, the Legislature hereby directs the Governor to prioritize 

payment of essential services over covered obligations to promote the health, safety, 

and welfare of the residents of the Commonwealth during such covered period, as 

defined in this Act, and the Governor is hereby empowered, by executive order, to 

declare the Bank or any government entity to be in a state of emergency and identify 

in such order enumerated obligations of the Bank or any government entity, as 

applicable, and if the executive order so provides, no payment on a covered 

obligation of such Bank or government entity shall be made, other than as provided in 

sections 202 or 204 of this Act, during the emergency period for such Bank or 

government entity, as applicable.  Any executive order issued under this subsection 

may be terminated or modified at any time by the Governor. 

b. During the emergency period for any government entity— 

(i) no act shall be done, and no action or proceeding, including issuance of 

process,  shall be commenced or continued in any court in any jurisdiction, 

which could result in— 

(A) the recovery from, or judgment or enforcement against such 

government entity related to any covered obligation, or any funds, 

property, receivables or revenues thereof; 

(B) any order, judgment, lien, set-off, right of attachment or counterclaim 

related to any covered obligation against such government entity, or 

the indebtedness or liability evidenced thereby; or 

(C) the application of any funds, property, receivable or revenues of such 

government entity related to any covered obligation of such 

government entity, or the indebtedness or liability evidenced thereby;  

(ii) no entity or person asserting claims or other rights (including a beneficial or 

assignable interest), no trustee, no collateral agent, no indenture trustee, no 

fiscal agent, no insurer, and no financial institution that receives or holds 

funds from such government entity may exercise any remedy, which remedy 

shall include any right of acceleration or termination, right of set-off, right of 

attachment or counterclaim related to any covered obligation of such 

government entity, under any contract or applicable law as a result of— 
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(A) non-payment of any obligation arising under or related to any covered 

obligation of such government entity; 

(B) breach of any condition or covenant under or related to any covered 

obligation of such government entity;  

(C) the accrual of any right that is conditioned upon the financial condition 

of, or the commencement of a restructuring, insolvency, bankruptcy, 

or other proceeding, or a moratorium by, such government entity, 

including a default or an event of default thereunder; or 

(D) the presentment or approval of this Act or any similar legislation, 

including moratorium legislation;  

(iii) no contract to which such government entity is a party may be terminated or 

modified, nor may any right or obligation under such contract be terminated 

or modified solely because of a provision in such contract conditioned on— 

(A) the insolvency or financial condition of such government entity; 

(B) the commencement of a restructuring, insolvency, bankruptcy, or other 

proceeding, or a moratorium by such government entity; or 

(C) a default under a separate contract that is due to, triggered by, or as the 

result of the occurrence of the events or matters in subsections (ii)(A), 

(ii)(B), (ii)(C), or (ii)(D) of this section; and 

(iv) notwithstanding the provisions of the preceding clauses (i), (ii) and (iii) 

above, the Governor may take any and all actions that are reasonable and 

necessary to preserve the Commonwealth’s ability to continue providing 

essential public services and may take any and all actions reasonable and 

necessary to protect the health, safety and welfare of the residents of the 

Commonwealth, including, in each case without limitation, expropriating 

property or rights in property interests related to a covered obligation in a 

constitutionally permitted manner pursuant to the Commonwealth’s power of 

eminent domain, provided, however, that if property is taken pursuant to this 

Act, just compensation or other relief may be sought in the Court of First 

Instance, San Juan Part notwithstanding any other provision or this section of 

this Act. The provisions of the General Act of Expropriation of March 12, 

1903, as amended, other than Articles 3 and 3(a), and the requirement of 

Article 5(a) that funds be deposited in court prior to acquiring title and 

possession of the property being expropriated, will apply to expropriations 

pursuant to this section.  

c. Any act found to violate subsection (b) of this section shall be void and punishable by 

contempt of court.  Any person or entity found to violate this section may also be 

liable to such government entity for damages, costs, and attorneys’ fees incurred by 

the Governor or such government entity in defending against actions taken in 

violation of this section, and punitive damages for intentional or knowing violations, 

and upon determining that there has been a violation of this section, the court may 

order additional appropriate remedies.  

d. If ordered by the Governor during the emergency period created by this section, the 

following obligations may be suspended or modified, if applicable, until the end of 

the covered period, without the need for further legislation,— 
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(i) any statutory or other obligation to appropriate money to pay or secure any 

covered obligation or request the inclusion of an appropriation in the 

Commonwealth’s proposed budget to pay or secure any covered obligation (or 

take any action in furtherance thereof); 

(ii) any statutory or other obligation to transfer money (or its equivalent) to pay or 

secure any covered obligation (or take any action in furtherance thereof); 

(iii) any statutory or other obligation to setoff revenues used to pay or cover, 

directly or indirectly, a covered obligation that would normally be used or 

effected to pay or secure any covered obligation (or take any action in 

furtherance thereof); and 

(iv) any statutory or other obligation to ensure payment of a covered obligation as 

if this Act were not enacted (or take any action in furtherance thereof).  

e. During the covered period, notwithstanding section 4(c) of Act No. 147 of June 18, 

1980, as amended, the Governor may reprioritize services and expenses described in 

section 4(c)(3) to higher payment priority than as listed in section 4(c). 

f. Nothing in this section shall be read or construed to limit the authority of any 

government unit or agency to commence or continue any regulatory proceeding to 

enforce such governmental unit’s or agency’s police or regulatory power as it relates 

to a covered obligation. 

ARTÍCULO 702. CONDITIONS OF EMERGENCY PERIOD; PAYMENT OR 

ACCRUAL OF INTEREST 

a. If provided for in an executive order, as may be amended from time to time, issued 

pursuant to section 201(a) of this Act, during the emergency period for any 

government entity created by this chapter,— 

(i) holders of a covered obligation of such government entity— 

(A) that constitutes public debt and is an interest obligation shall receive at 

least the minimum public debt payment;  

(B) that does not constitute public debt but is an interest obligation shall be 

entitled to have the unpaid portion of the interest obligation accrue 

interest at a rate equal to the contract rate of interest, which shall be 

paid at the end of the covered period to the extent permitted by 

otherwise applicable law; and 

(C) that is a principal obligation shall be entitled to have the unpaid 

portion of the principal obligation accrue interest at a rate equal to the 

contract rate of interest, which unpaid principal and accrued and 

unpaid interest shall be paid at the end of the covered period to the 

extent permitted by otherwise applicable law;  

(ii) interest shall accrue on an enumerated obligation as provided in any 

applicable agreement or contract. 

b. Notwithstanding any other provision of this section, no holder of a covered obligation 

that is not public debt shall receive payment as otherwise required by this section 

from available resources if any portion of an obligation that is public debt remains 

due, outstanding, and unpaid. 

c. Unless provided in the executive order, as may be amended from time to time, issued 

pursuant to section 201(a) of this Act, or unless otherwise paid prior to the end of the 

covered period, any payments due in respect of any covered obligation of any 
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government entity that comes due before or during the covered period for which an 

emergency period has been declared, including accrued interest, or arising or 

resulting from, or related to, the failure to pay such obligation (whether arising or 

resulting from a guarantee, reimbursement, indemnity or other obligation of, or 

undertaking by any government entity), shall, unless otherwise provided for under 

this Act, be paid on the last day of the covered period to the extent permitted by 

otherwise applicable law.  

d. The requirements to pay interest pursuant to subsections (a) and (b) of this section 

shall not apply to the payment of any portion of a covered obligation that is not public 

debt the payment of which is— 

(i) subject to appropriation of funds for the purpose of making such payment by 

the Legislative Assembly; and 

(ii) made solely from available resources that have been diverted pursuant to an 

executive order or applicable law towards the payment of public debt, if any 

portion of any obligation that constitutes public debt is due and owing and 

remains unpaid. 

e. Notwithstanding any other provision of this Act, a holder of any covered obligation 

may make an application to the Court of First Instance of the Commonwealth, San 

Juan Part, upon thirty days’ written notice to the government entity seeking an order 

enforcing the provisions of this section 202 unless such order would unreasonably 

endanger the health, safety and welfare of the residents of the Commonwealth.  

ARTÍCULO 703. EMERGENCY BANK MEASURES; DEPOSITS; PERMISSIBLE 

AND PROHIBITED WITHDRAWALS 

a. At any time during the covered period, regardless of whether the Bank has covered 

obligations, the Governor is authorized to take any and all actions that are reasonable 

and necessary to allow the Bank to continue carrying out its operations.   

b. For the purposes of this section, actions that are “reasonable and necessary” shall 

include, but are not limited to, the following— 

(i) prescribing such conditions or restrictions for the conduct of the business of 

the Bank, including dispensing with the compliance, in whole or in part, of 

any requirement prescribed by otherwise applicable law, including those that 

require the Bank to maintain deposit reserves above a certain threshold;  

(ii) ordering the limitation of any payment of any obligation pursuant to terms the 

Governor prescribes to address the Bank’s liquidity needs or facilitate the 

Bank’s ability to carry out its operations; 

(iii) suspending— 

(A) payments on any obligation guaranteed by the Bank;  

(B) payments on any letter of credit; and 

(C) any obligation or commitment to lend or extend money or credit;  

(iv) taking any action with respect to the Bank as provided for in Act No. 17 of 

September 23, 1948, as amended; and 

(v) delegating to the Bank, its Board, or its employees authority to take actions in 

furtherance of this section.  

c. If any restriction is placed on disbursements by the Bank pursuant to subsection (a) of 

this section,— 
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(i) the Bank shall not be permitted to disburse any loans unless authorized by the 

Governor;  

(ii) the Bank shall honor requests to withdraw or transfer any deposit, including 

by check or other means, of an agency, public corporation, or instrumentality 

of the Commonwealth (other than those listed in subsection (c)(iii) of this 

subsection) as may be authorized by the Governor, from time to time, and in 

making any such authorization, the Governor shall consider the availability of 

funds and the need to fund the provision of essential services by such 

depositor, which must be demonstrated by a joint certification from the Office 

of Management and Budget and the Secretary of the Treasury that honoring 

such request, with respect to such deposit, is necessary to fund the provision 

of specifically identified essential services by a government entity, provided, 

further, that when  certifying such  withdrawal requests, the Office of 

Management and Budget and the Secretary of the Treasury may reduce the 

amount of any request to an amount deemed necessary to fund essential 

services; and 

(iii) subject to the availability of funds and the aggregate disbursements 

established by the Governor, the Bank shall honor any request to withdraw or 

transfer any deposit held by, or request to honor any check written by, a 

municipality or any of the Judicial Branch, UPR, Legislative Branch, Office 

of the Comptroller, Office of the Electoral Comptroller, State Elections 

Commission, Government Ethics Office, Independent Prosecutors Panel, 

provided, however, that an authorized officer of such municipality or listed 

entity certifies along with supporting documentation that such funds will be 

used for the payment of essential services. 

d. During the covered period, deposits shall accrue interest at a rate— 

(i) equal to the contract rate but only to the extent that the depositor’s ability to 

withdraw such deposits is limited by other laws or contract and not solely by 

this Act; or  

(ii) equal to the average interest rate applicable to the unpaid principal obligations 

of the Bank, if— 

(A) such deposits could be withdrawn at any time but for the operation of 

this Act, or  

(B) such deposits would otherwise become eligible for withdrawal during 

the emergency period but for the operation of this Act. 

e. Except as provided in subsection (f) of this section, if any restriction is placed on 

disbursements from the Bank pursuant to this section, then any value disbursed to a 

creditor after such restriction is imposed shall be subtracted from the value of any 

distribution that such creditor is entitled to receive, as of the first date of the 

restriction, if the Bank is subsequently liquidated or placed into a receivership.   

f. Disbursements made by the Bank before or during the covered period that are made 

in the ordinary course, including disbursements to cover expenses of the nature 

described in Article 12 section (A)(2) or (3) of Act No. 17 of September 23, 1948, as 

amended by this Act, or to pay for goods and services provided to the Bank, shall, for 

the avoidance of doubt, in each case, be exempt from Article 14 of Act No. 17 of 
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September 23, 1948, as amended (renumbered as Article 17 pursuant to section 302 

of this Act).  

g. Any and all actions undertaken pursuant to sections 201, 202, and 203 of this Act 

shall expire at the end of the covered period. 

h. Any check written in violation of this Act or an executive order issued pursuant to it 

shall be null and void, and any person that intentionally writes a check to withdraw 

all or a substantial portion of their deposit balance in violation of this section shall be 

guilty of a felony punishable  by imprisonment for up to one (1) year or by a fine of 

not less than twenty-five thousand dollars ($25,000).  

i. The Secretary of Treasury of the Commonwealth and the Director of the Office of 

Management and Budget are hereby authorized to identify from the fiscal year 2016 

General Fund budget the funds necessary to cover essential governmental needs that 

would have otherwise been funded during fiscal year 2016 from disbursements from 

GDB loans subject to the restrictions included in section 203(c)(1) of this Act.  

j. The Secretary of the Treasury of the Commonwealth and the Director of the Office of 

Management and Budget are directed to identify from the fiscal year 2016 general 

fund budget, $2,000,000 to fund the costs of the commission of the integral public 

credit created by Act No. 97-2015. 

ARTÍCULO 704. COLLATERAL, SECURITY INTERESTS, AND PRIORITIES 

PRESERVED; NON-IMPAIRMENT; REMEDIES  

a. If a covered obligation that was otherwise or became due before or during an 

emergency period becomes payable at the end of the covered period as a result of this 

Act, and unless an expropriation has occurred in accordance with this Act, nothing in 

this Act shall be construed to limit the rights of a holder to any collateral, security 

interest, or lien that secures such obligation, and nothing in this Act authorizes any 

government entity to compromise any obligation over the objection of a creditor. 

b. Unless property has been expropriated in accordance with this Act, on motion of a 

party in interest and after notice and a hearing, the Court of First Instance of the 

Commonwealth, San Juan Part, may grant any party in interest with security or 

property rights, to the extent required by applicable constitutional law, adequate 

protection of any security or other interest in property of such party in interest 

resulting from actions taken or not taken in furtherance of this Act, provided, 

however, that nothing in this Act prohibits any government entity from arguing in 

favor of abstention, if applicable, or that adequate protection is not required, or 

requires a court to provide adequate protection if adequate protection is not 

constitutionally required. 

c. When a person’s right or interest in property is entitled to adequate protection, it may 

be provided by any reasonable means, including— 

(i) cash or periodic cash payments; or 

(ii) a replacement lien or liens (on future revenues or otherwise), in each case, 

solely to the extent this Act results in a decrease in value of such entity’s 

interest in property subject to the lien as of the declaration of an emergency 

period under this Act. 

d. Without limiting subsection (b) of this section, adequate protection of a person’s 

interest in cash collateral, including revenues, of the government entity, may take the 

form of a pledge to such person of future revenues (net of any current expenses, 
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operational expenses or other expenses incurred under this Act) of such government 

entity if— 

(i) the then-current enforcement of such person’s interest would substantially 

impair the ability of such government entity to perform its public functions; 

(ii) there is no practicable alternative available to fulfill such public functions in 

light of the circumstances; and 

(iii) the generation of future net revenues to repay such person’s secured claims is 

dependent on the then-current continued performance of such public functions 

and the future net revenues will be enhanced by the then-current use of cash 

collateral or revenues to avoid then-current impairment of public functions. 

e. Without limiting subsections (c) and (d) of this section, a government entity may 

recover from or use property securing an interest of a person the reasonable, 

necessary costs and expenses of preserving, or disposing of, such property to the 

extent of any benefit to such person, including payment of expenses incurred by such 

government entity pursuant to or in furtherance of this Act. 

ARTÍCULO 705. STATUTE OF LIMITATIONS NOT TO RUN DURING 

EMERGENCY PERIOD FOR GOVERNMENT ENTITY 

Any action that, but for the enactment of this Act, would have been maintainable against a 

government entity at any time during the emergency period for such government entity shall not be 

barred by any provision of Puerto Rico law, nor by any defense of laches, during the period of one 

year after the expiration of the emergency period.  This section shall not be construed to shorten the 

period within which any such action may be commenced. 

ARTÍCULO 706. ISSUANCE BY A GOVERNMENT ENTITY OF EVIDENCE OF 

INDEBTEDNESS 

Nothing contained in this Act shall be construed as prohibiting or preventing any government 

entity, whether or not an emergency period has been declared, from issuing to consenting holders of 

any covered obligation any debt instrument or other evidence of indebtedness, in payment, renewal 

or refunding of or in exchange for such consenting holder’s covered obligation, on terms that 

otherwise comply with this Act and any other applicable law. 

CAPÍTULO 8 AMENDMENTS TO GDB ORGANIC ACT RELATED TO RECEIVERS 

ARTÍCULO 801. AMENDMENTS TO ARTICLE 11 OF ACT NO. 17 

Article 11 of Act No. 17 of September 23, 1948, as amended, is hereby amended to read in 

its entirety as follows: 

“Article 11. Appointment of and powers of a receiver.  

(A) The Board of Directors of the Bank or the Secretary of the Treasury of Puerto Rico 

shall have the power to recommend to the Governor the appointment of a receiver for 

the Bank if the Board of Directors of the Bank or the Secretary of the Treasury of 

Puerto Rico determines that: (1) the Bank’s assets are less than its obligations to its 

creditors; (2) the Bank is unable to pay valid debts or obligations as they mature in 

the normal course of business; (3) the Bank is operating in an unsafe or unsound 

condition to perform its statutory functions; or (4) the Bank has incurred or is likely 

to incur losses that will deplete all or substantially all of its capital, and there is no 

reasonable prospect for the Bank to become adequately capitalized. 

(B) Following a recommendation pursuant to subsection (A) above, the Governor may 

then (1) appoint, or direct the Secretary of the Treasury of Puerto Rico to appoint, a 

receiver for the Bank, (2) designate another entity, whether a privately owned entity 
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or an existing or new government instrumentality, after consultation with the 

Secretary of Justice, to assume the Bank’s payment and depositary functions, and (3) 

appoint new Boards of Directors, if necessary, of any of the Bank’s direct or indirect 

subsidiaries or affiliates that may have had the same Board of Directors of the Bank.  

In the exercise of discretion by the Governor or the Secretary of the Treasury of 

Puerto Rico, any person may be appointed receiver. 

(C) Except to the extent proven by final and unappealable judgment to have engaged in 

willful misconduct for personal gain or gross negligence comprising reckless 

disregard of and failure to perform applicable duties, the Board of Directors and 

officers of the Bank, the bridge bank and any subsidiary of the Bank, any employee, 

agent of the Bank, the bridge bank or of any subsidiary of the Bank, any receiver, or 

such private persons or entities retained, appointed or employed by such receiver, 

shall not have any personal liability to any person for, and without further notice or 

order shall be exonerated from liability for, actions taken or not taken in good faith 

in their capacity, and within their authority under this Act.  No action shall be 

brought against a person or entity concerning its acts or omissions in connection 

with, related to, or arising under this Act, except in the Commonwealth Court of First 

Instance for the Judicial Region of San Juan.   

(D) Immediately upon the appointment of a receiver, the receiver shall succeed to (1) all 

rights, titles, powers, and privileges of the Bank, and of any accountholder, depositor, 

officer, or director of the Bank with respect to the Bank and the assets of the Bank, 

with full power to do all acts and to execute in the name and on behalf of the Bank all 

functions, including without limitation all deeds, receipts, and other documents; and 

(2) title to the books, records, and assets of any previous legal custodian of the Bank. 

(E) Immediately upon the appointment of a receiver, the receiver may (1) take over the 

assets of and operate the Bank with all the powers of the directors and the officers of 

the Bank, including the power to employ and utilize the seal of the Bank, and conduct 

all business of the Bank; (2) collect all obligations and money due to the Bank, 

including without limitation to take all acts necessary for obtaining payment of any 

money due from a debtor of the Bank or his estate, to prove, rank and claim in the 

bankruptcy, insolvency, or sequestration of any debtor of the Bank for any balance 

against any estate, and to receive dividends in any proceeding for monies due to the 

Bank; (3) sell, transfer and compromise any asset, liability, right, power, or 

obligation of the Bank, by public auction or private contract, without any approval, 

assignment, or consent with respect to such transfer and without payment of any 

registration or other fee, charge, stamp or duty; (4) draw, accept, make, compromise, 

terminate, and endorse any bill of exchange, promissory note, or other document or 

obligation in the name and on behalf of the Bank; (5) provide or facilitate through 

guarantees or other support such funding as may be necessary to accomplish the 

purposes and exercise the powers authorized by this Act; (6) retain, appoint, and 

employ the services of private persons and entities, on such terms and conditions as 

the receiver may approve, to assist the receiver in fulfilling the duties under this Act 

and such private persons and entities shall have full recourse to the powers and 

rights of the receiver, as appropriate, as directed, limited and managed by the  

receiver; (7) sue and be sued in the name of the Bank, except as otherwise limited in 

this Act, and perform all functions of the Bank in the name of the Bank that are 
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consistent with the appointment as receiver; (8) as appropriate, preserve and 

conserve the assets and property of the Bank; (9) pay all valid claims and obligations 

of the Bank in accordance with the prescriptions and limitations of this Act; (10) 

investigate, pursue all claims or lawsuits, and collect all claims against persons who 

may be liable for injuries or losses of the Bank through negligence or other 

wrongdoing; (11) exercise all powers and authorities specifically granted to 

receivers, respectively, under this Act and such incidental powers as shall be 

necessary to carry out such powers; and (12) take any action authorized by this 

section, which the receiver determines is in the best interests of the Bank or its 

depositors and obligees. 

(F) The receiver:  

(1) may place the Bank in resolution and proceed to realize upon the assets of the 

Bank, having due regard to the functions and responsibilities of the Bank. 

(2) may allow or disallow and otherwise determine claims in accordance with the 

requirements of this section.  

(3) shall (i) promptly publish in a newspaper of national circulation and a 

newspaper of local circulation and in the Bank’s website, a general notice to 

the Bank’s creditors, and mail notice to any creditor shown in the Bank’s 

records, to present their claims, together with proof, to the receiver by a date 

specified in the notice which shall be not less than 90 days after the 

publication of such notice; (ii) republish such notice approximately 30 days 

after publication under clause (i); and (iii) upon discovery of the name and 

address of a claimant not identified in the Bank’s records, mail notice to such 

claimant within 30 days of such discovery. 

(4) shall determine whether to allow or disallow the claim and shall notify the 

claimant, by mail at the address identified in the claim, of any decision by the 

receiver on such claim, stating the reasons for any denial of the claim and the 

procedures available for further review, not later than 180 days after the date 

the claim is presented to the receiver. Such period may be extended by a 

written agreement between the claimant and the receiver.  

(5) may petition the Secretary of the Treasury of Puerto Rico to organize a bridge 

bank pursuant to Article 14 of this Act.  

(6) may create one or more subsidiaries pursuant to Article 2 of this Act, to 

assume any of the functions of the Bank, other than the lending and depositary 

functions 

(7) shall not be required to furnish bond and may appoint an agent or agents to 

assist in its duties as receiver.  All fees, compensation, and expenses of 

resolution and administration shall be fixed by the receiver, and may be paid 

by it out of funds coming into its possession as receiver. 

(G) If the receiver disallows all or any portion of a claim, or if no decision has been made 

by the receiver within 180 days following the presentment of any claim and there has 

been no extension of that time, the claimant may file a judicial action on such claim 

(or continue an action commenced before the appointment of the receiver) in the 

Public Corporations Debt Enforcement and Recovery Act Courtroom created by Act 

71-2014, and if such courtroom is not operative, then in the Court of First Instance of 

Puerto Rico, San Juan Part, not later than 60 days after disallowance of all or any 
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portion of the claim or the expiration of the 180-day period for determination of 

claims.  If any claimant fails to file a judicial action on such claim (or continue an 

action commenced before the appointment of the receiver), within such time, the 

claim shall be deemed to be disallowed (other than any portion of such claim which 

was allowed by the receiver), such disallowance shall be final, and the claimant shall 

have no further rights or remedies on such claim. No court shall have any 

jurisdiction to take any action, and no pending judicial action against the Bank in 

receivership by any claimant may be continued, until the claimant has exhausted all 

remedies available under the claims procedures specified in this section. After all 

remedies under the foregoing claims procedures are exhausted, any judicial action 

concerning such claim must be filed or continued within 60 days or the claimant shall 

have no further rights or remedies on such claim and no court shall have further 

jurisdiction. 

(H) Each person having a claim against the Bank or against the receivership shall, in no 

event, receive in payments and/or property less than the amount the creditor would 

have been entitled to receive if the Bank had been liquidated on the date of the 

appointment of the receiver, and the maximum liability to any person having a claim 

against the Bank or against the receiver or receivership shall equal the amount such 

creditor would have received if the Bank had been liquidated on the date of the 

appointment of the receiver. 

(I) The receiver shall pay all valid obligations of the Bank in accordance with the 

prescriptions and limitations of this Act. 

(J) The right of transfer or assignment conferred by Articles 11 to 14 of this Act shall 

override all other rights and interests, including but not limited to rights to consent 

or object to such transfer or assignment, of parties under indentures, contracts of 

employment, leases, charges, mortgages, or any other agreements the Bank may have 

entered into before the appointment of the receiver.  Every public officer having the 

power or duty to accept and register or amend any entry in any register relating to a 

transfer or assignment of an asset or liability shall, upon request made by the 

receiver, transferee, or other person, do all such things as are by law necessary to 

complete the registration of the transfer or assignment. 

(K) After the appointment of a receiver for the Bank, the receiver may request a stay for a 

period not to exceed 90 days in any judicial or administrative action or proceeding to 

which the Bank is or becomes a party.  Upon receipt of a request by any receiver 

pursuant to this paragraph for a stay of any judicial or administrative action or 

proceeding in any court or administrative body with jurisdiction of such action or 

proceeding, the court or administrative body shall grant such stay as to all parties.  

(L) Except as provided in this Act, no court, officer, employee, agency, or department of 

the Commonwealth of Puerto Rico may take any action, except at the request of the 

receiver, to restrain or affect the exercise of the powers and functions of the receiver.  

Except as permitted in this Act, the exclusive remedy in any judicial action against 

the receivership, or the Bank in receivership, shall be compensatory monetary 

damages, which shall not include any punitive or other non-compensatory damages.  

(M) Once a receiver for the Bank has been appointed, the receiver shall have the 

discretion to use the services of those employees of the Bank that are necessary to 

exercise its function and powers pursuant to this Act, and in that sense, it may 
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temporarily suspend every clause, precept and/or provision applicable to such 

employees and/or positions of the Bank contained in applicable laws, collective 

agreements, supplemental agreements, policies, employment manuals, circular 

letters, contractual letters, addenda, certifications, rules, regulations and 

employment conditions, regulation letters, classification plans and/or remuneration 

plans, referring to all and any employment condition, provided that the salary and 

marginal benefits of such employees are not reduced. The receiver may also order, 

effectuate or request the detachment and/or transfer of the Bank’s employees to other 

agencies or existing entities or new entities created by this Act and/or any other 

legislation, including to any subsidiary of the Bank or to a bridge bank created 

pursuant to Article 14 of this Act. In the case the Bank is liquidated, the receiver may 

also effectuate dismissals. If the employees of the Bank are permanently transferred 

to an existing agency, the terms and conditions of their employment shall be modified 

to comply with any law, regulation and/or agreement that addresses the 

remuneration and classification of the employees of the agency to which they have 

been transferred. In every case, the terms and conditions of employment effective as 

of the time the receiver is appointed shall be honored, including the rights, privileges, 

obligations and seniority, acquired pursuant to applicable laws, collective 

bargaining agreements and current personnel regulations, subject to the 

modifications contained in Act 66-2014 while it remains effective. In addition, the 

salaries, wages or commissions of every employees shall be guaranteed in every case, 

including payments related to paid vacations, allowances and sick leaves or other 

similar employment benefits acquired prior to the appointment of a receiver, in 

accordance with the employment policies of the Bank or applicable laws. The 

transfer of employees to a bridge bank shall also be governed by the provisions 

included in Article 14 of this Act. 

(N) For purposes of interpreting Articles 11 to 14 of this Act, a court shall consider, to 

the extent applicable, jurisprudence interpreting Title 12 of the United States Code.” 

ARTÍCULO 802. NEW ARTICLES 12 THROUGH 21 OF ACT NO. 17 

Articles 12 through 21 of Act No. 17 of September 23, 1948, as amended, are hereby 

renumbered as Articles 15 through 24, and new Articles 12 and 13 are hereby added, to read in their 

entirety as follows: 

“Article 12. Priority of expenses and unsecured claims in a receivership 

(A) Unsecured claims against the Bank, or the receiver for the Bank under this Act, that 

are proven to the satisfaction of the receiver, shall have priority in the following 

order: 

(1) Administrative expenses of the receiver. 

(2) Wages, salaries, or commissions, including vacation, severance, and sick 

leave pay, or other similar employee benefits, earned by an individual prior to 

the appointment of the receiver in accordance with the Bank’s employment 

policies or by applicable law. 

(3) Contributions owed to employee benefit plans arising from services rendered 

before the date of appointment of the receiver. 

(4) Any unpaid balance of money held by the Bank in its depository accounts for 

the credit of a depositor and any other general or senior liability of the Bank 

(which is not a liability described in clause (5)). 
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(5) Any obligation that is statutorily or contractually subordinated to general 

unsecured creditors. 

(B) This Article shall not affect secured claims or security entitlements in respect of 

assets or property held by the Bank, and all such secured claims or security 

entitlements shall be paid from the security or from the realized value of the security.  

To the extent that the security is insufficient to satisfy the claim, then the difference 

between the claim and the realized value of the security shall be paid in accordance 

with this section. 

(C) Notwithstanding any other provision of this Act or the Puerto Rico Emergency 

Moratorium and Financial Rehabilitation Act, a depositor or receiver may offset the 

amount of its deposit against any outstanding balance of a loan from the Bank as full 

and final payment up to the amount of the deposit. 

(D) The priority for administrative expenses, as that term is used in subsection (A), shall 

include (i) those obligations incurred by the Bank before the appointment of the 

receiver relating to goods and services provided to the Bank before such 

appointment, other than individual claims in excess of a threshold to be determined 

by the receiver in its reasonable discretion, (ii) those obligations incurred by the 

Bank after the appointment of the receiver relating to goods and services provided to 

the Bank after such appointment, and (iii) any other obligations that the receiver 

determines are appropriate to facilitate the orderly resolution of the Bank. 

(E) The Secretary of the Treasury, after consultation with the receiver and the Governor, 

shall have the power to waive, reduce, subordinate, or assign any claim of a 

governmental unit except if such governmental unit is a municipality, provided, 

however, that any portion of a claim that has been assigned pursuant to this 

subsection may not be setoff by the assignee as provided for in subsection (C) of this 

section. 

Article 13. Provisions relating to contracts entered into before appointment of receiver 

(A) Except as otherwise provided by this Article, the receiver may enforce any contract 

or agreement entered into by the Bank notwithstanding any provision of a contract 

providing for termination, default, acceleration, or exercise of rights upon, or by 

reason of, insolvency or the appointment of a receiver to the extent necessary for the 

orderly administration and/or winding up of the Bank’s affairs. 

(B) In addition to any other rights a receiver may have, the receiver, in the exercise of his 

power to administer and wind up the Bank, may disaffirm or repudiate any contract 

or lease (1) to which the Bank is a party; (2) if, in the receiver’s discretion, its 

continued performance will be burdensome; and (3) if, in the discretion of the 

receiver, the disaffirmance or repudiation of the contract or lease will promote the 

orderly administration and/or winding up of the Bank’s affairs. 

(C) The receiver appointed shall determine whether or not to exercise the rights of 

repudiation under this section within 180 days following such appointment. 

(D) The liability of the receivership for the disaffirmance or repudiation of any contract 

pursuant to subsection (B) shall be (1) limited to actual direct compensatory 

damages; and (2) determined as of the date of the appointment of the receiver.   

For purposes of this subsection, the term “actual direct compensatory 

damages” does not include punitive or exemplary damages, damages for lost profits 

or opportunity, or damages for pain and suffering. 
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(E) No person may exercise any right or power to terminate, accelerate, or declare a 

default under any contract to which the Bank is a party (and no provision in any such 

contract providing for such default, termination, or acceleration shall be 

enforceable), or to obtain possession of or exercise control over any property of the 

Bank or affect any contractual rights of the Bank, in reliance on, and the receiver 

may enforce any contract notwithstanding, any provision of the contract providing 

for termination, default, acceleration, or exercise of rights upon, or solely by reason 

of, insolvency, financial condition, the appointment of or the exercise of rights or 

powers by a receiver, or the transfer of any operations, assets or liabilities of the 

Bank to a bridge bank pursuant to Article 14 of this Act or to any other person or 

entity, provided, however, no provision of this section may be construed as impairing 

or affecting any right of the receiver to enforce or recover under a liability insurance 

contract of a director or officer or financial institution bond under other applicable 

law. 

(F) No person may exercise any right or power to terminate, accelerate, or declare a 

default under any contract to which the Bank is a party (and no provision in any such 

contract providing for such default, termination, or acceleration shall be 

enforceable), or to obtain possession of or exercise control over any property of the 

Bank or affect any contractual rights of the Bank, without the consent of the receiver 

for the Bank during the 90-day period beginning from the appointment of the 

receiver, provided, however, no provision of this paragraph shall apply to a director 

or officer liability insurance contract or a financial institution bond, or shall be 

construed as permitting the receiver to fail to comply with otherwise enforceable 

provisions of such contract. 

CAPÍTULO 9 AMENDMENTS TO GDB ORGANIC ACT RELATED TO THE POWER 

TO ORGANIZE AND OPERATE A BRIDGE BANK 

ARTÍCULO 901. NEW ARTICLE 14 OF ACT NO. 17 

A new Article 14 of Act No. 17 of September 23, 1948, as amended, is hereby added to read 

in its entirety as follows: 

“Article 14.  Power to organize and operate a bridge bank 

(A) When a receiver has been appointed for the Bank, the Secretary of the Treasury of 

Puerto Rico shall have the power, in his/her discretion, to organize and charter a 

temporary bank to be referred to as a bridge bank to assist the receiver in fulfilling 

its powers and duties. Such bank shall be organized and chartered pursuant to a 

Charter Resolution adopted by the Secretary of the Treasury of Puerto Rico and filed 

in the Department of State.  The bridge bank shall be chartered on the date the 

Charter Resolution is filed in the Department of State.  The Department of State shall 

proceed to register the bridge bank as a banking institution.  Any amendment to the 

Charter Resolution shall also be filed in the Department of State.  The effective date 

shall be the date of filing. 

(B) A bridge bank so organized shall have (1) the powers, benefits and attributes set forth 

in Article 2 of this Act and the tax exemptions set forth in Article 5 of this Act, and (2) 

those powers, rights, functions and duties conferred to the Bank and such limitations 

as are imposed on the Bank by this Act and by any other Commonwealth or federal 

statute, except to the extent that any powers, benefits, attributes, rights, functions and 

duties provided in clauses (1) and (2) are limited or otherwise modified by the 
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Secretary of the Treasury of Puerto Rico in the bridge bank’s Charter Resolution, 

subject to and in accordance with the provisions of this article.  The provisions of Act 

No. 55 of May 12, 1933, as amended, known as the Puerto Rico Banking Act, shall 

not apply to the bridge bank.  Such bridge bank shall be under the management of a 

board of directors, which initially shall be the Board of Directors of the Bank and 

shall thereafter, or upon the occurrence of a vacancy, be appointed in the same 

manner as the members of the Board of Directors of the Bank were appointed 

pursuant to this Act. To the extent the receiver transfers to the bridge bank any of the 

subsidiaries of the Bank whose Board of Directors is the same as that of the Bank, the 

Board of Directors of such subsidiary shall upon such transfer be the same as that of 

the bridge bank. If the bridge bank ceases to exist, the members of the Board of 

Directors of any surviving subsidiary shall be appointed in the same manner as the 

members of the Board of Directors of the Bank were appointed pursuant to this Act.  

The name of the bridge bank shall be set forth in its Charter Resolution.  For the 

avoidance of doubt, upon the charter of a bridge bank, any reference to the Bank in 

any Commonwealth law shall be understood to refer and apply to such bridge bank, 

as applicable, but in no case shall the bridge bank be responsible for any liabilities of 

the Bank unless such liabilities are expressly assumed by the bridge bank.  The 

Secretary of the Treasury may include in the Charter Resolution a provision whereby 

any or all of the Bank’s subsidiaries and affiliates shall become subsidiaries or 

affiliates of the bridge bank. 

(C) The receiver may transfer any or all of the Bank’s powers, rights, functions and 

duties, and any ownership, contractual or operational interests or relationships 

between the Bank and its subsidiaries and affiliates to the bridge bank, as is 

determined to be appropriate. 

(D) In transferring assets and liabilities to a bridge bank, and otherwise conducting its 

operations, the receiver may exercise all powers granted to the receiver and shall not 

be subject to any limitation on the transfer of assets or liabilities contained in this Act 

when making such transfer.  

(E) The bridge bank may (1) assume such liabilities of the Bank, including deposits, as 

the receiver may, in its discretion, determine to be appropriate; (2) purchase such 

assets (including assets associated with any trust business) of the Bank as the 

receiver may, in its discretion, determine to be appropriate; (3) assume such rights, 

titles, powers, privileges, interests or authorities of the Bank relating to its 

subsidiaries or affiliates (which subsidiaries or affiliates shall thereafter have all 

rights, titles, powers, privileges, interests, or authorities as they enjoyed on the date 

they were transferred to the bridge bank) and (4) perform any other function that the 

Secretary of the Treasury, may, in its discretion, prescribe in accordance with this 

section.  Such bridge bank shall not be subject to any requirement to maintain deposit 

reserves above a certain threshold pursuant to applicable law and, to the extent a 

reserve requirement may be deemed to apply to such bridge bank, the Secretary of 

the Treasury may waive this requirement upon the granting of a charter to such 

bridge bank.  

(F) The receiver shall order the transfer of all permanent, temporary and/or non-union 

employees, that work for the Bank to the bridge bank and said employees shall 

become employees of the bridge bank. This transfer of employees shall be effectuated 
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while honoring the terms and conditions of employment effective as of the 

appointment of the receiver, including the rights, privileges, obligations and 

seniority, acquired pursuant to applicable laws, collective bargaining agreements 

and current personnel regulations, subject to the modifications contained in Act 66-

2014 while it remains effective. None of the provisions of this Act shall affect the 

constitutional right to collective bargaining enjoyed by the employees of the Bank, 

nor the vested rights, benefits and privileges, by virtue of any collective bargaining 

agreements. The bridge bank shall recognize the unions that represent the unionized 

workers of the Bank transferred to the bridge bank and shall assume the applicable 

collective bargaining agreements in effect on such date. Rights with regard to any 

pension or retirement system to which they may be affiliated or members of on the 

effective date of this Act shall also be guaranteed. The bridge bank shall be obligated 

to satisfy to all employees any of their salaries, wages, commissions, including 

payments related to vacations, allowances and sick leaves or other employment 

benefits acquired prior to the appointment of the receiver, in accordance with the 

Bank’s employment policies or applicable law.  

(G) The bridge bank, and each of its subsidiaries, shall be an independent public 

corporation and a public instrumentality of the Commonwealth of Puerto Rico with 

separate legal existence, fiscal and administrative autonomy, and independence from 

the Commonwealth.  

(H) A bridge bank shall be treated as the Bank in default at such times and for such 

purposes as the receiver for the Bank may, in its discretion, determine, and shall not 

otherwise be treated as in default or insolvent. 

(I) The Secretary of the Treasury of Puerto Rico may provide funding on behalf of the 

Commonwealth of Puerto Rico and provide such guarantees under Act No. 12 of May 

9, 1975, as amended, or other support appropriate to facilitate the operation and 

conduct of the business of the bridge bank and any of its subsidiaries consistent with 

the authorities provided by this Article, and to facilitate any transaction described in 

this section by the bridge bank or facilitate the acquisition or transfer of any 

functions or assets, or the assumption of any liabilities, of the Bank or of the bridge 

bank as provided in this section.  

(J) The receiver for the Bank may transfer any operations, assets, and liabilities of the 

Bank (including any operations, assets or liabilities associated with any trust or 

custody business) to the bridge bank, in accordance with subsections (A)-(D). At any 

time after the establishment of the bridge bank with respect to the Bank, the receiver 

may transfer any operations, assets and liabilities of the Bank or the bridge bank and 

take any other action as it determines, in his discretion, to be appropriate in 

accordance with subsections (A)-(D). The transfer of any operations, assets or 

liabilities to a bridge bank shall be effective without any further approval under 

Commonwealth law, assignment, or consent with respect thereto. Assets may be 

transferred to a bridge bank in exchange for such bank’s obligation to pay, over time, 

with interest at the then applicable judgment rate of interest, an amount determined 

by the receiver, which amount shall be at least the amount that the Bank’s creditors 

whose debt is not assumed by the bridge bank would have received for the value of 

the assets transferred to the bridge bank, after taking into account the benefit to 

creditors of the Bank of the bridge bank’s assumption of liabilities of the Bank, as if 
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the Bank had been liquidated on the date of the appointment of the receiver (the “Net 

Liquidation Amount”). Any judicial action to which a bridge bank becomes a party 

by virtue of its acquisition of any assets or assumption of any liabilities of the Bank 

shall be stayed from further proceedings for a period of not longer than 90 days (or 

such longer or shorter period as may be agreed to upon the consent of all parties) at 

the request of the bridge bank. The receiver shall determine the Net Liquidation 

Amount by taking the average of two assessments of such amount by two independent 

valuation experts provided full access to the Bank’s records and sufficient time to 

determine the likely liquidation value, net of expenses, that could be obtained for the 

Bank’s assets if sold with a reasonable amount of marketing within 90 days of the 

date the receivership commenced, provided, however, that if the higher assessment is 

more than 20% higher than the lower assessment of the Net Liquidation Value, the 

receiver shall retain a third independent valuation experts that shall prepare its 

assessment after having access to the Bank’s records for a sufficient time, and the Net 

Liquidation Value shall be the average of the two highest assessments.  If a creditor 

challenges the Net Liquidation Value in a judicial proceeding, there shall be a 

rebuttable presumption that the Net Liquidation Value is correct. 

(K) Any bridge bank that the Secretary of the Treasury of Puerto Rico charters in relation 

to the resolution or restructuring of the Bank, and any subsequent transferee of all or 

any part of the operations, assets, or liabilities of the Bank, shall not be a successor 

entity to the Bank and shall not be subject to any liability arising from the operations 

of the Bank before the appointment of the receiver, except as contractually agreed by 

the bridge bank and the receiver, as applicable. 

(L) Subject to subsections (M) and (P), the charter of a bridge bank as such shall 

terminate two (2) years after the date it was granted or at such earlier time as 

determined by the Secretary of the Treasury of Puerto Rico.  The Secretary of the 

Treasury of Puerto Rico may, in his discretion, extend the status of the bridge bank as 

such for no more than 3 additional 1-year periods. The termination of the charter for 

the bridge bank shall not affect any of its subsidiaries and affiliates, and each shall 

remain as independent public corporations, unless otherwise provided by the 

Secretary of the Treasury, whose board of directors shall be appointed in the same 

way the board of directors of the Bank was appointed.   

(M) The Secretary of the Treasury of Puerto Rico may amend the charter of the bridge 

bank to reflect the termination of the status of the bridge bank as such and provide 

that the bridge bank shall be a new bank, whereupon the bridge bank shall have all of 

the rights, powers, and privileges under its constituent documents and applicable 

Commonwealth law. In connection therewith, the bridge bank may be deemed to 

succeed by operation of law to such rights, titles, powers, and interests of the bridge 

bank provided by its charter. 

(N) The bridge bank may take any and all actions that are reasonable and necessary to 

allow the bridge bank to operate normally and fulfill its statutory obligations, 

including without limitation— 

(1) prescribing such conditions or restrictions for the conduct of the business of 

the bridge bank;  

(2) limiting or conditioning the disbursement of any loans; and 
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(3) limiting or conditioning any withdrawals or transfers of deposits pursuant to 

terms the bridge bank prescribes to address the bridge bank’s liquidity needs 

or facilitate the bridge bank’s ability to perform its normal operations; and 

(4) limiting or suspending — 

(A) payments on any obligation;  

(B) payments on any letter of credit; and 

(C)  any obligation or commitment to lend or extend money or credit. 

(O) The Governor, in his discretion, is hereby authorized to exempt one or more 

government entities from the requirements set forth in Article 1 of Act No. 24-2014, 

particularly those relating to the deposit of the funds of government entities with the 

Bank, with respect to a bridge bank chartered pursuant to this Act.  

(P) Notwithstanding any other provision of Commonwealth law, if the status of a bridge 

bank as such has not previously been terminated pursuant to subsection (L) or (M), 

(1) the Board of Directors, with the approval of the of the Secretary of Treasury of 

Puerto Rico, shall dissolve the bridge bank in accordance with this subsection at any 

time; and (2) the board of directors of the bridge bank with the approval of the 

Secretary of Treasury shall promptly commence dissolution proceedings in 

accordance with this paragraph upon the expiration of the 2-year period following 

the date on which the bridge bank was chartered, or any extension thereof, as 

provided in subsection (M). The Secretary of the Treasury of Puerto Rico may 

appoint a receiver for a bridge bank if it determines that such action will facilitate 

the winding up and final resolution of the bridge bank or the Bank in receivership.  

The receiver for a bridge bank shall wind up the affairs of the bridge bank in 

conformity with the provisions of law relating to the resolution of the Bank under this 

Act.  With respect to any such bridge bank, the receiver shall have all the rights, 

powers, and privileges and shall perform the duties related to the exercise of such 

rights, powers, or privileges granted by law to the receiver for the Bank under this 

Act and, notwithstanding any other provision of Commonwealth law, in the exercise 

of such rights, powers, and privileges, the receiver shall not be subject to the 

direction or supervision of any agency of the Commonwealth of Puerto Rico, except 

as provided for a receiver for the Bank in this Act”.  

CAPÍTULO 10 AMENDMENTS TO EDB ORGANIC ACT RELATED TO RECEIVERS 

ARTÍCULO 1001. AMENDMENTS TO ARTICLE 11 OF ACT NO. 22 OF JULY 24, 

1985 

Article 11 of Act No. 22 of July 24, 1985, as amended, is hereby amended to read in its 

entirety as follows: 

“Article 11. Appointment of and powers of a receiver.  

(A) The Board of Directors of the Bank or the Secretary of the Treasury of Puerto Rico 

shall have the power to recommend to the Governor the appointment of a receiver for 

the Bank if the Board of Directors of the Bank or the Secretary of the Treasury of 

Puerto Rico determines that: (1) the Bank’s assets are less than its obligations to its 

creditors; (2) the Bank is unable to pay valid debts or obligations as they mature in 

the normal course of business; (3) the Bank is operating in an unsafe or unsound 

condition to perform its statutory functions; or (4) the Bank has incurred or is likely 

to incur losses that will deplete all or substantially all of its capital, and there is no 

reasonable prospect for the Bank to become adequately capitalized. 
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(B) Following a recommendation pursuant to subsection (A) above, the Governor may 

then (1) appoint, or direct the Secretary of the Treasury of Puerto Rico to appoint, a 

receiver for the Bank, (2) designate another entity, whether a privately owned entity 

or an existing or new government instrumentality, after consultation with the 

Secretary of Justice, to assume the Bank’s payment and depositary functions, and (3) 

appoint new Boards of Directors, if necessary, of any of the Bank’s direct or indirect 

subsidiaries or affiliates that may have had the same Board of Directors of the Bank.  

In the exercise of discretion by the Governor or the Secretary of the Treasury of 

Puerto Rico, any person may be appointed receiver. 

(C) Except to the extent proven by final and unappealable judgment to have engaged in 

willful misconduct for personal gain or gross negligence comprising reckless 

disregard of and failure to perform applicable duties, the Board of Directors and 

officers of the Bank and any subsidiary of the Bank, any employee, agent of the Bank 

or of any subsidiary of the Bank, any receiver, or such private persons or entities 

retained, appointed or employed by such receiver, shall not have any personal 

liability to any person for, and without further notice or order shall be exonerated 

from liability for, actions taken or not taken in good faith in their capacity, and 

within their authority under this Act.  No action shall be brought against a person or 

entity concerning its acts or omissions in connection with, related to, or arising under 

this Act, except in the Commonwealth Court of First Instance for the Judicial Region 

of San Juan.   

(D) Immediately upon the appointment of a receiver, the receiver shall succeed to (1) all 

rights, titles, powers, and privileges of the Bank, and of any accountholder, depositor, 

officer, or director of the Bank with respect to the Bank and the assets of the Bank, 

with full power to do all acts and to execute in the name and on behalf of the Bank all 

functions, including without limitation all deeds, receipts, and other documents; and 

(2) title to the books, records, and assets of any previous legal custodian of the Bank. 

(E) Immediately upon the appointment of a receiver, the receiver may (1) take over the 

assets of and operate the Bank with all the powers of the directors and the officers of 

the Bank, including the power to employ and utilize the seal of the Bank, and conduct 

all business of the Bank; (2) collect all obligations and money due to the Bank, 

including without limitation to take all acts necessary for obtaining payment of any 

money due from a debtor of the Bank or his estate, to prove, rank and claim in the 

bankruptcy, insolvency, or sequestration of any debtor of the Bank for any balance 

against any estate, and to receive dividends in any proceeding for monies due to the 

Bank; (3) sell, transfer and compromise any asset, liability, right, power, or 

obligation of the Bank, by public auction or private contract, without any approval, 

assignment, or consent with respect to such transfer and without payment of any 

registration or other fee, charge, stamp or duty; (4) draw, accept, make, compromise, 

terminate, and endorse any bill of exchange, promissory note, or other document or 

obligation in the name and on behalf of the Bank; (5) provide or facilitate through 

guarantees or other support such funding as may be necessary to accomplish the 

purposes and exercise the powers authorized by this Act; (6) retain, appoint, and 

employ the services of private persons and entities, on such terms and conditions as 

the receiver may approve, to assist the receiver in fulfilling the duties under this Act 

and such private persons and entities shall have full recourse to the powers and 
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rights of the  receiver, as appropriate, as directed, limited and managed by the  

receiver; (7) sue and be sued in the name of the Bank, except as otherwise limited in 

this Act, and perform all functions of the Bank in the name of the Bank that are 

consistent with the appointment as receiver; (8) as appropriate, preserve and 

conserve the assets and property of the Bank; (9) pay all valid claims and obligations 

of the Bank in accordance with the prescriptions and limitations of this Act; (10) 

investigate, pursue all claims or lawsuits, and collect all claims against persons who 

may be liable for injuries or losses of the Bank through negligence or other 

wrongdoing; (11) exercise all powers and authorities specifically granted to 

receivers, respectively, under this Act and such incidental powers as shall be 

necessary to carry out such powers; and (12) take any action authorized by this 

section, which the receiver determines is in the best interests of the Bank or its 

depositors and obligees. 

(F) The receiver:  

(1) may place the Bank in resolution and proceed to realize upon the assets of the 

Bank, having due regard to the functions and responsibilities of the Bank. 

(2) may allow or disallow and otherwise determine claims in accordance with the 

requirements of this section.  

(3)  shall (i) promptly publish in a newspaper of national circulation and a 

newspaper of local circulation and in the Bank’s website, a general notice to 

the Bank’s creditors, and mail notice to any creditor shown in the Bank’s 

records, to present their claims, together with proof, to the receiver by a date 

specified in the notice which shall be not less than 90 days after the 

publication of such notice; (ii) republish such notice approximately 30 days 

after publication under clause (i); and (iii) upon discovery of the name and 

address of a claimant not identified in the Bank’s records, mail notice to such 

claimant within 30 days of such discovery. 

(4) shall determine whether to allow or disallow the claim and shall notify the 

claimant, by mail at the address identified in the claim, of any decision by the 

receiver on such claim, stating the reasons for any denial of the claim and the 

procedures available for further review, not later than 180 days after the date 

the claim is presented to the receiver. Such period may be extended by a 

written agreement between the claimant and the receiver.  

(5) shall not be required to furnish bond and may appoint an agent or agents to 

assist in its duties as receiver.  All fees, compensation, and expenses of 

resolution and administration shall be fixed by the receiver, and may be paid 

by it out of funds coming into its possession as receiver. 

(G) If the receiver disallows all or any portion of a claim, or if no decision has been made 

by the receiver within 180 days following the presentment of any claim and there has 

been no extension of that time, the claimant may file a judicial action on such claim 

(or continue an action commenced before the appointment of the receiver) in the 

Public Corporations Debt Enforcement and Recovery Act Courtroom created by Act 

71-2014, and if such courtroom is not operative, then in the Court of First Instance of 

Puerto Rico, San Juan Part, not later than 60 days after disallowance of all or any 

portion of the claim or the expiration of the 180-day period for determination of 

claims.  If any claimant fails to file a judicial action on such claim (or continue an 
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action commenced before the appointment of the receiver), within such time, the 

claim shall be deemed to be disallowed (other than any portion of such claim which 

was allowed by the receiver), such disallowance shall be final, and the claimant shall 

have no further rights or remedies on such claim. No court shall have any 

jurisdiction to take any action, and no pending judicial action against the Bank in 

receivership by any claimant may be continued, until the claimant has exhausted all 

remedies available under the claims procedures specified in this section. After all 

remedies under the foregoing claims procedures are exhausted, any judicial action 

concerning such claim must be filed or continued within 60 days or the claimant shall 

have no further rights or remedies on such claim and no court shall have further 

jurisdiction. 

(H) Each person having a claim against the Bank or against the receivership shall, in no 

event, receive in payments and/or property less than the amount the creditor would 

have been entitled to receive if the Bank had been liquidated on the date of the 

appointment of the receiver, and the maximum liability to any person having a claim 

against the Bank or against the receiver or receivership shall equal the amount such 

creditor would have received if the Bank had been liquidated on the date of the 

appointment of the receiver. 

(I) The receiver shall pay all valid obligations of the Bank in accordance with the 

prescriptions and limitations of this Act. 

(J) The right of transfer or assignment conferred by Articles 11 to 13 of this Act shall 

override all other rights and interests, including but not limited to rights to consent 

or object to such transfer or assignment, of parties under indentures, contracts of 

employment, leases, charges, mortgages, or any other agreements the Bank may have 

entered into before the appointment of the receiver.  Every public officer having the 

power or duty to accept and register or amend any entry in any register relating to a 

transfer or assignment of an asset or liability shall, upon request made by the 

receiver, transferee, or other person, do all such things as are by law necessary to 

complete the registration of the transfer or assignment. 

(K) After the appointment of a receiver for the Bank, the receiver may request a stay for a 

period not to exceed 90 days in any judicial or administrative action or proceeding to 

which the Bank is or becomes a party.  Upon receipt of a request by any receiver 

pursuant to this paragraph for a stay of any judicial or administrative action or 

proceeding in any court or administrative body with jurisdiction of such action or 

proceeding, the court or administrative body shall grant such stay as to all parties.  

(L) Except as provided in this Act, no court, officer, employee, agency, or department of 

the Commonwealth of Puerto Rico may take any action, except at the request of the 

receiver, to restrain or affect the exercise of the powers and functions of the receiver.  

Except as permitted in this Act, the exclusive remedy in any judicial action against 

the receivership, or the Bank in receivership, shall be compensatory monetary 

damages, which shall not include any punitive or other non-compensatory damages.  

(M) Once a receiver for the Bank has been appointed, the receiver shall have the 

discretion to use the services of those employees of the Bank that are necessary to 

exercise its function and powers pursuant to this Act, in that sense, it may temporarily 

suspend every clause, precept and/or applicable provision to such employees and/or 

positions of the Bank contained in applicable laws, collective agreements, 
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supplemental agreements, policies, employment manuals, circular letters, contractual 

letters, addenda, certifications, rules, regulations and employment conditions, 

regulation letters, classification plans and/or remuneration plans, referring to all and 

any employment condition, provided that the salary and marginal benefits of such 

employees are not reduced. The receiver may also order, effectuate or request the 

detachment and/or transfer of the Bank’s employees to other agencies or existing 

entities or new entities created by this Act and/or any other legislation, including to 

any subsidiary of the Bank. In the case the Bank is liquidated, the receiver may also 

effectuate dismissals. If the employees of the Bank are permanently transferred to an 

existing agency, the terms and conditions of their employment shall be modified to 

comply with any law, regulation and/or agreement that addresses the remuneration 

and classification of the employees of the agency to which they have been transferred. 

In every case, the terms and conditions of employment effective as of the time the 

receiver is appointed shall be honored, including the rights, privileges, obligations 

and seniority, acquired pursuant to applicable laws, collective bargaining 

agreements and current personnel regulations, subject to the modifications contained 

in Act 66-2014 while it remains effective. In addition, the salaries, wages or 

commissions of every employees shall be guaranteed in every case, including 

payments related to paid vacations, allowances and sick leaves or other similar 

employment benefits acquired prior to the appointment of a receiver, in accordance 

with the employment policies of the Bank or applicable laws.  

(N) For purposes of interpreting Articles 11 to 13 of this Act, a court shall consider, to 

the extent applicable, jurisprudence interpreting Title 12 of the United States Code.”] 

ARTÍCULO 1002. NEW ARTICLES 12 THROUGH 25 OF ACT NO. 22 OF JULY 

24, 1985 

Articles 12 through 23 of Act No. 22 of July 24, 1985, as amended, are hereby renumbered 

as Articles 14 through 25, and new Articles 12 and 13 are hereby added, to read in their entirety as 

follows: 

[“Article 12. Priority of expenses and unsecured claims in a receivership 

(A) Unsecured claims against the Bank, or the receiver for the Bank under this Act, that 

are proven to the satisfaction of the receiver, shall have priority in the following 

order: 

(1) Administrative expenses of the receiver. 

(2) Wages, salaries, or commissions, including vacation, severance, and sick 

leave pay, or other similar employee benefits, earned by an individual prior to 

the appointment of the receiver in accordance with the Bank’s employment 

policies or by applicable law. 

(3) Contributions owed to employee benefit plans arising from services rendered 

before the date of appointment of the receiver. 

(4) Any unpaid balance of money held by the Bank in its depository accounts for 

the credit of a depositor and any other general or senior liability of the Bank 

(which is not a liability described in clause (5)). 

(5) Any obligation that is statutorily or contractually subordinated to general 

unsecured creditors. 

(B) This Article shall not affect secured claims or security entitlements in respect of 

assets or property held by the Bank, and all such secured claims or security 
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entitlements shall be paid from the security or from the realized value of the security.  

To the extent that the security is insufficient to satisfy the claim, then the difference 

between the claim and the realized value of the security shall be paid in accordance 

with this section. 

(C) Notwithstanding any other provision of this Act or the Puerto Rico Emergency 

Moratorium and Financial Rehabilitation Act, a depositor or receiver may offset the 

amount of its deposit against any outstanding balance of a loan from the Bank as full 

and final payment up to the amount of the deposit. 

(D) The priority for administrative expenses, as that term is used in subsection (A), shall 

include (i) those obligations incurred by the Bank before the appointment of the 

receiver relating to goods and services provided to the Bank before such 

appointment, other than individual claims in excess of a threshold to be determined 

by the receiver in its reasonable discretion, (ii) those obligations incurred by the 

Bank after the appointment of the receiver relating to goods and services provided to 

the Bank after such appointment, and (iii) any other obligations that the receiver 

determines are appropriate to facilitate the orderly resolution of the Bank. 

(E) The Secretary of the Treasury, after consultation with the receiver and the Governor, 

shall have the power to waive, reduce, subordinate, or assign any claim of a 

governmental unit except if such governmental unit is a municipality, provided, 

however, that any portion of a claim that has been assigned pursuant to this 

subsection may not be setoff by the assignee as provided for in subsection (C) of this 

section. 

Article 13. Provisions relating to contracts entered into before appointment of receiver 

(A) Except as otherwise provided by this Article, the receiver may enforce any contract 

or agreement entered into by the Bank notwithstanding any provision of a contract 

providing for termination, default, acceleration, or exercise of rights upon, or by 

reason of, insolvency or the appointment of a receiver to the extent necessary for the 

orderly administration and/or winding up of the Bank’s affairs. 

(B) In addition to any other rights a receiver may have, the receiver, in the exercise of his 

power to administer and wind up the Bank, may disaffirm or repudiate any contract 

or lease (1) to which the Bank is a party; (2) if, in the receiver’s discretion, its 

continued performance will be burdensome; and (3) if, in the discretion of the 

receiver, the disaffirmance or repudiation of the contract or lease will promote the 

orderly administration and/or winding up of the Bank’s affairs. 

(C) The receiver appointed shall determine whether or not to exercise the rights of 

repudiation under this section within 180 days following such appointment. 

(D) The liability of the receivership for the disaffirmance or repudiation of any contract 

pursuant to subsection (B) shall be (1) limited to actual direct compensatory 

damages; and (2) determined as of the date of the appointment of the receiver.   

For purposes of this subsection, the term “actual direct compensatory 

damages” does not include punitive or exemplary damages, damages for lost profits 

or opportunity, or damages for pain and suffering. 

(E) No person may exercise any right or power to terminate, accelerate, or declare a 

default under any contract to which the Bank is a party (and no provision in any such 

contract providing for such default, termination, or acceleration shall be 

enforceable), or to obtain possession of or exercise control over any property of the 
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Bank or affect any contractual rights of the Bank, in reliance on, and the receiver 

may enforce any contract notwithstanding, any provision of the contract providing 

for termination, default, acceleration, or exercise of rights upon, or solely by reason 

of, insolvency, financial condition, the appointment of or the exercise of rights or 

powers by a receiver, or the transfer of any operations, assets or liabilities of the 

Bank to any other person or entity, provided, however, no provision of this section 

may be construed as impairing or affecting any right of the receiver to enforce or 

recover under a liability insurance contract of a director or officer or financial 

institution bond under other applicable law. 

(F) No person may exercise any right or power to terminate, accelerate, or declare a 

default under any contract to which the Bank is a party (and no provision in any such 

contract providing for such default, termination, or acceleration shall be 

enforceable), or to obtain possession of or exercise control over any property of the 

Bank or affect any contractual rights of the Bank, without the consent of the receiver 

for the Bank during the 90-day period beginning from the appointment of the 

receiver, provided, however, no provision of this paragraph shall apply to a director 

or officer liability insurance contract or a financial institution bond, or shall be 

construed as permitting the receiver to fail to comply with otherwise enforceable 

provisions of such contract.] 

CAPÍTULO 11 THE PUERTO RICO FISCAL AGENCY AND FINANCIAL ADVISORY 

AUTHORITY 

ARTÍCULO 1101. ESTABLISHMENT 

There is hereby created the Puerto Rico Fiscal Agency and Financial Advisory Authority, 

which is established as an independent public corporation and governmental instrumentality with 

separate legal existence, fiscal and administrative autonomy, and independence from the 

Commonwealth. 

ARTÍCULO 1102. PURPOSES, FACULTIES AND POWERS OF THE 

AUTHORITY 

(a) The Authority is created for the purpose of acting as fiscal agent, financial advisor 

and reporting agent of the Commonwealth and its public corporations, 

instrumentalities, commissions, authorities, municipalities and political subdivisions 

and to assist such entities in confronting the grave fiscal and economic emergency 

that the Commonwealth is currently experiencing.   

(b) All fiscal agency, financial advisory, and reporting functions of the Bank are 

transferred to the Authority, including all powers and responsibilities under the Act 

No. 272 of May 15, 1945, amended.  Unless assumed pursuant to section 108(b) of 

this Act, the Authority shall oversee all matters related to the restructuring or 

adjustment of any covered obligation, or otherwise coordinate and implement liability 

management transactions for any covered obligation.  The Authority shall also 

assume, and become a party to, any and all contracts between the Bank and any 

advisor, including legal and financial advisors, whether or not the salaries or fees 

were incurred prior to the date of such assumption, related to the restructuring or 

adjustment of covered obligations.  Any reference in any Commonwealth law to the 

Bank in its role as fiscal agent and financial advisor to the Commonwealth and its 

instrumentalities shall be understood to refer and apply to the Authority upon the 

enactment of this Act. 
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(c) In order to achieve its purposes, the Authority is granted, and will have and may 

exercise, all the rights and powers as are necessary or convenient to carry out such 

purposes, including, but without limiting the generality of the foregoing, the 

following— 

(i) to adopt, alter and use a corporate seal which shall be recognized by the 

courts; 

(ii) to formulate, adopt, amend and revoke by-laws for the administration of its 

corporate affairs and those standards, rules and regulations that may be 

necessary or pertinent to exercise and perform its functions, powers and 

duties; 

(iii) to have complete dominion over all its properties; 

(iv) to determine the nature of and need for all its expenses, and the manner in 

which the same shall be incurred, authorized and paid without taking into 

consideration any legal provisions that regulate the expenditure of public 

funds, and such determination shall be final and binding for all the officials of 

the Commonwealth, but it must adopt rules for the use and disbursement of its 

funds and it shall be subject to audits conducted by the Office of the 

Comptroller of Puerto Rico; 

(v) to sue and be sued under its own name, to file complaints and defend itself in 

all courts of justice and administrative bodies and to participate in commercial 

arbitration proceedings; 

(vi) to negotiate and execute with any person, including any federal or state 

government agency, any type of contract, including all those instruments and 

agreements necessary or convenient to exercise the powers and functions 

conferred to the Authority by this Act; 

(vii) to acquire any property through any legal means;  

(viii) to appoint and remove officers, agents and employees and to grant them the 

powers, impose on them the duties and fix, change and pay them the 

compensation determined by the Authority; 

(ix) to accept donations from any person, and to use the proceeds of any such 

donations for any corporate purpose; 

(x) to procure insurance against losses in the amounts and with the insurers it 

deems desirable, which insurance may include, without it being construed as a 

limitation, civil liability insurance for directors, officers, agents and 

employees; 

(xi) to assume any and all contracts and related liabilities of the Bank, or its 

successor; 

(xii) the power to charge and collect fiscal agency fees; 

(xiii) to exercise such other corporate powers, not inconsistent herewith, as are 

conferred upon private corporations by the laws of Puerto Rico and to 

exercise all its powers within and without Puerto Rico to the same extent as 

natural persons might or could do; and 

(xiv) to take any action or measure necessary or convenient to enforce the powers 

conferred by this Act or by any other law of the Legislative Assembly of 

Puerto Rico or of the United States Congress. 
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ARTÍCULO 1103. BOARD OF DIRECTORS 

a. The Authority shall be governed by a board of directors, whose sole member shall be 

the Executive Director of the Authority and shall serve at the pleasure of the 

Governor and may be removed or replaced by the Governor at any time, with or 

without cause. 

(b) The sole member of the Board shall serve as both president and secretary of the 

Board. 

(c) The Board may also appoint committees to address any matter that the Board may 

address.  

(d) Unless the Authority’s regulations so prohibit or restrict, any action necessary or 

allowed during any meeting of the Board or any Board committee shall be authorized 

without the need for a meeting, provided that all the members of the Board or Board 

committee, as the case may be, give their written consent to such action.  In such 

event, the written document shall be included in the minutes of the Board or Board 

committee, as the case may be.  Unless the Authority’s regulations provide otherwise, 

the members of the Board or of any Board committee may participate in any meeting 

of the Board or any Board committee, respectively, through telephone conference, or 

other communication mediums whereby all of the persons participating in the 

meeting may listen in and communicate simultaneously.  The participation of any 

member of the Board or any Board committee in the manner described above shall 

constitute attendance at said meeting. 

(e) The member of the Board shall not receive any compensation for his or her services. 

A Board member shall be entitled to reimbursement for those travel expenses 

necessarily incurred while performing his or her official duties in accordance with the 

applicable regulations of the Department of the Treasury. 

(f) The Board shall have, without it being construed as a limitation, the following duties 

and faculties— 

(i) to establish the general policy of the Authority in order to comply with the 

objectives of this Act; 

(ii) to authorize the Authority’s work plan and annual budget; 

(iii) to adopt and approve rules and regulations to govern its internal affairs, as 

well as those that may be necessary to exercise the faculties and powers 

conferred to it pursuant to this Act; 

(iv) to require any officer or employee of the Authority those reports and 

statistical data that are deemed necessary; 

(v) to the extent that the Puerto Rico Fiscal Oversight and Economic Recovery 

Board has not been constituted, to validate or select the independent 

consultant that will validate the revenue projections of the Commonwealth for 

any given fiscal year prior to such revenue projection being submitted to the 

Legislative Assembly as part of the Commonwealth’s budget pursuant to 

Article 4(a) of Act No. 147 of June 18, 1980, as amended; 

(vi) to issue summons to require the attendance and testimony of witnesses, as 

well as the production of any evidence to gather information related to any 

matter under its jurisdiction and, if any person refuses to obey any summons 

issued by the Authority, the Authority may apply to the Court of First Instance 



Martes, 5 de abril de 2016 Núm. 18 

 

 

37443 

of the Commonwealth, San Juan Part, for an order to compel such person to 

appear before the Authority to testify, produce evidence, or both, in relation to 

the issue under its consideration, which such requests shall be notified in the 

same manner as they would be notified under the applicable rules of civil 

procedure; 

(vii) to promulgate rules to protect the confidentiality of the information and 

documents it receives in accordance with the laws and case law in effect in the 

Commonwealth in matters related thereto, which act of furnishing information 

or documents as requested by the Authority shall not be construed as a waiver 

to the right to file a confidentiality claim by any natural or juridical person 

with respect to the information or the document thus furnished; 

(viii) to delegate to any Board committee or to the Executive Director any of the 

powers and faculties granted to the Authority pursuant to this Act; and  

(ix) to take all those actions deemed convenient or necessary to carry out the 

purposes of the Authority pursuant to this Act. 

ARTÍCULO 1104. EXECUTIVE DIRECTOR 

a. The Authority shall operate under the direction of an Executive Director, who shall 

be appointed by the Governor.  The Governor shall establish the duties and powers of 

the Executive Director in accordance with the provisions of this Act and will to fix 

his or her compensation.  Without it being understood as a limitation, his or her duties 

shall be the following— 

(i) to be the chief executive officer of the Authority; 

(ii) to draft and submit to the Board the Authority’s work plan and annual budget; 

(iii) to approve and monitor any contract necessary for the functioning of the 

Authority subject to the rules established by the Board; 

(iv) to establish, organize, direct and supervise the Authority’s administrative 

structure; 

(v) to hire personnel and professional persons, including legal advisors, financial 

advisors, and economists, on reasonable terms and as determined by the 

Authority, to assist the Executive Director in the performance of the 

Authority’s duties; 

(vi) to establish the functional levels of the Authority’s operations, including the 

power to recruit and contract any of the officers and employees under his or 

her supervision, subject to the standards established by the Board; and 

(vii) to perform all those other functions assigned to him or her by the Board. 

ARTÍCULO 1105. OFFICERS AND EMPLOYEES 

a. The Authority’s personnel are hereby exempted from the provisions of Act No. 5 of 

October 14, 1975, as amended, known as the “Puerto Rico Public Service Personnel 

Act”.  All appointments, severances, promotions, transfers, lay-offs, replacements, 

suspensions, leaves and changes in classification, remuneration or title of the officers 

and employees of the Authority shall be executed and authorized pursuant to the 

standards and regulations prescribed by the Board, which must conform to the merit 

principles established in the Puerto Rico Public Service Personnel Act.  

b. The Authority’s Executive Director and the officers and employees shall be entitled 

to reimbursement for all necessary travel expenses, or to the corresponding per diems, 
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which may be authorized or approved in accordance with the regulations adopted by 

the Board for the Authority. 

ARTÍCULO 1106. IMMUNITIES 

In the absence of clear and convincing evidence of gross negligence involving a reckless 

disregard of their duties or failure to carry them out, members of the Board, officers and employees 

of the Authority shall not be subject to personal civil responsibility towards any person and shall be 

compensated by the Authority and exonerated from civil liability for acts or omissions in good faith, 

in their capacity and within their authority.  Any civil action brought before a court that alleges the 

existence of gross negligence must be dismissed with prejudice if the defendant produces documents 

showing that he or she received information about the relevant facts, participated in person or by 

phone and deliberated in good faith or received and relied on expert advice regarding any act or 

omission which is the basis for the lawsuit. 

ARTÍCULO 1107. COLLABORATION AMONG GOVERNMENT ENTITIES 

The Authority may request any of the following entities or any successor thereof 

administrative support and such statistical and professional services reasonably necessary for the 

Authority to carry out its responsibilities under this Act: the Bank, the Department of the Treasury, 

the Office of Management and Budget, the Puerto Rico Department of Economic Development and 

Commerce, the Institute of Statistics and any other government entity.  To the extent possible, the 

Authority shall reimburse these entities for such services. 

ARTÍCULO 1108. EXEMPTION FROM CERTAIN LAWS 

The Authority shall enjoy the same exemptions from the application of certain laws as 

currently enjoyed by the Bank. 

ARTÍCULO 1109. ASSUMPTION OF BANK EMPLOYEES 

To the extent the Authority determines, in its discretion, to assume all or some of the 

permanent, temporary and/or non-union employees of the Bank, such employees shall become 

employees of the Authority. This transfer of employees shall be effectuated while honoring the 

terms and conditions of employment effective as of the transfer to the Authority, including the 

rights, privileges, obligations and seniority, acquired pursuant to applicable laws, collective 

bargaining agreements and current personnel regulations, subject to the modifications contained in 

Act 66-2014 while it remains effective. None of the provisions of this chapter shall affect the 

constitutional right to collective bargaining enjoyed by the employees of the Bank, nor the vested 

rights, benefits and privileges, by virtue of any collective bargaining agreements. The Authority 

shall recognize the unions that represent the unionized workers of the Bank transferred to the 

Authority and shall assume the applicable collective bargaining agreements in effect on such date. 

Rights with regard to any pension or retirement system to which they may be affiliated or members 

of on the effective date of this Act shall also be guaranteed. The Authority shall be obligated to 

satisfy to all employees any of their salaries, wages, commissions, including payments related to 

vacations, allowances and sick leaves or other employment benefits acquired prior to the transfer to 

the Authority, in accordance with the Bank’s employment policies or applicable law.  

ARTÍCULO 1110. EXISTENCE 

The Authority shall exist in perpetuity, unless terminated by subsequent legislation. 

CAPÍTULO 12 SEVERABILITY AND EFFECTIVENESS  

ARTÍCULO 1201. SEVERABILITY 

This Act shall be interpreted in a manner to render it valid to the extent practicable in 

accordance with the Commonwealth Constitution and the U.S. Constitution. If any clause, 

paragraph, subparagraph, article, provision, section, subsection, or part of this Act, were to be 
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declared unconstitutional by a competent court, the order to such effect issued by such court will 

neither affect nor invalidate the remainder of this Act. The effect of such an order shall be limited to 

the clause, paragraph, subparagraph, article, provision, section, subsection, or part of this Act 

declared unconstitutional and only with respect to the application thereof to the particular covered 

obligation subject to such challenge. 

ARTÍCULO 1202. EFFECTIVENESS 

This Act shall take effect immediately upon enactment.” 

- - - - 

 

SR. TORRES TORRES: Solicitamos, señor Presidente, la medida sea llamada. 

SR. PRESIDENTE: Que se llame la medida. 

 

CALENDARIO DE ORDENES ESPECIALES DEL DIA 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Ordenes Especiales del Día, se anuncia el 

Proyecto del Senado 1591, titulado: 

 

“Para crear la “Ley de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera de Puerto 

Rico”; para disponer la declaración de un estado de emergencia fiscal por la Asamblea Legislativa; 

para instaurar los procesos de declaración, establecimiento y condiciones del periodo de emergencia, 

según definido por esta Ley, para el Banco o cualquier otra entidad gubernamental, según definidos 

ambos términos por esta Ley, y disponer las facultades del Gobernador del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; para realizar enmiendas a la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento 

para Puerto Rico, Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, a los fines de 

reenumerar los Artículos 12 al 21 como Artículos 15 al 24, y añadir nuevos Artículos 12 y 13, para 

modificar el proceso de nombramiento de un síndico; para añadir un nuevo Artículo 14 a la Ley 

Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, a los fines de permitir la organización y operación de 

un banco puente; para enmendar la Cuarta Parte del Artículo 2 de la Ley Núm. 17 de 23 de 

septiembre de 1948, supra, para modificar las disposiciones en torno a las subsidiarias del Banco 

Gubernamental de Fomento para Puerto Rico; para enmendar el Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 

24 de julio de 1985, según enmendada, correspondiente a la Ley Orgánica del Banco de Desarrollo 

Económico para Puerto Rico a los fines de modificar las disposiciones sobre el nombramiento de un 

síndico; y para otros fines relacionados.” 

 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos comenzar la discusión de la medida.  Este 

servidor hará la presentación de la misma. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 

SR. TORRES TORRES: El Proyecto del Senado 1591, Presidente, como bien ha anunciado 

el Oficial de Actas, crea la “Ley de Moratoria de Emergencias y Rehabilitación Financiera de Puerto 

Rico”, para disponer la declaración de un estado de emergencia fiscal por la Asamblea Legislativa; 

instaurar los procesos de declaración, establecimiento y condiciones del periodo de emergencia, 

según definido por esta Ley, para el Banco o para cualquier otra entidad gubernamental; entre otros 

asuntos. 

¿Cuál es la necesidad de esta Ley, de este Proyecto por el cual estamos actuando en la 

madrugada de hoy?  Es que varios emisores del Estado, incluyendo el propio Estado Libre Asociado 

y el Banco Gubernamental de Fomento, como es de conocimiento general y de conocimiento 
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público, no cuentan con fondos suficientes para hacer pagos del servicio de deuda que vencen en los 

próximos meses, comenzando tan pronto como el 1ro. de mayo.  No hay ninguna ley en Puerto Rico 

que atienda lo que se debe hacer si hay múltiples impagos o si el Banco Gubernamental de Fomento 

tiene que implantar medidas de emergencia para continuar sus operaciones bancarias ordinarias. 

La Ley lo que pretende es proveerle autoridad legal a varias entidades de Puerto Rico para 

posponer el pago de sus obligaciones si el señor Gobernador declara un estado de emergencia; y se 

enmienda a través de la misma la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento para 

atemperar algunas de las disposiciones que datan de 1942, lo que resulta ya obsoleto en nuestro 

sistema.  Paraliza también esta Ley los remedios de los acreedores durante el periodo de emergencia 

en un esfuerzo de prevenir -esto es lo que se conoce como un “stay”- la interrupción de los servicios 

esenciales brindados a los residentes de Puerto Rico y una carrera de los acreedores a los Tribunales, 

lo que sería perjudicial para todas las partes interesadas. 

Se diseña esta Ley para proveerle al señor Gobernador del Estado Libre Asociado la 

autoridad legal y la flexibilidad para que, de ser necesario, durante los próximos meses declare una 

moratoria en el pago de las obligaciones del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, del Banco 

Gubernamental de Fomento, del Banco de Desarrollo Económico -que básicamente tiene los mismos 

depositarios que el Banco Gubernamental de Fomento, es por eso que se está incluyendo al Banco 

de Desarrollo Económico en esta moratoria- y cada una de las demás instrumentalidades 

gubernamentales del Estado. 

Se enmienda la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento a través de este 

Proyecto para atemperar las disposiciones de una sindicatura y atender los retos únicos que enfrenta 

el Banco Gubernamental de Fomento en este momento.  Permite la creación de lo que se conoce 

como un “bridge bank” o un banco puente temporero, el cual continuaría realizando las funciones 

que el BGF realiza, excepto aquéllas que le sean transferidas a una nueva subsidiaria para el 

asesoramiento fiscal a las agencias del Estado.  Y expande la autoridad del Banco para crear una o 

más subsidiarias que puedan asumir los poderes, derechos, funciones y deberes conferidos al mismo 

Banco, incluyendo la función de agente fiscal. 

Como base para esta Ley se utilizan varios estatutos.  Las disposiciones sobre la moratoria se 

basan en el precedente; ya ha ocurrido en la ciudad de Nueva York durante la crisis financiera de los 

años ‘70.  Las disposiciones que enmiendan la Ley Orgánica del Banco están basadas en estatutos 

federales, incluyendo la Ley Federal de Seguros de Depósitos, la Ley Dodd-Frank y varios 

reglamentos que se utilizan por los reguladores en otros países para lidiar con instituciones 

financieras que fracasan. 

La Ley a su vez está diseñada para brindarle al Estado Libre Asociado y sus 

instrumentalidades argumentos en contra de que la misma viola varias disposiciones 

constitucionales, principalmente por las siguientes razones.  Se hace responsable y necesario, en 

momentos por los que atraviesa el Banco Gubernamental de Fomento en su crisis, las circunstancias 

lo llevan a que hoy tengamos que legislar esta medida, y se diseña para atender de manera precisa la 

emergencia, preservando y protegiendo los derechos de propiedad existente.  No menoscaba las 

reclamaciones de los acreedores sin su consentimiento y provee que todos los recursos disponibles, 

luego del pago de servicios públicos esenciales, se verán destinados al pago de la deuda, que goza de 

una protección constitucional. 

Como está organizado el Proyecto, está dividido en seis (6) capítulos: el primero con sus 

disposiciones generales; el segundo capítulo son las disposiciones relacionadas a la declaración de 

una emergencia, que es lo que activaría la moratoria; el tercer capítulo son enmiendas a la Ley 

Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento en el nombramiento de un síndico y atemperándolo 
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a la realidad actual; el Capítulo 4 son enmiendas a la Ley Orgánica del Banco Gubernamental 

relacionadas a la creación de un banco puente, lo que se conoce como un “bridge bank”; Capítulo 5 

son enmiendas a la propia Ley Orgánica del Banco Gubernamental, para expandir las funciones que 

el Banco puede transferir a una entidad subsidiaria del propio Banco Gubernamental; y el Capítulo 6 

son enmiendas a la Ley Orgánica del Banco de Desarrollo Económico relacionadas al nombramiento 

de un síndico.  Como dije previamente, se hace en el Banco de Desarrollo Económico, porque 

básicamente son los mismos depositarios que comparten ambos bancos, tanto el Banco 

Gubernamental de Fomento como el Banco de Desarrollo Económico. 

Esa es la división de las disposiciones generales que contiene esta Ley.  Es el marco 

conceptual del estado de emergencia por el cual está actuando esta Legislatura y los compañeros y 

compañeras que han podido analizar el Proyecto y todos aquéllos que están al tanto de la crisis fiscal 

que presenta el Banco Gubernamental de Fomento y la incapacidad de pagos, según las condiciones 

actuales en la contratación que han realizado estas entidades con bonistas. 

Esa sería la presentación que estamos haciendo del Proyecto.  No tenemos Reglas de Debate.  

No pudimos acordar Reglas de Debate para la discusión de esta medida.  Así que, señor Presidente, 

solicitamos que a partir de este momento usted permita la discusión de la misma. 

SR. PRESIDENTE: Sí.  Debidamente presentada la medida. 

Voy a reconocer al senador Larry Seilhamer y si hay…Sé que voy a reconocer también al 

senador Rivera Schatz y al senador Carmelo Ríos.  Una vez…Digo, y los Senadores del Partido 

Popular también, tan pronto así ellos lo indiquen. 

Adelante, senador Rivera Schatz.  Perdón, senador Seilhamer Rodríguez. 

SR. SEILHAMER RODRIGUEZ: Muchas gracias, señor Presidente.  Muy buena madrugada 

a todos. 

Obviamente, el Proyecto del Senado 1591 fue radicado apenas hace menos de una hora.  

Hemos tenido muy poco tiempo para poder revisar esta medida responsablemente, pero hemos 

hecho un esfuerzo para tratar de evaluar y analizar lo que va a acontecer en la mañana de hoy. 

Definitivamente este es un momento histórico.  Este es otro momento histórico de esta 

Administración.  Y estamos aquí, porque hay insolvencia, falta de liquidez, incapacidad de pago, y 

realmente a nadie le debe sorprender ese escenario.  Es como reconocer que hay un huracán a dos 

mil (2,000) millas de Puerto Rico y decidir prepararnos hoy, cuando está entrando el huracán por La 

Guancha. 

Y digo eso, porque hace aproximadamente dos años yo radiqué la Resolución del Senado 

910, el 27 de agosto de 2014, basado en un informe del Global Credit Research, preparado por 

Moody’s Investors Service, en la cual en ese momento, en el 2014, a mediados de 2014, advertía 

sobre el problema de la liquidez y la solvencia del Banco Gubernamental de Fomento.  En ese 

informe de Moody’s hablaban de las razones, entre ellas la reciente emisión de los tres mil 

quinientos (3,500) millones en bonos de los GOs, donde indicaban que este era un mal negocio para 

Puerto Rico por una tasa de interés excesivamente alta; y hablaban sobre otras situaciones que 

afectaban la liquidez y que para el 30 de junio de 2015 advertía, inclusive, de la posibilidad de un 

cierre de Gobierno.  Ese fue Moody’s Investors en un informe y una resolución radicada aquí que se 

hizo caso omiso, y hoy de prisa, entonces, tenemos que atender el problema de liquidez del Banco 

Gubernamental.  En el 2014. 

En el 2015, el entonces Presidente del Banco Gubernamental de Fomento, el señor David 

Chafey, 21 de abril de 2015, hace un año, le escribió al Gobernador de Puerto Rico, al Presidente del 

Senado y al Presidente de la Cámara, y cito: “Le hemos informado en repetidas ocasiones durante 

los pasados meses que no obstante a los esfuerzos de esta Administración la condición financiera del 
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Estado Libre Asociado es extremadamente precaria y, como agente fiscal y asesor financiero del 

ELA, es nuestro deber advertir que un cierre gubernamental es muy probable en los próximos tres 

(3) meses, por ausencia de liquidez para operar”.  Y habla del decrecimiento poblacional, de que no 

pueden acceder a los mercados; eso hace un año.  El resultado es que renunció el Presidente del 

Banco Gubernamental de Fomento.  Y la respuesta a ese comunicado, esa advertencia hace un año 

de la falta de liquidez, de la insolvencia, de, inclusive, cierre del Gobierno, el Presidente del Senado, 

el 23 de abril, contesta, y quiero citar este párrafo: “Finalmente, para resolver la situación precar ia 

en que se encuentra el Banco es vital entender lo que nos trajo aquí.  En el 2013 se le presentó a esta 

Legislatura el problema de la deuda de la Autoridad de Carreteras y Transportación y aprobamos la 

primera alza en el impuesto al crudo para que con ese dinero se hiciera la emisión de bonos que le 

diera liquidez al Banco.  En ese momento las condiciones del mercado eran favorables para vender 

esa emisión a un interés de un siete a un ocho por ciento (7-8%).  El Banco decidió por su cuenta no 

hacer la emisión y usar el dinero para otra cosa.  Esperaron un año para volver a la Legislatura con 

un segundo impuesto al petróleo y una ley que leía igual que la primera.  Si el Banco esperaba que la 

segunda alza se aprobara en veinticuatro (24) horas y sin enmiendas, pues el Banco no entiende el 

rol constitucional de la Asamblea”.  

¿Escucharon eso?  Si en veinticuatro (24) horas pretendía él que iba a resolver el problema, 

pues no conocía el rol de la Asamblea.  Pues hoy, en menos de veinticuatro (24) horas lo vamos a 

atender.   

Y finalmente dice: “Y con la representación que nos hizo el Banco de que iba a mejorar el 

crédito del Gobierno de Puerto Rico y no fue así”.  Eso, 2014 y 2015. 

Debidamente advertidos.  La tendencia y el patrón del huracán era devastador para Puerto 

Rico.  Pero hoy, hoy, con vientos de ciento cincuenta (150) millas por hora, inundaciones, es que 

decidimos que vamos a atender la situación de Puerto Rico. 

Y precisamente en el día ya de ayer, un grupo de acreedores del Banco Gubernamental, que 

tienen una deuda de tres punto siete (3.7) billones de dólares de los cuatro punto dos (4.2) que debe 

el Banco, presentó una demanda ante el Tribunal Federal y solicita que se detengan las 

transferencias, que se detenga la condonación de deuda y que se detengan pagos a acreedores, 

excepto aquellos de los servicios esenciales.  Pero alegan varias cosas interesantes en la demanda: 

que el Banco ha estado insolvente, tal como lo indicó el Comisionado de Instituciones Financieras 

bajo juramento en el Caso de Walmart, de pleno conocimiento; que en violación a la propia Ley del 

Banco Gubernamental estos han hecho pagos de forma preferente a algunos de sus acreedores; y que 

tienen un craso conflicto de interés, y ejemplo de ello -reza la demanda- es la admisión del grupo de 

trabajo del Gobernador, que en su informe de noviembre de 2015 aceptó que el Banco 

Gubernamental ha extendido financiamiento a entidades gubernamentales que carecen de recursos 

para cubrir sus gastos operacionales, aunque esto pueda tener un efecto adverso en la condición 

financiera y liquidez del Banco.  Y también alegan que el Banco Gubernamental -y escuchen bien- 

deliberadamente escondió información financiera adversa al no emitir los estados financieros al 30 

de junio de 2014 y al 30 de junio de 2015; y ahí está la demanda. 

Y quizás en un turno de la Delegación de la Mayoría Parlamentaria, para tratar de justificar 

lo que pretenden hacer hoy en violación crasa a nuestra Constitución, dirán que ese problema fue 

creado bajo la pasada Administración, que el Banco Gubernamental tuvo préstamos.  Pues yo les 

voy a mostrar aquí, como parte del Financial Report de 2013, a junio 30 de 2013, que lo recibió esta 

Administración, una de las entidades de mayor reconocimiento en Estado Unidos que evalúan las 

ejecutorias de las instituciones financieras, el Government Finance Officers Association, emitió 

“certificate of assessment for excellence -eso en español es excelencia- in financial reporting al GDB 
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of Puerto Rico”, junio 30 de 2012.  O sea, un reconocimiento de ejecutoria de excelencia en los 

reportes financieros. 

¿Y cuáles van a ser los efectos de esta moratoria, entre otras cosas que dispone el Proyecto?  

En primer lugar, el impacto inmediato va a ser contra las cooperativas de ahorro y crédito en Puerto 

Rico y las personas retiradas que invirtieron sus ahorros en bonos del Estado Libre Asociado.  El 

segundo efecto va a ser los impagos, que provocarán una lluvia de pleitos judiciales.  Y el tercer 

efecto va a ser un ambiente de poca atracción para prestarle a Puerto Rico.  Llegaremos a junio 30 y 

comenzaremos el año presupuestario siguiente sin ningún tipo de acceso a financiamiento alguno y 

con la dificultad de poder operar el Gobierno de Puerto Rico. 

Pero más allá de eso, hoy, hoy aquí, lo que estamos haciendo es violentando la Constitución 

del Estado Libre Asociado.  Particularmente -y la de Estados Unidos de América-, particularmente el 

Artículo II de la Sección 7 de la Constitución del Estado Libre Asociado, y el Artículo I y la Sección 

10 de la Constitución de los Estados Unidos expresamente prohíben el menoscabo de las 

obligaciones contractuales, que dispone que no se aprobarán leyes que menoscaben las obligaciones 

contractuales.  ¿Y cuál es el propósito de esa garantía constitucional?  Pues precisamente asegurar la 

estabilidad de las relaciones contractuales, que son tan importantes para nuestro desarrollo 

económico, para la confianza, para la credibilidad del Gobierno. 

SR. PRESIDENTE: Un (1) minuto, Senador. 

SR. SEILHAMER RODRIGUEZ: Pues en este minuto que me queda,… 

SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senadora Migdalia Padilla. 

SRA. PADILLA ALVELO: Para cederle cinco (5) minutos de mi tiempo al compañero… 

SR. PRESIDENTE: Prenda el…Yo la escuché.  Usted acaba de decir que le cede cinco (5) 

minutos de su tiempo al senador Larry Seilhamer. 

SRA. PADILLA ALVELO: Eso es correcto. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente cedidos los cinco (5) minutos al senador Larry Seilhamer. 

Senador, adelante. 

SR. SEILHAMER RODRIGUEZ: Pues, señor Presidente, el 14, el 14 de enero, aquí todos 

reunidos, levantamos la mano derecha y dijimos: “Juro que defenderé la Constitución de los Estados 

Unidos y la Constitución y las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico contra todo enemigo 

interior o exterior, que prestaré fidelidad y adhesión a la misma, y que asumo esta obligación 

libremente y sin reserva mental ni propósito de evadirla, y que desempeñaré bien y fielmente los 

deberes del cargo que estoy próximo a ejercer”.  Y, señor Presidente, hoy, votándole a favor, 

estamos incumpliendo con el juramento que hicimos ese 14 de enero. 

Y, además de eso, hay otro Artículo que vamos a violentar, en donde establece la prioridad 

de desembolso cuando los recursos no basten, y los primeros pagos tienen que ser de intereses y la 

amortización de la deuda pública.  Y luego, se establecen otros pagos y dentro de la Ley Orgánica de 

la Oficina de Gerencia y Presupuesto establece ese orden de pagos.  En ningún lado están los pagos 

de los consultores, de Cleary, de Millstein, de Anne Krueger, en ningún lado. 

Así que las consecuencias, señor Presidente, de este Proyecto, es un Proyecto 

extremadamente peligroso; aparte de todo lo que he dicho, se le delega unos poderes absolutos al 

Gobernador de Puerto Rico.  Yo creo que no hay nada más cerca de una dictadura de lo que hoy se 

está aprobando.  Aquí el socialismo bordea y acaricia las páginas de este Proyecto.  Cuidado, mucho 

cuidado. 

Señor Presidente, es de conocimiento de todos los que van a emitir un voto que este Proyecto 

va a ser retado en el Tribunal Federal, que va a ser declarado inconstitucional.  Y, con pleno 
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conocimiento, todos aquéllos que le voten a favor estarán incumpliendo con su juramento de 

defender la Constitución y de ser responsables en el descargo de sus funciones.  Y ustedes saben que 

este Proyecto no aguanta un día en los Tribunales, con defectos constitucionales en diferentes 

Artículos, tanto de la Constitución del Estado Libre Asociado como de la Constitución de Estados 

Unidos de América. 

Son mis palabras.  Señor Presidente, definitivamente le estaré votando en contra al Proyecto 

del Senado 1591. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignada su posición. 

Reconozco en este momento al ex Presidente del Cuerpo, Thomas Rivera Schatz. 

Adelante, señor Rivera Schatz. 

SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente, compañeros y compañeras del Senado, en síntesis 

el Proyecto que tenemos ante nuestra consideración fundamenta su legalidad en el poder de razón 

del estado que emana directamente de la Sección 19 del Artículo 2 de nuestra Constitución.  Está 

interpretándose incorrectamente lo que la Sección 19 del Artículo II de nuestra Constitución 

representa.  Bajo ninguna circunstancia puede interpretarse que es para eliminar o restringir derechos 

que están contenidos en la propia Carta de Derechos, de ninguna manera.  De hecho, se dio en el 

contexto de la discusión de la eliminación de la Sección 20, que el Congreso vetó cuando se discutía 

la Resolución Conjunta Núm. 430, allá para julio del año 52, en donde uno de los derechos que se 

enumeraba era el derecho al trabajo. 

Por lo tanto, extender lo que representaba la facultad de la Asamblea Legislativa para 

proteger los derechos de seguridad social y derechos humanos, al nivel de querer pretender delegar 

una facultad, que esta Asamblea Legislativa no tiene, al Gobernador de Puerto Rico, es 

sencillamente insostenible, compañeros y compañeras. 

De hecho, en la discusión del Diario de Sesiones el delegado Paz Granela lo mencionó 

directa y específicamente y ningún otro delegado, ningún otro lo refutó.  Por lo tanto, el contenido 

de esa discusión nos obliga a todos aquí y, sin lugar a dudas, el día que esto llegue a la Corte se 

utilizará y derrotará la pretensión que hoy se tiene de que con el Artículo 19 se le conceda a esta 

Asamblea Legislativa una facultad de delegar algo que no posee.  Y es que la propia Constitución 

establece las obligaciones que tiene el Gobierno de Puerto Rico, las limitaciones que tienen los 

poderes Ejecutivo y Legislativo, y no llega al extremo de permitirle a una Asamblea Legislativa 

decirle al Gobernador que él solo decida cuándo, cómo y dónde se suspenden los pagos o se 

incumple con las obligaciones ministeriales. 

Así que el fundamento jurídico que están utilizando es totalmente equivocado, en primer 

lugar. 

En segundo lugar, la consecuencia que los actos de este Gobierno ha tenido para propósitos 

del Pueblo de Puerto Rico, primero, moviendo dinero a cuentas de banco privados, cuando aquí se 

legisló para obligar a todo el mundo a tener las cuentas en el banco del Gobierno y ahora están 

dando marcha atrás.  De nuevo, están retractándose ustedes mismos, procurando actuar tras 

bambalinas, en perjuicio de los acreedores del Gobierno de Puerto Rico.  Total ausencia de 

transparencia y de honestidad. 

La aprobación de un proyecto a esta hora de la madrugada, de esta naturaleza, también tiene 

una consecuencia, está causándosele un grave daño adicional al Pueblo de Puerto Rico. 

Y ciertamente, compañeros y compañeras, poner en las manos del Gobernador de Puerto 

Rico, del actual Gobernador de Puerto Rico, la facultad de decidir a quién le paga y a quién no le 

paga, con la credibilidad que tiene el propio Gobernador, es un grave peligro para Puerto Rico. 
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O sea, que el fundamento jurídico es incorrecto, se pretende delegar una facultad que no 

puede delegar esta Asamblea Legislativa, porque está claramente consignado en la Constitución 

cómo tienen que cumplirse con las obligaciones y, por legislación, se pretende burlar, luego de que 

el Gobierno, el Ejecutivo ha hecho algunos actos, desde mi punto de vista, que no son honestos, 

tratar de oxigenar el Gobierno de aquí hasta que termine este año fiscal y el año natural, hasta que 

surja un cambio de Gobierno o entre el nuevo Gobierno en enero del año 2017. 

Se está cometiendo una barbaridad; se está asaltando las facultades y las obligaciones que la 

Constitución le impone al Pueblo de Puerto Rico.  Y aprobar esta legislación, compañeros y 

compañeras, es un autogolpe y constituye un atraco a la democracia. 

Estaré votándole en contra a la medida, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Voy a reconocer al senador Carmelo Ríos y voy a reconocer a la 

Portavoz del PIP después de Carmelo Ríos y entonces sigo con los turnos. 

SR. SUÁREZ CÁCERES: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Jorge Suárez, es que voy a tratar de ir uno y uno. 

SR. SUÁREZ CÁCERES: Sí. 

SR. PRESIDENTE: Senador Carmelo Ríos, adelante. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias, señor Presidente, compañeros y compañeras. 

Este debate del día de hoy no puede ser un debate exclusivo o no debemos de estar tentados 

al asunto de quince (15), veinte (20), diez (10) años atrás.  Ese juego de la culpa lo podemos jugar 

toda la noche y, obviamente, es correcto, a veces la culpa es huérfana.  El debate que debe de quedar 

para el récord histórico es el debate de lo que nos enfrentamos, una situación fiscal sin precedentes 

en el Banco Gubernamental de Fomento, junto a una acción sin precedente de los miembros de la 

Junta y del propio Banco, el Banco que les mintió no tan solamente en una ocasión, sino en varias 

ocasiones, a esta Asamblea Legislativa, dicho por muchos de los compañeros que están aquí hoy 

presentes. 

Las próximas dos (2) semanas son el periodo pico para el ingreso de efectivo del Estado 

Libre Asociado, el famoso ELA, y la pregunta que tenemos que hacernos, señor Presidente, 

compañeros y compañeras, ¿deben los contribuyentes declarar una moratoria en el pago de sus 

planillas?, ¿pudieran entonces los constituyentes, nuestros contribuyentes, todos nosotros ponernos 

de acuerdo y decir, cero pago de planilla, moratoria en nuestra deuda?  Esa es la pregunta. 

Pero es peor que eso.  Obviamente, no parecería o no sería correcto hacerlo, pero ése es el 

mensaje que le estamos enviando al Pueblo de Puerto Rico, que usted, contribuyente, pudiera caer en 

una moratoria y está bien, no tiene que cumplir con sus obligaciones. 

Si bien es cierto que todos los puertorriqueños quieren una legislación favorable en 

Washington, un tema que está de boga en esta Asamblea Legislativa y en todos los periódicos a 

nivel nacional, haciendo caso omiso de las posibles consecuencias en su propia casa, es 

increíblemente peligroso, o sea, sí, compañeros y compañeras.  Y en este caso, el senador Pereira no 

va a tener que hablar en inglés, ellos están aquí y han traído sus propios traductores.  Y ese mensaje 

va esta misma mañana directamente, primero a Nueva York y después a Washington, porque eso es 

lo que estamos haciendo hoy, enviándoles un mensaje confuso y hasta un poco peligroso, por no 

decir totalmente peligroso, de qué es lo que estamos haciendo en la Legislatura hoy. 

La moratoria que se está proponiendo en este Proyecto puede tener un efecto opuesto en 

Washington a lo que nosotros, como legisladores, o la Mayoría está esperando; el Presidente lo sabe 

porque él conoce a Washington bien, y sabe que al ceder sus poderes al Gobernador Alejandro 

García Padilla -que dicho sea de paso, no va a la reelección- no estamos nosotros, como legisladores, 

diciéndole a los congresistas, miren, nosotros le estamos cediendo los poderes al Gobernador, 
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envíennos la Junta, pero no cualquier junta, envíennos lo que les dé la gana porque, ciertamente, los 

legisladores no estamos disponibles a ejercer nuestro derecho, el cual nos dio los constituyentes, el 

que nos dio los votantes, para atender el asunto de una manera correcta y ordenada. 

Y entonces, lo más que me preocupa, con la aprobación de este Proyecto de Ley y 

renunciando al poder existente y dándoselo al Gobernador, la Legislatura, esta Legislatura está 

invitando al Congreso a quitarle más poderes a lo legislativo y dárselo a una junta federal.  En 

esencia, están diciendo, adelante, cójanlo, yo no lo quiero, no ejerceré el Poder Legislativo.  Y aquí 

en este Senado ustedes saben que nosotros votamos rechazando el control de una junta como la 

propone el Congreso Republicano. 

Por décadas hemos sostenidos que la Legislatura ha creado corporaciones públicas -y esto es 

un punto que me preocupa y le debe preocupar a todos también- y le hemos dicho a todo el mundo 

que las corporaciones públicas tienen capacidad jurídica aparte, que son autónomas, y ese debate lo 

hemos tenido aquí en el Senado en varias ocasiones.  Pero con este Proyecto le estamos diciendo que 

lo que le habíamos dicho por los próximos veinte (20) o treinta (30) años o anteriormente, no es 

correcto.  Le estamos diciendo que el crédito del Estado Libre Asociado, el Gobernador puede ir por 

encima de la Constitución, puede ir por encima de las corporaciones que creamos y se pueden pagar 

o no pagar, a su capricho.  Eso es peligroso que lo estemos haciendo o estemos enviando ese 

mensaje.  Entonces, la fiducia de las corporaciones públicas que los directores juraron defender ya 

no existe por vía de este argot legislativo. 

Este Proyecto ahora dice que engañamos a todos los que creyeron que las corporaciones eran 

un ente jurídico aparte.  Se supone que los tenedores de bonos –y esto es algo que tienen que ver 

también más allá del Proyecto- le deben prestar al Pueblo de Puerto Rico mil doscientos (1,200) 

millones para la Autoridad de Energía Eléctrica.  Eso va a ser en unos pocos días, o iba a ser en unos 

pocos días. 

¿Hay alguna manera de que ustedes crean que realmente nos van a prestar mil doscientos 

(1,200) millones para la Autoridad de Energía Eléctrica cuando le estamos diciendo que Puerto Rico 

deja claro que el Gobernador, a su capricho, puede, a su antojo, negarse a pagar a los acreedores? Si 

lo hacen, se han vuelto locos, el que crea que esto va a ocurrir. 

Pero entonces yo tengo que plantear esto -y es algo que el pasado presidente Charlie 

Rodríguez me trajo a colación y por eso la memoria institucional siempre es importante-, señor 

Presidente, en el Artículo 107 establece que hoy vamos a aprobar esta medida en el idioma español y 

dice que si hay alguna controversia también vamos a aprobar, aunque la vamos a aprobar en español, 

se reconocerá también en inglés; y obviamente, eso es por la cuestión de que las jurisdicciones de 

muchos de estos litigios que se avecinan van a ser en las Cortes de Nueva York. 

Pero tenemos un problema, señor Presidente, y aquí es que tenemos que entrar en el detalle.  

Hoy nosotros no podemos apoyar o aprobar o ustedes no deberían votar a favor de que se aprobara 

en español, la que tenemos que estar aprobando aquí hoy tiene que ser en el idioma inglés porque, a 

pesar de que le estamos dando todos los poderes al Gobernador, hay uno que no podemos ceder; 

sería el colmo que le demos a un traductor, que le demos a un traductor el poder de legislar por 

nosotros también, porque yo no sé si el idioma que él está utilizando es diferente a la intención 

legislativa de nosotros.  Esto es algo que es subsanable, señor Presidente, obviamente, tendrían que 

pasarlo al idioma inglés y votar sobre el inglés.  Eso es lo correcto y usted, como abogado, y yo 

también, sabemos que eso sería motivo de litigio, porque sería el colmo que el Senado de Puerto 

Rico le dijera a un traductor, usted ahora legisle por los veintisiete (27), traduzca, apruébelo, y ésa es 

la intención legislativa.  Eso no es correcto.  Eso ha sido motivo de debate antes y los asesores de la 

Mayoría deben de estar de acuerdo con este servidor sobre ese planteamiento. 
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Así que la tormenta está aquí, como dice el compañero Larry Seilhamer, todos los avisos 

estaban disponibles y corrimos a última hora a tratar de salvar la casa sin las herramientas 

necesarias.  Lo triste del caso es que mañana cuando nos levantemos y los mensajes lleguen primero 

a Nueva York, después a Washington, nosotros estaremos en la condición precaria de no poder hacer 

nada. 

Y lo más triste, ¿por qué estamos atendiendo el asunto de las obligaciones generales hoy a 

toda prisa cuando eso vence en junio? ¿Por qué estamos atendiéndolo a toda prisa cuando todavía 

queda tiempo?  

Y la información que tenemos, y del propio candidato del Partido Popular, David Bernier, le 

dijo que él había llegado a un gran acuerdo, el compañero Ángel Rosa y Héctor Ferrer estaban a su 

diestra y siniestra.  Esa es la verdad, él dijo que él había resuelto el asunto y tenía un acuerdo 

comprensivo con los bonistas y ahí ustedes le están diciendo que David Bernier miente, si lo quieren 

llevar a ese ámbito. 

Así que, tres (3) cosas que quiero redondear, señor Presidente; tenemos que atender el asunto 

del idioma porque no podemos delegarle a un traductor que defina la intención legislativa de los 

veintisiete (27), estemos a favor o en contra, así que lo correcto es que votemos en la propuesta en 

inglés, de lo contrario, sería defectuosa.  Segundo -eso está en el Artículo 7, para que los 

compañeros asesores lo busquen ahí, 107-, segundo, delegarle y enviar el mensaje a Washington de 

que a nosotros no nos interesa ejercer, vamos a tener una junta republicana con todos los hierros y 

sin miseria.  Esa es la verdad; ése es el mensaje que vamos a toparnos cuando vayamos la semana 

que viene a Washington a tratar de buscar una solución.  Y lo tercero -para aquéllos que les interesa, 

y con esto termino, señor Presidente-, es bien sencillo, si ustedes quieren votar en contra de su 

candidato a la gobernación, “go ahead, make my day”.  Pero por lo menos yo aprendí en la política 

que había que ser consistente y nosotros estamos claros.  Lo que ustedes están haciendo no es bueno 

para el País, como mencionan, no es bueno para Puerto Rico ni bueno para el Banco, hay otras 

opciones y les cerraron las puertas por el capricho de Melva Acosta.  Todos ustedes son, todos 

ustedes son víctimas de Melba Acosta, ésa es la verdad.  Yo no voy a ser víctima de Melba Acosta, 

no voy a ser parte de ese coro muy desafinado y, obviamente, estoy en contra de lo que ustedes están 

aprobando. 

Son mis palabras. 

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Senador.  Reconozco a la senadora María de 

Lourdes Santiago. 

SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Muchas gracias, señor Presidente. 

Hace unos días un buen amigo me contaba la historia de un matrimonio que vivía en una 

casa bastante desvencijada que había sido construida a mediados del siglo pasado, la casa tenía 

grietas en las paredes, coladera en el techo, cuando prendían el abanico de la sala se apagaba la 

estufa, cada vez que conectaban un aparato eléctrico salían chispas de los interruptores y todo el 

mundo le decía, tu casa está mal, tu casa es un auténtico peligro, pero los dueños de la casa, 

inexplicablemente, absurdamente, se negaban a hacer lo único sensato, o se mudaban de la casa o, 

como mínimo, llamaban a un contratista decente, un buen electricista.  Vivían en su casa 

desvencijada, repleta de defectos, esperando que se arreglaran solos; y el día que pasó lo único que 

podía pasar, que era el gran cortocircuito que encendió la casa en llamas, se dieron cuenta de que el 

extinguidor lo habían dejado al lado de la estufa donde empezó el incendio.  Ese es el Banco 

Gubernamental de Fomento. 

La noticia que ha estado circulando en los últimos días sobre el estado crítico del Banco era 

verlo venir; no es posible que haya sorprendido a nadie, como relataba el portavoz Seilhamer.  Pero 
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inexplicablemente, irresponsablemente, las personas con capacidad, con el poder para intervenir en 

esa crisis, seguían pensando que las cosas se iban a arreglar solas. 

El Banco Gubernamental de Fomento existe para dos (2) propósitos fundamentales.  Primero, 

el agente fiscal del Gobierno, el que gestiona y tramita el crédito para las entidades 

gubernamentales.  Esa función ya no existe por la sencilla razón de que los mercados están cerrados 

y no hay crédito que gestionar, no hay préstamo que buscar.  Esa función de hermano mayor de las 

entidades gubernamentales ha pasado a mejor vida. 

Y la segunda función del Banco Gubernamental de Fomento era auxiliar financieramente a 

esas entidades, a los municipios, a quien lo necesitara y pudiera pagar.  Pero como en tantas 

dimensiones del quehacer gubernamental, en lo financiero, el tema del repago se obvió 

completamente y hoy hay unas obligaciones que todo el mundo sabe que no pueden cumplirse, ni 

una función ni la otra la puede cumplir el Banco Gubernamental de Fomento.  Y hoy la respuesta es 

tratar de liquidar lo que tenga, esconder donde quepan los activos antes de que venga la posibilidad 

de embargo y proceder a hacer los depósitos en cualquier banco comercial, para lo cual no existe 

mayor obstáculo en derecho. 

Y todo esto se veía venir, ahí estaba la grieta en la pared, ahí estaba la coladera en el techo, 

ahí estaba el desperfecto eléctrico, todo era verlo venir.  Y lo que tenemos entonces como remedio 

pequeñito, el cubo de agua que viene a atender la crisis, porque ya ni el extinguidor está accesible, es 

muy poco y demasiado tarde. 

Lo que pretende esta medida es establecer una moratoria en ciertas obligaciones.  ¿A quién 

ustedes se creen que van a engañar? Una moratoria lo único que significa es que se va a posponer el 

pago del principal.  Y aquí tengo una profunda diferencia con el Partido Nuevo Progresista que 

insiste, y es parte de la campaña, que ellos van a cumplir con las obligaciones; eso no es posible, el 

Pueblo de Puerto Rico no tiene con qué responder por su deuda. 

Claro, dentro de la perversidad lingüística de la política, el Gobernador puede decir que la 

deuda es impagable, pero si el Partido Independentista dice, ¡caramba!, si es impagable, por qué no 

hacemos algo así como no pagarla, eso es inaceptable.  La deuda es impagable hoy, va a ser 

impagable mañana y va a ser impagable pasado mañana. 

Y esta medida no es otra cosa que un señuelo, una distracción para continuar con esa 

vergonzosa costumbre de la opacidad, de la falta de transparencia en momentos en que la claridad y 

la verdad son más urgentes que nunca. 

Como si eso no fuera poco, las medidas paliativas que pretende conceder la medida van a 

estar en manos del Gobernador.  O sea, ¿ustedes que han vivido angustiosamente, me consta a mí, 

estos tres (3) años de Alejandro García Padilla, están dispuestos a ceder las poquísimas facultades 

que restan en lo financiero, reconociéndole la latitud que le provee este Proyecto del Senado?  Es 

algo absolutamente disparatado y lo único, lo único que está haciendo la Asamblea Legislativa con 

la consideración de esta medida es enterrando el último resquicio de credibilidad que le pudiera 

haber quedado en el tema económico.  Y el Partido Independentista no se va a prestar a eso. 

Insistimos en que aquí la solución era hacer una declaración formal frontal de impago que 

obligara a todo el mundo a sentarse en condiciones que fueran favorables para el Pueblo de Puerto 

Rico, y no esta nueva mentira que se pretende hacer tragar al País, e ilusamente, a los acreedores. 

Votaré en contra de la medida. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignada su posición, Senadora.  Reconozco al senador 

Jorge Suárez. 

SR. SUÁREZ CÁCERES: Muchas gracias, señor Presidente. 

Quiero mi turno basarlo en una serie de enmiendas que queremos hacerle a la medida. 
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SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas. 

SR. SUÁREZ CÁCERES: Pero antes de las enmiendas, compañero Presidente,… 

SR. PRESIDENTE: ¿Va a qué, a leer las enmiendas? 

SR. SUÁREZ CÁCERES: Sí.  Pero antes de leer las enmiendas, y las quiero dejar claro para 

el récord y aclararle al compañero Carmelo Ríos que si tiene el Proyecto en la mano puede ver que 

comienza la medida en español, pero si va a la página 82 del Proyecto, dice: “Parte II - English 

version of the Puerto Rico Emergency Moratory in a Financial Rehabilitation Act”. Por lo tanto, está 

en español y está en inglés.  Con gusto le doy la copia mía a Carmelo para que la lea y así, pues, las 

tiene las dos (2), en español y en inglés. 

Le dejo entonces, señor Presidente, para leer las enmiendas que tengo, en Sala. 

Las enmiendas son las siguientes, señor Presidente: 

 

ENMIENDAS EN SALA 

En el Decrétase 

Página 18, línea 15, eliminar “y” 

Página 18, línea 16, después de “Ley” añadir “y” 

Página 18, entre las líneas 16 y 17, añadir lo siguiente: “v. cualquier emisión de 

deuda por una entidad gubernamental después 

de la promulgación de esta Ley, disponiéndose 

que el Gobernador certifique que dicha deuda 

será excluida de la definición de “obligación 

cubierta” según esta sección para los propósitos 

de esta Ley.” 

Página 24, línea 18, después de “y/o” insertar “la Autoridad” 

Página 59, líneas 13 a la 17, eliminar todo su contenido y sustituir por: “No 

obstante cualquier disposición de esta Ley a lo 

contrario, en el banco puente no tendrá la 

autoridad de exigir depósitos de entidades 

gubernamentales conforme a lo requisitos del 

Artículo 1, de la Ley 24-2014” 

Página 101, línea 2, eliminar “CAPÍTULO 7” y sustituir por 

“CHAPTER 1” 

Página 101, línea 3, eliminar “ARTÍCULO 701” y sustituir por 

“SECTION 101” 

Página 101, línea 6, donde diga “ARTÍCULO” debe leer 

“SECTION”; y en todas las páginas que se 

menciona; y renumerar comenzando con el 

“102” y así, sucesivamente 

Página 104, línea 16, eliminar “by” 

Página 105, línea 13, eliminar “and” 

Página 105, línea 14, añadir “, and” 

Página 105, entre las líneas 14 y 15, añadir lo siguiente: “(v) any debt issued by 

government entity after the enactment of this 

Act provided by the Governor certifies at the 

times of issuance that such debt will be 
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excluded for the definition of “cover obligation” 

under the section for the purposes of this Act.” 

Página 143, líneas 8 a la 11,  eliminar todo su contenido y sustituir por: 

“Notwithstanding anything to the contrary of 

this law, the bridge bank shall not have the 

authority to require government entities to 

deposit the bridge bank pursuant to Article 1 of 

Act 24-2014.” 

 donde diga “Capítulo” debe leer “Chapter” 

comenzando en la página 101 

 

Son todas las enmiendas, señor Presidente. 

Y también hay otra enmienda aquí, señor Presidente, discúlpeme.  En la página 36, línea 4, 

borrar todo su contenido.  Serían todas las enmiendas. 

Solicito que se aprueben las enmiendas, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se aprueban las 

enmiendas. 

SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Rivera Schatz. 

SR. RIVERA SCHATZ: Si fuera posible que el documento de las enmiendas nos dieran una 

copia. 

SR. PRESIDENTE: Claro que sí. 

SRA. PADILLA ALVELO: Exacto. 

SR. PRESIDENTE: Serán debidamente fotocopiadas y dadas. 

Voy a reconocer al senador Ángel Rosa. 

SR. DALMAU SANTIAGO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Dalmau Santiago. 

SR. DALMAU SANTIAGO: Muchas gracias, señor Presidente. 

Quiero consumir un turno para brevemente leer el Proyecto del Senado que crea la ley 

especial declarando estado de emergencia fiscal y estableciendo un Plan Integral de Estabilización… 

Señor Presidente, mis disculpas, estaba leyendo la ley que aprobaron nuestros compañeros 

cuando estaban en Mayoría y no el Proyecto del Senado 1591.   

Y a mí me gustaría que como parte de este ejercicio los compañeros que hoy se sientan a la 

derecha me expliquen por qué la aprobación de esa Ley 7-2009, sí, para salvar el crédito de Puerto 

Rico, para salvar el crédito del Puerto Rico del desastre que nos dejó la Administración Popular en el 

2009, en el 2008, en el 2007, en el 2006.  Sí, ustedes, compañeros, ustedes.  Ustedes hicieron aquí 

un proyecto de ley para salvar el crédito de Puerto Rico.  Y pregunto yo, ¿qué hacemos aquí de 

madrugada?  Pregunto yo, ¿qué estamos haciendo hoy aquí?  En el 2016, si ustedes legislaron para 

salvar el crédito de Puerto Rico.  Sí, yo les pudo hacer un resumen sencillo.  Lo primero que hicieron 

cuando llegaron al poder, aprobaron la Ley 2001, 2002, la Ley 1-2006; la Ley 2-2006; la Ley 3.  Y 

cuando uno busca el resumen de esas mismas leyes en el 2009, que llega hasta la 7 y siguen otras 

más, uno se pregunta, ¿qué hacemos aquí?  Si ustedes, el proyecto cuando yo lo recibí en mis manos, 

el 1591, y yo, ¡wao!, esto se parece, lo mismo, emergencia fiscal.  ¿Pero si no lo resolvimos el 

cuatrienio pasado?  Claro, cada cual arrama la brasa a su sardina, como dicen en el campo. 

Y yo escuchaba a algunos compañeros hablar de jurar defender la Constitución, pero no los 

escuché atacando un proyecto que violaba la Constitución.  Violaba la Constitución con los 
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empleados públicos del País.  Violaba la Constitución al permitirle al Gobernador tomar dinero 

prestado más allá de lo que permitía, con la excusa de que hay una deuda extraconstitucional.  ¿Y 

qué hicieron primero?  Enmendaron la Ley para desviar seiscientos (600) millones de dólares de la 

Cuenta Corpus, compañeros, ¿recuerdan?  Sí, ustedes la defendieron aquí la Ley, el Proyecto, para 

sacar seiscientos (600) millones de la Cuenta Corpus y descapitalizar a AFI, que después tuvieron 

que, finalizando el cuatrienio, permitirle a la Autoridad de Financiamiento que tomara dinero 

prestado sin fuente de repago.  Pero la segunda Ley que ustedes aprobaron, compañeros, rapidito, en 

enero de 2009, fue eliminar la prohibición que ustedes le legislaron a Aníbal Acevedo Vilá en el 

2006 para poder coger prestado, para pagar las operaciones del Gobierno.  ¿Y saben qué?, aquí está 

reseñado en los periódicos.  Fíjese, rapidito: “Fortuño pide atender el déficit con préstamos”.  Ese 

fue su Gobernador, compañeros, Luis Fortuño.   

Y más adelante recurre a tomar una línea de crédito de mil doscientos (1,200) millones de 

dólares, el paquete, sí, el paquete que ustedes legislaron de Estímulo Criollo por más de quinientos 

(500) millones más.  ¿Cómo lo hicieron?  Pues miren, aquí lo dice en el periódico: “Tras una reunión 

con los líderes legislativos de Cámara y Senado en La Fortaleza, Fortuño indicó que presentará tres 

proyectos para que se transfiera un porciento adicional del Impuesto sobre Ventas y Uso al Fondo de 

Interés Apremiante para el repago de un nuevo préstamo”.  En el 2006 era malo que Aníbal Acevedo 

Vilá tomara dinero prestado, pero ustedes lo tomaron y embrollaron al País.  Y entonces ahora 

vienen esta noche a decirme a mí que le vote en contra a un proyecto para resolver un problema que 

ustedes aumentaron.  No voy a tomarme los quince (15) minutos para redactarles o recordarles toda 

la legislación que ustedes hicieron aquí, como quitarle y bajarle el impuesto del IVU para 

destinárselo a Cofina y para permitir que Cofina se embrollara con doce mil (12,000) millones de 

dólares.  Está en el récord legislativo, compañeros, búsquenlo los que quieran ver la historia de por 

qué estamos aquí esta noche, de madrugada, sí, de madrugada.  Busquen la historia.  Aquí hablan de 

que la culpa es huérfana, no señor, tiene nombre y apellido. 

Y yo escuché a algunos compañeros del Partido Nuevo Progresista por radio pedir 

transparencia.  Pero no los llamé ni los escuché en ningún sitio decir, vamos a traer aquí a los 

Presidentes del Banco Gubernamental pasados para que nos expliquen por qué llegamos aquí.  ¿Por 

qué no los traemos y que nos expliquen por qué llegamos aquí?  Peor aún, se negociaron los pagos 

de emisión de nueva deuda y refinanciamiento extremadamente bajos en los primeros años de la 

Administración Fortuño, pero con pagareses bien altos, porque el que viniera de atrás, que arreara.  

Y es fácil ir al Banco y buscarlo, ahí está lo que ellos negociaron.   

Valle y Carlos García, ésos fueron los que ustedes estaban de rehenes.  Ahora alegan que 

estamos rehenes de Melba.  Carlos García y Valle fueron los culpables o ustedes, que son cómplices 

y lo legislaron y lo aprobaron aquí en el Senado, a pesar de que se lo decíamos en los debates aquí.  

Es muy fácil, compañeros.  Yo no los he escuchado a ninguno presentar una propuesta concreta.  

¿Qué dice la Ley del Banco Gubernamental?  Que si está insuficiente, el Secretario de Hacienda se 

lo dice al Gobernador y liquiden el Banco.  ¿Eso es lo que ustedes quieren?  Probablemente.  

Empezaron a hacerlo cuando tenían el Banco como ATH en su Gobierno.  Empezaron a 

descapitalizarlo, cogiendo préstamos sin fuentes de repago, el más fuerte el de la Autoridad de 

Carreteras.  Y después se quejaban de que había que ponerle un impuesto al crudo.  ¿Y cómo lo 

vamos a pagar, si ustedes no dejaron eso resuelto?  Cogieron los chavos, y el que venga atrás, que lo 

resuelva.   

Yo escuchaba también a un compañero hablando que desde el año 2014 se escuchaban 

expertos hablando sobre esto, y yo lo escuchaba y decía, bueno, gracias, está confirmando lo que 

decíamos, el desastre que heredamos fue confirmado tan rápido como cuando llegamos.  No pasó un 
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mes, señor Presidente, un mes, un mes de haber juramentado cuando ya se recibían las malas notas 

de lo que había hecho la pasada Administración y comenzaban las degradaciones, que habían 

empezado levemente y después empezaron a aumentar por las malas negociaciones de los que 

dirigieron el Banco y secuestraron a mis queridos compañeros de la derecha para que legislaran aquí 

“obligao” lo que aprobaron para descapitalizar el Banco.  

Yo también juré defender la Constitución.  Yo también juré defender al pueblo.  Y cuando 

usted tiene que tomar la decisión de que lo que el Gobierno recauda, por las malas decisiones que se 

tomaron, pagar la bandeja de alimentos de los confinados o pagar las terapias de los niños de 

Educación Especial o pagarle a los transportistas del Departamento de Educación o pagarle la 

gasolina a las ambulancias del Departamento de Salud, sí, yo juré defender eso y eso es lo que voy a 

hacer esta noche.   

Escuché también a un compañero hablar de la moratoria para las contribuciones.  Radique el 

proyecto, compañero, que la Constitución se lo permite.  Cuando los recursos disponibles para un 

año económico no bastan para cubrir las asignaciones aprobadas para ese año, se procederá en 

primer término al pago de intereses, amortización de deuda pública y luego se hará los demás 

desembolsos, de acuerdo con la norma de prioridades que la Asamblea Legislativa, entiéndase usted, 

compañero, y nosotros aprobemos por ley.  Y para los que no conocen la historia, ya en el Gobierno 

de Puerto Rico se habían aprobado moratorias anteriormente cuando por el paso de huracanes 

grandes en este País se aprobó por esta Legislatura moratoria para los pagos de los ciudadanos 

puertorriqueños que no podían pagar las deudas.  Esta Legislatura siempre ha jurado defender la 

gente, y eso es lo que vamos a hacer esta noche, defender los mejores intereses de la institución que 

sirve para que los servicios y la operación del Gobierno pueda continuar y establecer los 

mecanismos para que podamos responder por las obligaciones, pero en la medida en que esos 

ingresos del Gobierno nos lo permitan.   

Señor Presidente, luego de hacer un repaso de por qué llegamos aquí, el compañero 

Portavoz, y no voy a repetir, de la Mayoría hizo un recuento de para qué debemos utilizar el 

Proyecto del Senado 1591.  Y este es un Proyecto, señor Presidente, que debe ser aprobado por todos 

los Senadores, excepto por los que en algún momento probablemente hicieron lo contrario y nos 

llevaron a llegar aquí esta madrugada, o por los que siempre utilizan, como dicen en el campo, la 

más cargada.  Hay mejores sugerencias, hay mejores cosas que hacer, pero yo no las escucho ni 

están respaldadas por una base económica que permita que las atendamos aquí para resolver los 

problemas que estamos enfrentando económicos como parte del Gobierno. 

Señor Presidente, son mis expresiones. 

SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Voy a reconocer al senador Rivera Schatz. 

SR. RIVERA SCHATZ: Entendí que el compañero Vicepresidente del Senado presentó una 

moción para que se trajera a los Presidentes de los Bancos para que se les cuestionara.  Si es así, y 

está dispuesto el compañero a traer a los pasados Presidentes del Banco, incluyendo a Melba, yo 

quiero suscribir esa moción con el compañero. 

SR. PRESIDENTE: Sí.  La Presidencia no entendió que eso era una moción del compañero.  

Así que no ha lugar su solicitud en este momento. 

SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Rivera Schatz. 

SR. RIVERA SCHATZ: Pues entonces presentamos la moción y que él la suscriba conmigo.  

Que vengan todos los Presidentes de los Bancos, empezando por Melba. 
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SR. PRESIDENTE: No puede presentar una moción porque está fuera de lugar en este 

momento, Senador. 

SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente, para plantear la Previa. 

SR. PRESIDENTE: El senador Cirilo Tirado presenta la Cuestión Previa… 

SR. RODRIGUEZ OTERO: Para secundar al Presidente. 

SRA. GONZALEZ LOPEZ: Señor Presidente, presentamos la Previa. 

SR. PRESIDENTE: La senadora Maritere González, el senador Rodríguez, el senador Jorge 

Suárez, el senador Ramón Ruiz y el senador Miguel Pereira presentaron la Cuestión Previa.  

Debidamente presentada, debidamente secundada por el número de Senadores, según la Regla.  

Todos aquéllos que estén a favor de terminar el debate en este momento favor de decir que 

sí.  En contra dirán que no.  Debidamente terminado el debate. 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador… 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente, no estaremos haciendo un turno de cierre.  

Solicitamos que se apruebe, según ha sido enmendado, el Proyecto del Senado 1591. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo… 

Senadora, estamos votando, estamos votando, estamos votando en este momento.  Estamos 

votando, Senadora, está fuera de orden. 

Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1591, según ha sido enmendado, 

todos aquéllos que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado el Proyecto del 

Senado 1591. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos se forma un Calendario de Votación Final 

que incluya las siguientes medidas… 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: Señor Presidente… 

SR. PRESIDENTE: Senador Torres, un momento. 

Senadora. 

SRA. NOLASCO SANTIAGO:…para récord… 

SR. TORRES TORRES: Cuestión de Orden, señor Presidente, Cuestión de Orden. 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: Moción de Privilegio Personal.   

SR. PRESIDENTE: ¿En qué consiste su moción de Privilegio Personal, Senadora? 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: Sí, que una vez que hablaron aquí todos los varones, las 

mujeres queríamos hablar también y no nos permitieron…. 

SR. TORRES TORRES: Cuestión de Orden, señor Presidente… 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: …por favor, yo quiero que conste para que… 

SR. PRESIDENTE: Senadora, Senadora, la Presidencia está lista para atender el asunto suyo 

debidamente.  Aquí hubo un debate, Senadora.  Según el Reglamento del Senado, un Senador se 

levantó después de un debate robusto que hubo y presentó la Previa, fue debidamente secundada y 

debidamente votada.  El asunto ha terminado.   

Señor Portavoz… 

SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senadora. 

SRA. PADILLA ALVELO: Me permite consignar mi voto en contra de la medida. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado, gracias. 

Próximo asunto. 

- - - - 
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SR. TORRES TORRES: Solicitamos, Presidente, se forme un Calendario de Votación Final 

que incluya las siguientes medidas: en su concurrencia con las enmiendas, el Proyecto del Senado 

1310; Sustitutivo al Proyecto del Senado 1364, 1363 y al Proyecto de la Cámara 2748; el Proyecto 

del Senado 1458 en su concurrencia; el Informe de Conferencia al Proyecto del Senado 1495; 

Proyecto del Senado 1591; Resoluciones del Senado 1357; 1359; Proyectos de la Cámara 1099; 

1130; 1532; 2311.  Sería ése el Calendario de Votación Final, señor Presidente, solicitamos autorice 

se proceda con el mismo y que constituya el Pase de Lista Oficial para todos los fines legales 

pertinentes. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, se aprueba el Calendario de 

Votación Final, que se toquen los timbres inmediatamente y pasemos a Votación.  Adelante, que se 

toquen los timbres.  

Si algún Senador va a emitir un voto explicativo, éste es el momento para así hacerlo. 

SR. SEILHAMER RODRIGUEZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Reconozco al Portavoz de la Delegación del Partido Nuevo Progresista 

inmediatamente, y después a la senadora Nolasco. 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senadora Margarita Nolasco, adelante. 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: Con un voto explicativo, es mi voto en contra. 

SR. PRESIDENTE: El Proyecto del Senado 1591 estoy asumiendo. 

SRA. NOLASCO SANTIAGO: 1591, en contra, con un voto explicativo. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado su voto.  

SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Rivera Schatz. 

SR. RIVERA SCHATZ: Lo mismo, señor Presidente, un voto, en contra, explicativo al 1591. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado. 

SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senadora Migdalia Padilla. 

SRA. PADILLA ALVELO: Que mi voto, que fue consignado en contra, va con voto 

explicativo. 

SR. PRESIDENTE: Cómo no.  Debidamente consignado. 

SR. SEILHAMER RODRIGUEZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Larry Seilhamer. 

SR. SEILHAMER RODRIGUEZ: Señor Presidente, estaré votándole en contra al Proyecto 

del Senado 1591 con un voto explicativo; al igual que estaré emitiendo voto explicativo al 

Sustitutivo del Senado del Proyecto 1363, 1364 y de la Cámara 2748. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado. 

SRA. PEÑA RAMIREZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Voy a reconocer a la senadora Itzamar Peña. 

SRA. PEÑA RAMIREZ: Señor Presidente, para consignar mi voto en contra en el Proyecto 

del Senado 1591. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado. 

SR. ROSA RODRIGUEZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Angel Rosa. 
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SR. ROSA RODRIGUEZ: Señor Presidente, para consignar un voto explicativo a favor en el 

Proyecto del Senado 1591. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado. 

SR. RIOS SANTIAGO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Carmelo Ríos. 

SR. RIOS SANTIAGO: Señor Presidente, para consignar el voto en contra en el 1591, y nos 

unimos al voto explicativo del Portavoz. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado. 

SR. MARTINEZ SANTIAGO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Martínez. 

SR. MARTINEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para unirme al voto explicativo, en contra, 

del señor Portavoz, del Proyecto del Senado 1591. 

SR. PRESIDENTE: Así se consigna para todos los efectos. 

Yo voy a emitir un voto explicativo también a favor del Proyecto del Senado 1591. 

SR. RODRIGUEZ VALLE: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Gilberto Rodríguez. 

SR. RODRIGUEZ VALLE: Señor Presidente, para unirnos a favor, con el voto explicativo 

del senador Angel Rosa. 

SR. PRESIDENTE: Se une al senador Angel Rodríguez. 

SR. RUIZ NIEVES: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Ruiz Nieves. 

SR. RUIZ NIEVES: Señor Presidente, para unirnos al voto explicativo del compañero Angel 

Rosa a favor del Proyecto. 

SR. PEREZ ROSA: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Joíto Pérez. 

SR. PEREZ ROSA: Para unirnos al voto en contra del compañero Portavoz, del 1591. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente, portavoz Larry Seilhamer, debidamente consignado su 

voto. 

SR. NADAL POWER: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador José Nadal Power. 

SR. NADAL POWER: Para voto explicativo a favor. 

SR. PRESIDENTE: Un voto explicativo a favor del Proyecto del Senado 1591, asumo. 

SR. TORRES TORRES: Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Torres Torres. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, para unirnos al voto explicativo de Su Señoría. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente consignado. 

Que comience la Votación. 

Una exhortación ciudadana a todos los Senadores que no han votado todavía, que por favor, 

que así lo hagan, ya que por la edad de algunos Senadores se tienen que ir a dormir, hablo de mí.  

Senadores que no han votado, por favor, que lo hagan lo más rápido posible.  Gracias.   

Habiendo votado todos los Senadores, si algún Senador no emitió su voto, que lo haga ahora.   

Se cierra la Votación. 
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CALENDARIO DE APROBACION FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 

Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 

 

Concurrencia con las enmiendas introducidas por la 

Cámara de Representantes al P. del S. 1310 

 

Sustitutivo al P. del S. 1363, 1364 y al P. de la C. 2748 

“Para establecer una amnistía por concepto de infracciones incluyendo intereses y recargos 

en virtud de Ley Núm. 22-2000, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, 

según enmendada, por un término de noventa (90) días; establecer un término de treinta (30) días 

calendario para el pago de toda multa que se expida en virtud de dicha ley y sea pagada dentro de 

esos términos con un descuento de un treinta por ciento (30%); añadir un nuevo inciso (h) y un 

segundo párrafo al Artículo 3.19 y para enmendar el inciso (h) y añadir los nuevos incisos (s) y (t) al 

Artículo 23.05 de la Ley 22-2000, según enmendada, a los fines de disponer que se le revocará 

permanentemente la licencia de conducir a toda persona que acumule la cantidad de quinientos (500) 

dólares en multas de tránsito expedidas a su licencia de conducir; y para crear un sistema de 

notificación de balances de multas al conductor con un plan de pagos, según lo dispuesto por esta 

Ley; y para disponer los términos y condiciones de este procedimiento.” 

 

Concurrencia con las enmiendas introducidas por la 

Cámara de Representantes al P. del S. 1458 

 

Informe de Conferencia en torno al P. del S. 1495 

 

 

P. del S. 1591 

“Para crear la “Ley de Moratoria de Emergencia y Rehabilitación Financiera de Puerto 

Rico”; para disponer la declaración de un estado de emergencia fiscal por la Asamblea Legislativa; 

para instaurar los procesos de declaración, establecimiento y condiciones del periodo de emergencia, 

según definido por esta Ley, para el Banco o cualquier otra entidad gubernamental, según definidos 

ambos términos por esta Ley, y disponer las facultades del Gobernador del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; para realizar enmiendas a la Ley Orgánica del Banco Gubernamental de Fomento 

para Puerto Rico, Ley Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, según enmendada, a los fines de 

reenumerar los Artículos 12 al 21 como Artículos 15 al 24, y añadir nuevos Artículos 12 y 13, para 

modificar el proceso de nombramiento de un síndico; para añadir un nuevo Artículo 14 a la Ley 

Núm. 17 de 23 de septiembre de 1948, supra, a los fines de permitir la organización y operación de 

un banco puente; para enmendar la Cuarta Parte del Artículo 2 de la Ley Núm. 17 de 23 de 

septiembre de 1948, supra, para modificar las disposiciones en torno a las subsidiarias del Banco 

Gubernamental de Fomento para Puerto Rico; para enmendar el Artículo 11 de la Ley Núm. 22 del 

24 de julio de 1985, según enmendada, correspondiente a la Ley Orgánica del Banco de Desarrollo 

Económico para Puerto Rico a los fines de modificar las disposiciones sobre el nombramiento de un 

síndico; y para otros fines relacionados.” 
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R. del S. 1357 

“Para ordenar a la Comisión de Cooperativismo, Pequeñas y Medianas Empresas y 

Microempresas del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico,  realizar una investigación 

minuciosa sobre cómo se han visto afectados los pequeños y medianos comerciantes del Distrito 

Mayagüez-Aguadilla ante los incesantes problemas de energía que afectan la región.” 

 

R. del S. 1359 

“Para ordenar a la Comisión de Salud y Nutrición del Senado del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, realizar una investigación exhaustiva sobre la situación que están atravesando los 

diferentes hospitales del País con el fin de identificar acciones legislativas que faciliten el que 

puedan continuar brindando servicios al Pueblo.” 

 

P. de la C. 1099 

“Para establecer, adscrito a la Administración de Servicios Médicos de Puerto Rico, una 

clínica permanente para la atención, diagnóstico, prevención y tratamiento de personas con errores 

innatos del metabolismo, incluyendo las que padezcan del trastorno genético denominado como 

fenilcetonuria (PKU, por sus siglas en inglés), las diferentes aminoacidopatías, las acidemias 

orgánicas, los desórdenes de oxidación de ácidos grasos, los desórdenes del metabolismo de 

carbohidratos (como la galactosemia) y las deficiencias de cofactores enzimáticos (como la 

deficiencia de biotinidasa) incluidos en el Programa de Cernimiento Metabólico Neonatal autorizado 

por la Ley Núm. 84 de 2 de julio de  1987, según enmendada; disponer sobre los deberes, objetivos y 

organización de la antes mencionada clínica; establecer la obligación a todo asegurador y 

organizaciones de servicios de salud organizados conforme a la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 

1957, según enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, y conforme a la Ley 

194-2011, según enmendada, conocida como “Código de Seguros de Salud de Puerto Rico”, planes 

de seguros que brinden servicios en Puerto Rico y cualquier otra entidad contratada para ofrecer 

beneficios de salud en Puerto Rico, así como a la Administración de Seguros de Salud de Puerto 

Rico, y a cualquier entidad contratada para ofrecer servicios de salud o de seguros de salud en Puerto 

Rico, a través de la Ley 72 - 1993, según enmendada, conocida como “Ley de la Administración de 

Seguros de Salud de Puerto Rico”, que incluyan, como parte de sus cubiertas, el “Preparado de 

Aminoácidos Libre de Fenilalanina" para pacientes diagnosticados con el trastorno genético 

denominado como fenilcetonuria (PKU, por sus siglas en inglés), sin exclusiones de edad del 

paciente; y para otros fines relacionados.” 

 

Segundo Informe de Conferencia  

en torno al P. de la C. 1130 

 

P. de la C. 1532 

“Para obligar a todo asegurador y organizaciones de servicios de salud organizados conforme 

a la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según enmendada, conocida como “Código de Seguros de 

Puerto Rico”, planes de seguros que brinden servicios en Puerto Rico y cualquier otra entidad 

contratada para ofrecer beneficios de salud en Puerto Rico, que incluyan, como parte de su cubierta 

básica el suministro de un monitor de glucosa cada tres (3) años y un mínimo de ciento cincuenta 

(150) tirillas y ciento cincuenta (150) lancetas cada mes para pacientes menores de veintiún (21) 

años de edad diagnosticados con diabetes mellitus tipo I, con el propósito del monitoreo de los 
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niveles de glucosa en los pacientes diabéticos; para añadir un subinciso (f) al inciso (c) de la Sección 

6 del Artículo VI de la Ley 72 - 1993, según enmendada, conocida como “Ley de la Administración 

de Seguros de Salud de Puerto Rico”, con el mismo propósito; establecer formas de dispensación y 

penalidades; y para otros fines.” 

 

Segundo Informe de Conferencia  

en torno al P. de la C. 2311 

 

VOTACION 

 

Las Resoluciones del Senado 1357 y 1359, son consideradas en Votación Final, la que tiene 

efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, Ángel R. 

Martínez Santiago, José R. Nadal Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, 

Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, 

Carmelo J. Ríos Santiago, Luis D. Rivera Filomeno, Thomas Rivera Schatz, Ángel M. Rodríguez 

Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón Ruiz Nieves, María de L. 

Santiago Negrón, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Jorge I. Suárez Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, 

Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo Bhatia Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  25 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 

del Senado 1310, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, Ángel R. 

Martínez Santiago, José R. Nadal Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, 

Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, 

Carmelo J. Ríos Santiago, Luis D. Rivera Filomeno, Thomas Rivera Schatz, Ángel M. Rodríguez 

Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón Ruiz Nieves, María de L. 
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Santiago Negrón, Jorge I. Suárez Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín 

Vargas Morales y Eduardo Bhatia Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  24 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senador: 

Lawrence N. Seilhamer Rodríguez. 

 

Total .........................................................................................................................................................  1 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

 

El Sustitutivo del Senado a los Proyectos del Senado 1363; 1364 y al Proyecto de la Cámara 

2748 y la concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 

del Senado 1458, son considerados en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, Ángel R. 

Martínez Santiago, José R. Nadal Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, 

Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, 

Carmelo J. Ríos Santiago, Luis D. Rivera Filomeno, Thomas Rivera Schatz, Ángel M. Rodríguez 

Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón Ruiz Nieves, Lawrence N. 

Seilhamer Rodríguez, Jorge I. Suárez Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín 

Vargas Morales y Eduardo Bhatia Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  24 

 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadora: 

María de L. Santiago Negrón. 

 

Total .........................................................................................................................................................  1 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 
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El Informe de Conferencia en torno al Proyecto del Senado 1495, es considerado en Votación 

Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, Ángel R. 

Martínez Santiago, José R. Nadal Power, Ramón L. Nieves Pérez, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar 

Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Luis D. 

Rivera Filomeno, Thomas Rivera Schatz, Ángel M. Rodríguez Otero, Gilberto Rodríguez Valle, 

Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón Ruiz Nieves, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Jorge I. Suárez 

Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo Bhatia 

Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  23 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadoras: 

Margarita Nolasco Santiago y María de L. Santiago Negrón. 

 

Total .........................................................................................................................................................  2 

 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

 

El Proyecto de la Cámara 1099, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, José R. Nadal 

Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 

Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Luis D. Rivera 

Filomeno, Ángel M. Rodríguez Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón 

Ruiz Nieves, María de L. Santiago Negrón, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Jorge I. Suárez 

Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo Bhatia 

Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  23 
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VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Ángel R. Martínez Santiago y Thomas Rivera Schatz. 

 

Total .........................................................................................................................................................  2 

 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

 

El Informe de Conferencia en torno al Proyecto de la Cámara 1130 (segundo), es considerado 

en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, José R. Nadal 

Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, Miguel A. Pereira Castillo, Luis D. 

Rivera Filomeno, Ángel M. Rodríguez Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, 

Ramón Ruiz Nieves, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Jorge I. Suárez Cáceres, Cirilo Tirado 

Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo Bhatia Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  18 

 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Ángel R. Martínez Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez 

Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Thomas Rivera Schatz y María de L. Santiago Negrón. 

 

Total .........................................................................................................................................................  7 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

 

El Informe de Conferencia en torno al Proyecto de la Cámara 2311 (segundo), es considerado 

en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
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VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, José R. Nadal 

Power, Ramón L. Nieves Pérez, Margarita Nolasco Santiago, Miguel A. Pereira Castillo, Luis D. 

Rivera Filomeno, Ángel M. Rodríguez Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, 

Ramón Ruiz Nieves, María de L. Santiago Negrón, Jorge I. Suárez Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, 

Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo Bhatia Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  18 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Ángel R. Martínez Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez 

Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Thomas Rivera Schatz y Lawrence N. Seilhamer Rodríguez. 

 

Total .........................................................................................................................................................  7 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

El Proyecto del Senado 1591, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, María T. González López, Rossana López León, José R. Nadal 

Power, Ramón L. Nieves Pérez, Miguel A. Pereira Castillo, Luis D. Rivera Filomeno, Ángel M. 

Rodríguez Otero, Gilberto Rodríguez Valle, Ángel R. Rosa Rodríguez, Ramón Ruiz Nieves, Jorge I. 

Suárez Cáceres, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, Martín Vargas Morales y Eduardo 

Bhatia Gautier, Presidente. 

 

Total .........................................................................................................................................................  16 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Ángel R. Martínez Santiago, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar 

Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Thomas Rivera Schatz, María de L. 

Santiago Negrón y Lawrence N. Seilhamer Rodríguez. 

 

Total .........................................................................................................................................................  9 
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VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total .........................................................................................................................................................  0 

 

 

SR. PRESIDENTE: Por el resultado de la Votación, todos los Proyectos y Resoluciones han 

sido aprobadas. 

- - - - 

 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 

SR. TORRES TORRES: Presidente, solicitamos excusar de los trabajos legislativos del día al 

compañero senador Fas Alzamora. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente excusado. 

¿Algún otro Senador que haya solicitado ser excusado el día de hoy? 

SR. TORRES TORRES: Solicitamos el receso de los trabajos hasta el próximo jueves, 7 de 

abril de 2016, a las once de la mañana (11:00 a.m.). 

SR. PRESIDENTE: El Senado de Puerto Rico, siendo las dos y cincuenta y uno de la 

mañana (2:51 a.m.) del día martes, 5 de abril, recesa sus trabajos hasta el próximo jueves, 7 de abril, 

a las once de la mañana (11:00 a.m.). 

Receso. 
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